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SENTENCIA DE FECHA 3 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fe..ha 10 de octubre de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: Leticia E. Silié de Carpio
Abogado: Dr. José A. Silié Gatón

Recurrido: Ana Rosa Angeles
Abogado: Dr. Raymundo Cuevas Sena y Dr. M. A. Báez Brito

Dics, Patria y Libertad
Repúblice, Dcminicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche 1-1., Se r-undo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Arniama. Francisco	 Beras, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 3 de septiembre del año 1969, años 126o.
de la Independencia y 107 9 de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leticia
E. Silié de Carpio, dominicana, mayor de edad, profesora,
casada, domicliada en la casa No. 77 de la Avenida San
Martín de esta ciudad, cédula No. 9212, serie 2 contra la
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 10 de
octubre de 1968, cuyo dispositivo figura más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José A. Silié Gatón cédula No. 36281, se-

rie 1ra., abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Raymundo Cuevas Sena, cédula N4 274, serie
78, por sí y por el Dr. M. A. Báez Tirito, cédula N 9 31853,
serie 26, abogados de la recurrida, Ana Rosa Angeles do-
minicana, mayor de edad, soltera, domiciliada en esta ciu-
dad, cédula No 30283, serie 47, en la lectura de sus con-

clusiones;
Cído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación de fecha 23 de diciem-

bre de 1968, suscrito por el abogado de la recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante ;

Visto el escrito de defensa de fecha 13 de febrero de
1969, suscrito por los abogados de la recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 78, 81, 82 y 84 del Código de
Trabajo; 1315 del Código Civil; 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, he-
cha por Ana Rosa Angeles, contra Leticia E. Silié de Car-
pio, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dic-
tó en fecha 20 de diciembre de 1967, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza en todas
sus partes las conclusiones de la parte demandada por im-
procedente y mal fundada; y acoge las de la demandante,
por ser justas y reposar sobre base legal; SEGUNDO: De-
clara injustificado el despido y resuelto el contrato de tra-
bajo que ligaba a las partes ,por culpa del patrono y con
responsabilidad para el mismo; TERCERO: Condena a la

Academia Patrón San José y Lic. Leticia Silié Gatón de
Carpio, a pagarle a la señorita Ana Rosa Angeles, los va-
lores siguientes: 24 días de salario por concepto de prea-
viso; 105 días por auxilio de cesantía; 28 días por vacacio-
nes no disfrutadas ni pagadas durante los años 1966 y
1967, así como los tres meses de salario acordados en el
inciso 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo, todo cal-
culado a base de un salario de RD$90.00 mensuales; CUAR-
TO: Condena a la Academia Patrón San José y Lic. Leticia
Silié Gatón de Carpio al pago de las costas del procedimien-
to, con distracción de las mismas en provecho del Dr. Ray-
mundo Cuevas, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad"; b) que sobre recurco de apelación de la demandada,
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha
10 del mes de octubre de 1968, la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo se transcribe a continuación: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la
forma el recurso de apelación interpuesto por la Licenciada
Leticia Silié Gatón de Carpio, contra sentencia del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 20 de
diciembre de 1967, dictada en favor de la señorita Ana Ro-
sa Angeles, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente
al fondo Confirma en todas sus partes dicha decisión im-
pugnada, con excepción del punto relativo a vacaciones que
se reduce a las del último año trabajado ,o sea a sólo 14
días en vez de 28 como consta en el dispositivo de la misma;
TERCERO: Condena a la parte que sucumbe Licenciada
Letic:a Silié Gatón de Carpio, al pago de las costas del pro-
cedimiento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la
Ley No. 302, del 18 de junio del 1964 y 691 del Código de
Trabajo, ordenando su distracción en favor del Dr. Ray-
mundo Cuevas, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando que la recurrente invoca ,en su memo-
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rial de casación los siguientes medios: Primer Medio: Aban-
dono del trabajo por parte del trabajador; Segundo Medio:
Falta de ponderación de documentos; Tercer Medio: Vicio
de fondo y desnaturalización de los hechos;

Considerando que la recurrente en sus medios de casa-
ción reunidos alega ,en definitiva, que el Juez a-quo, en la
sentencia impugnada, no obstante ella haber probado por
medio de documentos y testimonios, que la maestra deman-
dante, Ana Rosa Angeles, abandonó su labor por unos ocho
días, sin justa causa, no ponderó dichos documentos y los
testimonios ,y acogió la demanda de que se trata sobre el
fundamento de que se habían violado las dispos:ciones de
los artículos 81 y 82 del Código de Trabajo, reputando el
despido como injustificado; según la recurrente, se dejaron
de ponderar los siguientes documentos: "a) El Certificado
Núm. 1362 de fecha 16 de Junio del 1967, suscrito por el
Inspector Supervisor de Trabajo, Encargado del Distrito,
que entre otras dice: "En nuestro archivo no existe comu-
nicación de Leticia E. Silié Gatón, donde informa a esta
Secretaría de Estado, haber despedido a su empleada Ana
Rosa Angeles"; "b) La carta recibida por el Director de
Trabajo en fecha 2 de marzo del 1967, mediante la cual
la Lic. Leticia Silié Gatón de Carpio le informaba a dicho
funcionario: "Nos permitimos informarles que nuestra em-
pleada, Ana Rosa Angeles, cédula personal de identidad No.
30282, serie 47, quien desempeña las funciones de Profeso-
ra de este Plantel, Academia Patrón San José dejó de asis-
tir a sus labores, desde el día 24 de febrero del año 1967 y
no se ha presentada a sus labores. Etc." (Ver Doc. No. 2)";
y además agrega dicha recurrente, el Juez a-quo, basándo-
se en el testimonio de Rhina Castillo, "la coautora" de la
demandante, y en declaraciones prestadas por ésta, no por
ante dicho juez, sino por ante el Juez de Paz, consideró en
la sentencia impugnada, "que no procedía un informativo
por ella solicitado, so-pretexto de que se pretendía con ello
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probar la justa causa del despido cuando ella lo que desea-
ba era insistir sobre "el abandono" que había venido ale-
gando en ambas instancias, incurriéndose así, en los vicios
ya señalados; pero,

Considerando en lo que respecta al alegato de la re-
currente, de que no obstante ella haber probado que la
maestra Ana Rosa Angeles, abandonó sus labores por más
de ocho días, poniendo término así a su contrato de trabajo,
dicha situación no fue ponderada debidamente por los jue-
ces del fondo, cabe observar, que contrariamente a lo ale-
gado por ésta, la sentencia impugnada estableció mediante
un examen correcto de los hechos y circunstancias de la
causa, que a pesar de haberse ordenado una comunica-
ción de documentos, en las dos instancias que precedieron
el presente recurso, y de haberse practicado además, un
informativo y un contra-informativo, ante la jurisdicción
de primer grado, la Directora del Liceo "Patrón San José",
Leticia E. Silié Gatón, demandada originaria, y actual recu-
rrente, no aportó prueba alguna, escrita ni testimonial,
que justificase su alegato relativo al abandono de sus labo-
res de la maestra, Ana Rosa Angeles, y que la falta de és-
ta, como lo pretende hoy la actual recurrente, fuese la causa
generadora de la resolución de las relaciones contractuales
existentes entre las partes en causa; que en consecuencia,
este primer alegato de la recurrente, carece de fundamen-
to y debe ser desestimado;

Considerando en cuanto a lo que arguye la recurrente,
de que el juez a-quo no ponderó la Certificación ni la Carta
ya mencionadas en sus alegatos, y que atribuyó entero cré-
dito a la declaración de la testigo Rhina Castillo, que aho-
ra critica, basta decir, en primer término, que cuando el
juez a-quo dice en su fallo, que la demandada, Leticia E. Si-
lié Gatón, no satisfizo las disposiciones del artículo 81 del
Código de Trabajo, al no comunicar el despido dentro de las
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48 horas, estaba ponderando la Certificación expedida por
el InspectOrde Trabajo, marcada con el No. 1362 y fechada
a 16 de juilo de 1967, contrariamente a lo alegado por la
recurrente; y respecto a las cartas comunicando a la Se-
cretaría de Trabajo, un presunto acto de indisciplina de la
maestra demandante y la falta de asistencia a sus labores,
lechadas ambas a 24 de febrero de 1967, copias de las cua-
les figuran en el índice de piezas depositadas ahora en
casación, no hay prueba en el expediente ni en la sentencia
impugnada, de que dichas piezas hubiesen sido sometidas
a examen de los jueces del fondo, por lo cual esos docu-
mentos no pueden ser tomados en cuenta; por último, res-
pecto a la crítica al testimonio ofrecido por Rhina Castillo,
en el informativo verificado por ante el Juez de Paz, rela-
tiva a la circunstancia y a la fecha en que la demandante
fue despedida no hay prueba alguna de que la recurrente
tachara dicha testigo antes de deponer, y el crédito que el
Juez 'a-que atribuyó a la declaración prestada por dicha tes-
tigo, contra la cual no se ha alegado desnaturaliazción, no
puede ser censurada ahora por primera vez en casación;
por lo que estos alegatos carecen igualmente de fundamen-
to y deben ser desestimados;

Considerando en cuanto al último alegato de la recu-
rrente de que se le negó la oportunidad de hacer un nuevo
informativo, so-pretexto de que éste se solicitaba para pro-
bar la justa causa del despido, cuando ella lo que preten-
día era robustecer la prueba del abandono, basta decir, que
dicha medida de instrucción fue denegada por sentencia,
según consta en la decisión ahora impugnada, con fecha hL
de julio de 1968, es decir, mucho antes de intervenir fallo
sobre el fondo, y habiéndolo sido en presencia de las par-
tes, no hay prueba de que la misma fuese recurrida en ca-
sación, por lo que dicha sentencia no habiendo sido criti-
cada por la vía correspondiente, no puede serlo ahora tar-
díamente, cuando da se ha hecho irrevocable; en consecuen-

cia, este último alegato, también carece de fundamento e
igualmente debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Leticia E. Silié Gatón, contra la sen-
tencia de la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, dic-
tada en fecha 10 de octubre de 1968, cuyo dispositivo se ha
copiado en otra parte del presente fallo; Segundo: Condena
a la recurrente al pago de las costas, ordenando su distrac-
ción en favor de los doctores Raymundo Cuevas Sena y M.

A. Báez Brito, quienes afirman haberlas avanzado en su
mayor parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.
— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE SEPTIEIVIERE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago ,de fecha
11 de octubre de 1938

Materia: Civil (referimiento)

Recurrente: Dr. Gilberto Aracena
Abogado: Dres. Ramón Pina Acevedo y Luis E. Ricourt

Recurrido: Unión de Seguros, C. por A.
Abogado: Dr. Julián Ramia

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República ,la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernaido E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Irc..‘nriquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpldio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del
mes de septiembre de 1939, años 126o. de la Independen-
cia y 1070. de la Restauración, dicta en audiencia pública,
corno corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr.
Gilberto Aracena, dominicano, mayor de edad, casado, abo-
gado, domiciliado y residente en la ciudad de Santiago de
los Caballeros en la casa No. 106-B de la calle 16 de Agos-
to, cédula No. 37613 serie 31, contra la sentencia de fecha
ri de octubre de 1968, dictada en materia de referimiento
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por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Santos Díaz Cruzado, cédula No. 26632 se-

rie. 26, en representación de los Doctores Ramón Pina Ace-
vedo, cédula No. 43139 serie lra., y Luis E. Ricourt, aboga-
dos del recurrente en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. J. Enrique Hernández Machado, en repre-
sentación del Dr. Julián Ramia, cédula No. 48547 serie 31,
abogados de la recurrida Unión de Seguros, C. por A., com-
pañía comercial organizada y constituída de cor formlclad
con las leyes de la República Dominicana, con su domicilio
social en la primera planta del edifició,-marcado con el No.
48 de la cale "San Luis" de Santiago, debidamente repre-
sentada por su Presidente Belerminio Cortina Hernández,
dominicano, mayor de edad, casado, agente de seguro, cé-
dula No. 46869 serie 31, domiciliado y residente en esta ciu-
dad, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el Memorial de Casación depositado en la Supre-
ma Corte de Justicia en fecha 13 de diciembre de 1968,
suscrito por los abogados del recurrente, en el cual se in-
vocan los medios que se indican más adelante:

Visto el Memorial de Defensa de fecha 29 de enero de
1969, suscrito por el abogado de la compacía recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 130, 133 y 806 y siguientes del
Código de Procedimiento Civil; 1315 del Código Civil y 1
y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta; a) que en fecha
23 del mes de agosto del año en curso, el Dr. Gilberto Ara-
cena, trabó un embargo ejecutivo en perjuicio de la Unión
de Seguros, C. por A.; que por acto de fecha 28 de agosto
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sentada por su Presidente Belerminio Cortina Hernández,
dominicano, mayor de edad, casado, agente de seguro, cé-
dula No. 46869 serie 31, domiciliado y residente en esta ciu-
dad, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el Memorial de Casación depositado en la Supre-
ma Corte de Justicia en fecha 13 de diciembre de 1968,
suscrito por los abogados del recurrente, en el cual se in-
vocan los medios que se indican más adelante;

Visto el Memorial de Defensa de fecha 29 de enero de
1969, suscrito por el abogado de la compacía recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 130, 133 y 806 y siguientes del
Código de Procedimiento Civil; 1315 del Código Civil y 1
y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta; a) que en fecha
23 del mes de agosto del año en curso, el Dr. Gilberto Ara-
cena, trabó un embargo ejecutivo en perjuicio de la Unión
de Seguros, C. por A.; que por acto de fecha 28 de agosto
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de 1968, del ministerial Medardo Anico, de Estrados en la
Tercera Cámara Penal del Distrito Judicial de Santiago, és-
te emplazó al embargante a comparecer por ante la Cá-
mara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia
de este Distrito Judicial en funciones de Juez de los Refe-
rimientos, a los fines de oír pedir y ser pronunciado por
éste, la descontinuación del "procedimiento de embargo eje-
cutivo", de que es cuestión; b) que, dicha Cámara Civil y
Comercial, falló este asunto por su sentencia de fecha 8 del
mes de septiembre del presente año, mediante la cual dis-
puso: "Primero: Rechazar las conclusiones formuladas en
audiencia por la parte demandada, por improcedentes y
mal fundadas; Segundo: Acoge las conclusiones de la parte
demandante y en consecuencia, se ordena la suspensión del
embargo ejecutivo practicado por el Ministerial Bolívar
S. García, ordinario de la Cámara de Trabajo del Municipio
de Santiago, en fecha 23 de agosto de 1968, a requerimien-
to del Dr. Gilberto Aracena y en perjuicio de la Unión de
Seguros, C. por A.; Tercero: Se Condena a la parte que su-
cumbe al pago de las costas, ordenando su distracción en
provecho del Dr. Julián Ramia Yapur quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte"; c) Que sobre recurso del
Dr. Gilberto Aracena, la Corte de Apelación de Santiago
dictó en fecha 11 de octubre de 1968, la sentencia ahora
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Declara regular y válido en cuanto a la forma,
el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Gilberto Ara-
cena contra la sentencia dictada en funciones de Tribunal
de Referimientos y en atribuciones civiles, en fecha seis
del mes de septiembre del presente año, por la Cámara Ci-
vil y Comercial del .Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo figura copiado
en otra parte del presente fallo; Segundo: Rechaza, en
cuanto al fondo, dicho recurso de apelación, por improce-
dente e infundado y acogiendo las conclusiones de la parte

intimada, confirma en todas sus partes la sentencia impug-
nada; Tercero: Condena al Doctor Gilberto Aracena, parte
recurrente que sucumbe al pago de las costas de esta alza-
da, con distracción de las mismas en provecho del Dr. Ju-
lián Ramia Yapur, por haber afirmado que las ha avanzado
en su mayor parte";

Considerando que en apoyo de su recurso el recurren-
te invoca en su Memorial de Casación, los siguientes medios:
Primer Medio: Violación por falta de motivos y desnaturali-
zación de los hechos. Contradicción entre los motivos 'y el
dispositivo de la sentencia impugnada.— Segundo Medio:
Errónea o falsa aplicación del Art. 809 y siguientes del Có-
digo de Procedimiento Civil y los Arts. 1315 y s:guientes del
Código Civil.— Insuficiencia de Motivos.— Falta de Base
Legal.— Tercer Medio: Omisión de estatuir y decisión ul-
trapetlta.— Falta de motivos y contradicción en los pocos
que contiene.

Considerando que el recurrente sostiene en síntesis en
el desarrollo del primer medio de su recurso que la Corte
a-qua al hacer suyos los motivos del Juez de primera ins-
tancia incurri en falta e insuficiencia de motivos, pues hi-
zo suya aquella motivación llegando "por similitud" a afir-
mar que el crédito del recurrente está extinguido sin  hacer
por sí misma las comprobaciones de lugar, lo cual es in-
compatible a su juicio con sus funciones en virtud del efecto
devolutivo del recurso, y lo que caracteriza el vicio denun-
ciado de contradicción entre los motivos y el dispositivo;
pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado revela
que la Corte a-uua en funciones de referimiento estaba apo-
derada en apelación de una demanda intentada por la Unión
de Seguros, C. por A., contra el Dr. Aracena a fines de sus-
pensión de la ejecución de un embargo ejecutivo que el Dr.
Aracena había particado en su perjuicio, y analiza la Corte
a-qua que en primera instancia el Dr. Aracena presentó con-
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dente e infundado y acogiendo las conclusiones de la parte
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nada; Tercero: Condena al Doctor Gilberto Aracena, parte
recurrente que sucumbe al pago de las costas de esta alza-
da, con distracción de las mismas en provecho del Dr. Ju-
lián Ramia Yapur, por haber afirmado que las ha avanzado
en su mayor parte";

Considerando que en apoyo de su recurso el recurren-
te invoca en su Memorial de Casación, los siguientes medios:
Primer Medio: Violación por falta de motivos y desnaturali-
zación de los hechos. Contradicción entre los motivos 'y el
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ciado de contradicción entre los motivos y el dispositivo;
pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado revela
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derada en apelación de una demanda intentada por la Unión
de Seguros, C. por A., contra el Dr. Aracena a fines de sus-
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clusiones principales, subsidiarias y más subsidiarias, renun-
ciando "in voce" a las dos primeras "que tendían a que fue-
ra ordenada la comunicación por parte de la demandante
del cheque No. 1297 de fecha 2 de Julio de 1968", mante-
niendo sólo las conclusiones más subsidiarias por las cua-
les se pedía el sobreseimiento de la demanda en suspensión
de embargo, y en las cuales conclusiones "el intimante ha-
bía solicitado que las costas fueran reservadas para que
fueran falladas conjuntamente con lo principal";

Considerando que sobre ese aspecto de la litis la Corte
a-qua analiza —como también lo había hecho el Juez de pri-
mer grado— que quedó establecido que el Dr. Aracena ha-
bía firmado "un descargo mediante el cual aceptó la can-
tidad de RD$500.00 por los gastos y honorarios profesiona-
les totales "en la reclamación que perseguía, habiendo re-
nunciado por ese documento de manera formal, expresa e
irrevocable "al ejercicio de toda acción, reclamación, dere-
cho, interés o instancia", estimando la Corte a-gua que en
tales condiciones procedía la suspensión del embargo soli-
citado, con lo cual estaba afirmando en definitiva que di-
cho pedimento de suspensión de la ejecución del embargo
practicado tenía un fundamento serio, y con cuya decisión
no prejuzgaba corno se pretende el fondo, sobre todo que
esto lo dijo expresamente cuando repitiendo uno de los mo-
tivos de la sentencia apelada afirma que llega a tal decisión
"sin prejuzgar el fondo de los asuntos sometidos", lo que
dejaba la puerta abierta para discutir la validez o el al-
cance de ese descargo y la procedencia o no de las deman-
das pendientes entre las partes; que, además, nada se opo-
ne a que el Juez de apelación haga suyos, adoptándolos,
aquellos motivos o razonamientos jurídicos que estime co-
rrectos; y en ellos no hay incompatibilidad funcional algu-
na, ni puede caracterizarse con esa forma correcta de pro-
ceder la alegada desnaturalización de los hechos, ni mucho
menos falta ni contradicción de motivos, sobre todo que el
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examen del fallo impugnado pone de manifiesto que él
contiene motivos suficientes y pertinentes que justifican su
dispositivo, el cual dispositivo está de acuerdo con dicha
motivación seg ún resulta tamb i én de su examen; que, por
tanto, el primer medio del recurso carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando que en el desarrollo del segundo medio
sostiene en resumen el recurrente qu al decir la Corte a-qua
"que el crédito del Dr. Aracena estaba extinguido prejuz-
gó el fondo del litigio"; y violó con ello el artíCulo 809 del
Código de Procedimiento Civil; que dicha Corte dijo que
compartía al respecto el criterio del Juez de primera ins-
tancia, y a su Juicio no le es dable al tribunal de alzada
"adoptar los mismos motivos del Juez de primer grado de
jurisdicción", con lo cual violó los artículos 1315 y siguien-
tes del Código Civil; que al rechazar la Corte a-qua su pe-
dimento de sobreseimiento sin dar motivos pertinentes para
justificarlo y al hacer en ese punto. y en lo concerniente a
la condenación en costas, una exposición incompleta, co-
metió el vicio de falta de base legal; que la Cámara Civil
'estaba apoderada de una demanda en suspensión de em-
bargo ejecutivo; de una demanda en nulidad de dicho em-
bargo y de una demana en daños y perjuicios, y debió apla-
zar o sobreseer el conocimiento del asunto en referimiento
hasta tanto se decidiera acerca de la cuestión prejudicial
Que a su juicio se planteaba, pues "el poder de decisión del
Juez se hallaba condicionado por la decisión de lo princi-
pal"; es decir, que la suerte de la demanda en referimiento
dependía de la solución de la demanda en validez del em-
bargo ejecutivo"; pero,

Considerando que obviamente en la primera parte de
este segundo medio se reiteran con otras palabras argumen-
tos ya tratados y rechazados a propósito del primer medio
en lo que concierne a la alegada extinción del crédito que
se pretende pronunciado por la sentencia de la Corte a-qua;
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clusiones principales, subsidiarias y más subsidiarias, renun-
ciando "in voce" a las dos primeras "que tendían a que fue-
ra ordenada la comunicación por parte de la demandante
del cheque No. 1297 de fecha 2 de Julio de 1968", mante-
niendo sólo las conclusiones más subsidiarias por las cua-
les se pedía el sobreseimiento de la demanda en suspensión
de embargo, y en las cuales conclusiones "el intimante ha-
bía solicitado que las costas fueran reservadas para que
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Considerando que sobre ese aspecto de la litis la Corte
a-que, analiza —como también lo había hecho el Juez de pri-
mer grado— que quedó establecido que el Dr. Aracena ha-
bía firmado "un descargo mediante el cual aceptó la can-
tidad de RD$500.00 por los gastos y honorarios profesiona-
les totales "en la reclamación que perseguía, habiendo re-
nunciado por ese documento da manera formal, expresa e
irrevocable "al ejercicio de toda acción, reclamación, dere-
cho, interés o instancia", estimando la Corte a-qua que en
tales condiciones procedía la suspensión del embargo soli-
citado, con lo cual estaba afirmando en definitiva que di-
cho pedimento de suspensión de la ejecución del embargo
practicado tenía un fundamento serio, y con cuya decisión
no prejuzgaba como se pretende el fondo, sobre todo que
esto lo dijo expresamente cuando repitiendo uno de los mo-
tivos de la sentencia apelada afirma que llega a tal decisión
"sin prejuzgar el fondo de los asuntos sometidos", lo que
dejaba la puerta abierta para discutir la validez o el al-
cance de ese descargo y la procedencia o no de las deman-
das pendientes entre las partes; que, además, nada se opo-
ne a que el Juez de apelación haga suyos, adoptándolos,
aquellos motivos o razonamientos jurídicos que estime co-
rrectos; y en ellos no hay incompatibilidad funcional algu-
na, ni puede caracterizarse con esa forma correcta de pro-
ceder la alegada desnaturalización de los hechos, ni mucho
menos falta ni contradicción de motivos, sobre todo que el

examen del fallo impugnado pone de manifiesto que él
contiene motivos suficientes y pertinentes que justifican su
dispositivo, el cual dispositivo está de acuerdo con dicha
motivación según resulta tamb i én de su examen; que, por
tanto, el primer medio del recurso carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando que en el desarrollo del segundo medio
sostiene en resumen el recurrente qu al decir la Corte a-qua
"que el crédito del Dr. Aracena estaba extinguido prejuz-
gó el fondo del litigio"; y violó con ello el artieulo 809 del
Código de Procedimiento Civil; que dicha Corte dijo que
compartía al respecto el criterio del Juez de primera ins-
tancia, y a su Juicio no le es dable al tribunal de alzada
"adoptar los mismos motivos del Juez de primer grado de
jurisdicción", con lo cual violó los artículos 1315 y siguien-
tes del Código Civil; que al rechazar la Corte a-qua su pe-
dimento de sobreseimiento sin dar motivos pertinentes para
justificarlo y al hacer en ese punto. y en lo concerniente a
la condenación en costas, una exposición incompleta. co-
metió el vicio de falta de base legal; que la Cámara Civil
estaba apoderada de una demanda en suspensión de em-
bargo ejecutivo; de una demanda en nulidad de dicho em-
bargo y de una demana en daños y perjuicios, y debió apla-
zar o sobreseer el conocimiento del asunto en referimiento
hasta tanto se decidiera acerca de la cuestión prejudicial
que a su juicio se planteaba, pues "el poder de decisión del
Juez se hallaba condicionado por la decisión de lo princi-
pal"; es decir, que la suerte de la demanda en referimiento
dependía de la solución de la demanda en validez del em-
bargo ejecutivo"; pero,

Considerando que obviamente en la primera parte de
este segundo medio se reiteran con otras palabras argumen-
tos ya tratados y rechazados a propósito del primer medio
en lo que concierne a la alegada extinción del crédito que
se pretende pronunciado por la sentencia de la Corte a-qua;
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y también se reiteran argumentos ya rechazados con res-
pecto a la adopción que hizo dicha Corte de los motivos de
la sentencia de primera instancia; que, en lo que respecta
al rechazamiento que hizo la Corte a-qua del pedimento de
oue sobreseyera el caso, el examen del fallo impugnado re-
vela que en su Sexto Considerando se analiza —copiándolo
—ese pedimiento junto con el de la condenación en costas,
pedimento que quedaba indudeblamente rechazado como
una consecuencia de la admisión de la solicitud de suspen-
sión de la ejecución del embargo que se había practicado,
puesto que esa solución abarcaba —absorviéndolo-- aquel
rechazamiento ,sin duda alguna; y cn cuanto a la condena-
ción en costas la Corte a-qua analiza en detalles esa situa-
ción procesal en los motivos del fallo impugnado sentado
el criterio jurídicamente correcto de que ninguna disposi-
ción legal priva al Juez de los referimientos de condenar
en costas a la parte que sucumbe; que, por tanto, el segun-
do medio sarece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que en e] desarrollo del tercer y último
medio sostiene en síntesis el recurrente que la decisión im-
pugnada "contiene omisión de estatuir sobre diversos pun-
tos de las conclusiones que fueron vertidos en la instancia
a-qua"; que dicha sentencia concede a la contra parte más
de lo por ella pedido en sus conclusiones, incurriendo en
ultra-petita; que finalmente por la simple lectura de los
motivos se advierte que hay contradicción entre ellos y el
dispositivo, lo que envuelve además una violación al artícu-
lo 141 del Código de Proced i miento Civil, por todo lo cual
estima el recurrente que el fallo impugnado debe ser casa-
do; pero,

Considerando que según resulta del artículo 5 de la Ley
Sobre Procedimiento de Casación no basta con enunciar
los medios de un recurso de casación, sino es preciso des-
arrollar aunque sea someramente los fundamentos del mis-
mo; que el recurrente denuncia en este tercer y último me-

dio "omisión de estatuir" sin puntualizar en qué consiste;
que igual ocurre cuando afirma que la Corte a-qua conce-
dió "a la contra parte más de lo por ella pedido en sus con-
clusiones", sin indicar siquiera en qué punto se acordó más
de lo demandado; que para decidir como lo hizo la Corte
a-qua —contrariamente a lo afirmado por el recurrente-
dió motivos suficientes y pertinentes, sin incurrir en contra-
dicción alguna, por lo cual tampoco se ha violado el artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil: que, por consi-
guiente, el tercero y último medio del recurso carece tam-
bién de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Dr. Gilberto Aracena, contra la
sentencia de fecha 11 de octubre de 1968, dictada en mate-
ria de referimientos por la Corte de Apelación de Santiago,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Julián Ramia Yapur, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
as Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-

nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mía, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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ias Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia•— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE SEPTWIIIBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 6
de mayo de 1968

Materia: Tierras

Recurrente: Antonio Ventura y Floren•ino Silverio
Abogado: Dr. Bienvenido Leonardo

Recurrido: Sucesores de Hilario o Ignacio Silverio
Abogaldo: Dr. Leonte Reyes Colón

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de
Presidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustitu-
to de Presidente; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio
Beras; Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Dis-
trito Nacional, hoy día 3 de septiembre de 1969, años 126o.
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio
Ventura, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No.
4234, serie 37, y Florentino Silverio, dominicano, mayor de
edad, casado, cédula No. 8086, serie 37, domiciliados en
Maimón, jurisdicción de Puerto Plata, quienes a su vez
representan a los Sucesores de Hilado o Ignacio Silverio,

contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, dictada
en fecha 6 de mayo del 1968, en relación con las Parcelas
Nos. 87-B, 87-C y 88 del Distrito Catastral No. 12 del Mu-
nicipio de Puerto Plata, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Se rechaza por improcedente y mal fundado, el
recurso de apelación interpuesto por los señores Juan Sil-
verio Hiraldo, Antonio Ventura, Gonzalo Silverio y Juan
Silverio Hiraldo a nombre y en representación de los Su-
cesores de Hiraldo o Ignacio Silverio. SEGUNDO: Se con-
firma con las modificaciones resultantes de los motivos de
esta sentencia, la Decisión No. 1 del Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original, de fecha 30 de noviembre del 1966,
dictada en relación con las Parcelas Nos. 87-B, 87-C y 88
del Distrito Catastral No. 12 del Municipio de Puerto Pla-
ta, para que en lo adelante su dispositivo rija del siguiente
modo: 1ro. Se Rechaza la reclamación sobre las parcelas
indicadas más arriba, hecha por los Sucesores de Ignacio e
Hilado Silverio, por mediación del ya mencionado Dr. Agus-
tín González Estévez, por improcedente y mal fundada;
2do. Se Acoge la reclamación que hace el señor Zacarías
Ventura Romualdo por conducto de su abogado el Dr. Leon-
te Reyes Colón, sobre las parcelas consignadas más arriba,
por procedente y bien fundada; 3ro. Se Ordena al Agri-
mensor Contratista de la mensura catastral de las Parce-
las Nos. 87-C y 88 del Distrito Catastral No. 12 del Muni-
cipio de Puerto Plata, Sitio de "El Corozo", Sección de
Maimón, Provincia de Puerto Plata, modificar los planos
de estas parcelas en el sentido de ajustarlas a las áreas y
colindancias contenidas en los planos Nos. 1 y 2, levantados
por el Agrimensor Público Máximo F. Arzeno; Parcela No.
87-B Area: 02 Has., 14 As., 11. Cas.— Se Ordena el regis-
tro del derecho de propiedad sobre esta parcela y sus
mejoras consistentes en cacao y cafeteros, en comunidad,
para que se dividan según sea de derecho, en favor de la
señora María Silverio Viuda Ventura y los Sucesores de
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Zacarías Ventura Romualdo, dominicano, mayores de edad,
domiciliados y residentes en la Sección de Maimón, Muni-
cipio de Puerto Plata; Parcela No. 87-C.— Area: 12 Ils ,
57 As., 76 Cas.— Se Ordena el registro del derecho de pro-
piedad sobre esta parcela y sus mejoras consistentes en ca-
cao y cafetos, en comunidad, para que se dividan según sea
de derecho, en favor de la señora María Silverio Viuda Ven-
tura y los Sucesores de Zacarías Ventura Romualdo, de ge-
nerales que constan; Parcela No. 88.— Area: 14 Hs., 50 As.,
00 Cas.— Se Ordena el registro del derecho de propiedad
sobre esta parcela y sus mejoras consistentes en cacao y
cafetos, en comunidad, para que se dividan según sea de
derecho, en favor de la señora María Silverio Viuda Ventu-
ra y los Sucesores de Zacarías Romualdo; Se Ordena al Se-
cretario del Tribunal de Tierras, que una vez recibidos por
él los planos definitivos a las parcelas de que se trata, pro-
ceda a la expedición de los Decretos de Registros corres-
pondientes, en la forma precedentemente señalada";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Leonte

Reyes Colón, cédula No. 52383, serie lra., abogado de los
recurridos, María Silverio Vda. Ventura, de quehaceres
domésticos, soltera, cédula No. 1460, serie 37, al día, José
Zacarías Ventura Silverio, empleado privado, casado, cé.
dula No. 17409, serie 37, al día, Manuel de Jesús Ventura
Silverio, chofer, soltero, cédula No. 8215, serie 38, al día,
Isabel Ventura Silverio, de quehaceres domésticos, casada,
cédula No. 5177, serie 38, al día, Feliciano Ventura Silve-
rio, empleado privado, soltero, cédula No. 10160, serie 38,
al día, Gilberto Ventura Silverio, obrero, soltero, cédula
No. 25705, serie 37, al día, Rafael Ventura Silverio, emplea-
do privado, soltero, cédula No. 25893, serie 37, al día, Ju-
liana Ventura Silverio, de quehaceres domésticos, casada,
cédula No. 17402, serie 37, al día, Miguel Ventura Silve-
rio, empleado privado, soltero, cédula No. 26243, serie 37,

al día, Pablo Ventura Silverio, empleado privado, soltero,
cédula No. 28123, serie 37, al día, Carlos Antonio Ventura

Silverio, estudiante, soltero, cédula No. 28637, serie 37, al
día, quienes actúan por sí y a nombre y representación de
sus hermanos legítimos Crescencio, Zacarías y Comela Ven-
tura Silverio, domiciliados y residentes en la ciudad de New
York, Estados Unidos de Norte América, todos dominicanos
y mayores de edad, domiciliados y residentes en la ciudad
de Puerto Plata, excepto los últimos tres";

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 4 de
julio del 1968, por el abogado de los recurrentes, Dr. Bien-
venido Leonardo G., cédula No. 25089, serie 23, en la cual
se invocan los siguientes medios de casación: Primer Me-

dio: Violación al Artículo 2265 del Código Civil, 2268 y 2269,

del Código Civil.— Segundo Medio: Falta de motivos y de

Base Legal.
Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 8 de

noviembre del 1968 por el abogado de los recurridos;
Visto el escrito de ampliación al memorial de defensa

suscrito en fecha 14 de julio del 1969 por el abogado de
los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Artículos 1, 6, 7 y 65 de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que los recurridos alegan en su memo-
rial de defensa que el presente recurso de casación inter-
puesto por Antonio y Florentino Silverio, contra la senten-
cia del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 6 de mayo
del 1968, es nulo, ya que no fue notificado, como lo re-
quiere la Ley de Registro de Tierras en su Artículo 135;
que, además, los recurridos han propuesto que se pronun-
cie la caducidad de dicho recurso en virtud del Artículo 7
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, ya que el em-
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plazamiento fue notificado el 28 de agosto del 1968, cuan-
do el auto autorizand o a emplazar fue proveído por el Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia en fecha 5 de ju-
lio del 1968;

Considerando, que conforme el Artículo 7 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación: "Habrá caducidad del re-
curso, cuando el recurrente no emplazare al recurrido en
el término de treinta días, a contar de la fecha en que fue
proveído por el Presidente el auto en que se autoriza el
emplazamiento.— Esta caducidad será pronunciada a pe-
dimento de parte interesada o de oficio";

Considerando, que el examen de los documentos del ex-
pediente muestra que, tal como lo alegan los recurridos, el
auto por el cual se autorizó a los recurrentes a emplazar
fue expedido por el Presidente de esta Suprema Corte de
Justicia el 5 de julio del 1968, y el emplazamiento relativo
a dicho recurso de casación fue notificado a dichos recu-
rridos el 28 de agosto del 1968, o sea, después de vencido
el plazo acordado para esos fines por el Artículo 7 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación antes transcrito; que.
por tanto, dicho recurso de casación está afectado de cadu-
cidad, sin que sea necesario examinar el otro medio de in-
admisión propuesto por los recurridos;

Por tales motivos, Primero: Se declara la caducidad
del recurso de casación interpuesto por Antonio Ventura
y Florentino Silverio, por sí y en nombre de los Sucesores
de Hilario o Ignacio Silverio, contra sentencia del Tribunal
Superior de Tierras, dictada en fecha 6 de mayo del 1968.
en relación con las Parcelas Nos. 87-B, 87-C y 88 del Dis-
trito Catastral No. 12 del Municipio de Puerto Plata, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas,
con distracción en provecho del Dr. Leonte Reyes Colón,
abogado de los recurridos, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte.

(Firmados : ) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mía, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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plazamiento fue notificado el 28 de agosto del 1968, cuan-
do el auto autorizand o a emplazar fue proveído por el Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia en fecha 5 de ju-
lio del 1968;

Considerando, que conforme el Artículo 7 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación: "Habrá caducidad del re-
curso, cuando el recurrente no emplazare al recurrido en
el término de treinta días, a contar de la fecha en que fue
proveído por el Presidente el auto en que se autoriza el
emplazamiento.— Esta caducidad será pronunciada a pe-
dimento de parte interesada o de oficio";

Considerando, que el examen de los documentos del ex-
pediente muestra que, tal como lo alegan los recurridos, el
auto por el cual se autorizó a los recurrentes a emplazar
fue expedido por el Presidente de esta Suprema Corte de
Justicia el 5 de julio del 1968, y el emplazamiento relativo
a dicho recurso de casación fue notificado a dichos recu-
rridos el 28 de agosto del 1968, o sea, después de vencido
el plazo acordado para esos fines por el Artículo 7 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación antes transcrito; que.
por tanto, dicho recurso de casación está afectado de cadu-
cidad, sin que sea necesario examinar el otro medio de in-
admisión propuesto por los recurridos;

Por tales motivos, Primero: Se declara la caducidad
del recurso de casación interpuesto por Antonio Ventura
y Florentino Silverio, por sí y en nombre de los Sucesores
de Hilario o Ignacio Silverio, contra sentencia del Tribunal
Superior de Tierras, dictada en fecha 6 de mayo del 1968.
en relación con las Parcelas Nos. 87-B, 87-C y 88 del Dis-
trito Catastral No. 12 del Municipio de Puerto Plata, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo:
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas,
con distracción en provecho del Dr. Leonte Reyes Colón,
abogado de los recurridos, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mía, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugna da: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 15 de octubre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Blas de la Rosa

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche lienriquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3
del mes de Septiembre de 1969, años 126o. de la Indepen-
dencia y 107? de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Blas
de la'Rosa, dominicano, mayor de edad, casado, contador,
cédula No. 6045 serie 28, domiciliado y residente en la ca-
lle José Cabrera No. 31, Ensanche Ozama de esta ciudad,
Seguros Pepín, S. A., con domicilio social en la calle Isa-
bel la Católica esquina Padre Billini, de esta ciudad y Ra-
mona Aclames Paulino, dominicana, mayor de edad, solte-
ra, de quehaceres domésticos, cédula No. 469, serie 87, do-
miciliada y residente en la casa No. 13 de la calle Cuba de
esta ciudad, esta última como parte civil constituida en su
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calidad de madre y tutora del menor Francisco Javier Acla-
mes, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fecha 15 de Octubre de 1968, cuyo dis positivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República
Vistas las actas de los recursos de casación levanta-

das en la Secretaría de la Corte a-qua en fechas siete y vein-
tisiete de Noviembre de 1968, declarados en cuanto a los
dos primeros recurrentes por el Dr. José Canó López, y
en cuanto a la tercera recurrente por el Dr. José A. Ro-
dríguez Conde, cédula 28590, serie 56, actuando a nombre
de sus respectivos representados, y en las cuales actas no
se expresa ningún motivo determinado de casación al de-
clarar dichos recursos;

Visto el auto dictado en fecha 2 de Septiembre del co-
rriente año 1969, por el Magistrado Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magis-
trado Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia Juez de este Tribu-
nal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684, de 1934, y 926, de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
5771, de 1961; 10 de la Ley No. 4117 de 1955; 1383 del Có-
digo Civil; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 11 de
agosto de 1967, en la ciudad de Santo Domingo, en el cual
resultó con golpes y heridas curables después de los 60 días
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 15 de octubre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Blas de la Rosa

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Ilenríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3
del mes de Septiembre de 1969, años 126o. de la Indepen-
dencia y 1079 de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Blas
de la'Rosa, dominicano, mayor de edad, casado, contador,
cédula No. 6045 serie 28, domiciliado y residente en la ca-
lle José Cabrera No. 31, Ensanche Ozama de esta ciudad,
Seguros Pepín, S. A., con domicilio social en la calle Isa-
bel la Católica esquina Padre Billini, de esta ciudad y Ra-
mona Adpmes Paulino, dominicana, mayor de edad, solte-
ra, de quehaceres domésticos, cédula No. 469, serie 87, do-
miciliada y residente en la casa No. 13 de la calle Cuba de
esta ciudad, esta última como parte civil constituida en su

calidad de madre y tutora del menor Francisco Javier Acla-
mes, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fecha 15 de Octubre de 1968, cuyo dis positivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República
Vistas las actas de los recursos de casación levanta-

das en la Secretaría de la Corte a-qua en fechas siete y vein-
tisiete de Noviembre de 1968, declarados en cuanto a los
dos primeros recurrentes por el Dr. José Canó López, y
en cuanto a la tercera recurrente por el Dr. José A. Ro-
dríguez Conde, cédula 28590, serie 56, actuando a nombre
de sus respectivos representados, y en las cuales actas no
se expresa ningún motivo determinado de casación al de-
clarar dichos recursos;

Visto el auto dictado en fecha 2 de Septiembre del co-
rriente año 1969, por el Magistrado Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magis-
trado Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia Juez de este Tribu-
nal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684, de 1934, y 926, de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
5771, de 1961; 10 de la Ley No. 4117 de 1955; 1383 del Có-
digo Civil; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 11 de
agosto de 1967, en la ciudad de Santo Domingo, en el cual
resultó con golpes y heridas curables después de los 60 días
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el menor Francisco Javier Rodríguez Adames, fue sometido
por la Policía Nacional a la acción de la justicia represiva
Blas de la Rosa; b) Que a poderada regularmentemente del
caso la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 19 de

febrero de 1968, una sentencia cuyo dispositivo figura in-
serto en el de la ahora impugnada; e) Que sobre recursos
del prevenido, de la Compañía aseguradora y de la parte
civil constituida, la Corte de Apelación de Santo Domingo
dictó en fecha 15 de Octubre de 1968, la sentencia ahora
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Declara regulares y válidos en cuanto a la forma,
los recursos de apelación interpuestos en fechas 20 y 28 de
febrero de 1968, Por la señora Ramona Adames Paulino,
parte civil constituida; por el prevenido Blas de la Rosa y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A., respectivamente, con-
tra sentencia dictada en fecha 19 del mismo mes y año in-
dicados, por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, la cual contiene el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Se declara a Blas de
la Rosa, de generales que constan, Culpable del delito de
Golpes y Heridas Involuntarios causados con el manejo o
conducción de vehículo de motor, en perjuicio del menor
Francisco Javier Adames, y en consecuencia, se le conde-
na al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RDS-
50.00); Segundo : Se declaró regular y válido en cuanto a
la forma la constitución en parte civil hecha por la señora
Ramona Adames Paulino, en su calidad de madre y tutora
legal del menor agraviado Francisco Javier Adames, en
contra del prevenido Blas de la Rosa, y de la compañía de
Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del vehículo que
ocasionó el accidente, por conducto de su abogado cons-
tituido, Dr. José A. Rodríguez Conde; Tercero: Se condena
al prevenido Blas de la Rosa al pago de una indemniza-
ción de Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) en favor de la seño-

ra Ramona Adames Paulino, en su expresada calidad de
madre y tutora legal del menor agraviado Francisco Ja-
vier Adames, como justa reparación por los daños morales
y materiales sufridos por éste a consecuencia del hecho de
que se trata; Cuarto: Se condena al prevenido Blas de la
Rosa, al pago de las costas, con distracción de las civiles en
favor del Dr. José A. Rodríguez Conde, abogado de la parte
civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte; Quinto: Se declara la presente sentencia común
y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su ca-
lidad de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el
accidente"; por haberlo interpuestos de acuerdo con las
prescripciones legales que regulan la materia; Segundo: De-
clara al prevenido Blas de la Rosa, culpable de haber co-
metido el delito de ocasionar golpes involuntarios que de-
jaron incapacidad para el trabajo por más de sesenta días,
con el manejo de un vehículo de motor, en perjuicio del me-
nor Francisco Javier Adames, y en consecuencia lo conde-
na al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RUS-
50.00), acogiendo en su provecho circunstancias atenuan-
tes, confirmando el ordinal primero de la sentencia recu-
rrida; Tercero: Confirma el ordinal Segundo de la senten-
cia recurrida, en cuanto declaró regular y válido en cuanto
a la forma, la constitución en parte civil operada por la se-
ñora Ramona Adames Paulino, en su calidad de madre y
tutora legal del menor agraviado Francisco Javier Ada-
mes, contra el prevenido Blas de la Rosa, por haber sido
realizada de acuerdo con las prescripciones legales que re-
gulan la materia; Cuarto: Revoca dicho Ordinal Segundo,
de la sentencia apelada, en cuanto declaró regular y válida
la constitución en parte civil operada por la señora Ra-
mona Adames Paulino, contra la Compañía de Seguros Pe-
Pin, S. A., por improcedente; Quinto: Modifica el ordinal
Tercero de la sentencia recurrida en el sentido de reducir
la indemnización que le fue impuesta al prevenido Blas
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el menor Francisco Javier Rodríguez Adames, fue sometido
por la Policía Nacional a la acción de la justicia represiva
Blas de la Rosa; b) Que a poderada regularmentemente del
caso la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 19 de

febrero de 1968, una sentencia cuyo dispositivo figura in-
serto en el de la ahora impugnada; e) Que sobre recursos
del prevenido, de la Compañía aseguradora y de la parte
civil constituida, la Corte de Apelación de Santo Domingo
dictó en fecha 15 de Octubre de 1968, la sentencia ahora
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "Falla:

Primero: Declara regulares y válidos en cuanto a la forma,
los recursos de apelación interpuestos en fechas 20 y 28 de
febrero de 1968, por la señora Ramona Adames Paulino,
parte civil constituida; por el prevenido Blas de la Rosa y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A., respectivamente, con-
tra sentencia dictada en fecha 19 del mismo mes y año in-
dicados, por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, la cual contiene el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Se declara a Blas de
la Rosa, de generales que constan, Culpable del delito de
Golpes y Heridas Involuntarios causados con el manejo o
conducción de vehículo de motor, en perjuicio del menor
Francisco Javier Adames, y en consecuencia, se le conde-
na al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RD$-
50.00); Segundo: Se declaró regular v válido en cuanto a
la forma la constitución en parte civil hecha por la señora
Ramona Adames Paulino. en su calidad de madre y tutora
legal del menor agraviado Francisco Javier Adames, en
contra del prevenido Blas de la Rosa, y de la compañía de
Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del vehículo que
ocasionó el accidente, por conducto de su abogado cons-
tituido, Dr. José A. Rodríguez Conde; Tercero: Se condena
al prevenido Blas de la Rosa al pago de una indemniza-
ción de Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) en favor de la seño-

ra Ramona Adames Paulino, en su expresada calidad de
madre y tutora legal del menor agraviado Francisco Ja-
vier Adames, como justa reparación por los daños morales
y materiales sufridos por éste a consecuencia del hecho de
que se trata; Cuarto: Se condena al prevenido Blas de la
Rosa, al pago de las costas, con distracción de las civiles en
favor del Dr. José A. Rodríguez Conde, abogado de la parte
civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte; Quinto: Se declara la presente sentencia común
y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su ca-
lidad de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó el
accidente"; por haberlo interpuestos de acuerdo con las
prescripciones legales que regulan la materia; Segundo: De-
clara al prevenido Blas de la Rosa, culpable de haber co-
metido el delito de ocasionar golpes involuntarios que de-
jaron incapacidad para el trabajo por más de sesenta días,
con el manejo de un vehículo de motor, en perjuicio del me-
nor Francisco Javier Adames, y en consecuencia lo conde-
na al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RD$-
50.00), acogiendo en su provecho circunstancias atenuan-
tes, confirmando el ordinal primero de la sentencia recu-
rrida; Tercero: Confirma el ordinal Segundo de la senten-
cia recurrida, en cuanto declaró regular válido en cuanto
a la forma, la constitución en parte civil operada por la se-
ñora Ramona Adames Paulino, en su calidad de madre y
tutora legal del menor agraviado Francisco Javier Ada-
mes, contra el prevenido Blas de la Rosa, por haber sido
realizada de acuerdo con las prescripciones legales que re-
gulan la materia; Cuarto: Revoca dicho Ordinal Segundo,
de la sentencia apelada, en cuanto declaró regular y válida
la constitución en parte civil operada por la señora Ra-
mona Adames Paulino, contra la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., por improcedente; Quinto: Modifica el ordinal
Tercero de la sentencia recurrida en el sentido de reducir
la indemnización que le fue impuesta al prevenido Blas
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de la Rosa, en favor de la parte civil constituida, señora
Ramona Adames Paulino de Un Mil Pesos RD$1,000.00)
a Setecientos Pesos Oro (RD$700.00), admitiendo la con-
currencia de falta en el accidente por parte de la víctima;
Sexto: Rechaza las conclusiones formuladas por la parte ci-
vil constituida, en el sentido de que se condene al preve-
nido Blas de la Rosa, al pago de los intereses legales de la
suma acordada a título de indemnización, a partir de la
demanda, por improcedentes; Séptimo: Confirma los ordi-
nales Cuarto y Quinto de la sentencia recurrida; Octavo:
Condena al prevenido Blas de la Rosa, al pago de las costas
penales de la presente alzada; y Noveno: Condena a dicho
prevenido Blas de la Rosa, y a la compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., al pago zle las costas civiles, ordenando su dis-
tracción en provecho del Dr. José A. Rodríguez Conde, por
afirmar haberlas avanzado en su mayor parte";

En cuanto al recurso del prevenido:

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, la Corte a-qua dió por establecido que
el accidente automovilístico ocurrido el 11 de agosto de
1967, en esta ciudad, en el cual recibió heridas curables en
más de sesenta días el menor Francisco Javier Rodríguez y
Adames, se debió a la imprudencia del prevenido, que iba
conduciendo el vehículo de su propiedad Placa No. 20383.
por la calle Abreu, en dirección de Norte a Sur, y no redujo
convenientemente la velocidad, "hasta detenerse si era pre-
ciso", cuando divisó al menor próximo a la esquina que la
antes citada calle forma con la calle Cuba, y se debió tam-
bién a falta de la víctima la cual "se le zafó" a su madre
que lo llevaba de la mano, cuando quiso atravesar en la
mencionada esquina;

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de heridas ocasionadas con el manejo de un

vehículo de motor, previsto por el artículo 1 de la Ley No.
5771 de 1961 y sancionado por ese texto legal con la pena
de seis meses a dos años de prisión correccional y multa de
cien a quinientos pesos, si la enfermedad durare veinte
días o más; que en consecuencia, al condenar al prevenido
recurrente, después de declararlo culpable, y acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes, a sólo cincuenta pesos
de multa, teniendo en cuenta además la falta de la vícti-
ma, lo que permite según el texto citado la reducción de
la pena, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a
la ley;

Considerando que la Corte a-qua estableció asimIsmo
que el hecho cometido por el prevenido Blas de la Rosa, ha-
bía ocasionado daños y perjuicios morales y materiales a la
parte civil constituida, cuyo monto había sido apreciado
desde primera instancia soberanamente en Mil Pesos, y
al confirmar la Corte a-qua ese criterio, y teniendo en cuen-
ta la falta de la víctima condenar sólo al prevenido a pagar
a la parte civil constituida, RD$700.00, a título de indemni-
zación, dicha Corte hizo una correcta aplicación de las dis-
posiciones de los artículos 1383 del Código Civil y 1 de la
Ley No. 5771 de 1961;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación;

En cuanto a los recursos de la Darte civil
constituida y de la Compañía aseguradora:

Considerando que el Artículo 37 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que cuando el recurso es
interpuesto por el ministerio público, la parte civil constituí-
da o la persona puesta en causa como civilmente responsa-
ble, el depósito de un memorial con la indicación de los me-

1
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de la Rosa, en favor de la parte civil constituida, señora
Ramona Adames Paulino de Un Mil Pesos RD$1,000.00)
a Setecientos Pesos Oro (RD$700.00), admitiendo la con-
currencia de falta en el accidente por parte de la víctima;
Sexto: Rechaza las conclusiones formuladas por la parte ci-
vil constituída, en el sentido de que se condene al preve-
nido Blas de la Rosa, al pago de los intereses legales de la
suma acordada a título de indemnización, a partir de la
demanda, por improcedentes; Séptimo: Confirma los ordi-
nales Cuarto y Quinto de la sentencia recurrida; Octavo:
Condena al prevenido Blas de la Rosa, al pago de las costas
penales de la presente alzada; y Noveno: Condena a dicho
prevenido Blas de la Rosa, y a la compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., al pago de las costas civiles, ordenando su dis-
tracción en provecho del Dr. José A. Rodríguez Conde, por
afirmar haberlas avanzado en su mayor parte";

En cuanto al recurso del prevenido:

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, la Corte a-qua dió por establecido que
el accidente automovilístico ocurrido el 11 de agosto de
1967, en esta ciudad, en el cual recibió heridas curables en
más de sesenta días el menor Francisco Javier Rodríguez y
Adames, se debió a la imprudencia del prevenido, que iba
conduciendo el vehículo de su propiedad Placa No. 20383.
por la calle Abreu, en dirección de Norte a Sur, y no redujo
convenientemente la velocidad, "hasta detenerse si era pre-
ciso", cuando divisó al menor próximo a la esquina que la
antes citada calle forma con la calle Cuba, y se debió tam-
bién a falta de la víctima la cual "se le zafó" a su madre
que lo llevaba de la mano, cuando quiso atravesar en la
mencionada esquina;

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de heridas ocasionadas con el manejo de un
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vehículo de motor, previsto por el artículo 1 de la Ley No.
5771 de 1961 y sancionado por ese texto legal con la pena
de seis meses a dos años de prisión correccional y multa de
cien a quinientos pesos, si la enfermedad durare veinte
días o más; que en consecuencia, al condenar al prevenido
recurrente, después de declararlo culpable, y acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes, a sólo cincuenta pesos
de multa, teniendo en cuenta además la falta de la vícti-
ma, lo que permite según el texto citado la reducción de
la pena, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a
la ley;

Considerando que la Corte a-qua estableció asimismo
que el hecho cometido por el prevenido Blas de la Rosa, ha-
bía ocasionado daños y perjuicios morales y materiales a la
parte civil constituída, cuyo monto había sido apreciado
desde primera instancia soberanamente en Mil Pesos, y
al confirmar la Corte a-qua ese criterio, y teniendo en cuen-
ta la falta de la víctima condenar sólo al prevenido a pagar
a la parte civil constituída, RD$700.00, a título de indemni-
zación, dicha Corte hizo una correcta aplicación de las dis-
posiciones de los artículos 1383 del Código Civil y 1 de la
Ley No. 5771 de 1961;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación;

En cuanto a los recursos de la Harte civil
constituída y de la Compañía aseguradora:

Considerando que el Artículo 37 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que cuando el recurso es
interpuesto por el ministerio público, la parte civil constitui-
da o la persona puesta en causa como civilmente responsa-
ble, el depósito de un memorial con la indicación de los me-
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dios de casación en que se funda será obligatorio a pena de
nulidad, si no se ha motivado dicho recurso al hacer la de-
claración correspondiente, lo cual es aplicable a la com-
pañía aseguradora que en virtud del Artículo 10 de la cita-
da Ley No. 4117 de 1955, ha sido puesta en causa;

Considerando que en la especie, ni la parte civil cons-
tituida, ni la compañía aseguradora, declararon los medios
en que fundamentaban su recurso cuando levantaron el ac-
ta correspondiente, ni han presentado luego Memorial algu-
no contentivo de los medios en que se basan; que, en tales
condiciones, dichos recursos resultan nulos, según la ley;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Blas de la Rosa, contra
la sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 15 de oc-
tubre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulos los re-
cursos interpuestos contra la misma sentencia por la Com-
pañía Seguros Pepín, S. A., y por Ramona Adames Paulino,
en su calidad de parte civil constituida; Tercero: Condena
al prevenido recurrente al pago de las costas penales.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.
— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en el expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mía. Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de A pelación de Barahona, de fecha
23 de julio de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Miguel Suero Sánchez y San Rafael C. por A. "

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 de septiem-
bre del año 1969, años 126 9 de la Independencia y 1079 de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Miguel
Suero Sánchez, dominicano, mayor de edad, chofer, domi-
ciliado en la calle Jaime Mota No. 68 de la ciudad de Ba-
rahona, cédula No. 268, serie 79; v compañía de Seguros
"San Rafael, C. por A.", domiciliada en la avenida Tira-
dentes esquina a la calle Rafael Sánchez Sanlley, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de Barahona, en sus atribuciones correccionales, en
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dios de casación en que se funda será obligatorio a pena de
nulidad, si no se ha motivado dicho recurso al hacer la de-
claración correspondiente, lo cual es aplicable a la com-
pañía aseguradora que en virtud del Artículo 10 de la cita-
da Ley No. 4117 de 1955, ha sido puesta en causa;

Considerando que en la especie, ni la parte civil cons-
tituída, ni la compañía aseguradora, declararon los medios
en que fundamentaban su recurso cuando levantaron el ac-
ta correspondiente, ni han presentado luego Memorial algu-
no contentivo de los medios en que se basan; que, en tales
condiciones, dichos recursos resultan nulos, según la ley;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Blas de la Rosa, contra
la sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 15 de oc-
tubre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulos los re-
cursos interpuestos contra la misma sentencia por la Com-
pañía Seguros Pepín, S. A., y por Ramona Adames Paulino,
en su calidad de parte civil constituida; Tercero: Condena
al prevenido recurrente al pago de las costas penales.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.
— Joaquín M. Alvarez Perelló-- Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en el expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mía. Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona. de fecha
23 de julio de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Miguel Suero Sánchez y San Rafael C. por A.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Ger eral, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 de septiem-
bre del año 1969, años 126 9 de la Independencia y 1079 de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la s:guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Miguel
Suero Sánchez, dominicano, mayor de edad, chofer, domi-
ciliado en la calle Jaime Mota No. 68 de la ciudad de Ba-
rahon g . cédula No. 268, serie 79: y compañía de Seguros
"San Rafael, C. por A.", domiciliada en la avenida Tira-
dentes esquina a la calle Rafael Sánchez Sanlley, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de Barahona, en sus atribuciones correccionales, en
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fecha 23 de julio de 1968, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos interpuestos, levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 7 de agosto de
1968, a requerimiento del Lic. Osvaldo Cuello López, en
representación de la Compañía de Seguros, "San Rafael, C.
por A.", y de Miguel Suero Sánchez, en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos de la Ley 5771 del 31 de di-
ciembre de 1961; 1383 del Código Civil; y 1, 37 y 65 de la

Ley sobre Procedimiento de Casación;
Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente ocasionado con el manejo de
un vehículo de motor, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Barahona, regularmente apoderado, dic-
tó, en fecha 7 de noviembre de 1967. una sentencia correc-
cional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que
debe declarar, como al efecto dec lara al nombrado Miguel
Suero, prevenido de violación a la ley 5771, (homic'elio in-
voluntario), en perjuicio del aue en vida respondía al nom-
bre de Enemecio López, accidente ocurr'do en fecha 2 de
julio de 1967, no culpable del hecho puesto a su cargo; SE-
GUNDO: Que debe Descargar como al efecto Descarga, al
procesado Miguel Suero, por no haber cometido ninguna de
las faltas limitativamente enumeradas por la Lev; Tercero:
Declara que el accidente se dela . 6 a la falta exclusiva de la

víctima; Cuarto: Declara las costas procedimentales de oficio;
QUINTO: Declara regular y válida la constitución en parte
civil hecha en audiencia por Angel López, en su calidad de
padre de la víctima, por haber sido hecha de acuerdo con

las formalidades legales; SEXTO: Rechazar, como en efecto
Rechaza las conclusiones presentadas por dicha parte civil,
por improcedente y mal fundadas; SEPTIMO: Condenar, co-
mo al efecto Condena a la parte civil constituida al pago
de las costas civiles"; b) que sobre las apelaciones inter-
puestas, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugna-
da, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara
regular en la forma el recurso de apelación interpuesto por
los Doctores Justo Gómez Vásquez y Milcíades Damirón
Maggiolo a nombre del señor Angel López, parte civil cons-
tituida, en fecha 13 del mes de noviembre del año 1967,
contra sentencia correccional dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en fe-
cha 7 del mes de noviembre del año 1967, cuyo dispositivo
figura en otra parte del presente fallo; Segundo: Declara
regular y válida la constitución en parte civil ratificada an-
te esta Corte por el Sr. Angel López, por conducto de su
abogado Dr. Manuel Eduardo González, actuando por sí
y a nombre de los Doctores Justo Gómez Vásquez y Mil-
cíades Damirón Maggiolo; Tercero: Revoca la sentencia re-
currida, en cuanto a la acción civil, y obrando por propia
autoridad, declara al prevenido Miguel Suero Sánchez. cul-
pable del delito de violación a la Ley No. 5771 (accidente
ocasionado con el manejo de vehículo de motor) en perjui-
cio del menor que en vida respondía al nombre de Enemen-
cio López; Cuarto: Acoge parcialmente las conclusiones

principales formuladas por el Dr. Manuel Eduardo Gonzá-
lez, en sus ya ind'cadas calidad y representación, y en con-
secuencia, condena a Miguel Suero Sánchez, a pagar a fa-
vor de la parte civil constituída, Sr. Angel López, la can-
tidad de Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RD$2,500.00) co-
mo justa indemnización por los daños y perjuicios produ-
cidos a esta parte con motivo de la muerte de su hijo menor
Enemencio López, por el hecho delictuoso cometido por el
referido inculpado, teniendo en cuenta la concurrencia de la
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fecha 23 de julio de 1968, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos interpuestos, levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 7 de agosto de
1968, a requerimiento del Lic. Osvaldo Cuello López, en
representación de la Compañía de Seguros, "San Rafael, C.
por A.", y de Miguel Suero Sánchez, en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos de la Ley 5771 del 31 de di-
ciembre de 1961; 1383 del Código Civil; y 1, 37 y 65 de la

Ley sobre Procedimiento de Casación;
Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente ocasionado con el manejo de
un vehículo de motor, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Barahona, regularmente apoderado, dic-
tó. en fecha 7 de noviembre de 1967. una sentencia correc-
cional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que
debe declarar, como al efecto declara al nombrado Miguel
Suero, prevenido de violación a la ley 5771, (homic'dio in-
voluntario), en perjuicio del aue en vida respondía al nom-
bre de Enemecio López, accidente ocurr'clo en fecha 2 de
julio de 1967, no culpable del hecho puesto a su cargo; SE-
GUNDO: Que debe Descargar como al efecto Descarga, al
procesado Miguel Suero, por no haber cometido ninguna de
las faltas limitativamente enumeradas por la Lev; Tercero:
Declara que el accidente se deb'ó a la falta exclusiva de la

víctima; Cuarto: Declara las costas procedimentales de oficio;
QUINTO: Declara regular y válida la constitución en parte
civil hecha en audiencia por Angel López, en su calidad de
padre de la víctima, por haber sido hecha de acuerdo con

las formalidades legales; SEXTO: Rechazar, como en efecto
Rechaza las conclusiones presentadas por dicha parte civil,
por improcedente y mal fundadas; SEPTIMO: Condenar, co-
mo al efecto Condena a la parte civil constituída al pago
de las costas civiles"; b) que sobre las apelaciones inter-
puestas, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugna-
da, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara
regular en la forma el recurso de apelación interpuesto por
los Doctores Justo Gómez Vásquez y Milcíades Damirón
Maggiolo a nombre del señor Angel López, parte civil cons-
tituida, en fecha 13 del mes de noviembre del año 1967,
contra sentencia correccional dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en fe-
cha 7 del mes de noviembre del año 1967, cuyo dispositivo
figura en otra parte del presente fallo; Segundo: Declara
regular y válida la constitución en parte civil ratificada an-
te esta Corte por el Sr. Angel López, por conducto de su
abogado Dr. Manuel Eduardo González, actuando por sí
y a nombre de los Doctores Justo Gómez Vásquez y Mil-
cíades Damirón Maggiolo; Tercero: Revoca la sentencia re-
currida, en cuanto a la acción civil, y obrando por propia
autoridad, dec lara al prevenldo Miguel Suero Sánchez, cul-
pable del delito de violación a la Ley No. 5771 (accidente
ocasionado con el manejo de vehículo de motor) en perjui-
cio del menor que en vida respondía al nombre de Enemen-
cio López; Cuarto: Acoge parcialmente las conclusiones

principales formuladas por el Dr. Manuel Eduardo Gonzá-
lez, en sus ya indicadas calidad y representación, y en con-
secuencia, condena a Miguel Suero Sánchez, a pagar a fa-
vor de la parte civil constituida, Sr. Angel López, la can-
tidad de Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RD$2,500.00) co-
mo justa indemnización por los daños y perjuicios produ-
cidos a esta parte con motivo de la muerte de su hijo menor
Enemencio López, por el hecho delictuoso cometido por el
referido inculpado, teniendo en cuenta la concurrencia de la
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falta de la víctima en igual proporción a la falta del con-
ductor; Quinto: Condena a Miguel Suero Sánchez, al pago
de las costas civiles del procedimiento, declarándolas dis-
traídas en favor de los abogados de la parte civil constituí-
da, Doctores Manuel Eduardo González, Justo Gómez Vás-
quez, y Milcíades Damirón Maggiolo, quienes por conducto
del primero afirman haberlas avanzado en su mayor parte;
Sexto: Declara la presente sentencia oponible a la Compa-
ñía de Seguro San Rafael, C. por A., legalmente puesta en
causa, hasta el límite de sus obligaciones";

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dió por estable-
cidos los siguientes hechos: "a) que el prevenido Miguel
Suero conducía desde la sección de Pescadería, en una gua-
gua de su propiedad, numerosos pasajeros que se dirigían
hacia Barahona, para participar en la celebración de un
acto público; b) que el viaje decidió hacerlo por el camino
corretero que pasa po: el poblado de la Hoya, cuyo trán-
sito desde hace tiempo se ha reducido, por el pésimo estado
en que se encuentra; c) que a la salida del poblado de la
Hoya, la guagua conducida por Miguel Suero rozó con un
poste que se encuentra hacia la margen derecha del cami-
no, de acuerdo con la dirección que traía dicho vehículo, y
que es de los que conducen el tendido eléctrico al referido
poblado; d) que tanto en el poste como en la guagua, que-
daron huellas visibles del rozamiento; e) que en la misma
orilla derecha del camiro, es decir frente al poste, existían
en el momento del hecho, unos túmulos de tierra, y una pe-
queña zanja de donde formaron aquellos, los cuales dieron
lugar a que la guagua se balanceara hasta rozar con el
poste; y, f) que en el preciso instante en que ocurrió el ro-
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zamiento, sacó la cabeza fuera de la ventanilla de la guagua,
la víctima Enemencio López, siendo golpeado mortalmente
por el poste, en la forma que se describe en el Certificado
Médico Legal"; "que de acuerdo con las circunstancias en
que se desarrollaron los hechos descritos, es criterio de esta
Corte, que al conductor Miguel Suero le son imputables las
siguientes faltas: Primero: haber introducido en la guagua
un número excesivo de pasajeros, o que obligó a algunos de
éstos, entre ellos Enemenc i o López, a colocarse tan pegado
de las ventanillas que podían verse tentados a sacar la ca-
beza por éstas, para curiosear por ejemplo, sin la menor
dificultad; Segundo: Haber en estas condiciones escogido
un camino en notorio desuso, por su mal estado, cuando na-
da impedía que optara por la vía de la carretera; Tercero:
Haber conducido a una ve:ocidad (50 a 60 kilómetros por
hora) no adecuada a las condiciones de la vía de referen-
cia; Cuarto: haber en tales circunstancias, dejado de pre-
ver la necesidad de pasar con la guagua a distancia con-
veniente del poste; Quinto: haber manejado sin la pericia
suficiente, para evitar que el referido vehículo, cruzara por
encima de los montones de tierra y la zanja que existían
frente al poste, lo cual produjo los "vaivenes" que dieron
lugar al rozamiento; que los actos de imprudencia, impre-
visión y torpeza o impericia señalados ,han sido en mayor o
menor grado, los elementos coadyuvantes al accidente au-
tomovilístico que se ventila, y caracterizan el delito de vio-
lación a la Ley número 5771, puesto a cargo de Miguel Sue-
ro, ante la jurisdicción de primer grado; que por su parte,
la víctima Enemencio López, contribuyó con su falta a que
ocurriera dicho accidente, toda vez que éste se hubiera
evitado, si aquél no saca la cabeza por la ventanilla de la
guagua, en el momento en que ésta rozaba con el poste, con-
tribución que la Corte aprecia, en una proporción igual a
la falta del prevenido, vale decir, un cincuenta por ciento";

Considerando que la Corte a-qua, para poder decidir
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falta de la víctima en igual proporción a la falta del con-
ductor; Quinto: Condena a Miguel Suero Sánchez, al pago
de las costas civiles del procedimiento, declarándolas dis-
traídas en favor de los abogados de la parte civil constituí-
da, Doctores Manuel Eduardo González, Justo Gómez Vás-
quez, y Milcíades Damirón Maggiolo, quienes por conducto
del primero afirman haberlas avanzado en su ma yor parte;
Sexto: Declara la presente sentencia oponible a la Compa-
ñía de Seguro San Rafael, C. por A., legalmente puesta en
causa, hasta el límite de sus obligaciones";

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dió por estable-
cidos los siguientes hechos: "a) que el prevenido Miguel
Suero conducía desde la sección de Pescadería, en una gua-
gua de su propiedad, numerosos pasajeros que se dirigían
hacia Barahona, para participar en la celebración de un
acto público; b) que el viaje decidió hacerlo por el camino
corretero que pasa po: el poblado de la Hoya, cuyo trán-
sito desde hace tiempo se ha reducido, por el pésimo estado
en que se encuentra; c) que a la salida del poblado de la
Hoya, la guagua conducida por Miguel Suero rozó con un
poste que se encuentra hacia la margen derecha del cami-
no, de acuerdo con la dirección que traía dicho vehículo, y
que es de los que conducen el tendido eléctrico al referido
poblado; d) que tanto en el poste como en la guagua, que-
daron huellas visibles del rozamiento; e) que en la misma
orilla derecha del camiro, es decir frente al poste, existían
en el momento del hecho, unos túmulos de tierra, y una pe-
queña zanja de donde formaron aquellos, los cuales dieron
lugar a que la guagua se balanceara hasta rozar con el
poste; y, f) que en el preciso instante en que ocurrió el ro-
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zamiento, sacó la cabeza fuera de la ventanilla de la guagua,
la víctima Enemencio López, siendo golpeado mortalmente
por el poste, en la forma que se describe en el Certificado
Médico Legal"; "que de acuerdo con las circunstancias en
que se desarrollaron los hechos descritos, es criterio de esta
Corte, que al conductor Miguel Suero le son imputables las
siguientes faltas: Primero: haber introducido en la guagua
un número excesivo de pasajeros, o que obligó a algunos de
éstos, entre ellos Enemenc i o López, a colocarse tan pegado
de las ventanillas que podían verse tentados a sacar la ca-
beza por éstas, para curiosear por ejemplo, sin la menor
dificultad; Segundo: Haber en estas condiciones escogido
un camino en notorio desuso, por su mal estado, cuando na-
da impedía que optara por la vía de la carretera; Tercero:
Haber conducido a una velocidad (50 a 60 kilómetros por
hora) no adecuada a las condiciones de la vía de referen-
cia; Cuarto: haber en tales circunstancias, dejado de pre-
ver la necesidad de pasar con la guagua a distancia con-
veniente del poste; Quinto: haber manejado sin la pericia
suficiente, para evitar que el referido vehículo, cruzara por
encima de los montones de tierra y la zanja que existían
frente al poste, lo cual produjo los "vaivenes" que dieron
lugar al rozamiento; que los actos de imprudencia, impre-
visión y torpeza o impericia señalados ,han sido en mayor o
menor grado, los elementos coadyuvantes al accidente au-
tomovilístico que se ventila, y caracterizan el delito de vio-
lación a la Ley número 5771, puesto a cargo de Miguel Sue-
ro, ante la jurisdicción de primer grado; que por su parte,
la víctima Enemencio López, contribuyó con su falta a que
ocurriera dicho accidente, toda vez que éste se hubiera
evitado, si aquél no saca la cabeza por la ventanilla de la
guagua, en el momento en que ésta rozaba con el poste, con-
tribución que la Corte aprecia, en una proporción igual a
la falta del prevenido, vale decir, un cincuenta por ciento";

Considerando que la Corte a-qua, para poder decidir
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respecto de los intereses civiles, ha hecho un análisis de
los hechos que muestran las faltas cometidas por el preveni-
do recurrente, Miguel Suero Sánchez, en concurrencia con
la víctima, y estableció que la parte civil constituida ha
sufrido daños morales y materiales que dicha Corte estima
en RD$5,000.00; que al fijar la indemnización a pagar por
el prevenido en la suma de RD$2,500.00, teniendo en cuen-
ta la falta común, ya indicada, al proceder de esa mane-
ra, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando que en lo que concierne a los intereses
del prevenido, la sentencia impugnada no contiene vicio
alguno que amerite su casación;

En cuanto al recurso interpuesto por la Compañía
San Rafael, C. por A.

Considerando que el artículo 37 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que cuando el recurso de
casación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios en
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente;
que, aunque ese texto legal se refiere solamente a las par-
tes ya mencionadas, su disposición debe aplicarse a la en-
tidad aseguradora, que en virtud del artículo 10 de la Ley
4117 de 1955, sobre seguro obligatorio contra daños ocasio-
nados por vehículos de motor, haya sido puesta en causa;

Considerando que en el presente caso, la Compañía de
seguros San Rafael, C. por A., no motivó su recurso de ca-
sación en el acta correspondiente, ni depositó posterior-
mente, el memorial contentivo de los medios en que se fun-
da; por lo cual, su recurso de casación debe ser declarado
nulo;

Considerando que en el presente caso los recursos in-
terpuestos se refieren a los intereses civiles y como la parte

civil constituída no ha comparecido por ante esta Suprema
Corte para pedir condenación en costas, no procede esta-
tuir sobre las mismas;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso inter-
puesto por Miguel Suero Sánchez, contra la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Barahona, de fecha 23 de julio de 1968, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulo el recurso de casación interpuesto
por la compañía de seguros San Rafael, C. por A.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.
— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mía, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.



2058	 DOLETEY JUDICIAL

respecto de los intereses civiles, ha hecho un análisis de
los hechos que muestran las faltas cometidas por el preveni-
do recurrente, Miguel Suero Sánchez, en concurrencia con
la víctima, y estableció que la parte civil constituída ha
sufrido daños morales y materiales que dicha Corte estima
en RD$5,000.00; que al fijar la indemnización a pagar por
el prevenido en la suma de RD$2,500.00, teniendo en cuen-
ta la falta común, ya indicada, al proceder de esa mane-
ra, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando que en lo que concierne a los intereses
del prevenido, la sentencia impugnada no contiene vicio
alguno que amerite su casación;

En cuanto al recurso interpuesto por la Compañía
San Rafael, C. por A.

Considerando que el artículo 37 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que cuando el recurso de
casación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios en
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente;
que, aunque ese texto legal se refiere solamente a las par-
tes ya mencionadas, su disposición debe aplicarse a la en-
tidad aseguradora, que en virtud del artículo 10 de la Ley
4117 de 1955, sobre seguro obligatorio contra daños ocasio-
nados por vehículos de motor, haya sido puesta en causa;

Considerando que en el presente caso, la Compañía de
seguros San Rafael, C. por A., no motivó su recurso de ca-
sación en el acta correspondiente, ni depositó posterior-
mente, el memorial contentivo de los medios en que se fun-
da; por lo cual, su recurso de casación debe ser declarado
nulo;

Considerando que en el presente caso los recursos in-
terpuestos se refieren a los intereses civiles y como la parte
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civil constituída no ha comparecido por ante esta Suprema
Corte para pedir condenación en costas, no procede esta-
tuir sobre las mismas;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso inter-
puesto por Miguel Suero Sánchez, contra la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Barahona, de fecha 23 de julio de 1968, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulo el recurso de casación interpuesto
por la compañía de seguros San Rafael, C. por A.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.
— Joaquín M. Alvarez Pere/16.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia públ!ca del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mía, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Sánchez
Ramírez, de fecha 11 de noviembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Clara Mercedes Alvarez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, y Juan Bautista ojas Almánzar, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 5 del mes de Septiembre de 1969, años 126o.
de la Independencia y 107 9 de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Clara Mer-
cedes Alvarez, dominicana, mayor de edad, soltera, de-ofi-
cios domésticos, domiciliada y residente en Villa González,
Provincia Sánchez Ramírez, cédula No. 49758, serie 31,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, en atribu-
ciones correccionales y en grado de apelación, de fecha 11
de noviembre de 1968, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador ,General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Juzgado a-quo, a requerimiento de la recu-
rrente, de fecha 11 de noviembre de 1968, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley IN o. 2402 de
1950, y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
9 de octubre de 1967 la recurrente Clara Mercedes Alvarez,
presentó una querella ante la Policía de la ciudad de Cotuí,
contra Ramón Antonio Otáñez Romero, con el cual tiene
procreado un hijo que lleva por nombre Ramón Santiago,
de dos años de edad, y hace ocho meses que no le da nada
para el mantenimiento de dicho hijo; y manifestó que desea
que el padre se avenga a cumplir con las obligaciones de
padre de dicho menor, asignándole una pensión de RD$-
40.00; b) que apoderado del caso, el Juzgado de Paz del
Municipio de Cotuí, Provincia Sánchez Ramírez, por no ha-
berse conciliado las partes, en fecha 26 de octubre de 1967
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: que
debe Pronunciar, como al efecto Pronuncia el defecto en
contra de Ramón Antonio Otáñez Romero, de generales ig-
noradas quien está acusado de violar la Ley No. 2402 en
perjuicio de Clara M. Alvarez y al declararlo culpable lo
condena a dos años de prisión correccional y le fija una
pensión de RD$15.00 mensuales"; c) que no conforme con
esa sentencia, la madre querellante, Clara Mercedes Alva-
rez, interpuso recurso de apelación; que sobre el recur-
so, el Juzgado a-quo dictó la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Declara bueno y válido el recurso de apelación in-
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Sánchez
Ramírez, de fecha 11 de noviembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Clara Mercedes Alvarez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, y Juan Bautista ojas Almánzar, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 5 del mes de Septiembre de 1969, años 126o.
de la Independencia y 107 9 de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Clara Mer-
cedes Alvarez, dominicana, mayor de edad, soltera, de ofi-
cios domésticos, domiciliada y residente en Villa González,
Provincia Sánchez Ramírez, cédula No. 49758, serie 31,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, en atribu-
ciones correccionales y en grado de apelación, de fecha 11
de noviembre de 1968, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador ,General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Juzgado a-quo, a requerimiento de la recu-
rrente, de fecha 11 de noviembre de 1968, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley IN o. 2402 de
1950, y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
9 de octubre de 1967 la recurrente Clara Mercedes Alvarez,
presentó una querella ante la Policía de la ciudad de Cotuí,
contra Ramón Antonio Otáñez Romero, con el cual tiene
procreado un hijo que lleva por nombre Ramón Santiago,
de dos años de edad, y hace ocho meses que no le da nada
para el mantenimiento de dicho hijo; y manifestó que desea
que el padre se avenga a cumplir con las obligaciones de
padre de dicho menor, asignándole una pensión de RD8-
40.00; b) que apoderado del caso, el .Juzgado de Paz del
Municipio de Cotuí, Provincia Sánchez Ramírez, por no ha-
berse conciliado las partes, en fecha 26 de octubre de 1967
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: que
debe Pronunciar, como al efecto Pronuncia el defecto en
contra de Ramón Antonio Otáñez Romero, de generales ig-
noradas quien está acusado de violar la Ley No. 2402 en
perjuicio de Clara M. Alvarez y al declararlo culpable lo
condena a dos arios de prisión correccional y le fija una
pensión de RD$15.00 mensuales"; e) que no conforme con
esa sentencia, la madre querellante, Clara Mercedes Alva-
rez, interpuso recurso de apelación; que sobre el recur-
so, el Juzgado a-quo dictó la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Declara bueno y válido el recurso de apelación in-



terpuesto por la querellante y prevenido, contra sentencia
del Juzgado de Paz de este Municipio de Cotuí, que conde-
nó a Ramón Otáñez Romero, al pago de RDS15.00 de pen-
sión y dos años de prisión correccional, por el delito de Vio-
lación a la Ley 2402, en perjuicio de un menor que tiene
procreado con la señora Clara Mercedes Alvarez, por ha-
berlo hecho en tiempo oportuno; Segundo: Modifica la sen-
tencia del Juzgado de Paz en cuanto al monto de la pensión
que se le rebaja a RDS12.00 mensuales; Tercero: Condena
al prevenido al pago de las costas de la presente alzada";

Considerando que al tenor del artículo 1ro. de la Ley
No. 2402 de 1950, los jueces del fondo, al fijar el monto de
la pensión que los padres suministren a sus hijos menores,
deben tener presentes las necesidades de esos menores, y
los medios económicos de que pueden disponer; que el exa-
men del fallo impugnado pone de manifiesto que para fijar
en la suma de RD$12.00 mensuales, la pensión que el pre-
venido debe suministrar a la madre, para atender al man-
tenimiento del hijo, el Juzgado a-quo ponderó las necesida-
des del menor, y las posibilidades económicas, del padre;
que al fijar en RDS12.00 dicha pensión, el Juzgado a-quo
tuvo en cuenta los elementos de juicio que señala el artícu-
lo 1ro. de la Ley 2402 de 1950;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la recurrente Clara Mercedes Alva-
rez, contra la sentencia del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, dictada en sus
atribuciones correccionales, en fecha 11 de noviembre de
1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; y, Segundo: Condena a la recurrente al pago
de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-

ríquez. — Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.
— Joaquín M. Alvarez Perelló — Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mía, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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terpuesto por la querellante y prevenido, contra sentencia
del Juzgado de Paz de este Municipio de Cotuí, que conde-
nó a Ramón Otáñez Romero, al pago de RD$15.00 de pen-
sión y dos años de prisión correccional, por el delito de Vio-
lación a la Ley 2402, en perjuicio de un menor que tiene
procreado con la señora Clara Mercedes Alvarez, por ha-
berlo hecho en tiempo oportuno; Segundo: Modifica la sen-
tencia del Juzgado de Paz en cuanto al monto de la pensión
que se le rebaja a RDS12.00 mensuales; Tercero: Condena
al prevenido al pago de las costas de la presente alzada";

Considerando que al tenor del artículo 1ro. de la Ley
No. 2402 de 1950, los jueces del fondo, al fijar el monto de
la pensión que los padres suministren a sus hijos menores,
deben tener presentes las necesidades de esos menores, y
los medios económicos de que pueden disponer; que el exa-
men del fallo impugnado pone de manifiesto que para fijar
en la suma de RD$12.00 mensuales, la pensión que el pre-
venido debe suministrar a la madre, para atender al man-
tenimiento del hijo, el Juzgado a-quo ponderó las necesida-
des del menor, y las posibilidades económicas, del padre;
que al fijar en RDS12.00 dicha pensión, el Juzgado a-quo
tuvo en cuenta los elementos de juicio que señala el artícu-
lo 1ro. de la Ley 2402 de 1930;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la recurrente Clara Mercedes Alva-
rez, contra la sentencia del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, dictada en sus
atribuciones correccionales, en fecha 11 de noviembre de
1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; y, Segundo: Condena a la recurrente al pago
de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
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ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.
— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mía, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,

de fecha 8 de noviembre de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: La Algodonera C. por A.

Abogado: Dr. A. Ballester Hernández

Recurrido: Angélica Rosario y Natividad Benítez de Tolentino

Abogado: Dr. Porfirio L. Balcácer y Dr. Abel Rodríguez del Orbe

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzár, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 5 de septiembre del año 1969, años 126o. de la In-
dependencia y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Algo-
donera, C. por A., sociedad comercial e industrial organiza-
da y existente de conformidad con las leyes de la Repúbli-
ca Dominicana, con establecimiento principal en la avenida
Máximo Gómez esquina Nicolás de Ovando de esta ciudad,
contra la sentencia de fecha 8 de noviembre de 1968, dicta-

da por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. A. Ballester Hernández, cédula No. 141, se-

rie 48, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Porfirio L. Balcácer, cédula No. 58473, se-
rie lra., por sí y por el Dr. Abel Rodríguez del Orbe, cédu-
la No. 27285, serie 56, a nombre de las recurridas Angélica
Rosario y Natividad Benítez de Tolentino, dominicanas, ma-
yores de edad, casadas, domiciliadas y residentes en esta
ciudad, cédulas Nos. 89599, serie lra y 52989, 1ra., respec-
tivamente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 81 y 211 del Código de Traba-
jo; 1315 del Código Civil; y 141 del Código de Procedimien-
to Civil, citados por la recurrente; 47 de la Ley No. 637;
y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Visto el memorial de casación depositado en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 13 de enero
de 1969, y suscrito por el Abogado de la recurrente; en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 24 de marzo de
1969, suscrito por los abogados de las recurridas;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, in-
tentada por las hoy recurridas en casación contra la Com-
pañía recurrente, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distri-
to Nacional dictó en fecha 1ro. de abril de 1968, una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Re-
chaza en todas sus partes las conclusiones de la parte de-
mandada por improcedentes y mal fundadas, y acoge las
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 8 de noviembre de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: La Algodonera C. por A.

Abogado: Dr. A. Ballester Hernández

Recurrido: Angélica Rosario y Natividad Benítez de Tolentino
Abogado: Dr. Porfirio L. Balcácer y Dr. Abel Rodríguez del Orbe

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 5 de septiembre del año 1969, años 126o. de la In-
dependencia y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Algo-
donera, C. por A., sociedad comercial e industrial organiza-
da y existente de conformidad con las leyes de la Repúbli-
ca Dominicana, con establecimiento principal en la avenida
Máximo Gómez esquina Nicolás de Ovando de esta ciudad,
contra la sentencia de fecha 8 de noviembre de 1968, dicta-

BOLETIN JUDICIAL	 2Q65

da por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. A. Ballester Hernández, cédula No. 141, se-

rie 48, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Porfirio L. Balcácer, cédula No. 58473, se-
rie lra., por sí y por el Dr. Abel Rodríguez del Orbe, cédu-
la No. 27285, serie 56, a nombre de las recurridas Angélica
Rosario y Natividad Benítez de Tolentno, dominicanas, ma-
yores de edad, casadas, domiciliadas y residentes en esta
ciudad, cédulas Nos. 89599, serie lra y 52989, lra., respec-
tivamente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 81 y 211 del Código de Traba-
jo; 1315 del Código Civil; y 141 del Código de Procedimien-
to Civil, citados por la recurrente; 47 de la Ley No. 637;
y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Visto el memorial de casación depositado en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 13 de enero
de 1969, y suscrito por el Abogado de la recurrente; en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 24 de marzo de
1969, suscrito por los abogados de las recurridas;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, in-
tentada por las hoy recurridas en casación contra la Com-
pañía recurrente, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distri-
to Nacional dictó en fecha 1ro. de abril de 1968, una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRLMERO: Re-
chaza en todas sus partes las conclusiones de la parte de-
mandada por improcedentes y mal fundadas, y acoge las



de las demandantes, por ser justas y reposar sobre base le-
gal; SEGUNDO: Declara injustificado los despidos y re-
sueltos los contratos de trabajo que ligaba a las partes, por
culpa del patrono y con responsabilidad para él mismo;
TERCERO: Condena a la empresa La Algodonera, C. por
A., a pagarle a las señoras Angélica Rosario y Natividad
Benítez de Tolentino, los valores siguientes: a la primera
24 días de salario por concepto de preaviso; 135 días por -
auxilio de cesantía; 14 días por vacaciones no disfrutadas
ni pagadas; la proporción de regalía pascual obligatoria del
año 1967, así como los tres meses de salario acordados en
el inciso 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo todo a
base de RD$22.00 semanales y para Natividad Benítez de
Tolentino, 24 días de salario por concepto de preaviso; 105
días por auxilio de cesantía; 14 días por vacaciones no dis-
frutadas ni pagadas; la proporción de regalía pascual obli-
gatoria del año 1967, así como los tres meses de salario
acordados en el inciso 3ro. del artículo 84 del Código de Tra-
bajo, todo a base de RD$18.00 semanales; CUARTO: Con-
dena a la Algodonera, C. por A., a pagarle a la señora Na-
tividad Benítez de Tolentino, los salarios correspondientes
a 4 meses, de conformidad con lo establecido por la Ley No.
6069, del 6 de octubre de 1962, todo a base de RD$18.00
semanales; QUINTO: Condena a la empresa La Algodone-
ra, C. por A., al pago de las costas del procedimiento, con
distracción de éstas en provecho de los Doctores Porfirio
L. Balcácer R. y Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman
haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que sobre recur-
so de apelación interpuesto por La Algodonera, C. por A.,
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha
8 de noviembre de 1968, la sentencia ahora impugnada en
casación con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por La Algodonera, C. por A., contra
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-

cional, de fecha lro. de abril de 1968, dictada en favor de
Angélica Rosario y Natividad Benítez de Tolentino, cuyo
dispositivo figura copiado en parte anterior de esta misma
sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo rechaza en
parte y acoge en parte dicho recurso de alzada y en conse-
cuencia Confirma la sentencia impugnada, con excepción
de las condenaciones por cuatro (4) meses de salarios re-
clamados por la señora Natividad Benítez de Tolentino,
contenidas en el ordinal cuarto de su dispositivo, punto
éste que Revoca en dicha sentencia impugnada; TERCERO:
Condena a la parte que sucumbe La Algodonera, C. por A.,
al pago de las costas del procedimiento, de conformidad con
los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302. de Gastos y Honora-
rios del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo,
ordenando su distracción en provecho de los Doctores Por-
firio L. Balcácer Rodríguez y Abel Rodríguez del Orbe,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca en apoyo de su
recurso el siguiente medio: Medio Unico: Errada interpreta-
ción del artículo 81 del Código de Trabajo; desconocimien-
to del artículo 211 del mismo texto, modificado por la Ley
No. 6069 del 6 de octubre de 1962; violación del artículo
141 del Código de Procedimiento Civil, contradicción de
motivos, falta de base legal, desnaturalización de los he-
chos; violación del artículo 1315 del Código Civil;

Considerando que en el desenvolvimiento del medio
propuesto sostiene la recurrente en síntesis que la Cámara
a-qua declaró en la sentencia impugnada que la notifica-
ción de despido de las trabajadoras demandantes que ella
hizo al Departamento de Trabajo no satisface las disposi-
ciones del artículo 81 del Código de Trabajo, cuando es lo
cierto que ella —la recurrente— despidió a las recurridas
el día 13 de junio de 1967 y éstas presentaron sus quere-
llas el día 14, y el voto de la ley queda satisfecho si el tra-
bajador suple con sus diligencias dentro del plazo legal la

el
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de las demandantes, por ser justas y reposar sobre base le-
gal; SEGUNDO: Declara injustificado los despidos y re-
sueltos los contratos de trabajo que ligaba a las partes, por
culpa del patrono y con responsabilidad para él mismo;
TERCERO: Condena a la empresa La Algodonera, C. por
A., a pagarle a las señoras Angélica Rosario y Natividad
Benítez de Tolentino, los valores siguientes: a la primera
24 días de salario por concepto de preaviso; 135 días por -
auxilio de cesantía; 14 días por vacaciones no disfrutadas
ni pagadas; la proporción de regalía pascual obligatoria del
año 1967, así como los tres meses de salario acordados en
el inciso 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo todo a
base de RD$22.00 semanales y para Natividad Benítez de
Tolentino, 24 días de salario por concepto de preaviso; 105
días por auxilio de cesantía; 14 días por vacaciones no dis-
frutadas ni pagadas; la proporción de regalía pascual obli-
gatoria del año 1967, así como los tres meses de salario
acordados en el inciso 3ro. del artículo 84 del Código de Tra-
bajo, todo a base de RD$18.00 semanales; CUARTO: Con-
dena a la Algodonera, C. por A., a pagarle a la señora Na-
tividad Benítez de Tolentino, los salarios correspondientes
a 4 meses. de conformidad con lo establecido por la Ley
6069, del 6 de octubre de 1962, todo a base de RD$'18.00
semanales; QUINTO: Condena a la empresa La Algodone-
ra, C. por A., al pago de las costas del procedimiento, con
distracción de éstas en provecho de los Doctores Porfirio
L. Balcácer R. y Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman
haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que sobre recur-
so de apelación interpuesto por La Algodonera, C. por A.,
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha
8 de noviembre de 1968, la sentencia ahora impugnada en
casación con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por La Algodonera, C. por A., contra
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
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cional, de fecha 1ro. de abril de 1968, dictada en favor de
Angélica Rosario y Natividad Benítez de Tolentino, cuyo
dispositivo figura copiado en parte anterior de esta misma
sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo rechaza en
parte y acoge en parte dicho recurso de alzada y en conse-
cuencia Confirma la sentencia impugnada, con excepción
de las condenaciones por cuatro (4) meses de salarios re-
clamados por la señora Natividad Benítez de Tolentino,
contenidas en el ordinal cuarto de su dispositivo, punto
éste que Revoca en dicha sentencia impugnada; TERCERO:
Condena a la parte que sucumbe La Algodonera, C. por A.,
al pago de las costas del procedimiento, de conformidad con
los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302, de Gastos y Honora-
rios del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo,
ordenando su distracción en provecho de los Doctores Por-
firio L. Balcácer Rodríguez y Abel Rodríguez del Orbe,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca en apoyo de su
recurso el siguiente medio: Medio Unico: Errada interpreta-
ción del artículo 81 del Código de Trabajo; desconocimien-
to del artículo 211 del mismo texto, modificado por la Ley
No. 6069 del 6 de octubre de 1962; violación del artículo
141 del Código de Procedimiento Civil, contradicción de
motivos, falta de base legal, desnaturalización de los he-
chos; violación del artículo 1315 del Código Civil;

Considerando que en el desenvolvimiento del medio
propuesto sostiene la recurrente en síntesis que la Cámara
a-qua declaró en la sentencia impugnada que la notifica-
ción de despido de las trabajadoras demandantes que ella
hizo al Departamento de Trabajo no satisface las disposi-
ciones del artículo 81 del Código de Trabajo, cuando es lo
cierto que ella —la recurrente-- despidió a las recurridas
el día 13 de junio de 1967 y éstas presentaron sus quere-
llas el día 14, y el voto de la ley queda satisfecho si el tra-

o, bajador suple con sus diligencias dentro del plazo legal la
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partición de despido; que en la especie la empresa notificó
a las autoridades laborales que dichas trabajadoras habían,
sostenido una riña el día 10, y un Inspector de Trabajo com-
probó lo denunciado y rindió su informe el día 12, espe-
rando la empresa al día siguiente para realizar el despido
y notificarlo; que no obstante esa actuación, en el fallo im-
pugnado se afirma que el despido es injustificado porque
la empresa "no especificó cuáles fueron las causas del des-
pido"; que luego al comentar el informe del Inspector de
Trabajo la Cámara a-qua dice que no hay en dicho infor-
me ninguna prueba de que las trabajadoras al reñir altera-
ron el orden en el centro de trabajo cuando es lo cierto que
ellas confesaron su falta; que con todo ello estima la re-
currente que en el fallo impugnado se incurrió en los vicios
y violaciones por ella denunciados, y que, por tanto, debe
ser casado;

Considerando que en la sentencia impugnada, según re-
mita de su examen, la Cámara a-qua da constancia en el
Considerando No. 5 de que quedó establecido que el des-
pido se efectuó el día 13 de junio de 1967, (al día siguien-
te de la investigación hecha por el Inspector de Trabajo) y
que el patrono comunicó el despido el día 14, aunque "en
esa carta no se hace la más ligera mención de las causas
que motivaron el despido" y que como ese requisito "es fun-
damental", el despido (dice el Considerando No. 3) es "in-
justo de pleno derecho"; pero es el caso en primer término
que corno la querella fue presentada el día 14 de junio de
1967, esa falta u omisión del patrono quedó suplida por la
declaración de las trabajadoras demandantes; que, en se-
gundo lugar, en la especie, el mismo fallo impugnado da
constancia también de que la empresa había denunciado
antes del despido que esas trabajadoras habían sostenido
una riña, lo cual fue investigado y comprobado por un Ins-
pector de Trabajo; que además, en el acta de no concilia-
ción levantada en la Sección de Querellas y Conciliación en

fecha 20 de junio de 1967, que no ha sido ponderada en to-
do su alcance y sentido, consta que al ofrecerse al repre-
sentante de la empresa la palabra dijo lo siguiente: "La
empresa no se aviene a la conciliación porque considera
que hubo justa causa para el despido, causa reconocida por
las recurrentes como consta en el informe del Inspector del
Trabajo"; que ese documento, del cual ha sido depositada
una copia certificada en esta Suprema Corte de Justicia y
al aue hace mención el fallo impugnado, revela en la espe-
cie, que había una causa ya comunicada al Departamento
de Trabajo y la que era del conocimiento de las demandan-
tes. o sea, la riña que habían sostenido; que, por interpre-
tación del artículo 47 de la Ley No. 637 es necesario admi-
tir que el patrono puede hasta el momento de la concilia-
ción indicar la justa causa del despido; y en el caso ocu-
rrente la declaración que en el acta correspondiente levan-
tada en la Sección de Querellas y Conciliación hizo el re-
presentante de la empresa, robustecida como estaba por la
denuncia previa al despido que había hecho dicha empresa,
y lo que no ignoraban las demandantes pues habían confe-
sado su falta al Inspector que investigó el hecho denuncia-
do, debió ser ponderado convenientemente en la especie en
relación con lo dispuesto en el artículo 81 del Código de
Trabajo; máxime cuando quedó establecido por los jueces
del fondo que la querella que presentaron el día 14, siguien-
te al día del despido, quedando así suplida con esa sola
diligencia —según se dijo antes— cualquier falta u omi-
sión del patrono; que, finalmente, si a juicio de la Cámara
a-qua el informe del Inspector de Trabajo cuando dijo que
las trabajadoras habían admitido la riña denunciada, no
probaba —según se lee al final del Considerando No. 3—
que con ello se había alterado el orden en el centro de tra-
bajo, frente a ese medio de prueba sometido por el patrono
(y puesto que la prueba en contrario tampoco fue hecha),
y en razón además de que ese documento le daba seriedad

J
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partición de despido; que en la especie la empresa notificó
a las autoridades laborales que dichas trabajadoras habían,
sostenido una riña el día 10, y un Inspector de Trabajo com-
probó lo denunciado y rindió su informe el día 12, espe-
rando la empresa al día siguiente para realizar el despido
y notificarlo; que no obstante esa actuación, en el fallo im-
pugnado se afirma que el despido es injustificado porque
la empresa "no especificó cuáles fueron las causas del des-
pido"; que luego al comentar el informe del Inspector de
Trabajo la Cámara a-qua dice que no hay en dicho infor-
me ninguna prueba de que las trabajadoras al reñir altera-
ron el orden en el centro de trabajo cuando es lo cierto que
ellas confesaron su falta; que con todo ello estima la re-
currente que en el fallo impugnado se incurrió en los vicios
y violac i ones por ella denunciados, y que, por tanto, debe
ser casado;

Considerando que en la sentencia impugnada, según re-
sulta de su examen, la Cámara a-qua da constancia en el
Considerando No. 5 de que quedó establecido que el des-
pido se efectuó el día 13 de junio de 1967, (al día siguien-
te de la investigación hecha por el Inspector de Trabajo) y
que el patrono comunicó el despido el día 14, aunque "en
esa carta no se hace la más ligera mención de las causas
que motivaron el despido" y que como ese requisito "es fun-
damental", el despido (dice el Considerando No. 3) es "in-
justo de pleno derecho"; pero es el caso en primer término
que como la querella fue presentada el día 14 de junio de
1967, esa falta u omisión del patrono quedó suplida por la
declaración de las trabajadoras demandantes; que, en se-
gundo lugar, en la especie, el mismo fallo impugnado da
constancia también de que la empresa había denunciado
antes del despido que esas trabajadoras habían sostenido
una riña, lo cual fue investigado y comprobado por un Ins-
pector de Trabajo; que además, en el acta de no concilia-
ción levantada en la Sección de Querellas y Conciliación en

fecha 20 de junio de 1967, que no ha sido ponderada en to-
do su alcance y sentido, consta que al ofrecerse al repre-
sentante de la empresa la palabra dijo lo siguiente: "La
empresa no se aviene a la conciliación porque considera
que hubo justa causa para el despido, causa reconocida por
las recurrentes como consta en el informe del Inspector del
Trabajo"; que ese documento, del cual ha sido depositada
una copia certificada en esta Suprema Corte de Justicia y
al que hace mención el fallo impugnado, revela en la espe-
cie, que había una causa ya comunicada al Departamento
de Trabajo y la que era del conocimiento de las demandan-
tes, o sea, la riña que habían sostenido; que, por interpre-
tación del artículo 47 de la Ley No. 637 es necesario admi-
tir que el patrono puede hasta el momento de la concilia-
ción indicar la justa causa del despido; y en el caso ocu-
rrente la declaración que en el acta correspondiente levan-
tada en la Sección de Querellas y Conciliación hizo el re-
presentante de la empresa, robustecida como estaba por la
denuncia previa al despido que había hecho dicha empresa,
y lo que no ignoraban las demandantes pues habían confe-
sado su falta al Inspector que investigó el hecho denuncia-
do, debió ser ponderado convenientemente en la especie en
relación con lo dispuesto en el artículo 81 del Código de
Trabajo; máxime cuando quedó establecido por los jueces
del fondo que la querella que presentaron el día 14, siguien-
te al día del despido, quedando así suplida con esa sola
diligencia —según se dijo antes— cualquier falta u omi-
sión del patrono; que, finalmente, si a juicio de la Cámara
a-qua el informe del Inspector de Trabajo cuando dijo que
las trabajadoras habían admitido la riña denunciada, no
probaba —según se lee al final del Considerando No. 3—
que con ello se había alterado el orden en el centro de tra-
bajo, frente a ese medio de prueba sometido por el patrono
(y puesto que la prueba en contrario tampoco fue hecha),
y en razón además de que ese documento le daba seriedad
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al alegato del patrono, debió la Cámara a-qua, en virtud

del papel activo que tien en los tribunales laborales, ordenar
y no lo hizo, cualquiera medida de instrucción encaminada
a sustanciar mejor el caso, como un informativo, o la com-
parecencia de las partes o del Inspector actuante; que, en
tales condiciones, por todo lo expuesto, es claro que en el
presente caso se ha hecho una errónea aplicación del ar-
tículo 81 del Código de Trabajo y se ha incurrido en el vi-
cio de falta de base legal denunciado por la recurrente, por
lo cual el fallo impugnado debe ser casado;

Considerando que las costas pueden ser compensadas,
según el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, cuando un fallo es casado por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha
8 de noviembre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; y envía el caso ante el

Juzgado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís,
en sus funciones de tribunal laboral de segundo grado; Se-
gundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos MI. Lamarche Henríquez.—
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpldio Peras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rotas Almán-
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido, dada y firmada Por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia públ ica del día. mes y año en él expresados, y

fue firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia Impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 6
de septiembre de 1966

Materia: Tierras

Recurrente: Bélgica Nolasco y compartes
F Abogado: Dr. José Martín ELsevif López

Recurrido: Banco de Crédito y Ahorros, C. por A.
Abogado: Dr. Daniel A. Pimentel

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche II., Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 5 de septiembre del año 1969, años 126o. de la Indepen-
dencia y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica. como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bélgica
Nolasco, César Dubriol. Colón Fajardo Méndez, Ramón An-
tonio Rodríguez y Rodríguez, Carmen Nolasco, Ana Elisa,
Grecia Elena y Ramón Fajardo Nolasco, dominicanos, ma-
yores de edad, de este domicilio y residencia en la casa No.
44 de la calle Caracas, parte atrás, de profesiones, queha-
ceres domésticos, agente tributario, albañil, marino mer-   
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al alegato del patrono, debió la Cámara a-qua, en virtud
del papel activo que tienen los tribunales laborales, ordenar
y no lo hizo, cualquiera medida de instrucción encaminada
a sustanciar mejor el caso, como un informativa, o la com-

parecencia
 de las partes o del Inspector actuante; que, en

tales condiciones, por todo lo expuesto, es claro que en ellicación del ar-
presente caso se ha hecho una era 	 el vi-

rónea ap
tículo 81 del Código de Trabajo y se ha incurrido
cio de falta de base legal denunciado por la recurrente, por
lo cual el fallo impugnado debe ser casado;

Considerando que las costas pueden ser compensadas,
según el artículo 65 de la Ley sobre Pro

facedimiento
se delegal;

Casa-

ción, cuando un fallo es casado porfalta de ba 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada

por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha
8 de noviembre de 1.968, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; y envía el caso ante el
Juzgado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís,

en sus funciones de t
ribunal laboral de segundo grado; Se-

grundo; Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche Henríquez.—

Manuel A. Amiama.— 
Francisco Elpidio Feras.— Joa-

quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Roj
al.as Almán-

zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gener

La presente sentencia ha sido dada y firmada Por los
señores Jueces que figuran en su ncabezamiento, en la

audiencia pública del tima mes y 
e

año en él exnresados, y

fue firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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Recurrente: Bélgica Nolasco y compartes
Abogado: Dr. José Martín Elsevif López

Recurrido: Banco de Crédito y Ahorros, C. por A.
Abogado: Dr. Daniel A. Pimentel

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche II., Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,

i	 Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 5 de septiembre del año 1969, años 126o. de la Indepen-
dencia y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bélgica
Nolasco, César Dubriel. Colón Fajardo Méndez, Ramón An-
tonio Rodríguez y Rodrí guez, Carmen Nolasco, Ana Elisa,
Grecia Elena y Ramón Fajardo Nolasco, dominicanos, ma-
yores de edad, de este domicilio y residencia en la casa No.
44 de la cal l e Caracas, parte atrás, de profesiones, queha-
ceres domésticos, agente tributario, albañil, marino mer-

SENTENCIA DE FECHA 5 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 6
de septiembre de 1966

Materia: Tierras
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cante, estudiante y obrero, cédulas Nos. 16836, 65,324, 57043,
29040, 24651, 81974, 113697, 92430, series lra., con excep-
ción del señor Rodríguez que es serie 47, respectivamente,
contra la sentencia de fecha 6 de septiembre de 1966, dic-
tada por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con
el Solar No. 4 de la Manzana No. 90 del Distrito Catastral
No. 1 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Martín Elsevif López, cédula No.

49724, serie lra., en representación de los recurrentes, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Daniel A. Pimentel, cédula No. 60518. se-
rie lra., en representación del recurrido Banco de Crédito
y Ahorros, C. por A., institución organizada de acuerdo con
las leyes de la República, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 7 de no-
viembre de 1966 y suscrito por el abogado de los recurren-
tes, en el cual se invocan los medios que se indican más
adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 25 de noviem-
bre de 1966, suscrito por el abogado de los recurridos;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia
de fecha 25 de abril de 1969, declarando el defecto contra
el también recurrido Manuel Antonio Reynoso;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 127, 151, 174, 202 y 252 de la
Ley de Registro de Tierras; 555 y 1156 y siguientes del Có-
digo Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motí-
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vo de una instancia elevada el 4 de julio de 1964 al Tribu-
nal Superior de Tierras por los actuales recurrentes, en re-
conocimiento de mejoras por ellos levantadas dentro del
Solar No. 4 de la Manzana No. 90 del Distrito Catastral
No. 1 del Distrito Nacional, el Juez de Jurisdicción Origi-
nal del Tribunal de Tierras, regularmente apoderado dic-
tó en fecha 29 de marzo de 1965, una sentencia cuyo dis-
positivo figura inserto en el de la sentencia impugnada;
5) que sobre recurso de apelación de los actuales recurren-
tes, el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 6 de
septiembre de 1966, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRLMERO: Se
Rechaza, la apelación interpuesta en fecha 21 de octubre
de 1965, por el Dr. José Martín Elsev:f López, a nombre
y representación de los señores Colón Fajardo Méndez y
compartes, contra la Decisión No. 1 de fecha 29 de marzo
de 1965, dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original en relación con el Solar No. 4 de la Manzana No.
90 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional; SE-
GUNDO: Se Confirma, en todas sus partes la Decisión re-
currida, cuyo dispositivo dice así: "Primero: Se Rechaza,
por improcedente y mal fundada, la instancia de fecha 4
de julio de 1964, suscrita por los Dres. José Martín Elsevif
López y Mercedes Sosa Perdomo, a nombre de los señores
Colón Fajardo Méndez, Bélgica Nolasco, César Dubreil Cruz,
Ramón Antonio Rodríguez Rodríguez, Carmen Nolasco, Ana
Elisa, Grecia Elena y Ramón Fajardo Nolasco; Segundo: Se
Declara, que la mejora construida en el fondo del Solar No.
4 de la Manzana No. 90 del Distrito Catastral No. 1 del
Distrito Nacional, consistente en una edificación de made-
ra, techada de zinc, construida por Colón Fajardo Méndez
Y compartes, es de mala fe y la misma estará regida por la
primera parte del artículo 555 del Código Civil";

Considerando que el recurrente invoca los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Desnaturalización de
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cante, estudiante y obrero, cédulas Nos. 16836, 65,324, 57043,
29040, 24651, 81974, 113697, 92430, series lra., con excep-
ción del señor Rodríguez que es serie 47, respectivamente,
contra la sentencia de fecha 6 de septiembre de 1966, dic-
tada por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con
el Solar No. 4 de la Manzana No. 90 del Distrito Catastral
No. 1 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Martín Elsevif López, cédula No.

49724, serie lra., en representación de los recurrentes, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Daniel A. Pimentel, cédula No. 60518, se-
rie lra., en representación del recurrido Banco de Crédito
y Ahorros, C. por A., institución organizada de acuerdo con
las leyes de la República, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 7 de no-
viembre de 1966 y suscrito por el abogado de los recurren-
tes, en el cual se invocan los medios que se indican más
adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 25 de noviem-
bre de 1966, suscrito por el abogado de los recurridos;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia
de fecha 25 de abril de 1969, declarando el defecto contra
el también recurrido Manuel Antonio Reynoso;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 127, 151, 174, 202 y 252 de la
Ley de Registro de Tierras; 555 y 1156 y siguientes del Có-
digo Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
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yo de una instancia elevada el 4 de julio de 1964 al Tribu-
nal Superior de Tierras por los actuales recurrentes, en re-
conocimiento de mejoras por ellos levantadas dentro del
Solar No. 4 de la Manzana No. 90 del Distrito Catastral
No. 1 del Distrito Nacional, el Juez de Jurisdicción Origi-
nal del Tribunal de Tierras, regularmente apoderado dic-
tó en fecha 29 de marzo de 1965, una sentencia cuyo dis-
positivo figura inserto en el de la sentencia impugnada;
b) que sobre recurso de apelación de los actuales recurren-
tes, el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 6 de
septiembre de 1966, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se
Rechaza, la apelación interpuesta en fecha 21 de octubre
de 1965, por el Dr. José Martín Elsevif López, a nombre
y representación de los señores Colón Fajardo Méndez y
compartes, contra la Decisión No. 1 de fecha 29 de marzo
de 1965, dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original en relación con el Solar No. 4 de la Manzana No.
90 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional; SE-
GUNDO: Se Confirma, en todas sus partes la Decisión re-
currida, cuyo dispositivo dice así: "Primero: Se Rechaza,
por improcedente y mal fundada, la instancia de fecha 4
de julio de 1964, suscrita por los Dres. José Martín Elsevif
López y Mercedes Sosa Perdomo, a nombre de los señores
Colón Fajardo Méndez, Bélgica Nolasco, César Dubreil Cruz,
Ramón Antonio Rodríguez Rodríguez, Carmen Nolasco, Ana
Elisa, Grecia Elena y Ramón Fajardo Nolasco; Segundo: Se
Declara, que la mejora construida en el fondo del Solar No.
4 de la Manzana No. 90 del Distrito Catastral No. 1 del
Distrito Nacional, consistente en una edificación de made-
ra, techada de zinc, construida por Colón Fajardo Méndez
Y compartes, es de mala fe y la misma estará regida por la
primera parte del artículo 555 del Código Civil";

Considerando que el recurrente invoca los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Desnaturalización de
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los hechos. —Violación del artículo 1156 y siguientes del
Código Civil; Segmulo Medio: Violación del derecho de de-
fensa, artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, Vio-
lación y errónea interpretación del artículo 202 de la Ley
de Registro de Tierras y 555 del Código Civil;

Considerando que en el desarrollo del primer medio
de su recurso alegan en síntesis los recurrentes que el Tri-
bunal a-quo desestimó su instancia de fecha 4 de julio de
1964, encaminada a obtener el registro de mejoras por ellos
fomentadas dentro del solar No. 40 de la Manzana No. 90
del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, estiman-
do los recurrentes que su contra-parte reconoció esas mejo-
ras al admitir su existencia; y que el Tribunal a-quo des-
naturalizó los hechos "el extender su poder de apreciación
al momento en que su legítimo dueño otorgó a los recurren-
tes autorización para construir esas mejoras, momento en
que ellos no podían prever" que "por un préstamo de me-
nor cuantía iban los dueños a verse obligados a entregarle
ese inmueble" al Banco hoy recurrido en casación; que la
desnaturalización es rnés grave porque no se ha podido con-
tradecir "que las mejoras se realizaran con anterioridad a
que el Banco adquiriera esa propiedad, por lo cual no son
mejoras de mala fe"; que el Tribunal a-quo está equivoca-
do cuando afirma que es necesario un consentimiento ex-
preso para obtener el reconocimiento de mejoras en un
terreno que está registrado en favor de otro, pues "la ig-
norancia de una realidad jurídica... se presta a diversos
problemas"; que entendiendo que la otra parte ha confe-
sado cine las mejoras existen, debe tenerse en cuenta que
la confesión "es la prueba por excelencia"; por todo lo cual
estiman los recurrentes que se ha incurrido en el fallo im-
pugnado en los vicios y violaciones señalados en el primer
medio. y que por ello debe ser casado; pero,

Considerando que el artículo 151 de la Ley de Registro
de Tierras dice así: "Cuando en un Decreto de Registro no
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se mencionen las mejoras permanentes que hay en el terre-
no, se considerarán siempre que son del ad judicatario del
terreno";

Considerando que el artículo 127 de la misma ley, en
su párrafo único dice así: "Sólo con el consentimiento ex-
preso del dueño podrán registrarse a nombre de otro las
mejoras permanentes que hubiere en el terreno";

Considerando que el artículo 202 de la citada ley dice
así: "El dueño de las mejoras que se levanten en tierras
registradas con el consentimiento del dueño de las mismas,
podrá obtener el registro de dichas mejoras en la forma si-
guiente: el dueño de terrenos registrados entregará al Re-
istrador de Títulos un documento debidamente legalizado,
en el cual expresará su consentimiento al registro de dichas
mejoras en los terrenos registrados a su nombre. El docu-
mento contendrá una descripción de las mejoras que se hu-
bieren verificado, o que estén por verificarse sobre el terre-
no, en una forma que facilite su identificación. Presentará
también su Duplicado de Certificado de Título al Registra-
dor, quien hará en el Certificado Original y en el Duplicado
del Dueño la anotación correspondiente";

Considerando que es pues obvio que existe una regla
establecida en la ley para obtener el registro de mejoras
permanentes en un terreno cuya propiedad conste en un
Certificado de Título en favor de otro; que en la especie,
el Tribunal a-nuo comprobó (y ello resulta no sólo del exa-
men de la sentencia dictada sino también de la propia ins-
tancia y exposición de los recurrentes) que en el presente
caso los antiguos propietarios no otorgaron consentimien-
to expreso, que conste en un escrito de esa época, para la
construcción de esas mejoras y que figure en el Certifica-
do de Título; que, por consiguiente. al Banco adquirir esa
propiedad no pudo asumir una obligación que no figuraba
en el Certificado de Título; que además el Tribunal a-quo
dió por establecido según consta en el fallo de jurisdicción
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se mencionen las mejoras permanentes que hay en el terre-
no, se considerarán siempre que son del adjudicatario del
terreno";

Considerando que el artículo 127 de la misma ley, en
su párrafo único dice así: "Sólo con el consentimiento ex-
preso del dueño podrán registrarse a nombre de otro las
mejoras permanentes que hubiere en el terreno";

Considerando que el artículo 202 de la citada ley dice
así: "El dueño de las mejoras que se levanten en tierras
registradas con el consentimiento del dueño de las mismas,
podrá obtener el registro de dichas mejoras en la forma si-
guiente: el dueño de terrenos registrados entregará al Re-
istrador de Títulos un documento debidamente legalizado,
en el cual expresará su consentimiento al registro de dichas
mejoras en los terrenos registrados a su nombre. El docu-
mento contendrá una descripción de las mejoras que se hu-
bieren verificado, o que estén por verificarse sobre el terre-
no, en una forma que facilite su identificación. Presentará
también su Duplicado de Certificado de Título al Registra-
dor, quien hará en el Certificado Original y en el Duplicado
del Dueño la anotación correspondiente";

Considerando que es pues obvio que existe una regla
establecida en la ley para obtener el registro de mejoras
permanentes en un terreno cuya propiedad conste en un
Certificado de Título en favor de otro; que en la especie,
el Tribunal a-nuo comprobó (y ello resulta no sólo del exa-
men de la sentencia dictada sino también de la propia ins-
tancia y exposición de los recurrentes) que en el presente
caso los antiguos propietarios no otorgaron consentimien-
to expreso, que conste en un escrito de esa época, para la
construcción de esas mejoras y que figure en el Certifica-
do de Título; que. por consiguiente. al Banco adquirir esa
propiedad no pudo asumir una obligación que no figuraba
en el Certificado de Título; que además el Tribunal a-quo
dió por establecido según consta en el fallo de jurisdicción
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los hechos. —Violación del artículo 1156 y siguientes del
Código Civil; Segando Medio: Violación del derecho de de-
fensa, artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, Vio-
lación y errónea interpretación del artículo 202 de la Ley
de Registro de Tierras y 555 del Código Civil;

Considerando que en el desarrollo del primer medio
de su recurso alegan en síntesis los recurrentes que el Tri-
bunal a-quo desestimó su instancia de fecha 4 de julio de
1964, encaminada a obtener el registro de mejoras por ellos
fomentadas dentro del solar No. 40 de la Manzana No. 90
del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, estiman-
do los recurrentes que su contra-parte reconoció esas mejo-
ras al admitir su existencia; y que el Tribunal a-quo des-
naturalizó los hechos "el extender su poder de apreciación
al momento en que su legítimo dueño otorgó a los recurren-
tes autorización para construir esas mejoras, momento en
que ellos no podían prever" que "por un préstamo de me-
nor cuantía iban los dueños a verse obligados a entregarle
ese inmueble" al Banco hoy recurrido en casación; que la
desnaturalización es más grave porque no se ha podido con-
tradecir "que las mejoras se realizaran con anterioridad a
que el Banco adquiriera esa propiedad, por lo cual no son
mejoras de mala fe"; que el Tribunal a-quo está equivoca-
do cuando afirma que es necesario un consentimiento ex-
preso para obtener el reconocimiento de mejoras en un
terreno que está registrado en favor de otro, pues "la ig-
norancia de una realidad jurídica... se presta a diversos
problemas"; que entendiendo que la otra parte ha confe-
sado oue las mejoras existen, debe tenerse en cuenta que
la confesión "es la prueba por excelencia"; por todo lo cual
estiman los recurrentes que se ha incurrido en el fallo im-
pugnado en los vicios y violaciones señalados en el primer
medio, y que por ello debe ser casado; pero,

Considerando que el artículo 151 de la Ley de Registro
de Tierras dice así: "Cuando en un Decreto de Registro no
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original que "las mejoras construidas por los impetrantes,
las cuales se encuentran ubicadas en el fondo del solar con
distintas a las adjudicadas a Reynoso (antiguo dueño) y
fueron construidas estando ya el solar No. 4 registrado";
que no puede verse una confesión judicial en el hecho de
que el Banco no haya negado la existencia de esas mejoras,
cuando lo cierto es que ha venido discutiendo el derecho
de los recurrentes a obtener su registro en un terreno que
no les pertenece; que, por consiguiente, el Tribunal a-quo
al fallar como lo hizo no desnaturalizó los hechos de la cau-
sa, sino que hizo una correcta apreciación de los mismos y
una aplicación, también correcta, de la ley, por lo cual el
primer medio del recurso carece de fundamento y debe ser

desestimado;
Considerando que en el desarrollo del segundo medio

sostienen en síntesis los recurrentes que el Tribunal a-quo
no les permitió aportar testigos para probar "la veracidad
de las edificaciones ubicadas en el mencionado solar", cuan-
do ellos en su escrito introductivo afirmaron estar dispues-
tos a aportar esa prueba; que esas mejoras fueron hechas
en 1954 cuando el Banco aún no era el dueño; que la inter-
pretación que se ha dado al artículo 202 de la Ley de Re-
gistro de Tierras es errónea porque el propietario en 1954
no era el Banco y los que eran dueños en ese momento
dieron la autorización; y que, si por un préstamo de menor
cuantía, esos dueños tuvieron que hacer una dación en pa-
go al Banco. eso "no cambia la realidad", pues en la situa-
ción que ha surgido, la interpretación justa del artículo 202
es determinar en qué momento se construyeron las mejo-
ras; que el Banco (insisten los recurrentes) "no negó la
existencia de las mejoras sino que las reconoció implícita-
mente"; que por todo ello estiman los recurrentes que el
tallo impugnado debe ser casado por las violaciones denun-
ciadas en el segundo medio de su recurso; pero,

Considerando que frente a las disposiciones expresas
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de la ley no es posible hacer la prueba por testigos de la
época en que las mejoras se construyeron —aunque ello
fuera sugerido en la instancia introductiva— pues el titu-
lar de un Certificado de Título lo conserva libre de todo
derecho o gravamen que no figure allí registrado, en virtud
del artículo 174 de la Ley de Reistro de Tierras; que, en
cuanto a los otros alegatos relativos a la interpretación y
aplicación del artículo 202 de la Ley de Registro de Tie-
rras, ellos no son otra cosa que la reiteración en otra for-
ma de alegatos ya hechos y desestimados a propósito del
primer medio del recurso, razón por la cual el segundo me-
dio carece también de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Bélgica Nolasco, César Dubriel, Co-
lón Fajardo Méndez, Ramón Antonio Rodríguez y Rodrí-
guez, Carmen Nolasco, Ana Elisa, Grecia Elena y Ramón
Fajardo Nolasco, contra la sentencia del Tribunal Superior
de Tierras de fecha 6 de septiembre de 1966, dictada en
relación con el Solar No. 4 de la Manzana No. 90 del Djs-
trito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, cu yo d: spositivo
se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena a los recurrentes al pago de las costas.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.-- Car-
los Manuel Lamarche II.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mía, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

4
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original que "las mejoras construidas por los impetrantes,
las cuales se encuentran ubicadas en el fondo del solar con
distintas a las adjudicadas a Reynoso (antiguo dueño) y
fueron construidas estando ya el solar No. 4 registrado";
que no puede verse una confesión judicial en el hecho de
que el Banco no haya negado la existencia de esas mejoras,
cuando lo cierto es que ha venido discutiendo el derecho
de los recurrentes a obtener su registro en un terreno que
no les pertenece; que, por consiguiente, el Tribunal a-quo
al fallar como lo hizo no desnaturalizó los hechos de la cau-
sa, sino que hizo una correcta apreciación de los mismos y
una aplicación, también correcta, de la ley, por lo cual el
primer medio del recurso carece de fundamento y debe ser

desestimado;
Considerando que en el desarrollo del segundo medio

sostienen en síntesis los recurrentes que el Tribunal a-quo
no les permitió aportar testigos para probar "la veracidad
de las edificaciones ubicadas en el mencionado solar", cuan-
do ellos en su escrito introductivo afirmaron estar dispues-
tos a aportar esa prueba; que esas mejoras fueron hechas
en 1954 cuando el Banco aún no era el dueño; que la inter-
pretación que se ha dado al artículo 202 de la Ley de Re-
gistro de Tierras es errónea porque el propietario en 1954
no era el Banco y los que eran dueños en ese momento
dieron la autorización; y que, si por un préstamo de menor
cuantía, esos dueños tuvieron que hacer una dación en pa-
go al Banco, eso "no cambia la realidad", pues en la situa-
ción que ha surgido, la interpretación justa del artículo 202
es determinar en qué momento se construyeron las mejo-
ras; que el Banco (insisten los recurrentes) "no negó la
existencia de las mejoras sino que las reconoció implícita-
mente"; que por todo ello estiman los recurrentes que el
tallo impugnado debe ser casado por las violaciones denun-
ciadas en el segundo medio de su recurso; pero,

Considerando que frente a las disposiciones expresas
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de la ley no es posible hacer la prueba por testigos de la
época en que las mejoras se construyeron —aunque ello
fuera sugerido en la instancia introductiva— pues el titu-
lar de un Certificado de Título lo conserva libre de todo
derecho o gravamen que no figure allí registrado, en virtud
del artículo 174 de la Ley de Reistro de Tierras; que, en
cuanto a los otros alegatos relativos a la interpretación y
aplicación del artículo 202 de la Ley de Registro de Tie-
rras, ellos no son otra cosa que la reiteración en otra for-
ma de alegatos ya hechos y desestimados a propósito del
primer medio del recurso, razón por la cual el segundo me-
dio carece también de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Bélgica Nolasco, César Dubriel, Co-
lón Fajardo Méndez, Ramón Antonio Rodríguez y Rodrí-
guez, Carmen Nolasco, Ana Elisa, Grecia Elena y Ramón
Fajardo Nolasco, contra la sentencia del Tribunal Superior
de Tierras de fecha 6 de septiembre de 1966, dictada en

14 relación con el Solar No. 4 de la Manzana No. 90 del Dis-
trito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, cuyo d:spositivo
se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena a los recurrentes al pago de las costas.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche 1-1.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló•— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mía, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 29 de marzo de. 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Jesé Cupertino Pérez y García
Abogado: Dr. Jovino Herrera Arnó

Interviniente: Joaquín ,Pérez y la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A.

Abogado: Dr. Pedro Flores Ortiz

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Royo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 8 del
mes de Septiembre de 1969, años 126o. de la Independencia
y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Cu-
pertino Pérez y García, dominicano, mayor de edad, casa-
do, comerc ; ante, cédula No. 61774, serie lra., domiciliado
en la caca No. 33 de la calle Jacinto de la Concha, contra
la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo,

dictada en fecha 29 de marzo de 1968, en atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Jovino

Herrera Arnó, cédua No. 8376, serie 12, abogado del recu-
rrente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Pedro
Flores Ortiz, cédula No. 47715, serie 1ra., abogado de los
intervinientes, Joaquín Pérez, dominicano, casado, cédula
No. 10555, serie 10, domiciliado en la Sección de Barías,
Municipio de Azua y la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., organizada de conformidad con las leyes domini-
canas, domiciliada en la primera planta de la casa No. 30
de la calle Arzobispo Meriño, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, suscrito en fecha 1ro. de
agosto del 1969 por el abogado del recurrente, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial, suscrito el 1ro. de agosto del 1969
por el abogado de los intervinientes;

Visto el escrito de ampliación al memorial, suscrito en
fecha 5 de agosto del 1969 por el abogado de los intervvi-
nientes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 191 y 202, ordinal 2do. del
Código de Procedimiento Criminal, 1351 y 1384 del Código
Civil y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido
el 2 de enero del 1967, entre el automóvil placa No. 39907,
conducido por Angel Gustavo López, y la motocicleta placa
No. 2224, manejada por José Altagracia Pérez García, ac-
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBR E DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 29 de marzo de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: José Cupertino Pérez y García
Abogado: Dr. Jovino Herrera Arnó

Interviniente: Joaquín Pérez y la Compañia Dominicana de Segu-
ros, C. por A.

Abogado: Dr. Pedro Flores Ortiz

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Roio Carbuccia, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 del
mes de Septiembre de 1969, años 126o. de la Independencia
y 107o. de la Restauración, dieta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Cu-
pertino Pérez y García, dominicano, mayor de edad, casa-
do, comerci ante, cédula No. 61774, serie 1ra., domiciliado
en la ea ,:s a. No. 33 de la calle Jacinto de la Concha, contra
la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo,

dictada en fecha 29 de marzo de 1968, en atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Jovino

Herrera Arnó, cédua No. 8376, serie 12, abogado del recu-
rrente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Pedro
Flores Ortiz, cédula No. 47715, serie lra., abogado de los
intervinientes, Joaquín Pérez, dominicano, casado, cédula
No. 10555, serie 10, domiciliado en ]a Sección de Barías,
Municipio de Azua y la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., organizada de conformidad con las leyes domini-
canas, domiciliada en la primera planta de la casa No. 30
de la calle Arzobispo Meriño, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, suscrito en fecha 1ro. de
agosto del 1969 por el abogado del recurrente, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial, suscrito el 1ro. de agosto del 1969
por el abogado de los intervinientes;

Visto el escrito de ampliación al memorial, suscrito en
fecha 5 de agosto del 1969 por el abogado de los intervvi-
nientes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 191 y 202, ordinal 2do. del
Código de Procedimiento Criminal, 1351 y 1384 del Código
Civil y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido
el 2 de enero del 1967, entre el automóvil placa No. 39907,
conducido por Angel Gustavo López, y la motocicleta placa
No. 2224, manejada por José Altagracia Pérez García, ac-
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cidente en el cual recibió golpes José Pérez, quien iba tam-
bién en la motocicleta, la Quinta Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito de Santo Domingo,
dictó en fecha 21 de junio del 1967 una sentencia, cuyo dis-
positivo se copia en el de la sentencia ahora impugnada;
b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por el Dr.
Pedro Flores Ortiz, en nombre del prevenido Angel Gus-
tavo López, Joaquín Pérez, persona puesta en causa como
civilmente responsable, y la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., intervino la sentencia ahora impugnada,
cuyo d:spositivo dice así: "Falla: Primero:— Declara regu-
lares y válidos en cuanto a la forma, los recursos de apela-
ción interpuestos en fecha 28 de julio de 1967, por el preve-
nido Angel Gustavo López, por la persona puesta en causa
como civilmente responsable, Joaquín Pérez y por la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia
dictada en fecha 21 de junio de 1967, por la Quinta Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:
—Se declara al nombrado Angel G. López, de generales ano-
tadas, culpable de violación a las leyes 5771 y 4809 (sobre
accidente de vehículo de motor), en perjuicio de José Al-
tagracia Pérez García, y en consecuencia, se le condena a
pagar una multa de cincuenta pesos (RD$50.00); Segundo:
Se condena al mencionado inculpado al pago de las costas;
Tercero: Se declara al nombrado José Altagracia Pérez, de
generales anotadas, no culpable de violación a las leyes Nos.
5771 y 4809, y en consecuencia, se descarga por no haber
violado ninguno de los artículos de dichas leyes. Cuarto:—
Se declara las costas de oficio. Quinto: Se declara buena y
válida la constitución en parte civil hecha por el señor Jo-
sé 	 Pérez García, a través de su abogado cons-
tituido Dr. Jovino Herrera Arnó y en contra del prevenido
Angel Gustavo López. Sexto: Se condena al señor Joaquín
Pérez en su calidad de persona civilmente responsable a pa-

gar la suma indemnizatoria de cinco mil pesos (RD$5,-
000.00) a favor del señor José Cupertino Pérez García, co-
mo justa reparación a los daños morales y materiales reci-
bidos; Séptimo:— Se ordena la presente sentencia sea opo-
nible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., por
ser esta la Compañía aseguradora del vehículo que ocasionó
los daños; Octavo:— Se condena al señor Joaquín Pérez en
su calidad de persona civilmente responsable al pago de las
costas del procedimiento con distracción en beneficio del
Dr. Jovino Herrera Arnó, quien asegura haberlas avanza-
do en su totalidcl; por haber sido intentado dentro del plazo
y en la forma prescrita por la ley que regula la materia;
Segundo:— Modifica el ordinal primero de la antes expre-

11	 sada sentencia y obrando por propia autoridad y contrario
imperio, descarga al prevenido Angel Gustavo López, de la
infracción puesta a su cargo, esto cs. de haber ocasionado
golpes involuntarios con el manejo de un vehículo de motor
en perjuicio de José Cupertino Pérez García, por no haber
cometido ninguna falta que comprometa su responsabili-
dad penal y la confirma en cuanto lo declaró culpable de
conducir su vehículo sin la licencia debidamente renovada
y lo condena a pagar una multa de Diez Pesos (RD$10.00)
por la comisión de esta infracción; Tercero:— Confirma los
ordinales segundo, tercero, cuarto y quinto de la senten-
cia recurrida; Cuarto: Revoca los ordinales sexto, séptimo
y octavo de la sentencia apelada y descarga al señor Joa-
quín Pérez, persona puesta en causa, como civilmente res-
ponsable de las condenaciones civiles que le fueron impues-
tas por no haber cometido su comitente (el prevenido) An-
gel Gustavo López, falta alguna susceptible de comprome-
ter su responsabilidad civil; Quinto: Condena a la parte ci-
vil constituida que sucumbe señor José Cupertino Pérez, al
pago de las costas civiles de ambas instancias y ordena su
distracción a favor del Dr. Pedro Flores Ortiz, abogado de
la persona civilmente responsable y de la Compañía Do-



BOLETIN JUDICIAL 2031
2080	 BOLETIN JUDICIAL

cidente en el cual recibió golpes José Pérez, quien iba tam-
bién en la motocicleta, la Quinta Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito de Santo Domingo,
dictó en fecha 21 de junio del 1967 una sentencia, cuyo dis-
positivo se copia en el de la sentencia ahora impugnada;
b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por el Dr.
Pedro Flores Ortiz, en nombre del prevenido Angel Gus-
tavo López, Joaquín Pérez, persona puesta en causa como
civilmente responsable, y la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., intervino la sentencia ahora impugnada,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:— Declara regu-
lares y válidos en cuanto a la forma, los recursos de apela-
ción interpuestos en fecha 28 de julio de 1967, por el preve-
nido Angel Gustavo López, por la persona puesta en causa
como civilmente responsable, Joaquín Pérez y por la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia
dictada en fecha 21 de junio de 1967, por la Quinta Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:
—Se declara al nombrado Angel G. López, de generales ano-
tadas, culpable de violación a las leyes 5771 y 4809 (sobre
accidente de vehículo de motor), en perjuicio de José Al-
tagracia Pérez García, y en consecuencia, se le condena a
pagar una multa de cincuenta pesos (RD$50.00); Segundo:
Se condena al mencionado inculpado al pago de las costas;
Tercero: Se declara al nombrado José Altagracia Pérez, de
generales anotadas, no culpable de violación a las leyes Nos.
5771 y 4809, y en consecuencia, se descarga por no haber
violado ninguno de los artículos de dichas leyes. Cuarto:—
Se declara las costas de oficio. Quinto: Se declara buena y
válida la constitución en parte civil hecha por el señor Jo-
sé Cupertino Pérez García, a través de su abogado cons-
tituído Dr. Jovino Herrera Arnó y en contra del prevenido
Angel Gustavo López. Sexto: Se condena al señor Joaquín
Pérez en su calidad de persona civilmente responsable a pa-

gar la suma indemnizatoria de cinco mil pesos (RD$5,-
000.00) a favor del señor José Cupertino Pérez García, co-
mo justa reparación a los daños morales y materiales reci-
bidos; Séptimo:-- Se ordena la presente sentencia sea opo-
nible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., por
ser esta la Compañía aseguradora del vehículo que ocasionó
los daños; Octavo:— Se condena al señor Joaquín Pérez en
su calidad de persona civilmente responsable al pago de las
costas del procedimiento con distracción en beneficio del
Dr. Jovino Herrera Arnó, quien asegura haberlas avanza-
do en su totalidd; por haber sido intentado dentro del plazo
y en la forma prescrita por la ley que regula la materia;
Segundo:— Modifica el ordinal primero de la antes expre-
sada sentencia y obrando por propia autoridad y contrario
imperio, descarga al prevenido Angel Gustavo López, de la
infracción puesta a su cargo, esto es, de haber ocasionado
golpes involuntarios con el manejo de un vehículo de motor
en perjuicio de José Cupertino Pérez García, por no haber
cometido ninguna falta que comprometa su responsabili-
dad penal y la confirma en cuanto lo declaró culpable de
conducir su vehículo sin la licencia debidamente renovada
y lo condena a pagar una multa de Diez Pesos (RD$10.00)
por la comisión de esta infracción; Tercero:— Confirma los
ordinales segundo, tercero, cuarto y quinto de la senten-
cia recurrida; Cuarto: Revoca los ordinales sexto, séptimo
y octavo de la sentencia apelada y descarga al señor Joa-
quín Pérez, persona puesta en causa, como civilmente res-
ponsable de las condenaciones civiles que le fueron impues-
tas por no haber cometido su comitente (el prevenido) An-
gel Gustavo López, falta alguna susceptible de comprome-
ter su responsabilidad civil; Quinto: Condena a la parte ci-
vil constituída que sucumbe señor José Cupertino Pérez, al
pago de las costas civiles de ambas instancias y ordena su
distracción a favor del Dr. Pedro Flores Ortiz, abogado de
la persona civilmente responsable y de la Compañía Do-
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minicana de Seguros, C. por A., por afirmar haberlas avan-
zado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente invoca en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Desnatura-
lización de los hechos y circunstancias de la causa .— Falta
de base legal.— Segundo Medio: Violación de los artículos
1351 y 1354 del Código Civil.— Falta de motivos y de base
legal;

Considerando, que en los dos medios de casación invo-
cados en su memorial, reunidos, el recurrente alega, en sín-
tesis, lo siguiente: que no obstante que el prevenido Angel
Gustavo López declaró a la Corte a-qua que no quería ape-
lar de la sentencia del Juzgado del Primer Grado, y que no
había autorizado a ningún abogado para que interpusiera
en su nombre ese recurso, dicha Corte falló el caso descar-
gando al prevenido del delito puesto a su cargo, sin tener
en cuenta que la sentencia de Primera Instancia había ad-
quirido la autoridad de la cosa juzgada. en vista de que di-
cho prevenido no apeló de ese fallo ni tampoco el repre-
sentante del Ministerio Público, y por tanto, la Corte debió
limitarse a conocer del aspecto civil de la litis en vista del
recurso de apelación interpuesto por la persona civilmente
responsable y la Compañía aseguradora puesta en causa:
pero,

Considerando, que independientemente de la solución
dada al caso en cuanto a su aspecto penal, en relación con
el prevenido, como la parte civil constituida figuraba en el
proceso como apelada, frente a los recursos de la persona
puesta en causa como civilmente responsable y de la Com-
pañía Aseguradora, la Corte a-qua tenía el deber de pon-
derar, como lo hizo, desde el punto de vista de los intere-
ses civiles, los hechos de la prevención; que hecha esa pon-
deración dicha Corte dió por establecido que el accidente
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automovilístico de que se trata se debió exclusivamente, a
imprudencia del motociclista José Altagracia Pérez García,
Quien transitaba de Sur a Norte por la calle Jacinto de la
Concha y debió detenerse al llegar a la esquina de la calle
Benito González, por ser ésta una vía de tránsito preferen-
te, y al cruzarla chocó con el automóvil manejado por An-
gel Gustavo López, que en ese momento transitaba de Este
a Oeste por esta última calle; que por estas razones la Cor-
te a-qua revocó la sentencia apelada en cuanto había con-
denado al prevenido mencionado al pago de una indemni-
zación de RD$5,000.00 en favor de José Cupertino Pérez
García y había hecho oponible la sentencia a la Compañía
Dominicana de Seguros. C. por A.; y rechazó la indemniza-
ción solicitada por no haber quedado comprometida la res-
ponsabilidad civil del prevenido; que por tales motivos los
medios del recurso carecen de fundamento y deben ser des-
estimados;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Joaquín Pérez, persona puesta en causa como civilmen-
te responsable y a la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A.— Segundo: Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por José Cupertino Pérez García, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, pronun-
ciada en fecha 29 de marzo del 1969, en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo.— Tercero: Condena al recurrente al pago de
las costas, con distracción en provecho del Dr. Pedro Flo-
res Ortiz, abogado de las partes intervinientes, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras.

Joaquín M. Alvarez Perelló .— Juan Bautista Rojas Al-
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minicana de Seguros, C. por A., por afirmar haberlas avan-
zado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente invoca en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Desnatura-
lización de los hechos y circunstancias de la causa.— Falta
de base legal.— Segundo Medio: Violación de los artículos
1.351 y 1354 del Código Civil.— Falta de motivos y de base
legal;

Considerando, que en los dos medios de casación invo-
cados en su memorial, reunidos, el recurrente alega, en sín-
tesis, lo siguiente: que no obstante que el prevenido Angel
Gustavo López declaró a la Corte a-qua que no quería ape-
lar de la sentencia del Juzgado del Primer Grado, y que no
había autorizado a ningún abogado para que interpusiera
en su nombre ese recurso, dicha Corte falló el caso desear- !III

gando al prevenido del delito puesto a su cargo, sin tener
en cuenta que la sentencia de Primera Instancia había ad-
quirido la autoridad de la cosa juzgada, en vista de que di-
cho prevenido no apeló de ese fallo ni tampoco el repre-
sentante del Ministerio Público, y por tanto, la Corte debió
limitarse a conocer del aspecto civil de la litis en vista del
recurso de apelación interpuesto por la persona civilmente
responsable y la Compañía aseguradora puesta en causa:
pero,

Considerando, que independientemente de la solución
dada al caso en cuanto a su aspecto penal, en relación con
el prevenido, como la parte civil constituida figuraba en el
proceso como apelada, frente a los recursos de la persona
puesta en causa como civilmente responsable y de la Com-
pañía Aseguradora, la Corte a-qua tenía el deber de pon-
derar, como lo hizo, desde el punto de vista de los intere-
ses civiles, los hechos de la prevención; que hecha esa pon-
deración dicha Corte dió por establecido que el accidente

automovilístico de que se trata se debió exclusivamente, a
imprudencia del motociclista José Altagracia Pérez García,
ouien transitaba de Sur a Norte por la calle Jacinto de la
Concha y debió detenerse al llegar a la esquina de la calle
Benito González, por ser ésta una vía de tránsito preferen-
te, y al cruzarla chocó con el automóvil manejado por An-
gel Gustavo López, que en ese momento transitaba de Este
a Oeste por esta última calle; que por estas razones la Cor-
te a-gua revocó la sentencia apelada en cuanto había con-
denado al prevenido mencionado al pago de una indemni-
zación de RD$5,000.00 en favor de José Cupertino Pérez
García y había hecho oponible la sentencia a la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A.; y rechazó la indemniza-
ción solicitada por no haber quedado comprometida la res-
ponsabilidad civil del prevenido; que por tales motivos los
medios del recurso carecen de fundamento y deben ser des-
estimados;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Joaquín Pérez, persona puesta en causa como civilmen-
te responsable y a la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A.— Segundo: Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por José Cupertino Pérez García, contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, pronun-
ciada en fecha 29 de marzo del 1969, en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo.— Tercero: Condena al recurrente al pago de
las costas, con distracción en provecho del Dr. Pedro Flo-
res Ortiz, abogado de las partes intervinientes, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.
— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Al-
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mánzar .— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mía, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de A pelación de La Vega, de fecha
4 de diciembre de 1968

Materia: Civil

Recurrente: Hugo Alfonso Moya Sosa
Abo,gr3io: Dr. Ramón Antonio González Hardy

Recurrido: Ernesto Ml. Moya Sosa y compartes
Abogado: Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel La marche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Corbuccia, asistidos del
Secretario General en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 10 del mes de septiembre de 1969, años 126o.
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hugo Al-
fonso Moya Sosa, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado en La Vega, casa No. 24 de la calle "Co-
lón", con cédula No. 37157, serie 1.ra., contra la sentencia
'de la Corte de Apelación de La Vega, actuando en sus atri-
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mánzar. — Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mía, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
4 de diciembre de 1968

Materia: Civil -

Recurrente: Hugo Alfonso Moya Sosa
Abogr./.1o: Dr. Ramón Antonio González Hardy

Recurrido: Ernesto Ml. Moya Sosa y compartes
Abogado: Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo

Dios:, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel La marche Flenríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Corbuccia, asistidos del
Secretario General en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 10 del mes de septiembre de 1969, años 126o.
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hugo Al-
fonso Moya Sosa, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado en La Vega, casa No. 24 de la calle "Co-
lón", con cédula No. 37157, serie l ra., contra la sentencia
de la Corte de Apelación de La Vega, actuando en sus atri-
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buciones civiles y en referimiento, de fecha 4 de diciembre
de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. F. A. García Tineo, cédula 22072, serie 37,

en representación del Dr. Ramón Antonio González Hardy,
cédula 24562, serie 47, abogado del recurrente, en la lectu-
ra de sus conclusiones;

Oído al Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo, cédula 1332,
serie 47, en la lectura de sus conclusiones, abogado que es
de Ernesto Manuel de Moya Sosa, cédula No. 20077, se-
rie 1ra.; Diego R. Moya Sosa, cédula 775, serie 66, y Mar-
tín Antonio de Moya Sosa, cédula 1830, serie lra., domini-
canos, mayores de edad, hacendados, dom ;ciliados, el pri-
mero, en La Vega, el segundo, en esta ciudad, y el último,
en la ciudad de Houston, Texas, Estados Unidos de Norte-
américa;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 27 de ene-
ro de 1969, y suscrito por el abogado del recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, de fecha 4 de marzo de
1969, suscrito por el abogado de los recurridos;

Visto el auto dictado en fecha 9 de septiembre del co-
rriente año 1969, por el Magistrado Primer Sustituto en
funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia,
por medio del cual llama al Magistrado Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, Juez de este Tribunal, para integrar la Su-
prema Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del re-
curso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684, de 1934, y 926, de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 13 de la Ley 1486 de 1938;
131 y 806 del Código de Procedimiento Civil, citados por el
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recurrente, y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
uocumentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda intentada por los actuales recurridos
contra el recurrente, la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de La Vega, dictó en fecha 18 de octubre de 1968, la
sentencia cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla:
Primero: Acoge las conclusiones presentadas en audiencia
por la parte demandada, por conducto de su abogado cons-
tituído y en consecuencia, Debe: Declara la incompetencia
de este Tribunal, para conocer de este Referimiento, rela-
cionado con el Tribunal Superior de Tierras exclusivamen-
te; Segundo: Da acta al demandado, señor Hugo Alfonso
Moya Sosa, de que él no ha embargado retentivamente o
en oposición en manos del Estado a sus hermanos Ernesto
Manuel, Diego R. y Martín, todos Moya Sosa, sino que se
ha limitado a notificar de acuerdo al artículo 13 de la Ley
1486 al Estado Dominicano y a otras Instituciones respec-
to de asuntos y fines que le interesan, y en que se hace res-
ponsable al Estado Dominicano de ulteriores Daños y Pe-
juicios si continúan operaciones con los hermanos Moya So-
sa, hasta tanto el Tribunal de Tierras no tome una decisión
por sentencia; Tercero: Condena a los señores Ernesto Ma-
nuel de Moya Sosa, Diego R. de Moya Sosa y Martín Anto-
nio de Moya Sosa, al pago de las costas del procedimiento,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Ramón
Antonio González Hardy, quien afirma haberlas avanza-
do en su mayor parte"; b) que sobre la apelación de los ac-
tuales recurridos, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admi-
te como regular en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por los señores Ernesto Manuel de Moya Sosa,
Diego R. de Moya Sosa y Martín Antonio de Moya Sosa,
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buciones civiles y en referimiento, de fecha 4 de diciembre
de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. F. A. García Tineo, cédula 22072, serie 37,

en representación del Dr. Ramón Antonio González Hardy.
cédula 24562, serie 47, abogado del recurrente, en la lectu-
ra de sus conclusiones;

Oído al Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo, cédula 1332,
serie 47, en la lectura de sus conclusiones, abogado que es
de Ernesto Manuel de Moya Sosa, cédula No. 20077, se-
rie 1ra.; Diego R. Moya Sosa, cédula 775, serie 66, y Mar-
tín Antonio de Moya Sosa, cédula 1830, serie 1ra., domini-
canos, mayores de edad, hacendados, dom ; ciliados, el pri-
mero, en La Vega, el segundo, en esta ciudad, y el último,
en la ciudad de Houston, Texas, Estados Unidos de Norte-
américa;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 27 de ene-
ro de 1969, y suscrito por el abogado del recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, de fecha 4 de marzo de
1969, suscrito por el abogado de los recurridos;

Visto el auto dictado en fecha 9 de septiembre del co-
rriente año 1969, por el Magistrado Primer Sustituto en
funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia,
por medio del cual llama al Magistrado Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, Juez de este Tribunal, para integrar la Su-
prema Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del re-
curso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684, de 1934, y 926, de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 13 de la Ley 1486 de 1938;
131 y 806 del Código de Procedimiento Civil, citados por el
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recurrente, y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
uucumentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda intentada por los actuales recurridos
contra el recurrente, la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de La Vega, dictó en fecha 18 de octubre de 1968, la
sentencia cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla:
Primero: Acoge las conclusiones presentadas en audiencia
por la parte demandada, por conducto de su abogado cons-
tituido y en consecuencia, Debe: Declara la incompetencia
de este Tribunal, para conocer de este Referimiento, rela-
cionado con el Tribunal Superior de Tierras exclusivamen-
te; Segundo: Da acta al demandado, señor Hugo Alfonso
Moya Sosa, de que él no ha embargado retentivamente o
en oposición en manos del Estado a sus hermanos Ernesto
Manuel, Diego R. y Martín, todos Moya Sosa, sino que se
ha limitado a notificar de acuerdo al artículo 13 de la Ley
1486 al Estado Dominicano y a otras Instituciones respec-
to de asuntos y fines que le interesan, y en que se hace res-
ponsable al Estado Dominicano de ulteriores Daños y Pe-
juicios si continúan operaciones con los hermanos Moya So-
sa, hasta tanto el Tribunal de Tierras no tome una decisión
por sentencia; Tercero: Condena a los señores Ernesto Ma-
nuel de Moya Sosa, Diego R. de Moya Sosa y Martín Anto-
nio de Moya Sosa, al pago de las costas del procedimiento,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Ramón
Antonio González Hardy, quien afirma haberlas avanza-
do en su mayor parte"; b) que sobre la apelación de los ac-
tuales recurridos, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admi-
te como regular en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por los señores Ernesto Manuel de Moya Sosa,
Diego R. de Moya Sosa y Martín Antonio de Moya Sosa,
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contra la Ordenanza Núm. 617, de fecha 18 de octubre de
1968, rendida por el Juez de Primera Instancia de la Cá-
mara Civil Comercial y de Trabajo de este Distrito Judicial
de La Vega como Juez de los Referimientos; Segundo: Re-

voca la parte segunda del Ordinal Primero de la dicha Or-
denanza recurrida y declara esta Corte competente para
conocer y fallar el presente caso; Tercero: Confirma la
parte Primera del Ordinal Segundo de la Ordenanza recu-
rrida que dice "Da acta al demandado señor Hugo Alfonso
Moya Sosa, de que él no ha embargado retentivamente o
en oposición en manos del Estado a sus hermanos Ernesto
Manuel, Diego R. y Martín todos Moya Sosa, s i no nue se ha
limitado a notificar de acuerdo al artículo 13 de la Ley
1486 al Estado Dominicano y a otras Instituciones respec-
to de asuntos y fines que le interesan... "y Revoca la
parte infine de este Ordinal que dice"... y en que se hace

responsable al Estado Dom i nicano de ulteriores Daños y
Perjuicios si continúa operaciones ccn los hermanos Moya
Sosa, hasta tanto el Tribunal de Tierras no tome una deci-
sión por sentencia" y obrando por propia autoridad y con-
trario imperio las sustituye por la siguiente: y que dicha
oposición es una simple advertencia al Estado Dominicano
de situaciones jurídicas que pueden surgir con el cumpli-
miento de los términos del contrato de compra-venta inter-
venido entre él y los hermanos Moya Sosa sin acarrear res-
ponsabilidades para las partes contratantes es decir el Es-
tado Dominicano y los Hermanos Moya Sosa.— Cuarto:
Compensa las costas pura y simplemente entre las partes
por haber sucumbido los litigantes respectivamente en algu-

nos puntos";
Considerando que el recurrente invoca en su memorial

de casación, los siguientes medios, Pilaner Medio: Incompe•

tencia de la Corte a-qua; Segundo Medio: Falsa interpreta-
ción de la Ley 1486 del año de 1938; Tercer Medio: Falsa
Interpretación del artículo 806 y siguientes del Código de
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Procedimiento Civil y falsa interpretación del embargo re-
tentivo u oposición; Cuarto Medio: Exceso de poder, y falta
de base legal;

41111
Considerando que en el desarrollo de sus medios el re-

currente alega, en síntesis; 1ro. que la Corte a-qua es incom-
petente para conocer de la demanda de los recurridos, ten-
diente a obtener, en referimiento, la suspensión hecha por
el recurrente, al Estado Dominicano, al Consultor Jurídico
del Poder Ejecutivo y al Instituto Agrario Dominicano, por
acto del 11 de sept:embre de 1968, notificados a éstos; que
como en dicho acto no se configura un embargo retentivo u
oposición, el deber de la Corte a-qua, era declararse in-
competente; porque de la litis relativa a las parcelas 37, 38,
39, 44, 45, 123, 51, 29 ref., 40, 42, 52. 46 y 53 del Distrito
Catastral No. 4 del Municipio de San Francisco de Maco-
rís, ha sido apoderado el Tribunal de Tierras y éste es el
único competente; 2do. que la Corte a-qua ha interpretado
falsamente la Ley 1486 de 1939; porque el acto del 11 de
septiembre y los subsecuentes, se refieren a la notificación
que debe hacerse al Estado en virtud del artículo 13 de di-
cha. Ley, y esa notificación no puede nunca considerarse
como un embargo retentivo; que la sentencia impugnada
al caracterizarlos como equivalentes a un embargo retenti-
vo, ha incurrido en el vicio señalado; aro. que la Corte ha
interpretado falsamente el artículo 806 del Código de Pro-
ced i miento Civil al cons iderarse la demanda de los recurri-
dos como una demanda en referimiento; porque para que
fuera así, era necesario que éstos produjeran un título o
la sentencia cuya e jecución presentara alguna d i ficultad, lo
que no ha sucedido en el caso; pues, como ya se ha dicho
más arriba, las notificaciones hechas al Estado y las ins-tituciones mencionadas no tienen el carácter del embargo
ejecutivo o de otro cualquiera; por tanto, la Corte a-quadebió declararse incompetente por no tratarse de un caso
de referimiento; 4to. que, por último, la Corte a-qua ha
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contra la Ordenanza Núm. 617, de fecha 18 de octubre de
1968, rendida por el Juez de Primera Instancia de la Cá-
mara Civil Comercial y de Trabajo de este Distrito Judicial
de La Vega como Juez de los Referimientos; Segundo: Re-
voca la parte segunda del Ordinal Primero de la dicha Or-
denanza recurrida y declara esta Corte competente para
conocer y fallar el presente caso; Tercero: Confirma la
parte Primera del Ordinal Segundo de la Ordenanza recu-
rrida que dice "Da acta al demandado señor Hugo Alfonso
Moya Sosa, de que él no ha embargado retentiva mente o
en oposición en manos del Estado a sus hermanos Ernesto
Manuel, Diego R. y Martín todos Moya Sosa, s i no oue se ha
limitado a notificar de acuerdo al artículo 13 de la Ley
1486 al Estado Dominicano y a otras Instituciones respec-
to de asuntos y fines que le interesan... "y Revoca la
parte infine de este Ordinal que dice"... y en oue se hace
responsable al Estado Dom i nicano de ulteriores Daños y
Perjuicios si continúa operaciones con los hermanos Moya
Sosa, hasta tanto el Tribunal de Tierras no tome una deci-
sión por sentencia" y obrando por propia autoridad y con-
trario imperio las sustituye por la siguiente: y que dicha
oposición es una simple advertenc:a al Estado Dominicano
de situaciones jurídicas que pueden surgir con el cumpli-
miento de los términos del contrato de compra-venta inter-
venido entre él y los hermanos Moya Sosa sin acarrear res-
ponsabilidades para las partes contratantes es decir el Es-
tado Dominicano y los Hermanos Moya Sosa.— Cuarto:
Compensa las costas pura y simpiemente entre las partes
por haber sucumbido los litigantes respectivamente en algu-

nos puntos";
Considerando que el recurrente invoca en su memorial

de casación, los siguientes medios, Primer Medio: Incompe-
tencia de la Corte a-qua; S?gundo Medio: Falsa interpreta-
ción de la Ley 1486 del año de 1938; Tercer Medio: Falsa
Interpretación del artículo 806 y siguientes del Código de

Procedimiento Civil y falsa interpretación del embargo re-
tentivo u oposición; Cuarto Medio: Exceso de poder, y falta
de base legal;

Considerando que en el desarrollo de sus medios el re-
currente alega, en síntesis; 1ro. que la Corte a-qua es incom-
petente para conocer de la demanda de los recurridos, ten-
diente a obtener, en referimiento, la suspensión hecha por
el recurrente, al Estado Dominicano, al Consultor Jurídico
del Poder Ejecutivo y al Instituto Agrario Dominicano, por
acto del 11 de septiembre de 1968, notificados a éstos; que
como en dicho acto no se configura un embargo retentivo u
oposición, el deber de la Corte a-qua, era declararse in-
competente; porque de la litis relativa a las parcelas 37, 38,
39, 44, 45, 123, 51, 29 ref., 40, 42, 52, 46 y 53 del Distrito
Catastral No. 4 del Municipio de San Francisco de Maco-
rís, ha sido apoderado el Tribunal de Tierras y éste es el
único competente; 2do. que la Corte a-qua ha interpretado
falsamente la Ley 1486 de 1939; porque el acto del 11 de
septiembre y los subsecuentes, se refieren a la notificación
que debe hacerse al Estado en virtud del artículo 13 de di-
cha Ley, y esa notificación no puede nunca considerarse
como un embargo retentivo; que la sentencia impugnada
al caracterizarlos como equivalentes a un embargo retenti-
vo, ha incurrido en el vicio señalado; 3ro. que la Corte ha
interpretado falsamente el artículo 806 del Código de Pro-
ced i miento Civil al cons i derarse la demanda de los recurri-
dos como una demanda en referimiento; porque para que
fuera así, era necesario que éstos produjeran un título o
la sentencia cuya ejecución presentara alguna d i ficultad, lo
que no ha sucedido en el caso; pues, como ya se ha dicho
más arriba, las notificaciones hechas al Estado y las ins-
tituciones mencionadas no tienen el carácter del embargo
ejecutivo o de otro cualquiera; por tanto, la Corte a-qua
debió declararse incompetente por no tratarse de un caso
de referimiento; 4to. que, por último, la Corte a-qua ha
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cometido exceso de poder al expresar en el segundo consi-
derando de su sentencia, que el asunto "amerita urgencia,
por ser una oposición a que una parte, en un contrato de
compra-venta, pague a la otra parte el valor estipulado en
el convenio" etc.; y en otro considerando, continúa el recu-
rrente, la Corte dice "queda completamente descartado que
se trate de un embargo retentivo u oposición, sino que es
una simple advertencia" y que no están enmarcadas en nin-
guna de las figuras jurídicas que puedan acarrear respon-
sabilidades"; pero, dice el recurrente, "quien le ha dicho a
la Corte, que si el Estado sigue pagando y Hugo Alfonso
Moya Sosa (el recurrente) gana su asunto ante el Tribu-
nal de Tierras el Estado no es responsable"?; por lo que,
al expresarse así cometió exceso de Poder y falta de base
legal, al expresar que los recurridos pueden continuar sus
operaciones sin ninguna responsabilidad ulterior; que, por
lo que se observa, la sentencia incurre en un círculo de con-
tradicciones, por lo cual existe una "contradicción de mo-
tivos"; finalmente, dice el recurrente, en qué hemos sucum-
bido, para que se compensen las costas?, los hermanos Mo-
ya Sosa han continuado una litis de manera temeraria y
deben ser condenados en costas; que por todo lo que antece-
de la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando que el recurrente concluyó por ante la
Corte a-qua, de la manera siguiente: "Primero: que en cuan-
to a la forma declaréis regular el recurso; Segundo: en
cuanto al fondo confirméis en todas sus partes la ordenan-
za recurrida; Tercero: que condenéis a los hermanos Martín
Antonio, Diego R. y Ernesto Ml. Moya Sosa al pago de las
costas y las distraigáis en este recurso de alzada, en pro-
vecho del Dr. Ramón A. González Hardy, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; Subsidiariamente: que en
caso de que estiméis que tenéis competencia para conocer
del presente caso de Referimiento, entonces declaréis no
hay lugar a levantar el emabrgo retentivo u oposición por

inexistente, en forma y fondo; y que de este modo recha-
céis las conclusiones de los apelantes y condenéis del mis-
mo modo a los hermanos Moya Sosa al pago de las costas
al igual que el ordinal tercero de nuestras conclusiones por
haberlas avanzado en su totalidad"; ahora bien, el examen
del dispositivo de la sentencia impugnada revela que la
Corte a-qua, al fallar en la forma que se ha consignado más
arriba, confirmó, en cuanto al fondo, a excepción del últi-
mo párrafo del ordinal segundo, la sentencia apelada, in-
troduciendo, ' respecto de ese último párrafo, una modifi-
cación que no contiene, en esencia, ninguna decisión, pues
es de carácter puramente explicativo; en efecto, dicho pá-
rrafo dice: "y que dicha oposición es una simple advertencia
al Estado Dominicano de situaciones jurídicas que pueden
surgir con el cumplimiento de los términos del contrato de
compra-venta intervenido entre él y los hermanos Moya
sin acarrear responsabilidades para las partes contratantes
es decir, el Estado Dominicano y los Hermanos Moya So-
sa"; expresiones de un supuesto hipotético que no implica
disposición actual ni decisión alguna al res pecto; por lo
cual, esas expresiones, no le causan agravio alguno al recu-
rrente, como tampoco, la primera parte en que acoge sus
conclusiones al confirmar el fondo del asunto; que, por otra
parte, el hecho de que la Corte a-qua al compensar las cos-
tas, se funda en un motivo erróneo, ello no justifica la casa-
ción de la sentencia; pues la compensación procede por el
hecho no controvertido por el recurrente de que los recu-
rridos son sus hermanos legítimos, ya que, la primera parte
del artículo 131 ref. del Cód!go de Procedimiento Civil, dis-
pone la compensación en las litis surgidas entre hermanos;
que de todo lo expuesto, se pone de manifiesto que el recu-
rrente carece de interés en su recurso de casación, por lo
que, dicho recurso debe ser rechazado, sin necesidad de pon-
derar los otros alegatos del recurrente;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
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cometido exceso de poder al expresar en el segundo consi-
derando de su sentencia, que el asunto "amerita urgencia,
por ser una oposición a que una parte, en un contrato de
compra-venta, pague a la otra parte el valor estipulado en
el convenio" etc.; y en otro considerando, continúa el recu-
rrente, la Corte dice "queda completamente descartado que
se trate de un embargo retentivo u oposición, sino que es
una simple advertencia" y que no están enmarcadas en nin-
guna de las figuras jurídicas que puedan acarrear respon-
sabilidades"; pero, dice el recurrente, "quien le ha dicho a
la Corte, que si el Estado sigue pagando y Hugo Alfonso
Moya Sosa (el recurrente) gana su asunto ante el Tribu-
ral de Tierras el Estado no es responsable"?; por lo que,
al expresarse así cometió exceso de Poder y falta de base
legal, al expresar que los recurridos pueden continuar sus
operaciones sin ninguna responsabilidad ulterior; que, por
lo que se observa, la sentencia incurre en un círculo de con-
tradicciones, por lo cual existe una "contradicción de mo-
tivos"; finalmente, dice el recurrente, en qué hemos sucum-
bido, para que se compensen las costas?, los hermanos Mo-
ya Sosa han continuado una litis de manera temeraria y
deben ser condenados en costas; que por todo lo que antece-
de la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando que el recurrente concluyó por ante la
Corte a-qua, de la manera siguiente: "Primero: que en cuan-
to a la forma declaréis regular el recurso; Segundo: en
cuanto al fondo confirméis en todas sus partes la ordenan-
za recurrida; Tercero: que condenéis a los hermanos Martín
Antonio, Diego R. y Ernesto Ml. Moya Sosa al pago de las
costas y las distraigáis en este recurso de alzada, en pro-
vecho del Dr. Ramón A. González Hardy, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; Subsidiariamente: que en
caso de que estiméis que tenéis competencia para conocer
del presente caso de Referimiento, entonces declaréis no
hay lugar a levantar el emabrgo retentivo u oposición por

inexistente, en forma y fondo; y que de este modo recha-
céis las conclusiones de los apelantes y condenéis del mis-
mo modo a los hermanos Moya Sosa al pago de las costas
al igual que el ordinal tercero de nuestras conclusiones por
haberlas avanzado en su totalidad"; ahora bien, el examen
del dispositivo de la sentencia impugnada revela que la
Corte a-qua, al fallar en la forma que se ha consignado más
arriba, confirmó, en cuanto al fondo, a excepción del últi-
mo párrafo del ordinal segundo, la sentencia apelada, in-
troduciendo, respecto de ese último párrafo, una modifi-
cación que no contiene, en esencia, ninguna decisión, pues
es de carácter puramente explicativo; en efecto, dicho pá-
rrafo dice: "y que dicha oposición es una simple advertencia
al Estado Dominicano de situaciones jurídicas que pueden
surgir con el cumplimiento de los términos del contrato de
compra-venta intervenido entre él y los hermanos Moya
sin acarrear responsabilidades para las partes contratantes
es decir, el Estado Dominicano y los Hermanos Moya So-
sa"; expresiones de un supuesto hipotético que no implica
disposición actual ni decisión alguna al res pecto; por lo
cual, esas expresiones, no le causan agravio alguno al recu-
rrente, como tampoco, la primera parte en que acoge sus
conclusiones al confirmar el fondo del asunto; que, por otra
parte, el hecho de que la Corte a-qua al compensar las cos-
tas, se funda en un motivo erróneo, ello no justifica la casa-
ción de la sentencia; pues la compensación procede por el

000 hecho no controvertido por el recurrente de que los recu-
rridos son sus hermanos legítimos, ya que, la primera parte
del artículo 131 ref. del Cód!go de Procedimiento Civil, dis-
pone la compensación en las litis surgidas entre hermanos;

* que de todo lo expuesto, se pone de manifiesto que el recu-
rrente carece de interés en su recurso de casación, por lo
que, dicho recurso debe ser rechazado, sin necesidad de pon-
derar los otros alegatos del recurrente;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
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sación interpuesto por Hugo Alfonso Moya Sosa, contra la
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 4
de diciembre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Compensa las
costas.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel A. Amiama --
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló
Juan Bautista Rojas Amánzar.— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída v publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (FirMado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de lo Civil y Comercial de la Pri-
mera Circunscripción del Distrito Nacional, de fecha 29
de octubre de 1968

Recurrente: Dr. Fabio Antonio Suero
Abogado: Dr. Carlos Cornielle

Recurrido: Pedro Ramón Padilla Bisonó
Abogado: Dres. E. J. Suncar Méndez y Magnolio Pujols

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Car-
los Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 10 de septiembre de 1969, años 126o. de la Independen-
cia y 107o. de la Restauración, dieta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr. Fa-
bio Antonio Suero, dominicano, mayor de edad, casado, mé-
dico Veterinario, cédula 6156, serie 18, domiciliado y resi-
dente en la calle 23 Este No. 13, del Ensanche Lunerón, de
esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara de
lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Dis-

•
Materia: Civil
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sación interpuesto por Hugo Alfonso Moya Sosa, centra la
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 4
de diciembre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Compensa las
costas.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel A. Amiama.--
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—
Juan Bautista Rojas Amánzar.— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de lo Civil y Comercial de la Pri-
mera Circunscripción del Distrito Nacional, de fecha 29
de octubre de 1968

Materia: Civil

Recurrente: Dr. Fabio Antonio Suero
Abogado: Dr. Carlos Cornielle

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada nor mí, Secretario General, 41
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

Recurrido: Pedro Ramón Padilla Disonó
Abogado: Dres. E. J. Suncar Méndez y Magnolio Pujols

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Car-
los Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 10 de septiembre de 1969, años 1260. de la Tndependen-
cia y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr. Fa-
bio Antonio Suero, dominicano, mayor de edad, casado, mé-
dico Veterinario, cédula 6156, serie 18, domiciliado y resi-
dente en la calle 23 Este No. 13, del Ensanche Lunerón, de
esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara de
lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Dis-
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frito Nacional, de fecha 29 de octubre de 1968, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Carlos Cornielle, cédula 7526, serie 18, abo-

gado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación de fecha 14 de febrero

de 1969, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicia y suscrito por el abogado del recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 21 de marzo de
1969, suscrito por los Doctores E. J. Suncar Méndez, cédula
4140, serie lra., y Magnolio Pujols, cédula 9062, serie 13,
a nombre del recurrido Pedro Ramón Padilla Bisonó, domi-
nicano, mayor de edad, soltero, comerciante, propietario,
cédula 666, serie ira., domiciliado y residente en la Av. Me-
lla No. 16 de esta ciudad;

Visto el auto dictado en fecha 9 de septiembre de 1969,
por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de Jus-
ticia, por medio del cual llama al Magistrado Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, Juez de este Tribunal, para integrar
la Suprema Corte de Justicia en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
59 de 1965; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) en la demanda
a fines de que se declarara su liberación al pago de alquile-
res de una casa que ocupaba como inquilino en esta ciu-
dad, intentada por Fabio Antonio Suero contra Pedro Ra-
món Padilla, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscrip-
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ción del Distrito Nacional, dictó en fecha 25 de febrero de
1966, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Se admite frente a las pruebas aportadas, que el
Dr. Fabio Antonio Suero, no disfrutó de la casa No. 117 de
la calle Arzobispo Meriño de esta ciudad propiedad del se-
ñor Pedro Ramón Padilla, en el período comprendido entre
el día 24 del mes de abril al día 27 del mes de noviembre
de 1965; Segundo: En consecuencia el Dr. Fabio Antonio
Suero, no está obligado a pagar el precio del alquiler por
los meses mencionados. No obstante apelación así se pro-
nuncia, ordena, manda y firma"; b) que sobre apelación de
Pedro Ramón Padilla propietario del inmueble, la Cámara
de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
en fecha 29 de octubre de 1968, la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime-
ro: Declara bueno y válido, por regular en la forma y haber
sido interpuesto en tiempo hábil, el recurso de apelación
de que se trata, interpuesto por Pedro Ramón Padilla con-
tra sentencia dictada en atribuciones civiles en fecha 25
de febrero de 1966 por el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, en provecho del Doctor
Fabio Antonio Suero, cuyo dispositivo ha sido transcrito en
otra parte de este fallo; Segundo: Revoca, por los motivos
expuestos, en todas sus partes, la referida sentencia y obran-
do por propia autoridad y contrario imperio rechaza, por
improcedente y mal fundada, la demanda civil en no dis-
frute de inmueble arrendado, incoada por el Doctor Fabio
Antonio Suero contra Pedro Ramón Padilla, y, en conse-
cuencia: a) Declara que la parte apelada, Doctor Fabio An-
tonio Suero, disfrutó durante el lapso comprendido del 24
de abril al 27 de noviembre de 1965, o sea, durante siete (7)
meses y tres (3) días, de la casa No. 117 de la calle "Arz-
obispo Meriño", de esta ciudad, propiedad de Pedro Ramón
Padilla, en calidad de inquilino; b) Declara que el referido
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trito Nacional, de fecha 29 de octubre de 1968, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Carlos Cornielle, cédula 7526, serie 18, abo-

gado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación de fecha 14 de febrero

de 1969, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicia y suscrito por el abogado del recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 21 de marzo de
1969, suscrito por los Doctores E. J. Suncar Méndez, cédula
4140, serie ira., y Magnolio Pujols, cédula 9062, serie 13,
a nombre del recurrido Pedro Ramón Padilla Bisonó, domi-
nicano, mayor de edad, soltero, comerciante, propietario,
cédula 666, serie lra., domiciliado y residente en la Av. Me-
lla No. 16 de esta ciudad;

Visto el auto dictado en fecha 9 de septiembre de 1969,
por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de Jus-
ticia, por medio del cual llama al Magistrado Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, Juez de este Tribunal, para integrar
la Suprema Corte de Justicia en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
59 de 1965; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) en la demanda
a fines de que se declarara su liberación al pago de alquile-
res de una casa que ocupaba como inquilino en esta ciu-
dad, intentada por Fabio Antonio Suero contra Pedro Ra-
món Padilla, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscrip-
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ción del Distrito Nacional, dictó en fecha 25 de febrero de
1966, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Se admite frente a las pruebas aportadas, que el
Dr. Fabio Antonio Suero, no disfrutó de la casa No. 117 de
la calle Arzobispo Meriño de esta ciudad propiedad del se-
ñor Pedro Ramón Padilla, en el período comprendido entre
el día 24 del mes de abril al día 27 del mes de noviembre
de 1965; Segundo: En consecuencia el Dr. Fabio Antonio
Suero, no está obligado a pagar el precio del alquiler por
los meses mencionados. No obstante apelación así se pro-
nuncia, ordena, manda y firma"; b) que sobre apelación de
Pedro Ramón Padilla propietario del inmueble, la Cámara
de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
en fecha 29 de octubre de 1968, la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime-
ro: Declara bueno y válido, por regular en la forma y haber
sido interpuesto en tiempo hábil, el recurso de apelación
de que se trata, interpuesto por Pedro Ramón Padilla con-
tra sentencia dictada en atribuciones civiles en fecha 25
de febrero de 1966 por el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, en provecho del Doctor
Fabio Antonio Suero, cuyo dispositivo ha sido transcrito en
otra parte de este fallo; Segundo: Revoca, por los motivos
expuestos, en todas sus partes, la referida sentencia y obran-
do por propia autoridad y contrario imperio rechaza, por
improcedente y mal fundada, la demanda civil en no dis-
frute de inmueble arrendado, incoada por el Doctor Fabio
Antonio Suero contra Pedro Ramón Padilla, y, en conse-
cuencia: a) Declara que la parte apelada, Doctor Fabio An-
tonio Suero, disfrutó durante el lapso comprendido del 24
de abril al 27 de noviembre de 1965, o sea, durante siete (7)
meses y tres (3) días, de la casa No. 117 de la calle "Arz-
obispo Meriño", de esta ciudad, propiedad de Pedro Ramón
Padilla, en calidad de inquilino; b) Declara que el referido
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intimado, Doctor Fabio Antonio Suero, está en la obliga-
ción de pagar al recurrente, Pedro Ramón Padilla, el precio
del alquiler mensual correspondiente a todos y cada uno de
los meses comprendidos entre el 24 de abril y el 27 de no-
viembre de 1965";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación, y en apoyo de su recurso, los medios siguien-
tes: Primer Medio: Falta de base legal; Segundo Medio: In-
suficiencia de motivos; Tercer Medio: Violación a la Ley
No. 59, del 27 de noviembre de 1965, en todos sus aspec-
tos y especialmente en sus artículos 4, 10 y 12;

Considerando que el examen del fallo impugnado reve-
la que en el caso se trata de una demanda civil a fines de
obtener una declaración de liberación de pago por no dis-
frute de un inmueble arrendado, intentada por el hoy recu-
rrente en casación contra el recurrido, en virtud del artícu-
lo 4 det la Ley No. 59, de 1965, que dice así: "Si el inqui-
lino prueba que no ha disfrutado del inmueble en algún
período anterior a la vigencia de esta ley, estará liberado
del pago correspondiente al período de no disfrute. Se re-
serva a lbs jueces la apreciación de las circunstancias que
califican el no disfrute del inmueble, para establecer la pro-
porción exigible. Las sentencias computarán los meses por
períodos de 30 días exactos y sobre esa base determinarán
con toda exactitud o la liberación del deudor o la obliga-
ción que le corresponde, según el caso. Si se le declara deu-
dor por cualquier proporción, el inquilino se beneficia del
procentaje liberatorio del artículo 3ro. de esta ley";

Considerando que no se ha establecido que Fabio An-
tonio Suero hubiese sido accionado en pago de alquileres
por Pedro Ramón Padilla, arrendador del inmueble, hipó-
tesis en la cual el demandado hubiera podido oponer el ar-
tículo 4 de la antes citada ley; que, en tales condiciones di-
cha demanda debió Simplemente ser declarada inadmisible
por falta de interés, pues se trataba obviamente de una ac-
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ción "in futurum", motivo de derecho que suple esta Supre-
ma Corte de Justicia, y que hace innecesario ponderar los
medios de casación propuestos, y determina la necesidad
de casar por esos motivos de puro derecho la sentencia im-
pugnada;

Considerando que en esta materia no procede la con-
denación en costas;

Por tales motivos, Casa la sentencia dictada por la
Primera Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 29 de oc-
tubre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; y envía el asunto por ante la Se-
gunda Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional.

(Firmados:' Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel A. Amíama.—
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General .

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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intimado, Doctor Fabio Antonio Suero, está en la obliga-
ción de pagar al recurrente, Pedro Ramón Padilla, el precio
del alquiler mensual correspondiente a todos y cada uno de
los meses comprendidos entre el 24 de abril y el 27 de no-
viembre de 1965";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación, y en apoyo de su recurso, los medios siguien-
tes: Primer Medio: Falta de base legal; Segundo Medio: In-
suficiencia de motivos; Tercer Medio: Violación a la Ley
No. 59, del 27 de noviembre de 1965, en todos sus aspec-
tos y especialmente en sus artículos 4, 10 y 12;

Considerando que el examen del fallo impugnado reve-
la que en el caso se trata de una demanda civil a fines de
obtener una declaración de liberación de pago por no dis-
frute de un inmueble arrendado, intentada por el hoy recu-
rrente en casación contra el recurrido, en virtud del artícu-
lo 4 det la Ley No. 59, de 1965, que dice así: "Si el inqui-
lino prueba que no ha disfrutado del inmueble en algún
período anterior a la vigencia de esta ley, estará liberado
del pago correspondiente al período de no disfrute. Se re-
serva a lbs jueces la apreciación de las circunstancias que
califican el no disfrute del inmueble, para establecer la pro-
porción exigible. Las sentencias computarán los meses por
períodos de 30 días exactos y sobre esa base determinarán
con toda exactiitud o la liberación del deudor o la obliga-
ción que le corresponde, según el caso. Si se le declara deu-
dor por cualquier proporción, el inquilino se beneficia del
procentaje liberatorio del artículo 3ro. de esta ley";

Considerando que no se ha establecido que Fabio An-
tonio Suero hubiese sido accionado en pago de alquileres
por Pedro Ramón Padilla, arrendador del inmueble, hipó-
tesis en la cual el demandado hubiera podido oponer el ar-
tículo 4 de la antes citada ley; que, en tales condiciones di-
cha demanda debió "simplemente ser declarada inadmisible
por falta de interés, pues se trataba obviamente de una ac-

ción "in futurum", motivo de derecho que suple esta Supre-
ma Corte de Justicia, y que hace innecesario ponderar los
medios de casación propuestos, y determina la necesidad
de casar por esos motivos de puro derecho la sentencia im-
pugnada;

Considerando que en esta materia no procede la con-
denación en costas;

Por tales motivos, Casa la sentencia dictada por la
Primera Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 29 de oc-
tubre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; y envía el asunto por ante la Se-
gunda Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional.

(Firmados:' Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel A. Amlama
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General .

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE SEPTIEMBR E DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas de la República Domini-
cana, Tribunal Superior Administrativo, de fecha 23 de di-
ciembre de 1968

Materia: Contencioso-Administrativo

Recurrente: Casa Vitiones, C. por A.

Abogado: Dr. Rafael A. Ortega Peguero

Recurrido: Estado Dominicano
Abogado: Dr. Néstor Caro, Procurador General Administrativo

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama. Francisco Elpidio Peras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 10 del mes de septiembre de 1969, años
126o. de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Casa Vi-
tienes, C. por A., sociedad comercial por acciones, organi-
zada de conformidad con las leyes de la República Domini-
cana. con domicilio y principal establecimiento en la casa
No. 131 de la Avenida Mella, válidamente representada en
esta instancia o recurso por su Presidente, Ernesto Vitie-

nes, español, mayor de edad, casado, comerciante, de este
domicilio y residencia, cédula No. 24698, serie lra., contra
la sentencia de fecha 23 de diciembre de 1968, dictada por
la Cámara de Cuentas de la República Dominicana, en sus
funciones de Tribunal Superior Administrativo, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Néstor Caro, Procurador General Adminis-

trativo, parte recurrida, en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el Memorial de Casación de fecha 21 de febrero

-/ de 1969, suscrito por el Dr. Rafael A. Ortega Peguero, cé-
dula 3111, serie lra., abogado de la recurrente, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el Memorial de Defensa de fecha 18 de abril de
1969, suscrito por el Dr. Néstor Caro, en su calidad de Pro-
curador General Administrativo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18 del Reglamento No. 7381
ce 1951; 54 de la Ley No. 3861. de 1954, 53 de la Ley No.
5911, de 1962; 184 a 202 del Código de Trabajo; 1156, 1157,
1158, 1159 a 1164 del Código Civil; invocados por la recu-
rrente; 1, 18 y 9 reformado de la Ley No. 1494, de 1947;
y 1 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de los ajustes practicádoles por la Dirección General
del Impuesto Sobre la Renta a la Casa Vitienes, C. por A.,
ésta elevó un recurso de reconsideración en fecha 12 de
septiembre de 1963, el cual, mediante Resolución No. 63-64
de fecha 21 de julio de 1964, le fue rechazado por dicha Di-
rección General; b) Que habiendo elevado el recurso jerár-
quico correspondiente por ante la Secretaría de Estado de
Finanzas, ésta, en fecha 27 de enero de 1967, dictó su Re-
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas de la República Domini-
cana, Tribunal Superior Administrativo, de fecha 23 de di-

ciembre de 1968

Materia: Contencioso-Administrativo
Recurrente: Casa Vitienes, C. por A.
Abogado: Dr. Rafael A. Ortega Peguero

Recurrido: Estado Dominicano
Abogado: Dr. Néstor Caro, Procurador General Administrativo

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 10 del mes de se ptiembre de 1969, años
126o. de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Casa Vi-
tienes, C. por A., sociedad comercial por acciones, organi-
zada de conformidad con las leyes de la República Domini-
cana. con domicilio y principal establecimiento en la casa
No. 131 de la Avenida Mella, válidamente representada en
esta instancia o recurso por su Presidente, Ernesto Vitie-

nes, español, mayor de edad, casado, comerciante, de este
ik domicilio y residencia, cédula No. 24698, serie 1ra., contra

la sentencia de fecha 23 de diciembre de 1968, dictada por
la Cámara de Cuentas de la República Dominicana, en sus
funciones de Tribunal Superior Administrativo, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Néstor Caro, Procurador General Adminis-

trativo, parte recurrida, en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el Memorial de Casación de fecha 21 de febrero

' de 1969, suscrito por el Dr. Rafael A. Ortega Peguero, cé-
dula 3111, serie 1ra., abogado de la recurrente, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el Memorial de Defensa de fecha 18 de abril de
1969, suscrito por el Dr. Néstor Caro, en su calidad de Pro-
curador General Administrativo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18 del Reglamento No. 7381
Ce 1951; 54 de la Ley No. 3861, de 1954, 53 de la Ley No.
5911, de 1962; 184 a 202 del Código de Trabajo; 1156, 1157,
1158, 1159 a 1164 del Código Civil; invocados por la recu-
rrente; 1, 18 y 9 reformado de la Ley No. 1494, de 1947;
y 1 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de los ajustes practicádoles por la Dirección General
del Impuesto Sobre la Renta a la Casa Vitienes, C. por A.,
ésta elevó un recurso de reconsideración en fecha 12 de
septiembre de 1963, el cual, mediante Resolución No. 63-64
de fecha 21 de julio de 1964, le fue rechazado por dicha Di-
rección General; b) Que habiendo elevado el recurso jerár-
quico correspondiente por ante la Secretaría de Estado de
:Finanzas, ésta, en fecha 27 de enero de 1967, dictó su Re-
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solución No. 36-67 cuyo dispositivo dice así: "Resuelve:
Primero: Admitir, como por la presente admite, en cuanto
a la forma, el recurso jerárquico elevado por la firma Ca-
sa Vitienes, C. por A., contra la Resolución No. 63-64 de
fecha 21 de julio de 1964, dictada por la Dirección General
del Impuesto sobre la Renta; Segundo: Modificar, como por,,
lapresente modifica la indicada Resolución No. 63-64 de :
fecha 21 de julio de 1964, dictada por la citada Dirección
General. en el sentido de reducir la impugnación de la su-
ma de RD$5,287.85 en RD$2;053.38. por concepto de "Cuen-
tas Incobrables no Justificadas"; Tercero: Confirmar, co-
mo por la presente confirma en todas sus demás partes la
mencionada. Resolu Itión No. 63-64: Cuarto: Comunicar la
presente Resolución a la Dirección General del Impuesto
sobre la Renta y a la parte interesada, para los fines pro-
cedentes"; e) Que habiendo recurrido por ante la Cámara
de Cuentas en sus funciones de Tribunal Superior Admi-
nistrativo, éste, en fecha 23 de diciembre de 1968, dictó la
sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente í
dispositivo: "Falla: Primero: Acoger, como al efecto aco- _
ge, en cuanto a la forma, el recurso contencioso-adminis-
trativo interpuesto por la Casa Vitienes, C. por A., contra
la Resolución No. 36-67 de fecha 27 de enero de 1967, dic-
tada por el Secretario de Estado de Finanzas; Segundo: Re-
chazar, como al efecto rechaza, en cuanto al fondo, el re-
ferido recurso. por improcedente y mal fundado en dere-
cho, confirmando en consecuencia la Resolución recurrida"; xjlt

Considerando que la recurrente invoca en su Memorial
de Casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación
por falsa o errónea aplicación de los Artículos 18, del Re-
glamento 7281, del 14 de mayo de 1951; 54, Párrafo, in-
ciso b) y g), de la Ley No. 3861, del 26 de junio de 1954;
violación por falsa o errónea aplicación del Artículo 53,
inciso b), d) y g) de la Ley 5911, del 22 de mayo de 1962,
y violación por desconocimiento de las disposiciones de los
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f‘rtículos 184 a 202 del Código de Trabajo.— Segundo Me-
dio. Desnaturalización de los hechos y falta de base legal.

IL* Violación en otro aspecto de las dispoiciones del Art. 53
de la mencionada Ley No. 5911 sobre el Impuesto sobre la

Fi Renta.— Tercer Medio: Desnaturalización de los hechos de
la causa y de las pruebas aportadas al debate. Violación del
Artículo 1315 del Código Civil.— Cuarto Medio: Violación
de las reglas de interpretación de las convenciones conteni-
das en los Artículos 1156, 1157, 1158, 1159, 1160, 1161,
1162, 1163 y 1164 del Código Civil y 184 y 185 (otro as-

.. pecto) del Código de Trabajo y de las repetidas disposicio-
nes del Art. 53 de la Ley sobre el Impuesto sobre la Ren-
ta.— Quinto Medio: Ausencia de motivos en el fallo recu-
rrido;

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, la recurrente en síntesis sostiene: A) Que se entien-
de por salario o sueldo la retribución que el trabajador ha
convenido en el contrato de trabajo; que las disposiciones
del Código de Trabajo priman sobre cualquiera otra dis-
posición; que los funcionarios de la empresa afectadas por
la sentencia impugnada, aún cuando algunos son accionis-
tas de la misma, son personas distintas de !a razón social
y deben ser tenidos corno meros traba jadores; que se im-
pone a los despachos públicos y privados aceptar el sala-
rio fijado en el contrato de trabajo, y que el Impuesto sobre
la Renta en virtud del Artículo 53 de la Ley No. 5911 sólo
2n casos excepcionales pueden reducirlos, cuando hay prue-
bas "ostensibles y legales"; que en la especie se han viola-
do los textos indicados por ella, la recurrente, en su pri-
mer medio; B) Que el fallo impugnado se basa en que los
emolumentos fijados a sus funcionarios por la recurrente,
declarados no corresponden a la verdad; que ello constitu-
ye una desnaturalización evidente de los hechos y deja sin
bese legal el fallo dictado, pues mientras estima que los
sueldos no son los fijados por la recurrente, cuando van a
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solución No. 36-67 cuyo dispositivo dice así: "Resuelve:
Primero: Admitir, como por la presente admite, en cuanto 	 j''

a la forma, el recurso jerárquico elevado por la firma Ca-
sa Vitienes, C. por A., contra la Resolución No. 63-64 de
fecha 21 de julio de 1964, dictada por la Dirección General 	 i-,,
del Impuesto sobre la Renta; Segundo: Modificar, como por
la presente modifica la indicada Resolución No. 63-64 de .

'lfecha 21 de julio de 1964, dictada por la citada Dirección
General. en el sentido de reducir la impugnación de la su-
ma de RD$5,287.85 en RD$2;053.38, por concepto de "Cuen-
tas	

r ;
 Incobrables no Justificadas"; Tercero: Confirmar, co-

mo por la presente confirma en todas sus demás partes la
mencionada. Resolución No. 63-64; Cuarto: Comunicar la
presente Resolución a la Dirección General del Impuesto é
sobre la Renta y a la parte interesada, para los fines pro- '111/
cedentes"; e) Que habiendo recurrido por ante la Cámara
de Cuentas en sus funciones de Tribunal Superior Admi-
nistrativo, éste, en techa 23 de diciembre de 1968, dictó la
sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente
dispositivo: "rana: Primero: Acoger, como al efecto aco-
ge, en cuanto a la forma, el recurso contencioso-adminis-
trativo interpuesto por la Casa Vitienes, C. por A., contra
la Resolución No. 36-67 de fecha 27 de enero de 1967, dic-
tada por el Secretario de Estado de Finanzas; Segundo: Re-
chazar, como al efecto rechaza, en cuanto al fondo, el re-
ferido recurso. por improcedente y mal fundado en dere-
cho, confirmando en consecuencia la Resolución recurrida";

Considerando que la recurrente invoca en su Memorial
de Casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación
por falsa o errónea aplicación de los Artículos 18, del Re-
glamento 7281, del 14 de mayo de 1951; 54, Párrafo, in-
ciso b) y g), de la Ley No. 3861, del 26 de junio de 1954;
violación por falsa o errónea aplicación del Artículo 53,
inciso b), d) y g) de la Ley 5911, del 22 de mayo de 1962,
y violación por desconocimiento de las disposiciones de los

Artículos 184 a 202 del Código de Trabajo.— Segundo Me-
dio. Desnaturalización de los hechos y falta de base legal.
Violación en otro aspecto de las dispoiciones del Art. 53
de la mencionada Ley No. 5911 sobre el Impuesto sobre la
Renta.— Tercer Medio: Desnaturalización de los hechos de
la causa y de las pruebas aportadas al debate. Violación del
Artículo 1315 del Código Civil.— Cuarto Medio: Violación
de las reglas de interpretación de las convenciones conteni-
das en los Artículos 1156, 1157, 1158, 1159, 1160, 1161,
1162, 1163 y 1164 del Código Civil y 184 y 185 (otro as-
pecto) del Código de Trabajo y de las repetidas disposicio-
nes del Art. 53 de la Ley sobre el Impuesto sobre la Ren-
ta.— Quinto Medio: Ausencia de motivos en el fallo recu-
rrido;

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, la recurrente en síntesis sostiene: A) Que se entien-
de por salario o sueldo la retribución que el trabajador ha
convenido en el contrato de trabajo; que las disposiciones
del Cód i go de Trabajo priman sobre cualquiera otra dis-
posición; que los funcionarios de la empresa afectadas por
la sentencia impugnada, aún cuando algunos son accionis-
tas de la misma, son personas distintas de !a razón social
y deben ser tenidos como meros trabajadores; que se im-
pon? a los despachos públicos y privados aceptar el sala-
rio fijado en el contrato de trabajo, y que el Impuesto sobre
la Renta en virtud del Artículo 53 de la Ley No. 5911 sólo
:gin casos excepcionales pueden reducirlos, cuando hay prue-
bas "ostensibles y legales"; que en la especie se han viola-
rlo los textos indicados por ella, la recurrente, en su pri-
mer medio; B) Que el fallo impugnado se basa en que los
emolumentos fijados a sus funcionarios por la recurrente,
declarados no corresponden a la verdad; que ello constitu-
ve una desnaturalización evidente de los hechos y deja sin
''a se legal el fallo dictado, pues mientras estima que los
sueldos no son los fijados por la recurrente, cuando van a
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liquidar los sueldos personalmente a los empleados enton-
ces toman base las sumas recibidas realmente, lo cual en-
tiende la recurrente "no está dentro de la moral de los im-
puestos, es una quiebra al orden legal y conspira contra el
mecanismo impositivo"; C) Que la recurrente solicitó y ob-
tuvo medidas de instrucción para probar sus alegatos, y el
Tribunal a-quo desnaturalizando "toda esa prueba", declaró
que no se había hecho ninguna prueba; que en el fallo im-
pugnado se dice que la recurrente tenía qe aportar prue-
bas que permitieran comprobar que en la Resolución im-
pugnada "se hizo un uso excesivo o desviado de su propó-
sito legítimo"; que con ello se ha invertido el orden de la
prueba; C) Que cotejando las disposiciones del Código Ci-
vil, del Código de Trabajo y de la Ley de Impuesto sobre
la Renta, se tendrá por resultado que al otorgar facultad a
los organismos impositivos para apreciar y reducir el volu-
men de los sueldos y salarios ,se le da facultad para inter-
pretar los contratos de trabajos, pero ese poder no puede
ser "arbitrario o antojadizo"; D) finalmente alega la recu-
rrente que la sentencia impugnada no contiene motivos su-
ficientes ni claros que permitan justificar lo decidido sobre
la base de que las impugnaciones de la recurrente "no es-
taban ceñidas a la verdad"; que por todo ello estima la re-
currente que en el fallo impugnado se ha incurrido en los
vicios y violaciones por ella denunciados en los cinco me-
dios en que funda su recurso, por lo cual debe ser casada;
pero,

Considerando que del análisis de los apartados b y g
del párrafo del Artículo 54 de la Ley No. 3861, de 1954,
resulta que la autoridad administrativa competente para
decidir sobre la materia que nos ocupa está facultada, para
reducir las deducciones por los sueldos o remuneraciones
que las empresas hayan pagado a sus funcionarios y em-
pleados, (directivos y accionistas) en base a apreciaciones
fundamentadas en los elementos que para estos fines han
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sido establecidos, con lo cual el legislador ha querido pro-
teger los intereses fiscales, frente al poder sin límites que
tienen las empresas para fijar sueldos, bonificaciones, etc.;
que con ello no se violan como pretende la recurrente las
disposiciones del Código de Trabajo, ni se desconoce la de-
finición legal del salario, ni mucho menos lo convenido en
el contrato de trabajo, sino que se hace la aplicación nor-
mal de una regla consagrada en la ley que es a su vez de
aplicación universal y que permite reducir la partida de
deducciones para fines impositivos; que no hay desnatura-
lización alguna de los hechos en que luego, al declarar el
empleado o funcionario su venta, se calcule ésta en base a
lo que realmente ha percibido, pues esa es la suma erogada
en su provecho por la empresa; que, además, tal alegato
aue hace la recurrente carece para ella de interés, pues en
tal hipótesis está argumentando en favor de un tercero (su
funcionario o empleado) y no en su beneficio;

Considerando que en la especie el examen del fallo
impugnado pone de manifiesto que para resolver el caso
relativo a la impugnación hecha por la recurrente a la Re-
solución de la Secretaría de Finanzas que le rechazó sus
argumentos relativos al criterio aplicado por las autorida-
des de la Renta en el renglón sobre "sueldos a Directivos-
accionistas", el Tribunal a-quo dijo lo siguiente: "que de un
monto total de RD$37,500.00 que la empresa recurrente
asignó como remuneración a sus Directivos-Accionistas, los
organismos recaudadores del Impuesto sobre la Renta le
reconocieron la suma de RDS24,000.00, tomando en cuenta
los incisos b) y g) del Párrafo del artículo 54 de la Ley
No. 3861 de 1954, que les da facultad para "fijar razona-
blemente a base de apreciaciones, los sueldos, remunera-
ciones similares, etc., que las empresas paguen a sus direc-
tivos, siguiendo para ello las pautas que en tal sentido tra-
zan los aludidos incisos"; "que la recurrente sometió una
Certificación expedida por el Lic. José Estepan Melo, C. P.

1
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liquidar los sueldos personalmente a los empleados enton-
ces toman base las sumas recibidas realmente, lo cual en-
tiende la recurrente "no está dentro de la moral de los im-
puestos, es una quiebra al orden legal y conspira contra el
mecanismo impositivo"; C) Que la recurrente solicitó y ob-
tuvo medidas de instrucción para probar sus alegatos, y el
Tribunal a-quo desnaturalizando "toda esa prueba", declaró
que no se había hecho ninguna prueba; que en el fallo im-
pugnado se dice que la recurrente tenía qe aportar prue-
bas que permitieran comprobar que en la Resolución im-
pugnada "se hizo un uso excesivo o desviado de su propó-
sito legítimo"; que con ello se ha invertido el orden de la
prueba; C) Que cotejando las disposiciones del Código Ci-
vil, del Código de Trabajo y de la Ley de Impuesto sobre
la Renta, se tendrá por resultado que al otorgar facultad a
los organismos impositivos para apreciar y reducir el volu-
men de los sueldos y salarios ,se le da facultad para inter-
pretar los contratos de trabajos, pero ese poder no puede
ser "arbitrario o antojadizo"; D) finalmente alega la recu-
rrente que la sentencia impugnada no contiene motivos su-
ficientes ni claros que permitan justificar lo decidido sobre
la base de que las impugnaciones de la recurrente "no es-
taban ceñidas a la verdad"; que por todo ello estima la re-
currente que en el fallo impugnado se ha incurrido en los
vicios y violaciones por ella denunciados en los cinco me-
dios en que funda su recurso, por lo cual debe ser casada;
pero,

Considerando que del análisis de los apartados b y g
del párrafo del Artículo 54 de la Ley No. 3861, de 1954,
resulta que la autoridad administrativa competente para
decidir sobre la materia que nos ocupa está facultada, para
reducir las deducciones por los sueldos o remuneraciones
que las empresas hayan pagado a sus funcionarios y em-
pleados, (directivos y accionistas) en base a apreciaciones
fundamentadas en los elementos que para estos fines han

BOLETIN JUDICIAL
	 3003

sido establecidos, con lo cual el legislador ha querido pro-
teger los intereses fiscales, frente al poder sin límites que
tienen las empresas para fijar sueldos, bonificaciones, etc.;
que con ello no se violan como pretende la recurrente las
disposiciones del Código de Trabajo, ni se desconoce la de-
finición legal del salario, ni mucho menos lo convenido en
el contrato de trabajo, sino que se hace la aplicación nor-
mal de una regla consagrada en la ley que es a su vez de
aplicación universal y que permite reducir la partida de
deducciones para fines impositivos; que no hay desnatura-
lización alguna de los hechos en que luego, al declarar el
empleado o funcionario su venta, se calcule ésta en base a
lo que realmente ha percibido, pues esa es la suma erogada
en su provecho por la empresa; que, además, tal alegato
aue hace la recurrente carece para ella de interés, pues en
tal hipótesis está argumentando en favor de un tercero (su
funcionario o empleado) y no en su beneficio;

Considerando que en la especie el examen del fallo
impugnado pone de manifiesto que para resolver el caso
relativo a la impugnación hecha por la recurrente a la Re-
solución de la Secretaría de Finanzas que le rechazó sus
argumentos relativos al criterio aplicado por las autorida-
des de la Renta en el renglón sobre "sueldos a Directivos-
accionistas", el Tribunal a-quo dijo lo siguiente: "que de un
monto total de RD$37,500.00 que la empresa recurrente!
asignó como remuneración a sus Directivos-Accionistas, los
organismos recaudadores del Impuesto sobre la Renta le
reconocieron la suma de RD$24,000.00, tomando en cuenta
los incisos b) y g) del Párrafo del artículo 54 de la Ley
No. 3861 de 1954, que les da facultad para "fijar razona-
blemente a base de apreciaciones, los sueldos, remunera-
ciones similares, etc., que las empresas paguen a sus direc-

. • tivos, siguiendo para ello las pautas que en tal sentido tra-
zan los aludidos incisos"; "que la recurrente sometió una
Certificación expedida por el Lic. José Estepan Melo, C. P.
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A., donde se hace constar que en los registros contables de
la Casa Vitienes, C. por A., correspondientes al ejercicio
comercial comprendido entre el 1ro. de enero y el 31 de
diciembre de 1961, se pagó a los empleados Francisco Lora,
Báez, José María Caraballo y Ricardo Martínez C., las su-
mas	

-,
 de RD$5,030.00, RDS 5,408.33 y RD$5,380.00, respec-

tivamente, para demostrar que si los empleados ganan esas
sumas los directivos tienen que ganar mucho más"; pero esa
afirmación no prueba nada, ya que ni siquiera d'ce la labor
que desempeñan dichos señores, pues es el caso que mu-
chas veces hay empleados que por la naturaleza del trabajo
que ejercitan, técnicos por ejemplo, tienen sueldos superio-
res a los directivos"; "que en este caso, no ha sido demos-
trado que los organismos a cuyo cargo está la aplicación de
la Ley de Impuesto sobre la Renta, han hecho un uso ex-
cesivo o desviado de su propósito legítimo, de las faculta-
des discresionales que les confiere la Ley, razón por la cual,
el Tribunal Superior Administrativo considera que en este
aspecto también se hizo una justa apreciación de los hechos
y una buena aplicación del derecho, por lo que la Resolu-
ción recurrida debe ser mantenida en todas sus partes";

Considerando que por lo que acaba de transcribirse se
advierte que contrariamente a ccmo lo afirma la recurren-
te fue convenientemente ponderado el documento que ella
sometió y si el Tribunal a-quo estimó insuficiente la prue- j
ba sometida, afirmando como secuela de ello que la empre- 1
sa impugnante "no había demostrado que los organismos a
cuyo cargo está la aplicación de la Ley de Impuesto sobre
la Renta, han hecho un uso excesivo o desviado de su pro-
pósito" lejos de alterar el orden de la prueba y de contra-110
decirse hizo una aplicación correcta de esa regla y fue con-
secuente con su propio razonamiento, dando para su deci-
sión motivos suficientes y pertinentes que lo justifican, e
hizo una relación de los hechos y circunstancias de la cau-
sa que permite apreciar que la ley fue bien aplicada; que,

BOLETIN JUDICIAL	 3005

en tales condiciones, el Tribunal a-quo no ha incurrido en
ninguno de los vicios y violaciones denunciados por la recu-
rrente, por lo cual los medios propuestos carecen de funda-
mento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Casa Vitienes, C. por A., contra la sentencia
de fecha 23 de diciembre de 1968, dictada por la Cámara
de Cuentas de la República Dominicana, en sus funciones
de Tribunal Superior Administrativo, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
r íquez .— Manuel A. Am'ama.— Francisco Elpidio Beras.
— Joaquín M. Alvarez Pcrelló.— Juan Bautista Rojas Al-
inánzar .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída V publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

ID,
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A., donde se hace constar que en los registros contables de
la Casa Vitienes, C. por A., correspondientes al ejercicio
comercial comprendido entre el 1ro. de enero y el 31 de
diciembre de 1961, se pagó a los empleados Francisco Lora,
Báez, José María Caraballo y Ricardo Martínez C., las su-
mas de RD$5,030.00, RD$ 5,408.33 y RD$5,380.00, respec-
tivamente, para demostrar que si los empleados ganan esas
sumas los directivos tienen que ganar mucho más"; pero esa
afirmación no prueba nada, ya que ni siquiera cree la labor
que desempeñan dichos señores, pues es el caso que mu-
chas veces hay empleados que por la naturaleza del trabajo
que ejercitan, técnicos por ejemp:o, tienen sueldos superio-
res a los directivos"; "que en este caso, no ha sido demos-
trado que los organismos a cuyo cargo está la aplicación de
la Ley de Impuesto sobre la Renta, han hecho un uso ex-
cesivo o desviado de su propósito legítimo, de las faculta-
des discresionales que les confiere la Ley, razón por la cual,
el Tribunal Superior Administrativo considera que en este
aspecto también se hizo una justa apreciación de los hechos
y una buena aplicación del derecho, por lo nue la Resolu-
ción recurrida debe ser mantenida en todas sus partes";

Considerando que por lo que acaba de transcribirse se
advierte que contrariamente a ccmo lo afirma la recurren-
te fue convenientemente ponderado el documento que ella
sometió y si el Tribunal a-quo estimó insuficiente la prue-
ba sometida, afirmando como secuela de ello que la empre-
sa impugnante "no había demostrado que los organismos a
cuyo cargo está la aplicación de la Ley de Impuesto sobre
la Renta, han hecho un uso excesivo o desviado de su pro-
pósito" lejos de alterar el orden de la prueba y de contra-
decirse hizo una aplicación correcta de esa regla y fue con-
secuente con su propio razonamiento, dando para su deci-
sión motivos suficientes y pertinentes que lo justifican, e 	 ►
hizo una relación de los hechos y circunstancias de la cau-
sa que permite apreciar que la ley fue bien aplicada; que,
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, ch,
fecha 9 de diciembre de 1968

Materia: Civil

Recurrente: Rafael Hornero Landestoy Pol

Abogado: Dr. Luis Manuel Tejada Pella

Recurrido: Avícola Nacional, C. por A.
Abogado: Dra. Rafaela Velázquez de Colón

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perdió y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 12 del mes de Septiembre de 1969, años 126o.
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Hornero Landestoy Pol, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, comerciante, cédula No. 14042, serie 3ra., domiciliado en
la casa No. 2, de la calle Duarte de la ciudad de Baní, con-
tra la sentencia de la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, pronunciada en sus atribuciones civiles en fecha 9 de

diciembre del 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Luis

Manuel Tejada Peña, cédula No. 9497, serie 3ra., abogado
del recurrente;

Oída, en la lectura de sus conclusiones, a la Dra. Ra-
faela Velázquez de Colón, cédula No. 6038, serie 2da., abo-
gada de la Avícola Nacional, C. por A., compañía comer-
cial constituída de conformidad con las Leyes de la Repú-
blica Dominicana, domiciliada en el Kilómetro 11 de la Au-
topista Duarte, parte recurrida en este recurso de casación;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 20 de
febrero dal 1969, por el abogado del recurrente;

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 27 de
marzo del 1969 por la abogada de la Compañía recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 61 y 75 del Código de Pro-
cedimiento Civil, 1315 del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley
Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda civil de embargo conser-
vatorio y cobro de pesos intentada por la Avícola Nacio-
nal, C. por A., contra Rafael Homero Landestoy Pol, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia,
dictó en fecha 3 de mayo del 1968, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Que debe rechazar, como
al efecto rechazamos, las conclusiones de la parte deman-
dada, por improcedente y mal fundadas; Segundo: Que debe
condenar, como al efecto condenamos, al señor Hornero
Landestoy, al pago de la suma de RDS3,214.47 (Tres Mil
Doscientos Catorce Pesos con Cuarenta y Siete Centavos),
en favor de la Avícola Nacional, C. por A., según facturas
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en favor de la Avícola Nacional, C. por A., según facturas



BOLETIN JUDICIAL	 3009

descrita precedentem ente ; Tercero: Que debe condenar, co-
mo al efecto condenamos, al señor Hornero Landestoy, al
pago de los intereses legales de la indicada suma, a partir
de la demanda; Cuarto: Que debe condenar, como al efecto
Condenamos, al señor Homero Landestoy, al pago de las
costas, con distracción en provecho de la Dra. Rafaela Ve-
lázquez de Colón, quien afirma haberlas avanzado en sr,
mayor parte"; b) que sobre el recurso de apelación de Ra-
fael Hornero Landestoy Pol, intervino la sentencia ahora
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-
clara regular en la forma el recurso de apelación interpues-
to por Hornero Landestoy Pol, contra la sentencia dictada
en atribuciones civiles, por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Peravia, de fecha 3 de mayo de'
año 1968, cuyo dispositivo figura transcrito en otra parte
de esta sentencia; Segundo: Rechaza las conclusiones de la
parte demandada señor Hornero Landestoy Pol, por impro-
cedentes; Tercero: Confirma en todas sus partes la senten-
cia apelada, cuyo dispositivo figura copiado en esta senten-
cia; Cuarto: Compensa las costas entre las partes en causa,
con motivo del presente recurso de alzada, por haber su-
cumbido ambas partes en algunos puntos de sus conclu-
siones";

Considerando, que el recurrente ha invocado en su me-
morial el siguiente medio de casación: Violación de los ar-
tículos 61. y 75 del Código de Procedimiento Civil;

Considerando, que en su único medio de casación el re-
currente alega, en síntesis, lo siguiente: que en el acto de
demanda de embargo conservatorio y cobro de pesos el de-
mandante omitió consignar la elección de domicilio previs-
ta por el artículo 61 del Código de Procedimiento Civil, omi-
sión que está sancionada con la nulidad del acto de empla-
zamiento; que por esta omisión él ha sido perjudicado en sus
derechos, ya que no pudo pedir al Tribunal la comunicación
de los documentos que hizo valer la Avícola Nacional, C.

por A., en apoyo de su demanda; que si es cierto que él pu-
do comparecer ante la Corte de Apelación para invocar sus
derechos, no es menos cierto que asistió también a la au-
diencia en Primera Instancia sin haber conocido los docu-
mentos presentados por la demandante; que él compareció
a esa audiencia para presentar una demanda incidental so-
bre el acto de demanda de embargo conservatorio y cobro
de pesos, que había sido hecho en violación de los artículos
61 y 75 del Código de Procedimiento Civil; que, además, él
ha sido condenado a pagar una suma que realmente no
adeuda a la Avícola Nacional, C. por A.; Pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: "que ambas partes en causa tuvieron la

oit oportunidad de proponer sus defensas y exce pciones en el
desenvolvimiento de la presente litis... que ninguna de las

.	 -

partes ha sufrido perjuicio", ... que los intimados tomaron
iniciativa en los debates, constituyeron abogados, asistie-
ron a las audiencias, presentaron conclusiones"; que la nu-
lidad invocada no fue propuesta antes 3e la defensa al fon-
do, como lo prescribe el artículo 173 del Código de Proce-
dimiento Civil;

Considerando, que para que un acto pueda ser declara-
do nulo se requiere no sólo que la omisión o la irregulari-
dad cometida esté sancionada por la nulidad, sino que ella
ocasione un perjuicio a los intereses de la defensa de la par-
te a quien se dirije el acto argüido de nulidad, que en la es-
pecie los jueces del fondo han apreciado que la omisión in-
currida por la Compañía demandante de no haber indicado
en el acto de emplazamiento el domicilio de elección, como
lo exige la Ley, no produjo ningún perjuicio al demanda-
do, ya que éste tuvo oportunidad de defenderse de la de-
manda que había sido intentada contra él, por lo cual la nu-
lidad propuesta debía ser rechazada;

Considerando, que al fallar el caso en esta forma la
40.'.' Corte a-qua hizo una aplicación correcta de la regla "no
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hay nulidad sin agravio"; que, tal como se expresa en la sen-
tencia impugnada el examen del expediente revela que el
recurrente tuvo la oportunidad de solicitar del Juez de Pri-
mera Instancia, y no lo hizo, la comunicación de los docu-
mentos depositados con su demanda por el demandante;

Considerando, en cuanto al alegato del recurrente de
que ha sido condenado a pagar una suma de dinero que no
adeuda a la Avícola Nacional, C. por A.; que en la senten-
cia impugnada consta que dicha Compañía depositó en el
expediente las facturas siguientes suscritas en su favor por
Homero Landestoy Pol: No. 469, del 12 de mayo de 1966,
por la suma de RDS2.365.50; No. 524,del 21 de mayo del
1966, por la suma de RD$30.00, y la No. 640, del 10 de junio
de 1966, por la suma de RD$830.00, de cuyo total debe des-
contarse la suma de RD$19,03 por haber admitido la deman-
dante que esí a partida constituye un crédito en favor del
demandado; que estas facturas, constan también en la sen-
tencia impugnada, se encuentran debidamente registradas
y que las acreencias no han sido negadas por Homero Lan-
destoy Pol;

Considerando, que conforme a la segunda parte del
artículo 1315 del Código Civil el que pretende estar libe-
rado de una obligación debe justificar el pago o el hecho
que ha producido la extinción de su obligación; que, por
tanto, los jueces del fondo al decidir el caso en la forma in-
dicada, hicieron uso de una facultad que escapa a la cen-
sura de la casación por estar dentro de su poder soberano
para apreciar el valor de los medios de prueba sometidos;
que por esas razones, el medio propuesto carece de funda-
mento y debe ser desestimado;

Por tales motivos. Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Homero Landestoy Pol, con-
tra la sentencia de la Corte de San Cristóbal, dictada en fe-
cha 9 de diciembre del 1969, en sus atribuciones civiles,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-

no; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas
con distracción en provecho de la Doctora Rafaela Veláz-
quez de Colón, abogada de la parte recurrida, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama — Francisco Elpidio Beras.
— Joaquín M. Alvarez Perelló .— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
oue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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cha 9 de diciembre del 1969, en sus atribuciones civiles,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-

no; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas
con distracción en provecho de la Doctora Rafaela Veláz-
quez de Colón, abogada de la parte recurrida, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte.

( Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras.
— Joaquín M. Alvarez Perelló .— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, yfue firmada, leída y • ub!icada por mí, Secretario General
oue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE TECHA 12 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentzricia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera

Instancia del Distrito Nacional, de fecha 27 de enero de

1969

Materia: Trabajo

Recurrente: Jesús María Ortega Gómez

Abogado: Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel Mangual

Recurrido: Industrial Lechera C. por A.

Abogado: Dr. Ramón A. Ortiz Peña

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche II., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 12 de septiembre del año 1969, años 126o
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jesús Ma-
ría Ortega Gómez, dominicano, mayor de edad, casado, cho-
fer, cédula No. 6885, serie 40, domiciliado en esta ciudad,
en la casa No. 17 de la calle Rafael J. Castillo, del Ensan-
che La Fe, contra la sentencia dictada en fecha 27 de ene-

ro de 1969, por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
transcribe más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Sandino A. González de León, a nombre

de los doctores Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel
Mangual, cédulas Nos. 24229 y 18900, series lra.. respecti-
vamente, abogados del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Ramón A. Ortiz Peña, cédula No. 59586,
serie Ira., abogado de la recurrida, La Industria] Lechera,
C. por A., empresa del Estado, en la lectura de sus con-

IC clusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito

por sus abogados y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 22 de febrero de 1969,
e igualmente el escrito ampliativo del mismo, de fecha 13
de junio del mismo año;

1.
 Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito
por su abogado en fecha 20 de marzo de 1969, y la am-
pliacion del mismo, de fecha 27 de junio de igual año;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
4 berado y vistos los artículos 1, 2 y 3 de la Ley No. C070,

del 9 de octubre de 1962; la Ley No. 5235 sobre Regalía
Pascual, y los artículos 141 del Código de Procedimiento
Civil; 1, 5, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada
intentada por Jesús María Ortega Gómez contra la Indus-
trial Lechera, C. por A., el Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional dictó en fecha 25 de junio de 1968, una
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada : Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 27 de enero de

1969

Materia: Trabajo

Recurrente: Jesús María Ortega Gómez
Abogado: Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel Mangual

Recurrido: Industrial Lechera C. por A.
Abogado: Dr. Ramón A. Ortiz Peña

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche  II., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 1'
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 12 de septiembre del año 1969, años 126o.
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jesús Ma-
ría Ortega Gómez, dominicano, mayor de edad, casado, cho-
fer, cédula No. 6885, serie 40, domiciliado en esta ciudad, ii,
en la casa No. 17 de la calle Rafael J. Castillo, del Ensan-
che  La Fe, contra la sentencia dictada en fecha 27 de ene-

ro de 1969, por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
transcribe más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Sandino A. González de León, a nombre

de los doctores Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel
Mangual, cédulas Nos. 24229 y 18900, series 1ra.; respecti-
vamente, abogados del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Ramón A. Ortiz Peña, cédula No. 59586,
serie lra., abogado de la recurrida, La Industrial Lechera,
C. por A., empresa del Estado, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente. suscrito
por sus abogados y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 28 de febrero de 1969,
e igualmente el escrito ampliativo del mismo, de fecha 13
de junio del mismo año;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito
por su abogado en fecha 20 de marzo de 1969, y la am-
pliación del mismo, de fecha 27 de junio de igual año;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2 y 3 de la Ley No. C070,
del 9 de octubre de 1962; la Ley No. 5235 sobre Regalía
Pascual, y los artículos 141 del Código de Procedimiento
Civil; 1, 5, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada
intentada por Jesús María Ortega Gómez contra la Indus-
trial Lechera, C. por A., el Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional dictó en fecha 23 de junio de 1968, una
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sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:

Rechaza en todas sus partes las conclusio nes de la parte

demandada por improcedentes y mal fundadas, y acoge las

del demandante, por ser justas y reposar sobre base legal;

SEGUNDO: Declara injustificado el despido y resuelto el
contrato de Trabajo que ligaba a las partes, por culpa del
patrono y con responsabilidad para el mismo; TERCERO: +1

Rechaza el pedimento formulado por el demandante en el
ordinal V de sus conclusiones originales, por los motivos
antes señalados; CUARTO: Ordena a la empresa Indus-
trial Lechera, C. por A., expedir en favor del señor Jesús
María Ortega Gómez, el certificado a que se refiere el art.
63 del Código de Trabajo; QUINTO: Condena a la Empresa

Industrial Lechera, C. por A., a pagarle al señor Jesús Ma-
ría Ortega Gómez, los valores siguientes: 12 días de sala-
rio por concepto de preaviso; 10 días por concepto de au-
xilio de cesantía; 12 días por vacaciones no disfrutadas ni
pagadas; la proporción de Regalía Pascual Obligatoria del
año 1967, así como al pago de los tres meses de salario
acordados en el inciso 3ro. del artículo 84 del Código de
Trabajo, todo a base de RD$31,18 semanales; SEXTO: Con-

dena al Patrono Industrial Lechera, C. por A., al pago de
las costas del procedimiento, y éstas ser distraídas en fa-
vor del Dr. Juan Luperón Vásquez, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad"; b) que sobre el recurso inter-
puesto por la Industrial Lechera, C. por A., la Cámara de
Trabajo del Distrito Nacional dictó la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:

PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la forma co-
mo en el fondo el recurso de apelación interpuesto por la
Industrial Lechera, C. por A., contra sentencia del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 25 de
junio del 1968, dictada en favor de Jesús María Ortega Gó-
mez, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de
esta misma sentencia y en consecuencia Revoca la senten-

cia impugnada; SEGUNDO: Rechaza la demanda original
incoada por Jesús María Ortega Gómez contra la Industrial
Lechera, C. por A., por improcedente e infundada según
los motivos expuestos; TERCERO: Condena a la parte su-
cumbiente Jesús María Ortega Gómez, al pago de las costas
del procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16
de la Ley No. 302, del 18 de junio del 1964 y 691 del Có-
digo de Trabajo, ordenando su distracción en favor del Dr.
Ramón A. Ortiz Peña, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción a la Ley No. 6070 del 9 de octubre de 1962.— Viola-
ción al principio IV fundamental del Código de Trabajo.—
Violación a la Ley 5235 del 25 de octubre de 1959 sobre Re-
galía Pascual Obligatoria.— Violación al artículo 171 del
Código de Trabajo.— Falta de motivos y de Base Legal.—
desnaturalización de los hechos del proceso; Segundo Medio.
Violación de los artículo 36, 37, 38, 42 párrafo 5to., 43 pá-
rrafo 9, 40 párrafo 8vo. del Código de Trabajo.— Violación
de los artículos 1875, 1881, 1883 del Código Civil.— Falta
de motivos y de Base Legal;

Considerando que, igualmente, el recurrente invoca en
el escrito de ampliación de su memorial, tanto la incons-
titucionalidad de la Ley No. 6070, de 1962, como la viola-
ción de ]a misma Constitución, en lo que ha sido objeto de
fallo;

Considerando que aunque el artículo 5 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, prescribe que en asuntos civi-
les y comerciales el recurso se interpondrá mediante un me-
morial que contenga "todos" los medios en que se funde,
lo que ha sido interpretado en el sentido de que los medios
no propuestos en el memorial mismo, no pueden serlo en
el ampliativo, tal limitación no puede ser extensiva a los
medios fundados exclusivamente en un desconocimiento o
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sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA : PRIMERO:

Rechaza en todas sus partes las conclusiones de la parte
demandada por improcedentes y mal fundadas, y acoge las
del demandante, por ser justas y reposar sobre base legal;

SEGUNDO: Declara injustificado el despido y resuelto el
contrato de Trabajo que ligaba a las partes, por culpa del
patrono y con responsabilidad para el mismo; TERCERO:

Rechaza el pedimento formulado por el demandante en el
ordinal V de sus conclusiones originales, por los motivos
antes señalados; CUARTO: Ordena a la empresa Indus-
trial. Lechera, C. por A., expedir en favor del señor Jesús
María Ortega Gómez, el certificado a que se refiere el art.
63 del Código de Trabajo; QUINTO: Condena a la Empresa
Industrial Lechera, C. por A., a pagarle al señor Jesús Ma-
ría Ortega Gómez, los valores siguientes: 12 días de sala-
rio por concepto de preaviso; 10 días por concepto de au-
xilio de cesantía; 12 días por vacaciones no disfrutadas ni
pagadas: la proporción de Regalía Pascual Obligatoria del 4:
año 1967, así como al pago de los tres meses de salario
acordados en el inciso 3ro. del artículo 84 del Código de
Trabajo, todo a base de RD$31,18 semanales; SEXTO: Con-
dena al Patrono Industrial Lechera, C. por A., al pago de
las costas del procedimiento, y éstas ser distraídas en fa-
vor del Dr. Juan Luperón Vásquez, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad"; b) que sobre el recurso inter-
puesto por la Industrial Lechera, C. por A., la Cámara de
Trabajo del Distrito Nacional dictó la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:

PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la forma co-
mo en el fondo el recurso de apelación interpuesto por la
Industrial Lechera, C. por A., contra sentencia del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 25 de
junio del 1968, dictada en favor de Jesús María Ortega Gó-
mez, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de
esta misma sentencia y en consecuencia Revoca la senten-

cia impugnada; SEGUNDO: Rechaza la demanda original
incoada por Jesús María Ortega Gómez contra la Industrial
Lechera, C. por A., por improcedente e infundada según
los motivos expuestos; TERCERO: Condena a la parte su-
cumbiente Jesús María Ortega Gómez, al pago de las costas
del procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16
de la Ley No. 302, del 18 de junio del 1964 y 691 del Có-
digo de Trabajo, ordenando su distracción en favor del Dr.
Ramón A. Ortiz Peña, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción a la Ley No. 6070 del 9 de octubre de 1962.— Viola-
ción al principio IV fundamental del Código de Trabajo.—
Violación a la Ley 5235 del 25 de octubre de 1959 sobre Re-
galía Pascual Obligatoria.-- Violación al artículo 171 del
Código de Trabajo.— Falta de motivos y de Base Legal.—
desnaturalización de los hechos del proceso; Segundo Medio.
Violación de los artículo 36, 37, 38, 42 párrafo 5to., 43 pá-
rrafo 9, 40 párrafo 8vo. del Código de Trabajo.-- Violación
de los artículos 1875, 1881, 1883 del Código Civil.— Falta
de motivos y de Base Legal;

Considerando que, igualmente, el recurrente invoca en
el escrito de ampliación de su memorial, tanto la incons-
titucionalidad de la Ley No. 6070, de 1962, como la viola-
ción de la misma Constitución, en lo que ha sido objeto de

11 fallo;

Considerando que aunque el artículo 5 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, prescribe que en asuntos civi-
les y comerciales el recurso se interpondrá mediante un me-
morial que contenga "todos" los medios en que se funde,
lo que ha sido interpretado en el sentido de que los medios
no propuestos en el memorial mismo, no pueden serlo en ,
el ampliativo, tal limitación no puede ser extensiva a los
medios fundados exclusivamente en un desconocimiento o
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violación de la Constituc ión ; que ello es así debido a la pri-
macia de la observancia de la Constitución del Estado, cuya
intangibilidad, en razón del supremo interés público en ello
envuelto, está por encima de cualesquiera otras normas de

menor jerarquía;

Considerando que en este orden, el recurrente alega ,en
síntesis, que en la decisión impugnada se ha incurrido en
la violación de los acápites a, b, c y d, del inciso 11, del
artículo 8 de la Constitución, y del artículo 46 de la misma,
que declara la nulidad de pleno derecho de toda ley, de-
creto„ resolución, reglamento u otro acto contrarios a ella,
debido a que se ha negado al recurrente los beneficios que
las disposicion es legales arriba citadas garantizan a los
trabajadores en caso de despido injustificado, e igualmente
al hacerse aplicación de la Ley No. 6070, de 1962, la cual
está en conflicto con los artículos 8 y 46 de la Constitución
al disponer la compensación entre las prestaciones garan-;1

tizadas constitucionalm ente a los trabajadores , de una par-

te, y las que tengan ellos los patronos, de la otra; pero,

Considerando que no hasta para justificar sus alegatos,
que el recurrente se circunscriba a una generalizac ión enun-

ciativa de sus agravios contra la sentencia recurrida, como
obviamente resulta de los arriba expuestos; que es necesa-
rio, ademl,s, para que la Suprema Corte de Justicia quede
en condiciones de analizar adecuadamente la seriedad y
fundamen'io de un medio, que el recurrente proceda a una
xposición coherente y razonablemente motivada del mis-

mo. aún sucinta, pero específica, lo que no ha ocurrido en
la especie, pues en resumen lo que parece querer alegar
el recurrente, es que la Constitución prohibe la compensa-

ción en esta materia, lo que no es cierto, por lo que nada
se opone a que el legislador la establezca para ciertos ca-
sos, corno ocurre con la Ley No. 6070 de 1962;

Considerando que en el primer medio de su memorial,
la recurrente alega, en síntesis, que la Ley No. 6070, que
dispuso la compensación que por préstamos tuvieran las em-
presas comerciales estatales con sus empleados, fue dictada
para conjurar exclusivamente el problema creado por los
empleados de dichas empresas que a la fecha de su pro-
mulgación habían contraído deudas considerables con las
mismas; que habiendo tenido por objeto dicha ley hacer des-
aparecer una situación conjurada ya, los efectos de ella no
pueden extenderse más allá del término de su vigencia, co-
mo lo ha hecho el Juez a-quo en la decisión impugnada;
que además dicho juez no determinó, lo que era ineludible
para él, si las sumas alegadamente adeudadas por el ac-
tual recurrido eran provenientes o no de préstamos otorga-
dos al trabajador, que es una de las condiciones de aplica-
bilida d de la ley, o si tan sólo, corno se alegó ante los jue-
ces del fondo, una deuda cuyo reconocimiento fue obtenido
coactivamente mediante la amenaza de un despido, y por
tanto afectado en su origen dicho reconocimiento por un
vicio de consentimiento, y cuya nulidad fue pedida sobre
tal fundamento, como por la violación del principio IV del
Cód :go de Trabajo, opuesto a la limitación por el patrono
de los derechos de los trabajadores; que igualmente —si-
que exponiendo el recurrente—, el juez a-quo incurrió en
la violación de la ley sobre Regalía Pascual, al negarse a
acordarlo al trabajador que lo solicitó, no obstante que la
compensación a que se refiere a Ley No. 6070, suponiendo
de lugar su aplicación en la especie, no puede comprender
más prestaciones que las relativas al preaviso y el auxilio
de cesantía; y, por último, que la decisión impugnada no
contiene los motivos de hecho y de derecho que justifiquen
su dispositivo, en particular en lo atinente a la nulidad que
le fue propuesta del documento de reconocimiento de la su-
Puesta deuda, la que además carece de base legal; incurrien-
do también dicho juez en la desnaturalización de los hechos
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violación de la Constitución; que ello es así debido a la pri-
macia de la observancia de la Constitución del Estado, cuya
intangibilidad, en razón del supremo interés público en ello
envuelto, está por encima de cualesquiera otras normas de

menor jerarquía;

Considerando que en este orden, el recurrente alega ,en
síntesis, que en la decisión impugnada se ha incurrido en
la violación do los acápites a, b, c y d, del inciso 11, del
artículo 8 de la Constitución, y del artículo 46 de la misma,
que declara la nulidad de pleno derecho de toda ley, de-
creto„ resolución, reglamento u otro acto contrarios a ella,
debido a que se ha negado al recurrente los beneficios que
las disposiciones legales arriba citadas garantizan a los
trabajadores en caso de despido injustificado, e igualmente
al hacerse aplicación. de la Ley No. 6070, de 1962, la cual
está en conflicto con los artículos 8 y 46 de la Constitución
al disponer la compensación entre las prestaciones garan-
tizadas constitucionelm ente a los trabajadores , de una par-

te, y las que tengan ellos los patronos, de la otra; pero,

Consi derando que no basta para justificar sus alegatos,

que el recurrente se circunscriba a una generalizació n enun-

ciativa de sus agravios contra la sentencia recurrida, como
obviamente resulta de los arriba expuestos; que es necesa-
rio, además, para que la Suprema Corte de Justicia quede

condiciones de analizar adecuadamente la seriedad y
fundamento de un medio, que el recurrente proceda a una

exposición coherente y razonablemente motivada del mis-
mo, aún sucinta, pero específica, lo que no ha ocurrido en
la especie, pues en resumen lo que parece querer alegar
el recurrente, es que la Constitución prohibe la compen sa-

alón en esta materia, lo que no es cierto, por lo que nada
se opone a que el legislador la establezca para ciertos ca-
sos, como ocurre con la Ley No. 6070 de 1962;
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Considerando que en el primer medio de su memorial,
la recurrente alega, en síntesis, que la Ley No. 6070, que
dispuso la compensación que por préstamos tuvieran las em-
presas comerciales estatales con sus empleados, fue dictada
para conjurar exclusivamente el problema creado por los
empleados de dichas empresas que a la fecha de su pro-
mulgación habían contraído deudas considerables con las
mismas; que habiendo tenido por objeto dicha ley hacer des-
aparecer una situación conjurada ya, los efectos de ella no
pueden extenderse más allá del término de su vigencia, co-
mo lo ha hecho el Juez a-quo en la decisión impugnada;
que además dicho juez no determinó, lo que era ineludible
para él, si las sumas alegadamente adeudadas por el ac-
tual recurrido eran provenientes o no de préstamos otorga-
dos al trabajador, que es una de las condiciones de aplica-
bifida d de la ley, o si tan sólo, como se alegó ante los jue-
ces del fondo, una deuda cuyo reconocimiento fue obtenido
coactivamente mediante la amenaza de un despido, y por
tanto afectado en su origen dicho reconocimiento por un
vicio de consentimiento, y cuya nulidad fue pedida sobre
tal fundamento, como por la violación del principio IV del
Cód igo de Trabajo, opuesto a la limitacién por el patrono
de los derechos de los trabajadores; que igualmente —si-
gue exponiendo el recurrente—, el juez a-quo incurrió en
la violación de la ley sobre Regalía Pascual, al negarse a
acordarlo al trabajador que lo solicitó, no obstante que la
compensación a que se refiere a Ley No. 6070, suponiendo
de lugar su aplicación en la especie, no puede comprender
más prestaciones que las relativas al preaviso y el auxilio
de cesantía; y, por último, que la decisión impugnada no
contiene los motivos de hecho y de derecho que justifiquen
su dispositivo, en particular en lo atinente a la nulidad que
le fue propuesta del documento de reconocimiento de la su-
Puesta deuda, la que además carece de base legal; incurrien-
do también dicho juez en la desnaturalización de los hechos
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de la causa, ya que la propia parte recurrida admitió que
los envases que motivaron sus exigencias se perdían o rom-
pían; pero,

Considerando que según lo prescribe el artículo lro.
de la Ley 6070, de fecha 9 de octubre de 1962, "En todos
los casos en que los trabajadores de las empresas controla-
das por el Estado, tengan al momento de ser desahuciados
deudas pendientes con las empresas a las cuales presten sus
servicios, se operará la compensación de pleno derecho en-
tre las sumas que les adeuden los trabajadores y el impor-
te correspondiente al preaviso y el auxilio de cesantía"; que,
a su vez, el artículo 2 de la misma ley reza así: "La ante-
rior disposición se aplicará aún en los casos en que el patro-
no haya sido condenado a pagar indemnizaciones por des-
pido injustificado, al amparo de lo previsto por el artículo
84 del Código de Trabajo";

Considerando que según resulta de sus propios térmi-
nos, la disposición legal anteriormente transcrita tiene por
finalidad exclusiva contribuir al mantenimiento de la ope-
rabilidad económica de las empresas estatales, protegién-
dolas contra la morosidad e insolvencia de sus propios em-
pleados y trabajadores, cuando dichas empresas sean sus
legítimas acreedoras, como consecuencia de créditos resul-
tantes de las relaciones obrero-patronales, disposición ésta
restrictiva de los alcances del principio IV del Código de
Trabajo, y que aunque dictada en ocasión cl2 los cuantiosos
adeudos que los empleados de las empresas de que se trata
tenían con las mismas, cuando dicha ley fue dictada, ex-
tiende indefinidamente en el tiem po sus efectos, lo que se

confirma por el hecho de no fijar ninguno de los artículos
de la referida ley, un término para su vigencia; que tenien-
do efecto la compensación de pleno derecho, corresponde a
los jueces del fondo para determinar sus alcances en caso
de litigio, especificar el monto de las respectivas acreencias
de patronos y de obreros, las que aparte de las representa-

das por el preaviso y el auxilio de cesantía, solamente com-
prenden las pronunciadas a título de indemnización en caso
de despido injustificado, según los términos del artículo 2
de la Ley No. 6070, más arriba transcrito, escapando por
tanto a la compensación las prestaciones por vacaciones
no pagadas y las de la regalía pascual, que no tienen el ca-

' rácter de indemnizaciones;
Considerando que son hechos constantes que el actual

recurrente era un distribuidor a domicilio de la leche pro-
cesada por su patrono, la Industrial Lechera, C. por A., la
cual era distribuida en envases de vidrio, que el chofer en-
cargado de la distribución debía recoger y devolver a la em-
presa, después de usados, aparte, desde luego, de los que no
fueran vendidos, y que en fecha 23 de julio de 1967, el ac-
tual recurrente, al igual que otros choferes distribuidores,
suscribió un documento en el cual los firmantes, como se
consigna en el fallo impugnado expresan: "que de confor-
midad con lo acordado en la reunión que se llevó a efecto
en esa administración (la de la empresa) ellos solicitaban
que los valores correspondientes a los envases de cristal que
tienen pendientes de entrega a la empresa el día 25 de julio
de 1967, les sean cargados en sus cuentas, al precio de cos-
to, según detalle indicado en la misma carta, y en la cual
el int rmn do reconoce deber 1.831 botellas con un costo de
RD8264.38; que posteriormente, o sea el 8 de noviembre
del mismo arto de 1967. la empresa resolvió hacer empleo de
su derecho de desahucio y terminar el contrato de trabajo
nne la vinculaba con su trabajador Ortega Gómez, acogién-
dose a la comnensación de los créditos resultantes de pleno
derecho de la Ley;

Considerando que el juez a-quo para dictar su fallo, se
fundó esencialmente en que "habiendo reconocido el intima-
do adeudarle a la Empresa la suma indicada, la cual es su-
Perior a las prestaciones que le corresponden, la empresa
actuó correctamente al compensar dichas sumas en virtud
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de la causa, ya que la propia parte recurrida admitió que
los envases que motivaron sus exigencias se perdían o rom-
pían; pero,

Considerando que según lo prescribe el artículo lro.
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tre las sumas que les adeuden los trabajadores y el impor-
te correspondiente al preaviso y el auxilio de cesantía"; que,
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no haya sido condenado a pagar indemnizaciones por des-
pido injustificado, al amparo de lo previsto por el artículo
84 del Código de Trabajo";

Considerando que según resulta de sus propios térmi-
nos, la disposición legal anteriormente transcrita tiene por
finalidad exclusiva contribuir al mantenimiento de la ope-
rabilidad económica de las empresas estatales, protegién-
dolas contra la morosidad e insolvencia de sus propios em-
pleados y trabajadores, cuando dichas empresas sean sus
legítimas acreedoras, como consecuencia de créditos resul-
tantes de las relaciones obrero-patronales, disposición ésta

restrictiva de los alcances del principio IV del Código de

Trabajo, y que aunque dictada en ocasión de los cuantiosos
adeudos que los empleados de las empresas de que se trata
tenían con las mismas, cuando dicha ley fue dictada, ex-
tiende indefinidamente en el tiem po sus efectos, lo que se
confirma por el hecho de no fijar ninguno de los artículos
de la referida ley, un término para su vigencia; que tenien-
do efecto la compensación de pleno derecho, corresponde a
los jueces del fondo para determinar sus alcances en caso
de litigio, especificar el monto de las respectivas acreencias
de patronos y de obreros, las que aparte de las representa-

das por el preaviso y el auxilio de cesantía, solamente com-
prenden las pronunciadas a título de indemnización en caso
de despido injustificado, según los términos del artículo 2
de la Ley No. 6070, más arriba transcrito, escapando por
tanto a la compensación las prestaciones por vacaciones
no pagadas y las de la regalía pascual, que no tienen el ca-
rácter de indemnizaciones;

Considerando que son hechos constantes que el actual
I. recurrente era un distribuidor a domicilio de la leche pro-

cesada por su patrono, la Industrial Lechera, C. por A., last
cual era distribuída en envases de vidrio, que el chofer en-
cargado de la distribución debía recoger y devolver a la em-
presa, después de usados, aparte, desde luego, de los que no
fueran vendidos, y que en fecha 25 de julio de 1967, el ac-
tual recurrente, al igual que otros choferes distribuidores,
suscribió un documento en el cual los firmantes, como se
consigna en el fallo impugnado expresan: "que de confor-
midad con lo acordado en la reunión que se llevó a efecto
en esa administración (la de la empresa) ellos solicitaban
que los valores correspondientes a los envases de cristal que
tienen pendientes de entrega a la empresa el día 25 de julio
de 1967, les sean cargados en sus cuentas, al precio de cos-
to, según detalle indicado en la misma carta, y en la cual
el int' ?nado reconoce deber 1.831 botellas con un costo de
RD8264.58; que posteriormente, o sea el 8 de noviembre
del mismo año de 1967, la empresa resolvió hacer empleo de
su derecho de desahucio y terminar el contrato de trabajo
nue la vinculaba con su trabajador Ortega Gómez, acogién-
dose a la compensación de los créditos resultantes de pleno
derecho de la Ley;

Considerando que el juez a-quo para dictar su fallo, se
fundó esencialmente en que "habiendo reconocido el intima-
do adeudarle a la Empresa la suma indicada, la cual es su-
Perior a las prestaciones que le corresponden, la empresa
actuó correctamente al compensar dichas sumas en virtud
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de la facultad que le confiere la Ley No. 6070", y en que
(respondiendo así a la alegada coacción ejercida contra el
obrero) "no se puede considerar que dicho trabajador lo 0
ha hecho por presión del patrono (referenc ia al reconoci-
miento de la deuda) mucho menos en el caso de la especie
en que el intimado firmó la carta de referencia conjunta-
mente con otros cinco trabajadores de la empresa que tam-
bién adeudaban por concepto de botellas vacías"; condicio-
nes en que, sigue expresándose en la sentencia, "es difícil
presumir que dicha deuda no fuese clerta y que la carta en
cuestión (el reconocimiento de la deuda) fuese obtenida por
el patrono mediante presiones";

Considerando qe lo anteriormente expuesto pone de
manifiesto que lejos de incurrir el juez a-quo en la decisión
impugnada en las violaciones invocadas, hizo en el caso
una soberana apreciación de los hechos de la causa, que no
puede ser criticada en casación; que, por otra parte, dicha
decisión contiene motivos suficientes y pertinentes que jus-
tifican su dispositivo, y una exposición de los hechos y cir-
constancias de la causa que han permitido a esta Suprema
Corte de Justicia ejercer plenamente sus facultades de con-
trol, por lo que, salvo lo que se expresa inmediatamente, I:

el presente medio debe ser desestimado;
Considerando que como ya ha sido consignado antes a

propósito del artículo 2 de la Ley No. 6070, ni al regalía
pascual ni las vacaciones no pagadas, pueden entrar en com-
pensación; que, por consiguiente, al abarcar la sentencia im-
pugnada esas dos prestaclones, en la decisión impugnada
se ha hecho una incorrecta aplicacixn de dicho texto, por
lo cual debe ser casada solamente en cuanto a esos dos
puntos;

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo
medio del recurso, el recurrente a'ega, en síntesis, que se-
gún el artículo 36 del Código de Trabajo, el contrato de tra-
bajo solamente obliga a lo expresamente pactado y a todas

las consecuencias que sean conformes con la buena fe, la
equidad, el uso o la ley; que, por tanto, para que el patrono
hubiese podido exigirle al trabajador recurrente al pago de
las botellas perdidas o deterioradas, era preciso haber esta-
blecido que cuando se formuló el contrato, el trabajador
asumió tal obligación, lo que el juez a-quo dió indebidamen-
te por establecido al dictar su fallo, sin que se hiciera la
prueba correspondiente; que aún cuando efectivamente se
hubiera comprobado que el obrero contrajo tal obligación, lo
decidido está en pugna con el párrafo 5to. del artículo 42
del Código de Trabajo, que dispone que no se puede exigir
ningún pago o alquiler de los instrumentos o útiles necesa-
rios para la ejecución del trabajo, en lo que va envuelto
también la violación ya indicada del principio IV del Códi-
go de Trabajo, al igual que de los artículos 38 y 43, párrafo
9no. y también el artículo 40, párrafo Svo., según el cual
la obligac ión del trabajador sólo alcanza a conservar en
buen estado los instrumentos útiles que se le faciliten para
el trabajo, no siendo responsable de su deterioro normal ni
del ocasionado por caso fortuito o de fuerza mayor; que,
igualmente, en la decisión impugnada se ha incurrido en la
violación del artículo 37 del Código de Trabajo, toda vez
que a pesar de la prohibición contenida en el párrafo 5to.
de su artículo 42, el juez a-quo validó el documento del 25
de julio de 1967, mediante el cual el patrono obtuvo ilegal-
mente el reconocimiento de una supuesta deuda; que, ade-
más, para que al trabajador se le pudiera cobrar válidamen-
te por las botellas perdidas, era necesario haber estableci-
do que las mismas no les fueron entregadas como conse-
cuencia del contrato con el patrono, sino a título de présta-
mo y, además, que éste no era gratuito, lo que no se esta-
bleció; que, por último, el recurrente alega que al consi-
derar el juzgado a-quo válido el documeito suscrito por el
trabajador en provecho del patrono, y considerar de lugar
la compensación invocada por el patrono, no dió en su de-
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cuestión (el reconocimiento de la deuda) fuese obtenida por
el patrono mediante presiones";
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medio del recurso, el recurrente a'ega, en síntesis, que se-
gún el artículo 36 del Código de Trabajo, el contrato de tra-
bajo solamente obliga a lo expresamente pactado y a todas

las consecuencias que sean conformes con la buena fe, la
equidad, el uso o la ley; que, por tanto, para que el patrono
hubiese podido exigirle al trabajador recurrente al pago de
las botellas perdidas o deterioradas, era preciso haber esta-
blecido que cuando se formuló el contrato, el trabajador
asumió tal obligación, lo que el juez a-quo dió indebidamen-
te por establecido al dictar su fallo, sin que se hiciera la
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cisión los motivos pertinentes y adecuados para justificarla,
ni las razones de hecho que permitan a la Suprema Corte
de Justicia, ejercer eficazmente sus facultades de control;
pero,

Considerando que, en principio, no pueden ser objetó
de impugnación en la casación, sino aquellos puntos que ha-
yan  sido objeto de contestación por ante los jueces del fon-
do; que en la decisión impugnada se consigna: "que el inti-
mado (actual recurrente) pide que se declare la nulidad de
ese reconocimiento de la deuda, en razón de que dicha car-
ta fue firmada por él mientras estaba bajo la influencia del
patrono, y en virtud del principio IV del Código de Traba-
jo"; que lo así expresado revela que solamente fue motivo
de debate por ante dicha jurisdicción el alegado estado de gi

violencia en que se encontraba el trabajador al otorgar en"
provecho de su patrono el documento por el que se recono-
cía su deudor, y la limitación que dicha obligación implica-
ba, a juicio del recurrente, a sus derechos frente a su patro-
no, lo que no es contradicho por el tenor de sus conclusio-
nes por ante el juez a-quo; que, por tanto, los agravios in-
vocados en el segundo medio, con excepción de lo relacio-
nado con el reiterado principio IV del Código de Trabajo
y el artículo 38 del mimo, así como lo referente a la falta
de motivo y falta de base legal, ya alegados y respondidos
en el examen del medio anterior, carecen de pertinencia y
deben ser desestimados, pues que ellos tienden a objetar as-
pectos del caso que no fueron especialmente contestados por
ante los jueces del fondo;

Considerando que las costas podrán ser compensadas
cuando las partes sucumban respectivamente en sus preten-
siones;

Por tales motivos, Primero: Casa en lo relativo a la com-
pensación de la Regalía Pascual y las vacaciones no paga-
das, la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia, del Distrito Nacional, en fecha
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27 de enero de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo, y rechaza en sus demás
aspectos el recurso de casación interpuesto por Jesús Ma-
ría Ortega Gómez, contra la misma sentencia y envía el
caso así delimitado por ante el Jugado de Primera Instan-
cia de San Pedro de Macorís, en atribuciones de tribunal
de Trabajo de segundo grado; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia públ'ca del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada nor mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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mado (actual recurrente) pide que se declare la nulidad de
ese reconocimiento de la deuda, en razón de que dicha car-
ta fue firmada por él mientras estaba bajo la influencia del
patrono, y en virtud del principio IV del Código de Traba-
jo"; que lo así expresado revela que solamente fue motivo
de debate por ante dicha jurisdicción el alegado estado de
violencia en que se encontraba el trabajador al otorgar en
provecho de su patrono el documento por el que se recono-
cía su deudor, y la limitación que dicha obligación implica-
ba, a juicio del recurrente, a sus derechos frente a su patro-
no, lo que no es contradicho por el tenor de sus conclusio-
nes por ante el juez a-quo; que, por tanto, los agravios in-
vocados en el segundo medio, con excepción de lo relacio-
nado con el reiterado principio IV del Código de Trabajo
y el artículo 38 del mimo, así como lo referente a la falta
de motivo y falta de base legal, ya alegados y respondidos
en el examen del medio anterior, carecen de pertinencia y
deben ser desestimados, pues que ellos tienden a objetar as-
pectos del caso que no fueron especialmente contestados por
ante los jueces del fondo;

Considerando que las costas podrán ser compensadas
cuando las partes sucumban respectivamente en sus preten-
siones;

Por tales motivos, Primero: Casa en lo relativo a la com-
pensación de la Regalía Pascual y las vacaciones no paga-
das, la sentencia dictada por la Ct'mara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia, del Distrito Nacional, en fecha

27 de enero de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo, y rechaza en sus demás
aspectos el recurso de casación interpuesto por Jesús Ma-
ría Ortega Gómez, contra la misma sentencia y envía el
caso así delimitado por ante el Jugado de Primera Instan-
cia de San Pedro de Macorís, en atribuciones de tribunal
de Trabajo de segundo grado; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel A. Amiama — Francisco Elpidio Beras.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia púbrca del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada nor mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera

Instancia del Distrito Nacional, de fecha 11 de julio de

1968

Materia: Trabajo

Recurrente: César Villanueva Mera y compartes

Abogado: Dr. Abel Rodríguez del Orbe

Recurrido: Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A.

Abogado: Dr. Lupo Hernández Rueda

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de
septiembre de 1969, años 1260. de la Independencia y 107o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por César Vi-
llanueva Mera, dominicano, mayor de edad, casado, cédula
No. 36660, serie 31, de este domicilio y residente en la casa
No. 34 de la calle Pina; Eduardo Maríñez, dominicano, ma-
yor de edad, casado, cédula No. 62846, serie ira., domicilia-

do y residente en la casa No. 1 de la calle 8 de esta ciudad;
Juan Sterling W., dominicano, mayor de edad, casado, cé-

'r dula No. 12596, serie 26, de este domicilio y residente en
la casa No. 106 de la calle Summer Welles; Alfredo S. Cre-
que, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 15831,
serie 23, domiciliado y residente en la casa No. 11 de la
calle J-2 del Ensanche Los Minas de esta ciudad; Jorge Joa-
quín Cáffaro, dominicano, mayor de edad, casado, cédula
No. 79025, serie 1ra., domiciliado y residente en la casa No.
18 de la calle Palo Hincado de esta ciudad; Ramón Emilio
Messón Cordero, dominicano, mayor de edad, soltero, cédu-
la No. 10872, serie lra., domiciliado y residente en la casa
No. 17 de la calle Juan Evangelista Jiménez de esta ciudad;
Ramón Liranzo, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula
No. 15590, serie 27, domiciliado y residente en la calle 32
No. 51 de esta ciudad; Neftalí Frías A., dominicano, mayor
de edad, soltero, cédula No. 24478, serie 23, de este domi-
cilio y residencia en la casa No. 24 de la calle No. 1 del En-
sanche Los Minas; Elido Antonio Vega, dominicano, ma-
yor de edad, cédula No. 55781, serie 31, domiciliado y re-
sidente en la casa No. 18 de la calle Respaldo 14 de esta
ciudad; y Nellar Norman, dominicano, mayor de edad, cé-
dula 23043, serie 23, domiciliado y residente en esta ciudad,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
icahnate1;1 de julio de 1968, cuyo dispositivo se copia más ade-

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Porfirio Balcácer R., cédula No. 58473,

serie ira., por sí y en representación del Dr. Abel Rodrí-
guez del Orbe, cédula No. 27285, serie 56, abogados de los
recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. A. Sandino González de León, cédula No.
57749, serie lra., en representación del Dr. Lupo Hernán-
dez Rueda, cédula No. 52000, serie lra., abogado de la re-



SENTENCIA DE FECHA 12 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 11 de julio de

1968

Materia: Trabajo

Recurrente: César Villanueva Mera y compartes

Abogado: Dr. Abel Rodríguez del Orbe

Recurrido: Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A.

Abogado: Dr. Lupo Hernández Rueda

Dios, Patria y Libertad	 1

República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche  Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago •
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, 11,

en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de
septiembre de 1969, años 126o. de la Independencia y 107o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia;
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Sobre el recurso de casación interpuesto por César Vi-

llanueva Mera, dominicano, mayor de edad, casado, cédula
No. 56660, serie 31, de este domicilio y residente en la easl,
No. 34 de la calle Pina; Eduardo Maríñez, dominicano, ma-
yor de edad, casado, cédula No. 62846, serie lra., domicilia-

do y residente en la casa No. 1 de la calle 8 de esta ciudad;
Juan Sterling W., dominicano, mayor de edad, casado, cé-
dula No. 12596, serie 26, de este domicilio y residente en
la casa No. 106 de la calle Summer Welles; Alfredo S. Cre-
que, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 15831,
serie 23, domiciliado y residente en la casa No. 11 de la
calle J-2 del Ensanche Los Minas de esta ciudad; Jorge Joa-
quín Cáffaro, dominicano, mayor de edad, casado, cédula
No. 79025, serie 1ra., domiciliado y residente en la casa No.
18 de la calle Palo Hincado de esta ciudad; Ramón Emilio
Messón Cordero, dominicano, mayor de edad, soltero, cédu-
la No. 10872, serie ira., domiciliado y residente en la casa
No. 17 de la calle Juan Evangelista Jiménez de esta ciudad;
Ramón Liranzo, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula
No. 15590, serie 27, domiciliado y residente en la calle 32
No. 51 de esta ciudad; Neftalí Frías A., dominicano, mayor
de edad, soltero, cédula No. 24478, serie 23, de este domi-
cilio y residencia en la casa No. 24 de la calle No. 1 del En-
sanche Los Minas; Elido Antonio Vega, dominicano, ma-
yor de edad, cédula No. 55781, serie 31, domiciliado y re-
sidente en la casa No. 18 de la calle Respaldo 14 de esta
ciudad; y Nellar Norman, dominicano, mayor de edad, cé-
dula 23043, serie 23, domiciliado y residente en esta ciudad,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
lcahnate1;1 de juliode 1968, cuyo dispositivo se copia más ade-

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Porfirio Balcácer R., cédula No. 58473,

serie 1ra., por sí y en representación del Dr. Abel Rodrí-
guez del Orbe, cédula No. 27285, serie 56, abogados de los
recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. A. Sandino González de León, cédula No.
57749, serie ira., en representación del Dr. Lupo Hernán-
dez Rueda, cédula No. 52000, serie lra., abogado de la re-
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currida; recurrida que lo es La Fábrica Dominicana de Ce- '
mento, C. por A., compañía comercial, domiciliada en la
prolongación de la Av. Máximo Gómez de esta ciudad, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por los abogados
de los recurrentes, depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, en fecha 16 del mes de septiembre de
1968, en el cual se invocan los medios que se indican más
adelante, y su escrito de ampliación;

Visto el memorial de defensa de fecha 28 de octubre
de 1968, suscrito por el abogado de la recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 15 y 397 del Código de Pro-
cedimiento Civil; 55 y 56 de la Ley 637 de 1944, sobre Con-
tratos de Trabajo; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de or.z, reclamación laboral que no pudo ser
conciliada, intentada por los recurrentes contra la recurri-
da, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional,
dictó en fecha 23 de enero de 1968 una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza en todas sus
partes las conclusiones de la parte demandada por impro-
cedentes y mal fundadas, y acoge en todas sus partes las
de los demandantes, por ser justas y reposar sobre base le-
gal; Segundo: Declara injustificado los despidos y resuel-
tos los contratos de trabajo que ligaban a las partes, por
culpa del patrono y con responsabilidad para el mismo:
Tercero: Condena a la Fmpresa Fábrica Dominicana de Ce-
mento, C. por A., pagarle a cada uno de los trabajadores
que figuran en el segundo considerando de esta sentencia.
valores correspondientes a Preaviso, Auxilio de Cesantía.

Vacaciones no disfrutadas ni pagadas, así como a cada uno
de los tres meses de salario acordados en el inciso aro. del
artículo 84 del Código de Trabajo y demás indemnizaciones
acordadas en el Pacto Colectivo de condiciones de Trabajo,
suscrito por los demandantes y la empresa demandada, to-
do calculado a base de sus salarios y tiempo respectivos, se-
gún se detalla en cabeza de la presente sentencia; Cuarto:
Condena a la Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., al
pago de las costas del procedimiento, con distracción de
éstas en favor de los Doctores Porfirio L. Balcácer Rodrí-
guez y Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad"; b) que sobre apelación de la
Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., intervino la
sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a
la forma el recurso de apelación interpuesto por la Fábrica
Dominicana de Cemento, C. por A., contra sentencia del
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha
23 de enero de 1968, dictada en favor de los señores César
Villanueva Mera, Eduardo Mariñe, Juan Sterling, Alfredo
Creque, Jorge Joaquín Cáffaro. Ramón Emilio Messón, Ra-
món Liranzo, Neftalí Frías, Elido Vega y Nellar Norman,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta
misma sentencia; Segundo: Relativamente al fondo revoca
dicha sentencia impugnada por haber perimido la instan-
cia al momento de ser dictada al tenor de las disposiciones
del art. 15 del Código de Procedimiento Civil, según los
motivos expuestos; T;reero: Condena a la narte que sucum-
be César Villanueva Mera, al pago de las costas del proce-
dimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley
No. 302, del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Traba-
jo, ordenando su distracción en favor del Dr. Lupo Hernán-
dez Rueda, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación los re-
currentes invocan los siguientes medios: Primer Medio: Fal-
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currida; recurrida que lo es La Fábrica Dominicana de Ce-
mento, C. por A., compañía comercial, domiciliada en la
prolongación de la Av. Máximo Gómez de esta ciudad, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por los abogados
de los recurrentes, depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, en fecha 16 del mes de septiembre de
1968, en el cual se invocan los medios que se indican más
adelante, y su escrito de ampliación;

Visto el memorial de defensa de fecha 28 de octubre
de 1968, suscrito por el abogado de la recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 15 y 397 del Código de Pro-
cedimiento Civil; 55 y 56 de la Ley 637 de 1944, sobre Con-
tratos de Trabajo; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de itnzt reclamación laboral que no pudo ser
conciliada, intentada por los recurrentes contra la recurri-
da, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional,
dictó en fecha 23 de enero de 1968 una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza en todas sus
partes las conclusiones de la parte demandada por impro-
cedentes y mal fundadas, y acoge en todas sus partes las
de los demandantes, por ser justas y reposar sobre base le-
gal; Segundo: Declara injustificado los despidos y resuel-
tos los contratos de trabajo que ligaban a las partes, por
culpa del patrono y con responsabilidad para el mismo;
Tercero: Condena a la Empresa Fábrica Dominicana de Ce-
mento, C. por A., pagarle a cada uno de los trabajadores
nue figuran en el segundo considerando de esta sentencia.
valores correspondientes a Preaviso, Auxilio de Cesantía.

TIVacaciones no disfrutadas ni pagadas, así como a cada uno
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de los tres meses de salario acordados en el inciso 3ro. del
artículo 84 del Código de Trabajo y demás indemnizaciones
acordadas en el Pacto Colectivo de condiciones de Trabajo,
suscrito por los demandantes y la empresa demandada, to-
do calculado a base de sus salarios y tiempo respectivos, se-
gún se detalla en cabeza de la presente sentencia; Cuarto:
Condena a la Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., al
pago de las costas del procedimiento, con distracción de
éstas en favor de los Doctores Porfirio L. Balcácer Rodrí-
guez y Abel Rodríguez del Orbe, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad"; b) que sobre apelación de la
Fábrica Dominicana de Cemento, C. por A., intervino la
sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a
la forma el recurso de apelación interpuesto por la Fábrica

Fir Dominicana de Cemento, C. por A., contra sentencia del
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha
23 de enero de 1968, dictada en favor de los señores César
Villanueva Mera, Eduardo Mariñe, Juan Steriing, Alfredo
Creque, Jorge Joaquín Cáffaro. Ramón Emilio Messón, Ra-
món Liranzo, Neftalí Frías, Elido Vega y Nellar Norman,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta
misma sentencia; Segundo: Relativamente al fondo revoca
dicha sentencia impugnada por haber perimido la instan-
cia al momento de ser dictada al tenor de las disposiciones
del art. 15 del Código de Procedimiento Civil, según los
motivos expuestos; Tercero: Condena a la parte que sucum-
be César Villanueva Mera, al pago de las costas del proce-
dimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley
No. 302, del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Traba-
jo, ordenando su distracción en favor del Dr. Lupo Hernán-
dez Rueda, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación los re-
currentes invocan los siguientes medios: Primer Medio: Fal-
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cuatro meses".— "Por tales motivos, el Juez a-quo en su
sentencia ha violado la ley porque ha hecho una falsa apli-
cación del artículo 15 del Código de Procedimiento Civil,
porque no ha aplicado la Ley 637, especialmente en sus ar-
tículo 51, 55 y 56, y por qué dejó de aplicar el artículo 397
del Código de Procedimiento Civil";

Considerando que un estudio bien detenido del caso
ocurrente, conduce al criterio de que si bien es cierto que
el artículo 15 del Código de Procedimiento Civil, establece
que "en los casos en que se hubiere ordenado un interlocu-
torio, la causa se fallará definitivamente dentro de los cua-
tro meses contados desde la fecha de interlocutorio", es ne-
cesario tener en cuenta que en nuestro país existe en mate-
ria laboral la Ley 637 de fecha 16 de junio de 1944, modi-
ficado su artículo 55 por la Ley 5055, de fecha 19 de di-
ciembre de 1958, según la cual cuando los Jueces no pueden
fallar dentro de los plazos indicados por la Ley deberán
hacerlo constar en la sentencia, tal como ocurrió en la es-

sa aplicación del artículo 15 del Código de Procedimiento
Civil. Violación de la Ley 637, sobre Contratos de Trabajo,
en sus artículos 55 y 56. Violación del artículo 397 del Có-
digo de Procedimien to Civil por falta de aplicación; Segun-
do Medio: Falta de base legal, por no haber examinado de-
bidamente los documentos de la causa;

Considerando que los recurrentes en la parte final del
desarrollo del primer medio de su recurso, se expresan co-
mo sigue: "Debemos señalar que el artículo 55 de la Ley
637 establece, imperativamente, el plazo dentro del cual
deben ser fallados los asuntos que se encuentren en estado
por ante los Juzgados de Paz cuando éstos funcionen como
Tribunales de Trabajo. Este artículo no hace distinción so-
bre la medida que haya puesto el asunto en estado de re-
cibir fallo. Unicamente prescribe al Juez que debe fallarlo
dentro de los treinta días.— En caso de que sea imposible
al Juez de Paz cumplir con el voto de la Ley, el mismo
artículo 55 permite que los asuntos sean fallados más tar-
de y establece el Procedimiento que debe observar el Juez
en estos casos (dictar un auto y hacer constar el motivo
de la tardanza en la propia sentencia).— La Ley 637, dado
que los asuntos laborales son de gran interés social, pres-
cribe que los mismos sean fallados rápidamente, dentro de
un plazo de treinta días, pero esta Ley no prohibe que los
asuntos laborales sean fallados dentro de un plazo más
amplio, sea este de dos, o tres o seis meses. Unicamente
señala al Juez, bajo pena de sanción, el procedimiento gafe
debe seguir para justificar la tardanza del fallo.— Debe-
mos señalar que la Ley 637 del 16 de junio de 1944, sóbre
Contratos de Trabajo, es una ley especial que se impone
frente a toda ley anterior sea esta general o especial.—
Si la Ley 637 no prohibe al Juez fallar después de los cua-
tro meses, de dónde se saca el Juez a.-quo que en esta
materia es aplicable el artículo 15 del Código de Procedi-
miento Civil y que el Juez tenía que fallar dentro de los

pecie, ya que es constante en el expediente que el Juez de
Paz dijo al respecto lo siguiente: "que la presente demanda
no pudo ser fallada dentro de los plazos otorgados Dor la
ley, debido al gran cúmulo de expedientes en este Juzgado
ley debido al gran cúmulo de expedientes existentes en es-
te Juzgado de Paz"; que, en tales condiciones, no puede ser
considerada extinguida la instancia por aplicación del antes
citado artículo 15 del Código de Procedimiento Civil cuan-
do el Juez ha dejado justificada su actuación haciendo uso
precisamente de las previsiones expresas de una ley que ha
sido obviamente dada teniendo en cuenta el cúmulo de tra-
bajo en nuestros tribunales; que, por tanto, en la especie
planteada es necesario admitir que no procedía la aplicación
de la regla procesal prescrita en el citado artículo 15 del
Código de Procedimiento Civil; que, en consecuencia, pro-
cede acoger este primer medio y casar la sentencia impug-
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sa aplicación del artículo 15 del Código de Procedimiento
Civil. Violación de la Ley 637, sobre Contrat os de Trabajo,

en sus artículos 55 y 56. Violación del artículo 397 del Có-
digo de Procedimiento Civil por falta de aplicación; Segun-
do Medio: Falta de base legal, por no haber examinado de-
bidamente los documentos de la causa;

Considerando que los recurrentes en la parte final del
desarrollo del primer medio de su recurso, se expresan co-
mo sigue: "Debemos señalar que el artículo 55 de la Ley
637 establece, imperativamente, el plazo dentro del cual
deben ser fallados los asuntos que se encuentren en estado
por ante los Juzgados de Paz cuando éstos funcionen como
Tribunales de Trabajo. Este artículo no hace distinción so-
bre la medida que haya puesto el asunto en estado de re-
cibir fallo. Unicamente prescribe al Juez que debe fallarlo
dentro de los treinta días.— En caso de que sea imposible
al Juez de Paz cumplir con el voto de la Ley, el mismo
artículo 35 permite que los asuntos sean fallados más tar-
de y establece el procedimiento que debe observar el Juez
en estos casos (dictar un auto y hacer constar el motivo
de la tardanza en la propia sentencia).— La Ley 637, dado
que los asuntos laborales son de gran interés social, pres-
cribe que los mismos sean fallados rápidamente, dentro de
un plazo de treinta días, pero esta Ley no prohibe que los
asuntos laborales sean fallados dentro de un plazo más
amplio, sea este de dos, o tres o seis meses. Unicamente
señala al Juez, bajo pena de sanción, el procedimiento que
debe seguir para justificar la tardanza del fallo.— Debe-
mos señalar que la Ley 637 del 16 de junio de 1944, sóbre
Contratos de Trabajo, es una ley especial que se impone
frente a toda ley anterior sea esta general o especial.—
Si la Ley 637 no prohibe al Juez fallar después de los cua-
tro meses, de dónde se saca el Juez a-quo que en esta
materia es aplicable el artículo 15 del Código de Procedi-
miento Civil y que el Juez tenía que fallar dentro de los

cuatro meses".— "Por tales motivos, el Juez a-quo en su
sentencia ha violado la ley porque ha hecho una falsa apli-
cación del artículo 15 del Código de Procedimiento Civil,
porque *no ha aplicado la Ley 637, especialmente en sus ar-
tículo 51, 55 y 56, y por qué dejó de aplicar el artículo 397
del Código de Procedimiento Civil";

Considerando que un estudio bien detenido del caso
ocurrente, conduce al criterio de que si bien es cierto que
el artículo 15 del Código de Procedimiento Civil, establece
que "en los casos en que se hubiere ordenado un interlocu-
torio, la causa se fallará definitivamente dentro de los cua-
tro meses contados desde la fecha de interlocutorio", es ne-
cesario tener en cuenta que en nuestro país existe en mate-
ria laboral la Ley 637 de fecha 16 de junio de 1944, modi-
ficado su artículo 55 por la Ley 5035, de fecha 19 de di-
ciembre de 1958, según la cual cuando los Jueces no pueden
fallar dentro de los plazos indicados por la Ley deberán
hacerlo constar en la sentencia, tal como ocurrió en la es-

, pecie, ya que es constante en el expediente que el Juez de
Paz dijo al respecto lo siguiente: "que la presente demanda
no pudo ser fallada dentro de los plazos otorgados por la
ley, debido al gran cúmulo de expedientes en este Juzgado
ley. debido al gran cúmulo de expedientes existentes en es-
te Juzgado de Paz"; que, en tales condiciones, no puede ser
considerada extinguida la instancia por aplicación del antes
citado artículo 15 del Código de Procedimiento Civil cuan-
do el Juez ha dejado justificada su actuación haciendo uso
precisamente de las previsiones expresas de una ley que ha
sido obviamente dada teniendo en cuenta el cúmulo de tra-bajo en nuestros tribunales; que, por tanto, en la especie
planteada es necesario admitir que no procedía la aplicación
de la regla procesal prescrita en el citado artículo 15 delCódigo de Procedimiento Civil; que, en consecuencia, pro-
cede acoger este primer medio y casar la sentencia impug-
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nada, sin que sea necesario examinar los demás alegatos
hechos por los recurrentes;

Considerando que las costas pueden ser compensadas
en virtud del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación cuando un fallo es casado por inobservancia de
las reglas cuyo cumplimiento está a cargo de los Jueces;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nac i onal, en fecha 11 de julio de 1968, cu-
yo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y
envía dicho caso por ante el Juzgado de Primera Instancia
de San Cristóbal en atribuciones de trabajo y como Tribu-
nal de Segundo Gitclo; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada . — Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.-
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leida y 'publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 12 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 4 de marzo de 1969

Materia: Correccional

Recurrente: Ramón Antonio Núñez y compartes

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 12 del mes de septiembre de 1969,
años 126o. de la Independencia y 107o. de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el pre-
venido Ramón Antonio Núñez, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, cédula No. 8630, serie 36, domiciliado y re-
sidente en Hondo Valle, Provincia de San Juan; por Eva-
risto de Oleo, persona civilmente responsable; y por la "San
Rafael, C. por A.", Compañía Nacional de Seguros, contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Juan
de la Maguana, de fecha 4 de marzo de 1969, en atribucio-
nes correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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nada, sin que sea necesario examinar los demás alegatos
hechos por los recurrentes;

Considerando que las costas pueden ser compensadas

en virtud del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación cuando un fallo es casado por inobservancia de
las reglas cuyo cumplimiento está a cargo de los Jueces;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, en fecha 11 de julio de 1968, cu-
yo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y
envía dicho caso por ante el Juzgado de Primera Instancia
de San Cristóbal en atribuciones de trabajo y como Tribu-
nal de Segundo Gitdo; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada . — Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez — Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.-
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y pubHcada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de A pelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 4 de marzo de 1969

Recurrente: Ramón Antonio Núñez y compartes

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 12 del mes de septiembre de 1969,
años 126o. de la Independencia y 107o. de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el pre-
venido Ramón Antonio Núñez, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, cédula No. 8630, serie 36, domiciliado y re-
sidente en Hondo Valle, Provincia de San Juan; por Eva-
risto de Oleo, persona civilmente responsable; y por la "San
Rafael, C. por A.", Compañía Nacional de Seguros, contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Juan
de la Maguana, de fecha 4 de marzo de 1969, en atribucio-
nes correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

4101
Ifateria: Correccional
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-44c
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 11 de marzo de 1969,

a requerimiento del Dr. Víctor Onésimo Valenzuela Santos,
en nombre y representación del inculpado, Ramón Anto-
nio Núñez, de la persona civilmente responsable, Evaristo
de Oleo, y de la Compañía Nacional de Seguros "San Ra-
fael, C. por A.", en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
5771 de 1961; 1383 del Código Civil; 10 de la Ley No. 4117
sobre Seguro Obligatorio, y 1, 37 y 65 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en fecha 16 de
diciembre de 1965, Ramón Antonio Núñez fue sometido a
la acción de la Justicia, prevenido de violación a la Ley No.
5771, en perjuicio de Arturo Paniagua, a quien le produjo
con el manejo del vehículo que manejaba, golpes y heridas
de consideración; b) que apoderado del caso el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la
Maguana, en fecha 20 de noviembre de 1967, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Primero: Se declara bue-
lo y válido la constitución en parte civil hecha por Arturo
Paniagua; Segundo: Se declara a Ramón Antonio Núñez.
culpable del delito de golpes involuntarios —violación a la
Ley No. 5771— en perjuicio de Arturo Paniagua. cuyos gol-
/Des dejaren lesión permanente; y en tal virtud y acogiendo
circunstancias atenuantes, se condena a Ramón Antonio Nú-
ñez, a pagar una multa de RD$40.00, y al pago de las cos-
tas: Tercero: Se condena al señor Evaristo de Oleo —parte
civilmente responsable— a pagar inmediatamente al señor

Arturo Paniagua, la suma de tres mil pesos oro m-n (RDS-
3,000.00), más los intereses legales de dicha suma a partir
del día del accidente, como justa reparación de los daños
y perjuicios, morales y materiales sufridos por Arturo Pa-
niagua, con el hecho de Ramón Antonio Núñez, chofer del
camión propiedad de Evaristo de Oleo, que ocasionó el ac-
cidente; Cuarto: Se declara esta sentencia, oponible a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en caso de in-
olvencia del señor Evaristo de 0!eo; Quinto: Se condenan
Evaristo de Oleo y a la Compañía de Seguros San Ra-

rael, C. por A., al pago de las costas del procedimiento en
:,rovecho del Dr. Miguel Tomás Suzaña Herrera, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: Se rechazan
las conclusiones del abogado de la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., por improcedente y mal fundadas";
c) que contra esa sentencia, interpusieron recursos de ape-
lación,' sucesivamente, el preveiido Ramón Antonio Núñez,
la persona civilmente responsable, Evaristo de Oleo, y la
Compañía Aseguradora "San Rafael, C. por A.", y Arturo
Paniagua, Parte Civil Constituída, en los días 21, 22 y 24
de noviembre de 1967; d) que sobre esos recursos de apela-
ción, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugnada.
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regula-
res en la forma los recursos de apelación intentados 'por los
doctores Onésimo Valenzuela Santos y Máximo Piña Puello.
a nombre y representación del inculpado Ramón Antonio
Núñez, y de la parte civilmente responsable Evaristo de
Oleo, y de la Compañía Nacional de Seguros "San Rafael"
C. por A., y por el doctor Tomás Suzaña Herrera, a nom-
bre y representación de la parte civil constituída Arturo
Paniagua, contra sentencia correccional del Juzgado de
Primera Instancia de San Juan, de fecha 20 de noviembre
de 1967, cuyo dispositivo se copia en otra parte de estasentencia; Segundo: Rechaza las conclusiones presentadas
por el Dr. Víctor Onésimo Valenzuela, a nombre y repre-

)14



BOLETIN JUDICIAL

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 11 de marzo de 1969,

a requerimiento del Dr. Víctor Onésimo Valenzuela Santos,
en nombre y representación del inculpado, Ramón Anto-
nio Núñez, de la persona civilmente responsable, Evaristo
de Oleo, y de la Compañía Nacional de Seguros "San Ra-
fael, C. por A.", en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
5771 de 1961; 1383 del Código Civil; 10 de la Ley No. 4117
sobre Seguro Obligatorio, y 1, 37 y 65 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en fecha 16 de
diciembre de 1965, Ramón Antonio Núñez fue sometido a
la acción de la Justicia, prevenido de violación a la Ley No.
5771, en perjuicio de Arturo Paniagua, a quien le produjo
con el manejo del vehículo que manejaba, golpes y heridas
de consideración; b) que apoderado del caso el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la
Maguana, en fecha 20 de noviembre de 1967, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Primero: Se declara hue-
lo y válido la constitución en parte civil hecha por Arturo
Paniagua; Segundo: Se declara a Ramón Antonio Núñez,
culpable del delito de golpes involuntarios —violación a la
Ley No. 5771— en p3rjuicio de Arturo Paniagua, cuyos gol-
oes dejaren lesión permanente; y en tal virtud y acogiendo
circunstancias atenuantes, se condena a Ramón Antonio Nú-
ñez, a pagar una multa de RD$40.00, y al pago de las cos-
tas; Tercro: S2 condena al señor Evaristo de Oleo —parte
civilmente responsable— a pagar inmediatamente al señor
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Arturo Paniagua, la suma de tres mil pesos oro m-n (RD$-
3,000.00), más los intereses legales de dicha suma a partir
del día del accidente, como justa reparación de los daños

perjuicios, morales y materiales sufridos por Arturo Pa-
niagua, con el hecho de Ramón Antonio Núñez, chofer del
t .amión propiedad de Evaristo de Oleo, que ocasionó el ac-
..idente; Cuarto: Se declara esta sentencia, oponible a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en caso de in-
olvencia del señor Evaristo de ()leo; Quinto: Se condenan

Evaristo de Oleo y a la Compañía de Seguros San Ra-
rael, C. por A., al pago de las costas del procedimiento en
-rovecho del Dr. Miguel Tomás Suzaña Herrera, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: Se rechazan
las conclusiones del ahogado de la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., por improcedente y mal fundadas";
el que contra esa sentencia, interpusieron recursos de ape-
lación, sucesivamente, el preveiido Ramón Antonio Núñez,
la persona civilmente responsable, Evaristo de Oleo, y la
Compañía Aseguradora "San Rafael, C. por A.", y Arturo
Paniagua, Parte Civil Constituida, en los días 21, 22 y 24
de noviembre de 1967; d) que sobre esos recursos de apela-
ción, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugnada.
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regula-
res en la forma los recursos de apelación intentados por los
doctores Onésimo Valenzuela Santos y Máximo Piña Puello,
a nombre y representación del inculpado Ramón Antonio
Núñez, y de la parte civilmente responsable Evaristo de
Oleo, y de la Compañía Nacional de Seguros "San Rafael"
C. por A., y por el doctor Tomás Suzaña Herrera, a nom-
bre y representación de la parte civil constituida Arturo
Paniagua, contra sentencia correccional del Juzgado de
Primera Instancia de San Juan, de fecha 20 de noviembre
de 1967, cuyo dispositivo se copia en otra parte de esta
sentencia; Segundo: Rechaza las conclusiones presentadas
por el Dr. Víctor Onésimo Valenzuela, a nombre y repre-
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sentación del inculpado Ramón Antonio Núñez, de Evaris-
to de Oleo y de la Compañía Nacional de Seguros "San
Rafael" C. por A., por improcedentes y mal fundadas en
derecho; Tercero: Confirma la sentencia apelada en todos
sus aspectos; Cuarto: Condena al inculpado al pago de las
costas penales; Quinto: Condena asimismo al Sr. Evaristo
de Oleo y la Compañía "San Rafael" C. por A., al pago de
las costas civiles de la alzada, las cuales declara distraídas
en favor del doctor Tomás Suzaña Herrera, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; Sexto: Declara oponible
la presente sentencia, a la Com pañía Nacional de Seguros

"San Rafael" C. por A.";
Considerando, que en lo que respecta al recurso del pre-

venido Ramón Antonio Núñez, la Corte a-oua dió por esta-
blecido, mediante la ponderac'ón de los elementos de prue-
ba regularmente administrados, que el día 16 de diciembre
de 1965 ocurrió un accidente automovilístico en Las Matas
de Farfán en el cual recibió golpes y heridas Arturo Pa-
niagua, dejándole, lesiones permanentes; que el accidente
en cuestión se debió a la imprudencia del chofer Ramón
Antonio Núñez, que sabiendo que transitaba por una zona
urbana, con un camión cargado de mercancías, no redujo la
velocidad, ni tomó las precauciones necesarias para evitar
ese accidente, máxime cuando dicho accidente tuvo lugar
del lado izquierdo de la vía, que era por donde transitaba
Arturo Paniagua montado a caballo;

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, previsto
y sancionado por el artículo 1ro., letra D, párrafo 1 de la
Ley 5771 de 1961, sobre accidentes producidos con el inane-

jo de vehículos de motor, sancionado con la pena de pri-
sión correccional de nueve meses a tres años, y multa de
RDS200.00 a RD$700.00; Que la Corte a-qua, al condenar
al prevenido al pago de una multa de RDS40.0O3 después de
declararlo culpable, y acogiendo en su favor circunstancie

atenuantes, ha aplicado en el caso, una pena ajustada a
la ley;

Considerando, en lo que respecta a las condenaciones
civiles; que la Corte a-qua dió por establecido que el he-
cho cometido por el prevenido Ramón Antonio Núñez, por
el cual fue condenado penalmente, ocasionó a la parte ci-
vil constituida, daños materiales y morales, que los jueces
del fondo apreciaron soberanamente en RD$3,000.00; que,
al condenar al prevenido al pago de esa suma, en favor
de la parte civil constituida, a título de indemnización, hi-
cieron una correcta aplicación del artículo 1383 del Có-
digo Civil;

III Considerando que examinada la sentencia en sus demás
aspectos, en lo que concierne al interés del prevenido recu-
rrente, no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Considerando, en lo que concierne a Evaristo de Oleo,
persona puesta en causa como civilmente responsable, y a
la Compañía Nacional de Seguros "San Rafael, C. por A.";

- que el artículo 37 de la Ley Sobre Procedimiento de Casa-
ción, dispone: "Cuando el recurso de casación sea inter-
puesto por el Ministerio Público, por la parte civil consti-
tuida, o por la persona civilmente responsable, el depósito
del Memorial, con la indicación de los medios de casación,
será obligatorio a pena de nulidad, si no se ha motivado
el recurso en la declaración correspondiente"; disposición
que debe aplicarse a las Compañías de Seguros que, como
en el presente caso, hayan sido puestas en causa, en virtud
del artículo 10 de la Ley 4117, de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio, contra daños ocasionados con Vehículos de Motor;

Considerando que en el presente caso, ni Evaristo de
Oleo, persona puesta en causa como civilmente responsable,
ni la Compañía de Seguros "San Rafael", C. por A., moti-
varon su recurso en el acta correspondiente, ni depositaron
en tiempo oportuno el Memorial con los medios de casación,
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sentación del inculpado Ramón Antonio Núñez, de Evaris-
to de Oleo y de la Compañía Nacional de Seguros "San
Rafael" C. por A., por improcedente s y mal fundadas en

derecho; Tercero: Confirma la sentencia apelada en todos
sus aspectos; Cuarto: Condena al inculpado al pago de las
costas penales; Quinto: Condena asimismo al Sr. Evaristo
de Oleo y la Compañía "San Rafael" C. por A., al pago de
las costas civiles de la alzada, las cuales declara distraídas
en favor del doctor Tomás Suzaña Herrera, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; Sexto: Declara oponible
la presente sentencia, a la Compañía Nacional de Seguros
"San Rafael" C. por A.";

Considerando, que en lo que respecta al recurso del pre-
venido Ramón Antonio Núñez, la Corte a-qua dió por esta-

blecido, mediante la ponderac ' ón de los elementos de prue-
ba regularmente administrados, que el día 16 de diciembre
de 1965 ocurrió un accidente automovilísti co en Las Matas

de Farfán en el cual recibió golpes y heridas Arturo Pa-
niagua, dejándole, lesiones permanent es ; que el accidente

en cuestión se debió a la imprudencia del chofer Ramón
Antonio Núñez, que sabiendo que transitaba por una zona
urbana, con un camión cargado de mercancías, no redujo la
velocidad, ni tomó las precauciones necesarias para evitar
ese accidente, máxime cuando dicho accidente tuvo lugar
del lado izquierdo de la vía, que era por donde transitaba
Arturo Paniagua montado a caballo;

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, previsto

y sancionado por el artículo 1ro., letra D, párrafo 1 de la
Ley 5771 de 1961, sobre accidentes producidos con el inane-
jo de vehículos de motor, sancionado con la pena de pri-
sión correccional de nueve meses a tres años, y multa de
RD$200.00 a RD$700.00; Que la Corte a-qua, al condenar

al prevenido al pago de una multa de RD$40.60, después de
declararlo culpable, y acogiendo en su favor circunstancias
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atenuantes, ha aplicado en el caso, una pena ajustada a
la ley;

Considerando, en lo que respecta a las condenaciones
civiles; que la Corte a-qua dió por establecido que el he-
cho cometido por el prevenido Ramón Antonio Núñez, por
el cual fue condenado penalmente, ocasionó a la parte ci-
vil constituida, daños materiales y morales, que los jueces
del fondo apreciaron soberanamente en RD$3,000.00; que,
al condenar al prevenido al pago de esa suma, en favor
de la parte civil constituida, a título de indemnización, hi-
cieron una correcta aplicación del artículo 1383 del Có-
digo Civil;

Considerando que examinada la sentencia en sus demás
aspectos, en lo que concierne al interés del prevenido recu-
rrente, no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Considerando, en lo que concierne a Evaristo de Oleo,
persona puesta en causa como civilmente responsable, y a
la Compañía Nacional de Seguros "San Rafael, C. por A.";
que el artículo 37 de la Ley Sobre Procedimiento de Casa-
ción, dispone: "Cuando el recurso de casación sea inter-

k,.1,puesto por el Ministerio Público, por la parte civil consti-
;• tuída, o por la persona civilmente responsable, el depósito

del Memorial, con la indicación de los medios de casación,
será obligatorio a pena de nulidad, si no se ha motivado
el recurso en la declaración correspondiente"; disposición
que debe aplicarse a las Compañías de Seguros que, como
en el presente caso, hayan sido puestas en causa, en virtud
del artículo 10 de la Ley 4117, de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio, contra daños ocasionados con Vehículos de Motor;

Considerando que en el presente caso, ni Evaristo de
Oleo, persona puesta en causa como civilmente responsable,
ni la Compañía de Seguros "San Rafael", C. por A., moti-
varon su recurso en el acta correspondiente, ni depositaron
en tiempo oportuno el Memorial con los medios de casación,
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 19 de septiembre de 1968

Materia: Criminal
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por lo cual sus recursos de casación deben ser declarados

nulos;
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-

ción interpuesto por el prevenido Ramón Antonio Núñez,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Juan
de la Magauna, de fecha 4 de marzo de 1969, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en otra parte del presente fallo, y lo
condena al pago de las costas penales; Segundo: Declara
nulos los recursos de casación interpuestos por Evaristo de
Oleo, y por la Compañía Nacional de Seguros "San Rafael,
C. por A.", contra la misma sentencia.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente .— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.-
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
rue firmada, leída v publicada por mí, Sec-etario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

Recurrente: Marcos Antonio Santana

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
. ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-

" valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de sep-
tiembre de 1969, años 126o. de la Independencia y 107o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcos
Antonio Santana, dominicano, mayor de edad, soltero, es-
tudiante, domiciliado y residente en la casa No. 132 de la
calle José Reyes de esta ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, cédula 222427, serie Ira., contra la sentencia de fecha
19 de septiembre de 1968, dictada en sus atribuciones crimi-
nales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol:
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(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
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señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída v publicada por mí, Sec retario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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materia: Criminal

Recurrente: Marcas Antonio Santana

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de sep-
tiembre de 1969, años 126o. de la Independencia y 107o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcos
Antonio Santana, dominicano, mayor de edad, soltero, es-
tudiante, domiciliado y residente en la casa No. 132 de la
calle José Reyes de esta ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, cédula 222427, serie Ira., contra la sentencia de fecha
19 de septiembre de 1968, dictada en sus atribuciones crimi-
nales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;



Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 27 de septiembre ,*
de 1968, a requerimiento del Doctor Fabián Cabrera Fe-
brillet, cédula 79134, serie lra.,abogado, actuando a nom-
bre y en representación del acusado Marcos Antonio Santa-
na; acta en la cual no se invoca ningún medio determinado
de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, in fine, 6, 7, 18, 22, 23, 309
y 463, inciso 3ro., del Código Penal; 202 y 277 del Código
de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que mediante
oficio de fecha 12 de julio de 1966, dirigido por la Policía
Nacional al Procurador Fiscal del Distrito Nacional, fue
sometido a la acción de la justicia Marcos Antonio Santa-
na, acusado del crimen de homicidio voluntario en perjui-
cio de Perfecto Rosa Almánzar, Primer Teniente de la Po-
licía Nacional; b) que dicho Procurador Fiscal apoderó del
caso al Juez de Instrucción de la Segunda Circunscripción
del Distrito Nacional para que procediera a realizar la co-
rrespondiente sumaria por tratarse de la comisión de un
crimen, según lo revelan las piezas que figuran en el expe-
diente relativo al indicado caso; c) que el apoderado Juez
de Instrucción por medio de su Providencia Calificativa
de fecha 5 de julio de 1967, declaró "que existen cargos e
indicios suficientemente razonables para inculpar al nom-
brado Marcos Antonio Santana del crimen de haberle in-
ferido heridas de bala, voluntarias, al Primer Teniente. Po-
licía Nacional, Perfecto Rosa Almánzar. las cuales le pro-
dujeron la muerte, hecho previsto y penado nor el artículo
309 del Código Penal, y lo envía al tribunal criminal para

que allí sea juzgado con arreglo a la ley"; d) que apodera-
do de este asunto de carácter criminal el Juez Presidente
de la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 3 de abril de
1968, una sentencia cuyo dispositivo está inserto en el del
fallo ahora impugnado; e) que sobre el recurso de apelación
interpuesto por el acusado contra esa sentencia de primera
instancia, interviio el fallo objeto de la actual impugna-
ción, en el que consta el dispositivo que dice así: "Falla: Pri-
mero: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el acusado Marcos Antonio Santana, en fecha
once (11) de abril de 1968, contra sentencia de fecha tres
(3) de abril de 1968, dictada por la Tercera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara a Mar-
cos Antonio Santana, de generales que constan, culpable
de heridas que ocasionaron la muerte de quien en vida res-
pondía por Perfecto Rosa Almánzar, y en consecuencia, se
condena a sufrir cinco (5) años de de reclusión, acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes; Segundo: Se conde-
na además al pago de las costas"; por haber sido interpues-
to dicho recurso de acuerdo con las prescripciones legales
que rigen la materia; Segundo: Declara, al acusado Marcos
Antonio Santana, culpable de inferir heridas al nombrado
Perfecto Rosa Almánzar, que le ocasionaron la muerte y
en consecuencia, confirma en todos sus aspectos la senten-
cia apelada; Tercero: Condena, al acusado Marcos Antonio
Santana, al pago de las costas";

Considerando que la Corte a-qua mediante el estudio
de los documentos que obran en el expediente, así como por
los hechos y circunstancias de la causa, dió por establecido
todo cuanto en seguida es anotado: . "que el día 21 de di-
ciembre de 1965, mientras el Primer Teniente de la Poli-
cía Nacional, Perfecto Rosa Almánzar, transitaba en un
automóvil de su propiedad, acompañado por la señora Ger-
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mania Pérez Vólquez, al llegar a la esquina formada por las
calles Juan Bautista Vicini y Francisco Henríquez y Car-
vajal, se apagó el vehículo y al desmontarse se pararon en
la acera dos jóvenes en actitud sospechosa, los cuales al ser
observados y cuestionados por el Tte. Rosa Almánzar en el
sentido de "qué quieren", uno de ellos le respondió: "te
vengo a matar" y le hizo varios disparos con un revólver
que portaba, ocasionándole heridas que le produjeron la
muerte; b) que al sentirse herido el Teniente Rosa Almán-
zar, hizo uso de su arma de reglamento y disparó contra
su agresor, logrando herirlo y desarmarlo"; e) que fue el
acusado Marcos Antonio Santana quien le hizo los dispa-
ros que le ocasionaron la muerte al Teniente Rosa Al-
mánzar";

Considerando que esos hechos de tal manera compro-
bados y admitidos por la Corte w-qua, constituyen el cri-
men de heridas ocasionadas voluntariamente y que produ-
jeron la muerte al Teniente de la Policía Nacional, Perfec-
to Rosa Almánzar; crimen previsto por el artículo 309 del
Código Penal y sancionado por dicho texto con la pena de
trabajos públicos: que, por tanto, al condenar al acusado
Marcos Antonio Santana, después de declararlo culpable del
mencionado crimen, a sufrir cinco años de reclusión, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, le aplicó una
sanción ajustada a la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, no contiene, en lo que concierne al
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-,
ción interpuesto por Marcos Antonio Santana contra la sen-
tencia dictada, en fecha 19 de septiembre de 1968 y en sus
atribuciones criminales, por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-

terior del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente
al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejeda.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnad a: Corte de Apelación de San Francisco de

Macorís, de fecha 10 de abril de 1969

Materia: Correccional

Recurrente: José Mauricio Fernández y compartes

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama. Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Baut . sta Rojas Almánzar. asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 12 de septiembre del año 1969, años 1260. de la
Independ'ncia y 107o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el pre-
venido José Mauricio Fernández, dominicano, mayor de
edad, soltero, chofer, cédula No. 38444, serie 56; Olga F.
Reyes de Rosario, dominicana, mayor de edad, casada, de
quehaceres domésticos cédula No. 26394, serie 56, puesta
en causa como civilmente responsable, ambos domiciliados
en el Municipio de San Francisco de Macorís; y la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., domiciliada en la ciudad de
Sant o Domingo, contra la sentencia correccional dictada por
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en fe-

cha 10 de abril de 1969, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos levantada en la Secreta-

ría de la Corte a-qua, en fecha 17 de abril de 1969, a re-
querimiento del Dr. Ambriorix Díaz, cédula No. 36990, se-
rie 56, y a nombre de los recurrentes, en la cual no se indi-
ca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, 463 del
Código Penal; 1384 del Código Civil; 1, 37 y 65 de la Ley
sobre Procedimieito de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en ocasión de un accidente automovilístico ocurrido en
la ciudad de San Fraicisco de Macorís, en fecha 29 de fe-
brero de 1968, a consecuencia del cual resultó con lesiones
que curaron después de diez y antes de veinte días la me-

nor Argentina Santos, ocasionadas con el automóvil placa
pública No. 45919, que manejaba el prevenido, y que era
propiedad de la señora de Rosario, la Segunda Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Duarte, dictó en fecha 22 de noviembre de 1968, una
sentencia cuyo dispositivo se transcribe en el de la senten-
cia impugnada; b) que contra dicha sentencia recurrieron
tanto el prevenido como la parte puesta en causa como ci-
vilmente responsable y la Compañía aseguradora de la res-
ponsabilidad civil, dictando con dicho motivo la Corte deApelación de San Francisco de Macorís, en fecha 10 de
abril de 1969, la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido el recurso de apelación interpuesto por el
Dr. Ramón Octavio Portela, a nombre y en representación
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del prevenido José Mauricio Fernández, de la persona civil-
mente responsable, señora Olga Francisca Reyes de Rosa-
rio, y la Compañía de Seguros Pepín S. A., contra senten-
cia de la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha 22
del mes de noviembre del año 1968, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Se declara buena y válida la constitu-
ción en Parte civil hecha por el señor Alejandro Santos pa-
dre y tutor de la menor Argentina Mercedes Santos, en cuan-
to a la forma, hecha por su abogado constituido Dr. Jesús
Antonio Pichardo, contra el prevenido: José Mauricio Fer-
nandez y la persona civilmente responsable Olga Reyes de
Rosario y la Cía. de Seguros "Pepín" S. A., Aseguradora del
vehículo por haber sido hecha en tiempo hábil de acuerdo
a la Ley; Segundo: Se Declara: al prevenido José Mauricio
Fernández culpable del hecho puesto a su cargo Viol. a la
Ley "241" en sus artículos 66, 101 y 102 en su acápite 3 y
art. 49 de dicha Ley, en perjuicio de la menor Argentina
Mercedes y en consecuencia se le condena a pagar una mul-
ta de RD$25.00 (Veinticinco Pesos Oro) y al pago de los
costos penales, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes: Tercero: Se Condena: al prevenido José Mauricio
Fernández conjunta y solidariamente con la persona civil-
mente responsable Sra. Olga Fea. Reynoso de Rosario y la
Cía. de "Seguros Pepín" S. A., o sea el chofer del referido
verículo, la propietaria de dicho vehículo y la Cía. Asegu-
radora respectivamente al pago de una indemnización as-
cendente a la suma de RD$800.00 (Ochocientos Pesos Oro),
en favor del Sr. Alejandro Santos, en su calidad de padre y
tutor legal de la menor Argentina Mercedes Santos, como
justa reparación por los daños morales y materiales sufrido
por él como consecuencia del accidente; Cuarto: Que la pre-
sente sentencia sea oponible a la Cía. Aseguradora de la
responsabilidad civil de la propietaria del vehículo que ha
causado el daño; Quinto: Se Condena: al prevenido José -411

Mauricio Fernández y a las personas civilmente responsable
al pago de las costas civiles con distracción en provecho del
Dr. Jesús Antonio Pichardo, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; SEGUNDO: Confirma en todas sus
partes la sentencia objeto del presente recurso de apelación;
TERCERO: Condena al prevenido José Mauricio Fernán-
dez, al pago de las costas penales; CUARTO: Condena a los
apelantes al pago de las costas civiles ordenando su distrac-
ción en favor del Dr. Jesús Antonio Pichardo, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO; Ordena que
la presente sentencia sea oponible a la Compañía de Segu-
ros Pepín S. A., en su calidad de aseguradora de la respon-
sabilidad civil de la señora Olga Francisca Reyes de Ro-
sario";

En cuanto a los recursos de la persona
puesta en causa como civilmente responsable y de la

Compañía Aseguradora

Considerando que según lo prescribe el artículo 37 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso.
fuere interpuesto por la parte civil y por la persona civil-
mente responsable y también por la aseguradora de dicha
responsabilidad, cuando ésta ha sido puesta en causa, dicho
recurso debe ser motivado en el acta declarativa, o, en su
defecto, en un escrito transmitido dierctamente a la Supre-
ma Corte de Justicia, a pena de nulidad;

Considerando que no habiéndose motivado el recurso
en el acta declarativa del mismo ,ni haberse sometido pos-
teriormente ningún escrito que supliera dicha omisión, los
recursos de que se trata son nulos;

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que la Corte a-qua se dió por establecidomediante la ponderación de los elementos de prueba que

41;
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Mauricio Fernández y a las personas civilmente responsable
al pago de las costas civiles con distracción en provecho del
Dr. Jesús Antonio Pichardo, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; SEGUNDO: Confirma en todas sus
partes la sentencia objeto del presente recurso de apelación;
TERCERO: Condena al prevenido José Mauricio Fernán-
dez, al pago de las costas penales; CUARTO: Condena a los
apelantes al pago de las costas civiles ordenando su distrac-
ción en favor del Dr. Jesús Antonio Pichardo, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Ordena que
la presente sentencia sea oponible a la Compañía de Segu-
ros Pepín S. A., en su calidad de aseguradora de la respon-
sabilidad civil de la señora Olga Francisca Reyes de Ro-
sario";

del prevenido José Mauricio Fernández, de la persona civil-
mente responsable, señora Olga Francisca Reyes de Rosa-
rio, y la Compañía de Seguros Pepín S. A., contra senten-
cia de la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha 22
del mes de noviembre del año 1968, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Se declara buena y válida la constitu-
ción en Parte civil hecha por el señor Alejandro Santos pa-
dre y tutor de la menor Argentina Mercedes Santos, en cuan-
to a la forma, hecha por su abogado constituido Dr. Jesús
Antonio Pichardo, contra el prevenido: José Mauricio Fer-
nandez y la persona civilmente responsable Olga Reyes de
Rosario y la Cía. de Seguros "Pepín" S. A., Aseguradora del
vehículo por haber sido hecha en tiempo hábil de acuerdo
a la Ley; Segundo: Se Declara: al prevenido José Mauricio
Fernández culpable del hecho puesto a su cargo Viol. a la
Ley "241" en sus artículos 66, 101 y 102 en su acápite 3 y
art. 49 de dicha Ley, en perjuicio de la menor Argentina
Mercedes y en consecuencia se le condena a pagar una mul-
ta de RD$25.00 (Veinticinco Pesos Oro) y al pago de los
costos penales, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; Tercero: Se Condena: al prevenido José Mauricio
Fernández conjunta y solidariamente con la persona civil-
mente responsable Sra. Olga Fca. Reynoso de Rosario y la

Cía. de "Seguros Pepín" S. A., o sea el chofer del referido
verículo, la propietaria de dicho vehículo y la Cía. Asegu-
radora respectivamente al pago de una indemnización as-
cendente a la suma de RDS800.00 (Ochocientos Pesos Oro),
en favor del Sr. Alejandro Santos, en su calidad de padre y
tutor legal de la menor Argentina Mercedes Santos, como
justa reparación por los daños morales y materiales sufrido
por él como consecuencia del accidente; Cuarto: Que la pre-
sente sentencia sea oponible a la Cía. Aseguradora de la
responsabilidad civil de la propietaria del vehículo que ha
causado el daño; Quinto: Se Condena: al prevenido José

En cuanto a los recursos de la persona
puesta en causa como civilmente responsable y de la

Compañía Aseguradora

Considerando que según lo prescribe el artículo 37 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso.
fuere interpuesto por la parte civil y por la persona civil-
mente responsable y también por la aseguradora de dicha
responsabilidad, cuando ésta ha sido puesta en causa, dicho
recurso debe ser motivado en el acta declarativa, o, en su
defecto, en un escrito transmitido dierctamente a la Supre-
ma Corte de Justicia, a pena de nulidad;

Considerando que no habiéndose motivado el recurso
en el acta declarativa del mismo ,ni haberse sometido pos-
teriormente ningún escrito que supliera dicha omisión, los
recursos de que se trata son nulos;

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que la Corte a-qua se dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
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fueron regularmen te administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: "a) que en la mañana del día 29 del mes
de febrero del año 1968, el prevenido José Mauricio Fer-
nández Sánchez, transitaba por la calle El Carmen de esta
ciudad, conduciendo el automóvil placa No. 45919, propie-
dad de la señora Olga Francisca Reyes de Rosario; b) que
después de pasar la esquina de la calle Papi Olivier estro-
peó con el susodicho vehículo a la menor Argentina San-
tos, de 7 años de edad, causándole traumatismos y equimo-
sis varias, que curaron después de diez y antes de veinte
días; c) que el accidente en cuestión ocurrió mientras la
menor agraviada intentó cruzar la calle El Carmen del la-
de izquierdo hacia el lado derecho; d) que el conductor del
vehícuo no tocó bocina ni redujo la velocidad, no obstante
observar que la menor en cuestión cruzaba la calle";

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos los elementos coistitutivos del delito de
golpes y heridas por imprudencia, ocasionados con el ma-
nejo de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49
de la Ley No. 241, y sancionado por la letra b) del mis-
mo artículo, con la pena de 3 meses a un año de prisión y
multa de cincuenta a trescientos pesos. cuando los golpes
y heridas produzcan enfermedad o imposibilidad para el
trabajo por diez días o más, pero menos de veinte; que, en
consecuencia, al condenar la Corte a-qua al prevenido José
Mauricio Fernández Sánchez. después de declararlo culpa-
ble, a veinticinco pesos de multa, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuamentes, le aplicó una sanción ajustada a
la Ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que
la Corte a-qua dió por establecido que el delito cometido por
el prevenido había ocasionado daños morales y materiales a
Alejandro Santos, padre y tutor de la menor agraviada,
constituído en parte civil, y cuyo valor estimó soberanamen-
te la Corte a-qua en la suma de RDS800.00; que al conde-

nar al prevenido conjunta y solidariamente con la persona
puesta en causa como civilmente responsable, al pago de
esa suma a título de indemnización, oponible a la asegura-
dora hizo en el caso una correcta aplicación de la Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al
prevenido vicio alguno que justifique su casaciói;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por Olga F. Reyes de Rosario y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, de fecha 10 de abril de 1969, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Re-
chaza el recurso interpuesto por el prevenido José Mauricio
Fernández, contra la misma sentencia; y, Tercera: Conde-
na a dicho prevenido al pago de las costas penales.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche II— Ma-
nuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Peras.— Joaquín
M. Alvarez Perellé.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

411101.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída v publicada por mí, Secretario General,
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días; c) que el accidente en cuestión ocurrió mientras la
menor agraviada intentó cruzar la calle El Carmen del la-
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vehícuo no tocó bocina ni redujo la velocidad, no obstante
observar que la menor en cuestión cruzaba la calle";

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos los elementos coistitutivos del delito de
golpes y heridas por imprudencia, ocasionados con el ma-
nejo de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49
de la Ley No. 241., y sancionado por la letra b) del mis-
mo artículo, con la pena de 3 meses a un año de prisión y
multa de cincuenta a trescientos pesos. cuando los golpes
y heridas produzcan enfermedad o imposibilidad para el
trabajo por diez días o más, pero menos de veinte; que, en
consecuencia, al condenar la Corte a-qua al prevenido José
Mauricio Fernández Sánchez, después de declararlo culpa-
ble, a veinticinco pesos de multa, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuamentes, le aplicó una sanción ajustada a
la Ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que
la Corte a-gua dió por establecido que el delito cometido por
el prevenido había ocasionado daños morales y materiales a
Alejandro Santos, padre y tutor de la menor agraviada,
constituído en parte civil, y cuyo valor estimó soberanamen-
te la Corte a-qua en la suma de RDS800.00; que al conde-
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Tribunal Superior Administrat ivo , de fecha

17 de septiembre de 1968

Materia: Contencioso-Administrativo

Recurrente: Estado Dominicano

Abogado: Dr. Néstor Caro, Procurador General Administrativo

Recurrido: Trigo Rodríguez Co. (La Troya)

Abogado: Dr. José Orlando Rodríguez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amama; Francisco Elpidio Beras; Joaquín M. Alvarez Pe-
relló; Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de sep-
tiembre de 1969. años 126o. de la Independencia y 107o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Estado
Dominicano, contra la sentencia dictada en fecha 17 de sep-
tiembre de 1968, por la Cámara de Cuentas de la Repúbli-
ca en funciones de Tribunal Superior Administrativos, cuyo
dispositivo se transcribe más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Néstor Caro, Procurador General Adminis-
trativo en la lectura de las conclusiones del Estado recu-
rrente;

Oído al Dr. José Orlando Rodríguez, cédula No. 61588,
serie ira., abogado de la recurrida, en la lectura de sus con-
clusiones; recurrida que es la firma Trigo Rodríguez Co.,
(La Troya), sociedad comercial con su domicilio en la Ave-
nida Mella No. 62 de esta Capital;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 15 de noviem-
bre de 1968, suscrito por el Procurador General Adminis-
trativo, en el cual se invoca contra la sentencia impugna-
da el medio que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 13 de diciem-
bre de 1968, suscrito por el abogado de la firma recurrida;

Visto el auto dictado en fecha 11 de septiembre del
corriente año 1969, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema Corte de Justicia, por medio del cual llama al Ma-
gistrado Joaquín M. Alvarez Perelló, Juez de este Tribunal,
para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la delibera-
ción y fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las leyes Nos. 684, de 1934; y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente y los Artículos 60 de la Ley que instituye la Juris-
dicción Contencioso Administrativo, No. 1494 de 1947, agre-
gado a dicha ley por la No. 3835 de 1959, y 1 y 20 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un ajuste hecho por la Dirección del Impues-
to Sobre la Renta, encargada de la liquidación del antiguo
impuesto sobre beneficios, en relación con las declaracio-
nes de la firma ahora recurrida correspondientes a los ejer-
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cicios comerciales 1960-1961 y 1961-1962, la referida firma,
que no estaba conforme con una parte de ese ajuste, recu-
rrió por último en alzada a la Secretaría de Esta jus

ado de Fi-

nanzas, la cual rechazó el recurso y mantuvo esta 	 que

consistía en que la firma no podía deducir del monto impo-
nible dos partidas de RD$5,400.00 cada una, por concepto
de sueldos pagados a su gerente Ramón Pérez Alonzo; b)
que la Resolución No. 327-67 del 19 de julio de 1967, de
la ecretaría de Estado de Finanzas, mantuvo el ajuste im-
pugnado, diciendo así en su parte dispositiva: "Resuelve:
Primero: Admitir, corno por la presente admite, en cuanto
a la forma, el recurso jerárquico elevado por la firma Tri-
go, Rodríguez & Co., contra la Resolución No. 145-66 de fe-
cha 22 de agosto del 1966, dictada por la Dirección General
del Impuesto sobre la Renta; SEGUNDO: Rechaza r, como

por la presente rechaza, en cuanto al fondo, el recurso je-
rárquico antes mencionado; TERCERO: Confirmariidi

, c 
cada
omo

por la presente confirma en todas sus partes, la 

Resolución No. 145-66 de fecha 22 de agosto del 1966, dicta-
da por la citada Dirección General; CUARTO: Comunica

r '

la presente Resolución a la Dirección General del Impues-
to sobre la Renta y a la parte interesada, para los fines pro-
cedentes"; c) que sobre recurso contencioso-administrativo

interpuesto por la firma ahora recurrida contra la Resolu-
ción de Finanzas ya mencionada, la Cámara de Cuenta de la
República, en funciones de Tribunal Superior Administr

a

-tivo, por su senteicia del 21 de marzo de 1968 rechazó ese
primer recurso y mantuvo la Resolución impugnada; d)
que, sobre recurso de revisión de la misma firma contra nada
primeraprimera sentencia, intervino la sentencia ahora impugnad
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Acoger, como al efecto acoge en cuanto a la forma, el pre
sente recurso en revisión, elevado por la Trigo, Rodríguez &
Co. (La Troya), contra la sentencia No. 4-68 de fecha 21 de
marzo de 1968, de este Tribunal Superior Administrativo;
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SEGUNDO: 'Revocar, como al efecto revoca, la aludida sen-
tencia; TERCERO: Revocar, como al efecto revoca, la Re-
solución No. 327-67 de fecha 13 de julio de 1967, dictada
por el Secretario de Estado de Finanzas, por improcedente
y mal fundada, únicameite en lo que respecta a la impug-
nación de la suma de RD$5,400.00 (sueldo anual del señor
Ramón A. Pérez Alonzo); CUARTO: Mantener, como al
efecto mantiene, la mencionada Resolución con todo su va-
lor y efecto en los demás aspectos de la misma";

Considerando, que, contra la sentencia q ue impugna, el
Estado recurrente invoca el siguiente medio: Medio Unico:

Errónea interpretación del inciso b) del párrafo del artícu-
lo 54 de la Ley No. 3861, del 26 de junio de 1954;

Considerando, que, contra la sentencia que impugna, el
rrente en la explanación de su medio es que, conforme al
Artículo 54, párrafo, inciso b) de la Ley de Impuesto sobre
Beneficios, No. 3861 de 1954, que fue el texto en que se basó
el Tribunal Superior Administrativo para solucionar el ca-
so er la sentencia impugnada, "si un accionista, un cónyuge,
un pariente dueño, un pariente de un socio, un pariente de
un accionista, recibe sueldos de una empresa, estas retribu-
ciones no serán deducibles como gastos, a no ser que éstos
realmente presten servicios en la empresa";

Considerando, que, en efecto, para justificar su deci-
sión, el Tribunal Superior Administrativo se fundó en lo
dispue .3to, sobre deducciones al monto imponible para la li-
quidación del impuesto sobre beneficios, en el texto del pá-
rrafo, inciso b) del Artículo 54 de la Ley de la materia, No.
3861 de 1954, y para ello transcribió en su tercer Consi-
derando los términos de ese texto legal; que, sin necesidad
de ponderar lo que sostiene el Estado en relación con el
verdadero alcance del texto citado, es evidente que se ha
hecho en el caso una improcedente aplicación del mismo,
Puesto que ese texto legal a lo que se refiere es al caso en
que los contribuyentes son campañías por acciones y no
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cicios comerciales 1960-1961 y 1961-1962, la referida firma,
que no estaba conforme con una parte de ese ajuste, recu-
rrió por último en alzada a la Secretaría de E

el
st

a ius
ado de Fi-

nanzas, la cual rechazó el recurso y mantuvo	
te, que
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la presente Resolución a la Dirección General del Impues-
to sobre la Renta y a la parte interesad a , para los fines pro-

cedentes"; c) que sobre recurso contencioso-administrativo

interpuesto por la firma ahora recurrida contra la Resolu-
ción de Finanzas ya mencionada, la Cámara de Cuenta de la
República, en funciones de Tribunal Superior Administra-
tivo, por su senteicia del 21 de marzo de 1968 rechazó ese
primer recurso y mantuvo la Resolución impugnada; d)
que, sobre recurso de revisión de la misma firma contra esa
primera sentencia, intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Acoger, como al efecto acoge en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso en revisión, elevado por la Trigo, Rodrígu ez &

Co. (La Troya), contra la sentencia No. 4-68 de fecha 21 de
marzo de 1968, de este Tribunal Superior Administrativo;
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SEGUNDO: Revocar, como al efecto revoca, la aludida sen-
tencia; TERCERO: Revocar, como al efecto revoca, la Re-
solución No. 327-67 de fecha 13 de julio de 1967, dictada
por el Secretario de Estado de Finanzas, por improcedente
y mal fundada, únicameite en lo que respecta a la impug-
nación de la suma de RD$5,400.00 (sueldo anual del señor
Ramón A. Pérez Alonzo); CUARTO: Mantener, como al
efecto mantiene, la mencionada Resolución con todo su va-
lor y efecto en los demás aspectos de la misma";

Considerando, que, contra la sentencia aue impugna, el
Estado recurrente invoca el siguiente medio: Medio Unico:
Errónea interpretación del inciso b) del párrafo del artícu-
lo 54 de la Ley No. 3861, del 26 de junio de 1954;

Considerando, que, contra la sentencia que impugna, el
rrente en la explanación de su medio es que, conforme al
Artículo 54, párrafo, inciso b) de la Ley de Impuesto sobre
Beneficios, No. 3861 de 1954, que fue el texto en que se basó
el Tribunal Superior Administrativo para solucionar el ca-
so e:' la sentencia impugnada, "si un accionista, un cónyuge,
un pariente dueño, un pariente de un socio, un pariente de
un accionista, recibe sueldos de una empresa, estas retribu-
ciones no serán deducibles como gastos, a no ser que éstos
realmente presten servicios en la empresa";

Considerando, que, en efecto, para justificar su deci-
sión, el Tribunal Superior Administrativo se fundó en lo
dispue .-;to, sobre deducciones al monto imponible para la li-
quidación del impuesto sobre beneficios, en el texto del pá-
rrafo, inciso b) del Artículo 54 de la Ley de la materia, No.
3861 de 1954, y para ello transcribió en su tercer Consi-
derando los términos de ese texto legal; que, sin necesidad
de ponderar lo que sostiene el Estado en relación con el
verdadero alcance del texto citado, es evidente que se ha
hecho en el caso una improcedente aplicación del mismo,
Puesto que ese texto legal a lo que se refiere es al caso en
que los contribuyentes son campañías por acciones y no
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compañías en nombre colectivo, sujetas a reglas distintas
en lo relativo a deducciones; que, en la especie que se exa-
mina, del contexto de la sentencia, de la Resolución de la Se-
cretaría de Finanzas que fue impugnada, y de las instancias
de la firma recurrida en todo el proceso, resulta establecido
y reconocido que se trataba de una sociedad comercial en
nombre colectivo y no de una compañía por acciones; que
por efecto de esa misma confusión, el Tribunal Superior
Administrativo omitió hacer las debidas consideraciones
acerca de los motivos que se habían expuesto en la Resolu-
ción de la Secretaría de Estado de Finanzas y en las que
dieron lugar a ella que fueron confirmadas por la Secreta-
ría de Estado, según los cuales motivos el gerente Ramón
Pérez Alonzo era, en la realidad económica, un socio de la
sociedad en nombre colectivo, Trigo, Rodríguez & Co., (Tro-
ya); que, por tanto, la sentencia impugnada carece de base
legal acerca de la cuestión clave que debía resolver con los
debidos motivos resultantes de los textos de la Ley No.
3861 de 1954 concernientes a las sociedades en nombre co-
lectivo y a la realidad económica, vicio que en toda materia
puede suscitar de oficio la Suprema Corte de Justicia, por
lo cual la sentencia que se impugna debe ser casada por fal-
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Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia._ Ernesto Curiel hijo.
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en sti encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,Que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

ta de base legal;

Por tales motivos, Casa la sentencia dictada en fecha
17 de septiembre de 1968 por la Cámara de Cuentas de la
República en funciones de Tribunal Superior Administra-
tivo, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo y envía el caso al mismo Tribunal para los
fines legales.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar Y
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puede suscitar de oficio la Suprema Corte de Justicia, por
lo cual la sentencia que se impugna debe ser casada por fal-
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Por tales motivos, Casa la sentencia dictada en fecha
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado) : Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE SEPTIEMBRE DEL 1969 'Ilig

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera

Instancia del Distrito Nacional, de fecha 27 de enero

de 1969

Materia: Trabajo

Recurrente: Eduardo Antonio Reyes

Abogado: Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel Mangual

Recurrido: Industrial Lechera, C. por A.

Abogado: Dr. R. A. Ortiz Peña

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H.. Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras. Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santia go Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Distrito Nacio-
nal hoy día 12 de septiembre del año 1969, años 126o. de
la Independencia y 1070. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eduardo
Antonio Reyes, dominicano, mayor de edad, casado, chofer,
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 5632, se -

rie 40, contra la sentencia dictada en fecha 27 de enero de
1969 por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera

Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Sandino González de León, a nombre de

los Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel Man-
gual, cédulas Nos. 24229 y 18900, series lra., respectiva-
mente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. R. A. Ortiz Peña, cédula No. 59586, serie
lra., abogado de la recurrida, la Industrial Lechera, C. por
A , empresa del Estado en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito
por sus abogados y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 28 de febrero de 1969,
e igualmente el escrito ampliativo del mismo, de fecha 13
de junio del mismo año, notificado en fecha 18 del mismo
mes;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito
por su abogado en fecha 20 de marzo de 1969, y la amplia-
ción del mismo de fecha 27 de junio de igual año;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-.,
• cado y vistas las leyes Nos 6070 del 9 de octubre de 1962
y 5235 sobre Regalía Pascual; 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada in-
tentada por Eduardo Antonio Reyes contra la Industrial
Lechera, C. por A., el Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional dictó en fecha 25 de junio de 1968 una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Re-chaza en todas sus partes las conclusiones de la parte de-
mandada por improcedentes y mal fundadas, y acoge las
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por sus abogados y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 28 de febrero de 1969,
e igualmente el escrito ampliativo del mismo, de fecha 13
de junio del mismo año, notificado en fecha 18 del mismo
mes;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito
por su abogado en fecha 20 de marzo de 1969, y la amplia-
ción del mismo de fecha 27 de junio de igual año;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistas las leyes Nos 6070 del 9 de octubre de 1962
y 5235 sobre Regalía Pascual; 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada in-
tentada por Eduardo Antonio Reyes contra la Industrial
Lechera, C. por A., el Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
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del demandante, por ser justas y reposar sobre base legal;
SEGUNDO: Declara injustificado el despido y resuelto el.

contrato de Traba jo que ligaba a las partes, por cul pa del

patrono y con responsabilidad para el mismo; TERC ERO:

Rechaza el pedimento formulado por el demandante en el
ordinal V de sus conclusiones originales, por los motivos
antes señalados; CUARTO: Ordena a la empresa Industrial

Lechera, C. por A., expedir en favor del señor Eduardo An-
tonio Reyes, el certificado a que se refiere el artículo 63
del Código de Trabajo; QUINTO: Condena a la empresa

Industrial Lechera, C. por A., a pagarle al señor Eduardo
Antonio Reyes, los valores siguientes: 12 días de salario
por concepto de preaviso; 10 días por concepto de auxilio
de cesantía; 12 días por vacaciones no disfrutadas ni paga-
das; la proporción de regalía obligatoria del año 1967, así
como al pago de los tres meses de salario acordados en el
inciso aro. del artículo 84 del Código de Trabajo; SEXTO:
Condena al patrono Industrial Lechera, C. por A., al pago
de las costas del procedimiento, y éstas debendi straí

-das en favor del Dr. Juan Luperón Vás.quez quien afirma

haberlas avanzado en su totalidad"; b) . que sobre el recur-

so	

,
 interpuesto por la Industrial Lechera, C. por A., la Cá- •

mara de Trabajo del Distrito Nacional dictó la sentencia .*1;
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiew

te: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido tanto en
la forma como en el fondo el recurso de apelación inter-
puesto por la Industrial Lechera, C. por A., contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional,.
cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior de esta
misma sentencia y en consecuencia Revoca la sentencia im-

pugnada; SEGUNDO: Rechaza la demanda original incoa-
da por Eduardo Antonio Reyes contra La Industrial Leche
ra, C. por A. por improceden te e infundada según los 1110:.	 i;

tivos expuestos; TERCERO: Condena a la parte sucurn;
biente, Eduardo Antonio Reyes, al pago de las costas, de

•

conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302, del
18 de junio del 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenan-
do su distracción en favor del Dr. Ramón A. Ortiz Peña,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

. Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción a la Ley No. 6070 del 9 de octutve de 1962.— Viola-

* ción al principio IV fundamental del Código de Trabajo.—
Violación a la Ley No. 5235 del 25 de octubre de 1959 so-
bre Regalía Pascual Obligatoria.— Violación al artículo
171 del Código de Trabajo.— Falta de Motivos y de Base
Legal.— Desnaturalización de los hechos del proceso.
Segundo Medio: Violación de los artículos 36, 37, 38, 42 pá-
rrafo 5to., 43 párrafo 9no., 40 párrafo 8vo. del Código de
Trabajo.— Violación de los artículos 1875, 1881, 1883 del
Código Civil.— Falta de Motivos y de Base Legal;

Considerando que, igualmente, el recurrente invoca en
el escrito de ampliación de su memorial de casación, tanto
la inconstitucionalidad de la Ley No. 6070 de 1962, como
la violación de la misma Constitución, en lo que ha sido
objeto de fallo;

Considerando que aunque el artículo 5 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, prescribe que en asuntos civiles
y comerciales el recurso se interpondrá mediante un memo-
rial que contenga "todos" los medios en que se funde, lo
que se ha interpretado en el sentido de que los medios no
propuestos en el memorial de casación mismo, no pueden
serlo en el ampliativo, tal limitación no puede ser extensiva
a los medios fundados exclusivamente en un desconoci-
miento o violación de la Constitución, que ello es así debido
a, la primacía de la observancia de la Constitución, cuya
intangibilidad, en razón del supremo interés público en ello
envuelto, está por encima de cualesquiera otras normas de
menor jerarquía;

lr
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SEGUNDO: Declara injustificado el despido y resuelto el

contrato de Traba j o que ligaba a las partes, por cul pa del
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Condena al patrono Industrial Lechera, C. por A., al pago
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haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre el recur-
so interpuesto por la Industrial Lechera, C. por A., la Cá-
mara de Trabajo del Distrito Nacional, dictó la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivoe s el siguien-.

te: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido tanto en
la forma como en el fondo el recurso de apelación inter
puesto por la Industrial Lechera, C. por A., contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, :20.„

cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior de esta
misma sentencia y en consecuencia Revoca la sentencia im-
pugnada; SEGUNDO: Rechaza la demanda original incoa-
da por Eduardo Antonio Reyes contra La Industrial Leche-
ra, C. por A., por improceden te e infundada según los mo.:.

tivos expuestos; TERCERO: Condena a la parte sucurn-
biente, Eduardo Antonio Reyes, al pago de las costas, de

conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302, del
18 de junio del 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenan-
do su distracción en favor del Dr. Ramón A. Ortiz Peña,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción a la Ley No. 6070 del 9 de octulye de 1962.— Viola-
ción al principio IV fundamental del Código de Trabajo.—
Violación a la Ley No. 5235 del 25 de octubre de 1959 so-
bre Regalía Pascual Obligatoria— Violación al artículo
171 del Código de Trabajo.— Falta de Motivos y de Base
Legal.— Desnaturalización de los hechos del proceso.—
Segundo Medio: Violación de los artículos 36, 37, 38, 42 pá-
rrafo 5to., 43 párrafo 9no., 40 párrafo 8vo. del Código de
Trabajo.— Violación de los artículos 1875, 1881, 1883 del
Código Civil.— Falta de Motivos y de Base Legal;

Considerando que, igualmente, el recurrente invoca en
el escrito de ampliación de su memorial de casación, tanto
la inconstitucionalidad de la Ley No. 6070 de 1962, como
la violación de la misma Constitución, en lo que ha sido
objeto de fallo;

Considerando que aunque el artículo 5 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, prescribe que en asuntos civiles
y comerciales el recurso se interpondrá mediante un memo-
rial que contenga "todos" los medios en que se funde, lo
que se ha interpretado en el sentido de que los medios no
propuestos en el memorial de casación mismo, no pueden
serlo en el ampliativo, tal limitación no puede ser extensiva
a los medios fundados exclusivamente en un desconoci-
miento o violación de la Constitución, que ello es así debido
a la primacía de la observancia de la- Constitución, cuya
intangibilidad en razón del supremo interés público en elloenvuelto, está por encima de cualesquiera otras normas de
menor jerarquía;



3058
	 BOLETIN JUDICIAL

Considerando que, en este orden, el recurrente alega,
en síntesis, que en la decisión impugnada se ha incurrido
en la violación de los acápites a, b, c y d, del inciso II,
artículo 8 de la Constitución, y del artículo 46 de la mis-
ma, que declara la nulidad de pleno derecho de toda ley,
decreto, resolución, reglamento u otro acto contrarios a
ella, debido a que se ha negado al recurren te los beneficios

que las disposiciones constitucionales arriba citadas garan-
tizan a los trabajadores en caso de despido injustificado, e

igualmente al hacerse aplicación de la Ley No. 6070, de
1962, la cual está en conflicto con los artículos 8 y 46 de

la Constitución del Estado, al disponer la compensación en-
tre las prestaciones garantizadas constitucionalmente a los

trabajadores y las acreencias que tengan contra ellos los 4,,P

patronos; pero,
Considerando que no basta para justificar sus alegatos,

que el recurrente se limite a una generalización enunciati-
va de sus agravios contra la sentencia recurrida, como ob-
viamente resulta de lo arriba expuesto; que es necesario
además, para que la Suprema Corte de Justicia quede en
condiciones de analizar adecuadame nte la seriedad y funda-

mento de un medio, que el recurrente proceda a una expo-
sición coherente y razonablemente motivada ,aún sucinta,
pero específica del mismo, lo que no ocurre en la especie;
pues en resumen lo que parece querer alegar el recurrente
es que la Constitución prohibe la compensació n en esta ma-

teria, lo que no es cierto, por lo que nada se opone a que
el legislador la establezca para ciertos casos, como ocurre
con la Ley No. 6070 de 1962;

Considerando que en el primer medio de su memorial
la recurrente alega, en síntesis, que la Ley No. 6070 de
1962, que dispuso la compensaci ón de los créditos que loa

préstamospréstamos tuvieran las empresas estatales con sus emple
dos, fue dictada para conjurar exclusivam ente el problema

que crearon los empleados de dichas empresas que habían
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contraído deudas considerables con la misma, hasta la fecha
de su promulgación; que habiendo tenido por objeto dicha
ley conjurar una situación desaparecida ya, sus efectos no
pueden extenderse más allá del término de su vigencia, co-
mo lo ha hecho en la decisión impugnada el juez a-quo; que
además dicho juez no determinó —obligación ineludible pa-
ra él—, si las sumas alegadamente adeudadas por el actual
recurrido eran provenientes o no de préstamos otorgados al
trabajador, que es una de las condiciones de aplicabilidad de
la ley, o si tan sólo, como se alegó ante los jueces del fon-
do, una deuda cuyo reconocimiento fue obtenido coactiva-
mente mediante la amenaza de un despido, y por tanto afec-
tado en su origen por un vicio de consentimiento, y cuya nu-
lidad fue pedida sobre tal fundamento como por la viola-
ción del principio IV del Código de Trabajo, opuesto a la
limitación por el patrono de los derechos de los trabajado-
res; que igualmente —sigue expresando el recurrente—,
el juez a-quo incurrió en la violación de la Ley sobre Re-
galía Pascual, al negarse a acordarla al trabajador que la
solicitó, no obstante a que la compensación a que se refiere
la ley No. 6070, suponiendo de lugar su aplicación en la es-
pecie, no puede comprender más prestaciones que las rela-
tivas al preaviso y el auxilio de cesantía; y, por último, que
la decisión impugnada no contiene los motivos de hecho y de
derecho que justifiquen su dispositivo, en particular en lo
atinente a la nulidad que le fue propuesta del documento
de reconocimiento de la supuesta deuda, y además carece
de base legal; e incurriendo también en la desnaturaliza-
ción de los hechos de la causa, ya que la propia parte recu-
rrida admitió que las botellas que motivaron sus exigencias
se perdían o rompían, y por tanto no eran cobradas a los
trabajadores; pero,

Considerando que según lo prescribe el artículo 1ro.
de la Ley No. 6070 del 9 de octubre de 1962, "En todos los
casos en que los trabajadores de las empresas controladas
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Considerando que, en este orden, el recurrente alega,
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en la violación de los acápites a, b, c y d, del inciso II,

artículo 8 de la Constitución, y del artículo 46 de la mis-
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decreto, resolución, reglamento u otro acto contrarios a
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tizan a los trabajador es en caso de despido injustificado,dee

igualmente al hacerse aplicación de la Ley No. 6070, 
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patronos; pero,
Considerando que no basta para justificar sus alegatos,

que el recurrente se limite a una generalización enunciati-
va de sus agravios contra la sentencia recurrida, como ob-
viamente resulta de lo arriba expuesto; que es necesario
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por, el Estado, tengan al momento de ser desahuciados deu-
das pendientes con las empresas a las cuales presten sus
servicios, se operará la compensación de pleno derecho en-
tre las sumas que les adeudan los trabajadores y el impor-
te correspondiente al preaviso y el auxilio de cesantía";
que, a su vez, el artículo 2 de la misma ley reza así: "La
anterior disposición se aplicará aún en los casos en que el
patrono haya sido condenado a pagar indemnizaciones por
despido injustificado ,al amparo de lo previsto por el artícu-
lo 84 del Código de Trabajo;

Considerando que según resulta de sus propios térmi-
nos, la disposición legal anteriormente transcrita tiene por
finalidad exclusiva contribuir al mantenimiento de la ope-
rabilidad económica de las empresas comerciales estatales,
protegiéndolas contra la morosidad e insolvencia de sus
propios empleados y trabajadores, cuando dichas empresas
sean sus legítimas acreedoras, como consecuencia de cré-
ditos resultantes de las relaciones obrero-patronales, dispo-
sición ésta restrictiva de los alcances del principio IV del
Código de Trabajo, que nada se opone a que el legistlador
la adoptase, y que aunque dictada en ocasión de los cuantio-
sos adeudos que los empleados de las empresas de que se
tratan tenían con las mismas cuando dicha ley fue dictada,
extiende en el tiempo, indefinidamente, sus efectos, lo que
se confirma por el hecho de no fijar ninguno de los artícu-
los de la referida ley, un término para su vigencia, tenien-
do efecto la compensación de pleno derecho, corresponde a
los jueces del fondo para determinar sus alcances en caso
de litigio, precisar únicamente el monto de las respectivas
acreencias de patronos y obreros, las que aparte de las re-
presentadas por el preaviso y el auxilio de cesantía, sola-
mente comprenden las pronunciadas a título de indemniza-
ción en caso de despido injustificado ,según los términos
del artículo 2 de la Ley No. 6070, más arriba transcrito, es-
capando por tanto a la compensación las prestaciones por

vacaciones no pagadas y la regalía pascual, que no tienen
el carácter de indemnización;

Considerando que son hechos constantes que el actual
recurrente era un distribuidor a domicilio de la leche proce-
sada por su patrono, la Industrial Lechera, C. por A., la
cual era distribuída en botellas de vidrio, que el chofer dis-
tribuidor debía recoger y devolver a la empresa, después de
usadas, aparte, desde luego, de las que no fueran vendidas,
y que en fecha 25 de julio de 1967, el actual recurrente, al
igual que otros choferes distribuidores, suscribió un docu-
mento en el cual los firmantes, como se consigna en el fallo
impugnado expresan que de conformidad con lo acordado
en la reunión que se llevó a efecto en esa administración (la
de la empresa), ellos solicitaban que los valores correspon-
dientes a los envases de cristal que tienen pendientes de en-
trega a la empresa el día 25 de julio de 1967, les sean car-
gados en sus cuentas, al precio de costo, según detalle in-
dicado en la misma carta, y en la cual el intimado reconoce
deber 2,096 botellas con un costo de RD$302.87; que poste-
riormente, o sea el 8 de noviembre del mismo año de 1967.
la empresa resolvió hacer empleo de su derecho de desahu-
cio y terminar el contrato de trabajo que la vinculaba con
Reyes, compensando las prestaciones que les correspondían
por lo cual éste inició su demanda;

Considerando que el juez a-quo, para dictar su fallo se
fundó esencialmente, en que habiendo reconocido el intima-
do adeudarle a la Empresa la suma indicada, la cual es
superior a las prestaciones que le corresponden, la empre-
sa actuó correctamente al compensar dichas sumas en vir-
tud de la facultad que le confiere la Ley 6070, y en que
(respondiendo así a la alegada coacción ejercida contra el
obrero) "no se puede considerar que dicho trabajador lo ha
hecho por presión del patrono el reconocimiento de su dell-

,da), mucho menos en el caso de la especie en que el inti-
mado firmó la carta de referencia conjuntamente con otros
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cinco trabajadores de la empresa que también adeudaban
por concepto de botellas vacías; condiciones en que, sigue
expresándose en la sentencia, "es difícil presumir que dicha
deuda no fuese cierta y que la carta en cuestión (el reco-
nocimiento de deuda) fuese obtenido por el patrono median-

te presiones";
Considerando que lo anteriormente expuesto pone de

manifiesto que lejos de incurrir el juez a-quo en la decisión

impugnada en las violaciones invocadas, hizo en el caso,
usando de los poderes que les son reconocid os 2 los jueces

del fondo, una soberana apreciació n de los hechos y circuns-

tancias de la causa, lo que escapa a la crítica de la casación;
que, por otra parte dicha decisión contiene motivos suficien-
tes y pertinentes que justifican su dispositiv o y una expo-

sición de los hechos y circunstancias de la causa que han
permitido a esta Suprema Corte de Justicia ejercer plena-
mente sus facultades de control, por lo que, salvo lo que se
expresa inmediatamente, el presente medio debe ser deses-

timado;
Considerando que como ya ha sido consignado antes,

la regalía pascual ni las vacaciones no pagadas pueden en-
trar en compensació n ; que, por consiguiente, al ser incluí-
das en la compensación ambas prestaciones por el fallo im-
pugnado, se ha hecho en este aspecto, en el mismo, una
falsa aplicación de la Ley No. 6070, por lo cual la decisión

impugnada debe ser casada en esos puntos;
Considerando que en el desenvolvimie nto del segundo

medio del recurso, el recurrente alega, en síntesis, que se-
gún el artículo 36 del Código de Trabajo, el contrato de
trabajo solamente obliga a lo expresamente pactado y a

todas las consecuencias que sean conformes con la buena fe,
la equidad, el uso o la ley; que, por tanto, para que el pa-
trono hubiese podido exigirle al trabajador recurrente el
pago de los envases perdidos o deteriorad os, era preciso ha-

ber establecido que cuando se formuló el contrato, el traba-
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jador asumió tal obligación lo que el juez a-quo dió inde-
bidamente por establecida, al dictar su fallo, sin que se hi-
ciera la prueba correspondiente; que aún cuando efectiva-
mente se hubiera comprobado que el obrero contrajo tal
obligación, lo decidido estaba en pugna con el párrafo 5to.
del artículo 42 del Código de Trabajo, que dispone no se pue-
de exigir ningún pago o alquiler de los instrumentos o úti-
les necesarios para la ejecución del trabajo, en lo que va
envuelto también la violación del ya indicado Principio IV
del Código de Trabajo, al igual que sus artículos 38 y 43,
párrafo 4to., y también el artículo 4to., párrafo Svo., según
el cual la obligación del trabajador sólo alcanza a conser-
var en buen estado los instrumentos y útiles que se le fa-
cilitan para el trabajo, no siendo responsable de su deterio-
ro normal ni del ocasionado por caso fortuito o de fuerza
mayor; que, igualmente en la decisión impugnada se ha in-
currido en la violación del artículo 37 del Código de Traba-
jo. tecla vez nue a pesar de la prohibición contenida en el
párrafo 5to. de su artículo 42, el juez a-que validó el docu-
mento del 25 de julio de 1967, mediante el cual el patrono
obtuvo ilegalmente el reconocimiento de una supuesta deu-
da; oue además, para que al trabajador se le pudiera cobrar
vál i damente por las botellas perdidas, era necesario haber
establecido que las mismas no les fueron entregadas como
consecuencia del contrato con el patrono, sino a título de
préstamo y, además. que éste no era gratuito, le aue no se
estableció; que, por último, el recurrente alega; que al con-siderar el juzgado a-quo válido el documento suscrito por
el trabajador en provecho del patrono, el 25 de julio de
1967, y considerar de lugar la compensación invocada por
el patrono, no dió en su decisión los motivos pertinentes y
adecuados para justificarla ni las razones de hecho que per-
mitan a la Suprema Corte de Justicia ejercer eficazmente
sus facultades de control; pero,

Considerando que, en principio, no pueden ser objeto
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de impunación en la casación, sino aquellos puntos que ha-
yan sido objeto de contestación por ante los jueces del foima

n-

do; que en la decisión impugnada se consigna: "que el int 

do (el actual recurrente) pide que se declare la nulida de

ese reconocimiento de la deuda, en razón de que dicha del

d
car-

ta fue firmada por él mientras estaba bajo la influencia 
patrono, y en virtud del principio IV del Código de Trabajo";
que lo así expresado revela que solamente e motivo vio-

de

debate por ante dicha jurisdicción el alegado estado de

lencia en que se encontraba el trabajador otorgarreconocía

su deudor. y la limitación que dicha obligación implicaba,
a juicio del recurrente, a sus derechos frente al patrono,
lo que no es contradicho por el tenor de sus a

 conclusiones

por ante el juez a-quo; que, por tanto los agrvios
dos en este segundo medio. con excepción del relacionad

o .411

con el reiterado principio W del Código de Traba
jo, y el

artículo 38 del mismo, así como los referentes a la falta de
motivos y falta de base legal, ya alegados y respondidos

rten el examen del medio anterior, carecen de peinencia y
deben ser desestimados, pues que ellos tienden, como ha sido
indicado, a objetar aspectos del caso que no fueron espe-
cialmente contestados por ante los jueces del fondo;

Considerando que las costas podrán ser compensadas
cuando las partes sucumban respectivamente en algunos

puntos de la contestación;	
-

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada

por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan

-cia del Distrito Nacional, en fecha 27 de enero de 1969,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-*
senté fallo, en lo relativo a la compensación de la regalía

pascual y las vacaciones no pagadas; Segundo: Rechaz
a el

recurso de casación interpuesto por Antonio Eduardo Re-
yes, contra la misma sentencia en sus demás aspectos; Ter-
caro: Envía el asunto así delimitado, por ante el Juzgada

BOI=IN JUDICIAL
	

Ó65

írié - Primera-rástancia -de San Pedro de Macorís, en atribu-
ciones de tribunal de trabajo de segundo grado; Cuarto:•	 .. 
Üorti. penáá láá costas.	 • •

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henríquez.—
Manuel A. Arniama — Francisco Elpidio Beras .— Juan
Baut'sta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 	 •

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída- y publicada Obr mí, Secretario General,
que certifico. (Firrnadó): ErnestO Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 14

de octubre de 1968

Materia: Tierras

Recurrente: Antonio Basilio

Abogado : Dr. Pablo Féliz Peña

Recurrido: Dr. Rafael Octavio Rodríguez López

Abogado : Lic. Angel S. Canó Pelletier

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas
Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 del mes de sep-
tiembre de 1969, años 126o. de la Independenc ia y 107o. de

la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:	 :Limo

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio
Basilio, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, cé-
dula No. 1248, serie 12, domiciliado y residente en la Sc'e

ción "Pedro Corto", Municipio de San Juan de la Maguana,
contra la sentencia de fecha 14 de octubre de 1968, dictada
por el Tribunal Superior de Tierras en relación con la Par-
cela No. 1656 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio

de San Juan de la Maguana, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el Memorial de Casación depositado en la Secre-

taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 10 de Di-
ciembre de 1968, y suscrito por el Dr. Pablo Feliz Peña,
cédula No. 21462, serie 18, abogado del recurrente, en el
cual se invoca el medio que se indica más adelante;

Visto el Memorial de Defensa de fecha 7 de enero de
1969, suscrito por el Lic. Angel S. Canó Pelletier, cédula
No. 334, serie 10, abogado del recurrido Dr. Rafael Octavio
Rodríguez López, dominicano, mayor de edad, casado, mé-
dico, domiciliado y residente en la ciudad de San Juan de la
Maguana, cédula No. 2677, serie 54;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7, 11, 16, 84 y 271 de la Ley
de Registro de Tierras; 1582, 1619 y 1622 del Código Civil;
141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley
Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo del saneamiento de la "Parcela No. 1656 del D. C. No. 3
del Municipio de San Juan de la Maguana, el Tribunal de
Tierras de Jurisdicción Original dictó su Decisión No. 4
de fecha 19 de julio del 1967, por medio de la cual ordenó
el registro del derecho de propiedad de la misma en favor
del Dr. Rafael Octavio Rodríguez López, y rechazó el pedi-
mento formulado por Antonio Basilio, por improcedente e
infundado"; b) que sobre recurso de apelación de Antonio
Basilio el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 14
de octubre de 1968, la sentencia ahora impugneda en casa-
ción , con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se admi-
te en la forma y se rechaza en cuanto al fondo, el recurso
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de apelación interpues to por el señor José Antonio Basilio, a
nombre y en representación del señor Antonio Basilio Piña,
en fecha 27 de julio del 1967, contra la Decisión No. 94 de
fecha 19 de julio del 1967, dictada por el Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original en relación con la Parcela
Número 1656, del Distrito Catastral Número 3 del Munici-
pio de San Juan de la Maguana; Segundo: Se confirma, en
todas sus partes, la decisión recurrida cuyo dispositivo dice
así: "Parcela Número 1656 36 Has., 29. As., 48 Cas.— Pri-
mero: Que debe rechazar, como al efecto rechaza, el pedi-
mento del señor Antonio Basilio, dominicano, mayor de
edad, soltero, agricultor, de la cédula de identificación per-
sonal No. 1248, serie 12, domiciliado y residente en la Sec-
ción de "Pedro Corto", Municipio de San Juan de la Ma-
guana, formulado por su representante José Antonio Basi-
lio de generales que constan en el expediente; por impro-
cedente y mal fundada; Segundo: Que debe Ordenar, como
al efecto Ordena, el registro del derecho de propiedad de la
totalidad de esta Parcela conforme al plano catastral, en fa-
vor del Dr. Rafael Octavio Rodríguez López, dominicano,
mayor de edad, casado bajo el régimen de la comunidad
legal con Nicelia Paniagua, médico, portador de la cédula
de identificación personal No. 2677, serie 54, domiciliado
y residente en la casa No. 41 de la calle "27 de Febrero"
de la ciudad de San Juan de la Maguana, con sus mejoras
consistentes en una cerca de alambre de púas a siete cuer-
das, yerbas de guinea, un pozo tubular con su tina de con-
creto techado de zinc, una casa da blocks de una sola plan-
ta con techo de blocks y piso de cemento, una bomba para
agua con su motor";

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su
recurso de casación el siguiente medio: "Violación del A r

-tículo 84 de la Ley de Registro de Tierras Nos. 1542, de
fecha 7 de Noviembre de 1947, y del Artículo 141 del CCP.

digo de Procedimiento Civil, desnaturalización de los he-
chos, falsa y erróneos motivos y falta de base legal";

Considerando que en el desarrollo del medio propuesto
el recurrente sostiene en síntesis que el caso no fue objeto
de una instrucción adecuada; que el documento de venta que
él otorgó al Dr. Rafael Octavio Rodríguez López, fue des-
naturalizado, pues él sólo vendió 537,80 tareas ,y el terre-
no vendido resultó tener 577.38 tareas, es decir, que él no
vendió la total:dad de la parcela; y que ambos (comprador
y vendedor) "tenían conocimiento de dicha diferencia de
terrenos y que la misma se reconocía como propiedad del
recurrente"; que, por tanto, el Tribunal de Tierras al no en-
tenderlo así desnaturalizó el acto de venta; que él nunca
ha negado haber vendido 537.80 tareas, pero que el negocio
no fue realizado sobre un predio de "más o menos tantas
tareas", sino sobre la cantidad antes dicha; que al situar
el Tribunal de Tierras el caso dentro del Artículo 1619 del
Código Civil cometió un grave error, todo lo cual a su jui-
cio le hizo incurr'r en las violaciones y vicios por él denun-
ciados, por lo que la sentencia impugnada debe ser casa-
da; pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que tanto en jurisdicción original como en ape-
lación, los jueces del fondo dieron por establecido que por
acto No. 53 de fecha 23 de noviembre de 1961 que instru-
mentó el Notario Lic. Angel S. Canó Pelletier, de San Juan
de la Maguana, Antonio Basilio vendió al Dr. Rodríguez
López un predio de terreno, dentro de límites determinados,
al cual las partes atribuyeron una superficie aproximada de
537.80 tareas, terreno que en la mensura catastral quedó
individualizado como Parcela No. 1656 del Distrito Catas-
tral No. 3 de San Juan, con una diferencia de 39.38 tareas;señalando el Tribunal a-quo en los motivos de su fallo quehabía comprobado "mediante la verificación de los linderos
de la cosa vendida, dados en el documento redactado por
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el Notario, y los especificados en el plano catastral de la
Parcela"... que son exactamente los mismos";

Considerando que tanto la acción en suplemento de pre_
cio, que es la que en la especie se plantea, como la acción
en disminución de precios, previstas ambas en el Artículo
1619 del Código Civil, están sujetas a la caducidad que esta-
blece el Artículo 1622 del mismo Código que dice así: "La
acción en suplemento del precio por parte del vendedor, y la
en disminución del mismo o de rescisión del contrato por
parte del comprador, deben intentarse dentro del ario, a
contar del día del contrato, bajo pena de caducidad"; que,
al entenderlo y decidirlo de ese modo el Tribunal a-quo,

después de haber establecido los hechos precedentemente
narrados, lejos de incurrir en las violaciones que se denun-
cian, hizo una correcta interpretación y aplicación de la
ley; que con ello no desnaturalizó como se pretende el acto
de venta, sino que le atribuyó su verdadero sentido y a]-
canee pues quedó comprobado —según se dijo antes— que
los linderos del predio vendido y los de la parcela ocupada
por el comprador, y por él reclamada, eran los mismos; que.
además, los motivos dados dejan satisfechas por ser perti-
nentes y suficentes, las previsiores del Artículo 84 de la
Ley de Registro de Tierras en cuanto a la motivación de
las sentencias en esa jurisdicción, y no pueden, por ende,
caracterizar la violación del Artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil invocada por el recurrente, texto este últi-
mo que no rige en el Tribunal de Tierras para la motivación
de las sentencias; que, por tanto, el medio propuesto care-
ce de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Antonio Basilio contra la sentencia
de fecha 14 de octubre de 1968, dictada por el Tribunal Su-
perior de Tierras en relación con la Parcela No. 1656 del
Distrito Catastral No. 3 del Municipio de San Juan de la
Maguana, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-

rior del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente alpago de las costas, con d istracción de las mismas en pro-
vecho del Lic. Angel S. Canó Pelletier, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez — Manuel A. Amiama
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló —
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 

yfue firmada, leída y Trib l icrida nor mí. Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.__ Car-
los Manuel Lamarche Henríquez — Manuel A. Amiama
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.

-
Juan Bautista Rojas Almánzar. Ernesto Curiel hijo, Se-

lle>
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia públ'ea del día, mes y año en él expresados, 

yfue firmada, leída v p‘ T h'icida nor mí. Secretario General,que certifico. ( Firmado): Ernesto Curiel hijo.

rey,
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación, de Barahona, de fecha

25 de julio de 1968

Materia: Civil.

Recurrente: Cresencio Reyes Féliz

Abogado: Dr. Angel Salvador GOnzález

Recurrido: Mélida Reyes y compartes

Abogado: Lic. Osvaldo ,Cuello López

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jusj.
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rosas Almánzar, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 17 del mes de septiembre de 1969, dietaa

en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cresencio,
Reyes Feliz, dominicano, agricultor, domiciliado y residente

en la ciudad de Barahona, cédula No. 22175, serie 18, con-
tra la sentencia de fecha 25 de julio de 1968, dictada en s
atribuciones civiles por la Corte de Apelación de Barahona,
cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Angel Salvador González, cédula No. 777,

serie 18, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Luis A. Peláez S., cédula No. 28152, serie
18, en representación del Lic. Osvaldo Cuello López, cédula
No, 65, serie 10, abogado de los recurridos Mélida Reyes.
Iominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres domés-
icos, cédula No, 3214, serie 18, domiciliada y residente en

la casa (—) de la calle Duarte de esta ciudad Bienvenida
Castillo (a) Chinchín, dominicana, mayor de edad, soltera,
de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en la ca-
a No. 47 de la calle Padre Billini, de esta ciudad, cédula

No. 192, serie 18, y Manuela Reyes, dominicana. mayor de
dad, soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada y resi-

dente en la casa (—) de la calle Duarte de la ciudad de
Barahona, cédula No. 6010, serie 18, en la lectura de sus
conclusiones;

Visto el Memorial de Casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 22 de ene-
ro. de 1969, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el Memorial de Defensa de fecha 19 de marzo
de 1969, y el de ampliación de fecha 14 de agosto del mis-
mo año, suscritos por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1031 del Código Civil; 130, 141,
909, 911 y 929 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un procedimiento de fijación de sellos en relación
con los bienes de la finada Manuela Reyes Féliz, hecho a
requerimiento de Crescencio Reyes Féliz, al cual se opu-
sieron Mélida Reyes, Manuela Reyes y Bienvenida Castillo,
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SENTENCIA DE FECHA 17. DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación. de . Barahona, de fecha'

25 de jülío de 1968 •

Materia: Civil.

Recurrente: Cresencio Reyes Féliz

Abogado: Dr. Angel Salvador González

Recurrido: Mélida Reyes y compartes
Abogado: Lic. Osvaldo ,Cuello López

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Angel Salvador González, cédula No. 777.

serie 18, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Luis A. Peláez S., cédula No. 28152, serie
18, en representación del Lic. Osvaldo Cuello López, cédula
No..65, serie 10, abogado de los recurridos Mélida Reyes,
iominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres domés-
icos, cédula No. 3214, serie 18, domiciliada y residente en

la casa (--) de la calle Duarte de esta ciudad Bienvenida
Castillo (a) Chinchín, dominicana, mayor de edad, soltera,
de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en la ca-
sa No. 47 de la calle Padre Billini, de esta ciudad, cédula
No. 192, serie 18, y Manuela Reyes, dominicana. mayor de
edad, soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada y resi-
dente en la casa (—) de la calle Duarte de la ciudad de
Barahona, cédula No. 6010, serie 18, en la lectura de sus
conclusiones;

Visto el Memorial de Casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 22 de ene-
ro. de 1969, suscrito por el abogadt del recurrente, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el Memorial de Defensa de fecha 19 de marzo
de 1969, y el de ampliación de fecha 14 de agosto del mis-
mo año, suscritos por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1031 del Código Civil; 130, 141,
909, 911 y 929 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un procedimiento de fijación de sellos en relación
con los bienes de la finada Manuela Reyes Féliz, hecho a
requerimiento de Crescencio Reyes Feliz, al cual se opu-
sieron Mélida Reyes, Manuela Reyes y Bienvenida Castillo,

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-

marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rolas Almánzar, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 17 del mes de septiembre de 1969, arios
126o. de la Independenc ia y 107o. de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cresencio

Reyes Féliz, dominicano, agricultor, domiciliado y residente
en la ciudad de Barahona, cédula No. 22175, serie 18, con-
tra la sentencia de fecha 25 de julio de 1968, dictada en sus
atribuciones civiles por la Corte de Apelación de Barahona,
cuyo dispositivo se copia más adelante;



previo informe sobre esa oposición hecha por el Juez d('
Paz de Barahona, el Juzgado de Primera Instancia de dicho
Distrito Judicial, regularmente apoderado del caso en ma-
teria de referimiento, dictó en fecha 19 de octubre de 1967,
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:
Acoger como en efecto Acoge las conclusiones presentadas
por los Doctores Manuel de Jesús González Féliz, Milcíades
Tejeda Matos, y Lic. Osvaldo Cuello López, abogados de
los Tribunales de la República, a nombre y representación
de Manuela Reyes, Bienvenida Castillo (a) Chinchín y Mé-
lida Reyes; Segundo: Rechazar como en efecto Rechaza la
solicitud de fijación de sellos elevada por Crescencio Reyes
Féliz al Juez de Paz de este Municipio de Barahona, en fe-
cha 14 de agosto del año 1967, por ser Crescencio Reyes
Féliz, un heredero No Reservatorio de la difunta Manuela
Reyes Féliz, y por tanto, sin derecho en la Sucesión de di-
cha finada; Tercero: Condenar como en efecto Condena a
Crescencio Reyes Féliz, al pago de las costas"; b) Que so-
bre recurso del hoy recurrente en casación, la Corte de Ape-
lación de Barahona en materia de referimiento dictó en fe-
cha 25 de julio de 1968, la sentencia ahora impugnada con
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Acoge las Conclu-
clusiones presentadas por los Doctores Manuel de Jesús Gon-
zález Féliz, Milcíades Teieda Matos y el Licenciado Osvaldo
Cuello López, abogados de la parte intimada; Segundo: Re-
chaza las conclusiones de la parte intimante por improce-
dentes y mal fundadas; Tercero: Confirma la sentencia ob-
jeto del presente recurso por los motivos expuestos en el
presente fallo; Cuarto: Condena a la parte intimante, al
pago de las costas";

Considerando que el recurrente invoca en su Memorial
de Casación los siguientes Medios: "Primer Medio: Viola-
ción del artículo 909 del Código de Procedimiento Civil;
Segundo Medio: Violación del artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil, en cuanto la Corte omitió estatuir so-

bre uno de los puntos de las conclusiones; Tercer Medio:
Violación del artículo 1031 del Código Civil; Cuarto Medio:
Violación del artículo 911 del Código de Procedimiento Ci-
vil; Quinto Medio: Violación del artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil por no indicar la sentencia recurrida
las profesiones y domicilios de las partes, ni las menciones
requeridas por la ley para su identificación; Sexto Medio:
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil por sostener una motivación oscura, imprecisa y carente
de base legal";

*-m Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos sostiene en síntesis el recurrente: Que el heredero
no reservatario tiene facultad para solicitar la fijación de
sellos, es más, que "toda persona hábil a ser heredera tiene
derecho a requerir esa medida"; que eso es así a pesar de
la "saisine" que tiene 'el beneficiario de un testamento au-
téntico, si el testamento ha sido impugnado; Que la Corte
a-qua omitió dar respuesta a sus conclusiones según las
cuales sugirió que es imperativa la fijación de sellos cuando
hay menores; Que frente al artículo 911 del Código Civil
"que es preciso y categórico", el Juez de Paz debió fijar
los sellos cuando se lo solicitó el hoy recurrente en casa-
ción, y el Procurador Fiscal debió requerírselo; y Que la
sentencia impugnada es "errática y absurda" en su moti-
vación, pues admite que el heredero no reservatario puede
requerir la fijación de sellos pero sólo cuando previamen-
te ha pedido la nulidad del testamento auténtico que lo ex-
cluye como heredero; Que, por todo ello, estima el recu-
rrente que la Corte a-qua ha incurrido en los vicios y viola-
ciones por el denunciados en los medios propuestos, y que,
en consecuencia, la sentencia impugnada debe ser casada;
pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que la Corte a-qua dió por establecido los he-
chos siguientes, acerca de los cuales no hay discrepancia
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previo informe sobre esa oposición hecha por el Juez de
Paz de Barahona, el Juzgado de Primera Instancia de dicho
Distrito Judicial, regularmente apoderado del caso en ma-
teria de referimien to, dictó en fecha 19 de octubre de 1967,
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:
Acoger como en efecto Acoge las conclusiones presentadas
por los Doctores Manuel de Jesús González Féliz, Milcíades
Tejeda Matos, y Lic. Osvaldo Cuello López, abogados de
los Tribunales de la República, a nombre y representación
de Manuela Reyes, Bienvenida Castillo (a) Chinchín y Mé-
lida Reyes; Segundo: Rechazar como en efecto Rechaza la
solicitud de fijación de sellos elevada por Crescencio Reyes
Féliz al Juez de Paz de este Municipio de Barahona, en fe-
cha 14 de agosto del año 1967, por ser Crescencio Reyes
Féliz, un heredero No Reservatorio de la difunta Manuela
Reyes Féliz, y por tanto, sin derecho en la Sucesión de di-
cha finada; Tercero: Condenar como en efecto Condena a
Crescencio Reyes Féliz, al pago de las costas"; b) Que so-
bre recurso del hoy recurrente en casación, la Corte de Ape-
lación de Barahona en materia de referimiento dictó en fe-
cha 25 de julio de 1968, la sentencia ahora impugnada con
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Acoge las Conclu-
clusiones presentadas por los Doctores Manuel de Jesús Gon-
zález Fél i z, Milcíades Teieda Matos y el Licenciado Osvaldo
Cuello López, abogados de la parte intimada; Segundo: Re-
chaza las conclusiones de la parte intimante por improce-
dentes y mal fundadas; Tercero: Confirma la sentencia ob-
jeto del presente recurso por los motivos expuestos en el
presente fallo; Cuarto: Condena a la parte intimante, al
pago de las costas";

Considerando que el recurrente invoca en su Memorial
de Casación los siguientes Medios: "Primer Medio: Viola-
ción del artículo 909 del Código de Procedimiento Civil;
Segundo Medio: Violación del artículo 141 del Código de

Procedimiento Civil, en cuanto la Corte omitió estatuir so-
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bre uno de los puntos de las conclusiones; Tercer Medio:
Violación del artículo 1031 del Código Civil; Cuarto Medio:
Violación del artículo 911 del Código de Procedimiento Ci-
vil; Quinto Medio: Violación del artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil por no indicar la sentencia recurrida
las profesiones y domicilios de las partes, ni las menciones
requeridas por la ley para su identificación; Sexto Medio:
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil por sostener una motivación oscura, imprecisa y carente
de base legal";

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos sostiene en síntesis el recurrente: Que el heredero
no reservatario tiene facultad para solicitar la fijación de
sellos, es más, que "toda persona hábil a ser heredera tiene
derecho a requerir esa medida"; que eso es así a pesar de
la "saisine" que tiene el beneficiario de un testamento au-
téntico, si el testamento ha sido impugnado; Que la Corte
a-qua omitió dar respuesta a sus conclusiones según las
cuales sugirió que es imperativa la fijación de sellos cuando
hay menores; Que frente al artículo 911 del Código Civil
"que es preciso y categórico", el Juez de Paz debió fijar
los sellos cuando se lo solicitó el hoy recurrente en casa-
ción, y el Procurador Fiscal debió requerírselo; y Que la
sentencia impugnada es "errática y absurda" en su moti-
vación, pues admite que el heredero no reservatario puede
requerir la fijación de sellos pero sólo cuando previamen-
te ha pedido la nulidad del testamento auténtico que lo ex-
cluye como heredero; Que, por todo ello, estima el recu-
rrente que la Corte a-qua ha incurrido en los vicios y viola-
ciones por el denunciados en los medios propuestos, y que,
en consecuencia, la sentencia impugnada debe ser casada;
pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que la Corte a-qua dió por establecido los he-
chos siguientes, acerca de los cuales no hay discrepancia



9ntre las -partes: Que la finada Manuela Reyes Féliz, dejó
un testamento auténtico de fecha 7 de septiembre de 1966,
por el cual legó todos sus bienes a Mélida Reyes, Manuela
Reyes y Bienvenida Castillo y a los menores Esmelin Cris-

tina y Fiordaliza Santana Suero, quedando así excluido de
la herencia su hermano Crescencio Reyes Féliz; Que éste
solicitó el 14 de agosto de 1967. del Juzgado de Paz de Ba-
rahona-la fijación de sellos sobre los bienes de su finada
Hermana; que habiendo hecho oposición a la medida los
beneficiarios del testamento cuando iba a ser ejecutada,
el Juzgado de Paz refirió el caso al Juzgado de Primera
Instancia de Barahona en virtud de lo dispuesto en el Ar-
tículo 921 del Código de Procedimiento Civil; que a la au-
diencia correspondiente compareciero n las partes interesa-
das, y el Juzgado de Primera Instancia, actuando en referi-
mientos, dictó sentencia el 19 de octubre del 1967 recha-
zando la solicitud de fijación de sellos hecha por el hoy re-
currente en casación, por "ser un heredero no reservatario"
y por ,tanto sin derecho en la sucesión de la finada Manue-
la Reyes, ya que ésta por medio de un testamento auténti-
co lo había excluido pues había legado todos sus bienes a
otras personas, criterio éste que fue mantenido por la Cor-
te a-qua sobre el siguiente fundamento: "Que si bien es cier-

to que de conformidad con las disposiciones del artículo
909 del Código de Procedimi ento Civil, todos aquellos que
se crean con derecho en la sucesión o en la comunidad po-
drán pedir la fijación de los sellos sobre los bienes muebles
dejados por la de cujus; no es menos cierto que la interpre-
tación que ha dado la doctrina y la jurisprudencia a este
artículo, en presencia de un testamento auténtico que ins-
tituye legatarios universales, los herederos no reservatarios,
deben antes criticar el testamento; esto es, demandar en
nulidad del testamento y luego solicitar la fijación de se-
llos"; que en ese orden de ideas, y habiendo establecido la

Corte a-qua que fue el 25 de septiembre de 1966 (un mes Y

once días después de la fecha en que se pretendió -fijar -los
sellos) cuando Crescencio Reyes demandó en nulidad del
antes citado testamento, la citada Corte confirmó —según
se ha dicho— lo resuelto por el Juzgado de Primera Ins-
tancia;	 •

Considerando que según resulta del Artículo 909 del
Código de Procedimiento Civil para poder requerir la fija-
ción de sellos es preciso justificar que el requeriente tiene
derecho a la sucesión; que la apreciación que hagan los
jueces del fondo de las circunstancias alegadas y de los do-
cumentos preindicados para demandar esa medida:, cuando
el caso le es referido, es soberana y escapa a la censura de la
casación, salvo desnaturalización no invocada ni establecida
en la especie; que, por otra parte, de acuerdo con- los prin-
cipios que rigen la materia el legatario universal ptiede im-
pedir la fijación de sellos requerida por los herederos cola-
terales, si él ha sido instituído, como ocurrió en la especie,
por un testamento auténtico hasta ese momento no impug-
nado; que, por consiguiente, siendo esa la especie planteada
y habiéndose establecido ante los jueces del fondo que cuan-
do se solicitó la fijación de sellos aún no se había denianCIá-
do la nulidad del testimonio, la Corte a-qua juzgó Correc-
tamente en hecho y en derecho al declarar que era
cedente tal solicitud, confirmando así el fallo de Priine-
ra Instancia; que no obsta para esa solución que el peti-
cionario, ya en grado de apelación, pretendiera fundamen-
tar su solicitud en el hecho de que habían menores, pues
tal alegato posterior al procedimiento por él iniciados, era
extraño a su interés, y la persona que representaba los in-
tereses de esos menores no lo había pedido, como tampoco
lo había demandado el Procurador Fiscal, hi pótesis en lacual, frente a ese pedimento en caso de haberse producido,
la autoridad correspondiente hubiera tenido que analizar su
Procedencia o improcedencia; que, finalmente, el examen
del fallo impugnado revela que la Corte a-qua respondió,
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:Intre las -partes: Que la finada Manuela Reyes Feliz, dejó
un testamento auténtico de fecha 7 de septiembre de 1966,
por el cual legó todos sus bienes a Mélida Reyes, Manuela
Reyes y Bienvenida Castillo y a los menores Esmelin Cris-

tina y Fiordaliza Santana Suero, quedando así excluido -de
la herencia su hermano Crescencio Reyes Féliz; Que éste
solicitó el 14 de agosto de 1967 del Juzgado de Paz de Ba-
rahona la fijación de sellos sobre los bienes de su finada
Hermana; que habiendo hecho oposición a la medida los
beneficiarios del testamento cuando iba a ser ejecutada,
el Juzgado de Paz refirió el caso al Juzgado de Primera
Instancia de Barahona en virtud de lo dispuesto en el Ar-
tículo 921 del Código de Procedimiento Civil; que a la au-
diencia correspondiente compareciero n las partes interesa-
das, y el Juzgado de Primera Instancia, actuando en referi-
mientos, dictó sentencia el 19 de octubre del 1967 recha-
zando la solicitud de fijación de sellos hecha por el hoy re-
currente en casación, por "ser un heredero no reservatario"
y por ,tanto sin derecho en la sucesión de la finada Manue-
la Reyes, ya que ésta por medio de un testamento auténti-
co lo había excluido pues había legado todos sus bienes a

otras. personas, criterio éste que fue mantenido por la Cor-

te a-qua sobre el siguiente fundamento: "Que si bien es cier-
to que de conformidad con las disposicion es del artículo

909 del Código de Procedimi ento Civil, todos aquellos que
se crean con derecho en la sucesión o en la comunidad po-
drán pedir la fijación de los sellos sobre los bienes muebles
dejados por la de cujus; no es menos cierto que la interpre-
tación que ha dado la doctrina y la jurisprudencia a este
artículo, en presencia de un testamento auténtico que ins-
tituye legatarios universales, los herederos no reservatarios,
deben antes criticar el testamento; esto es, demandar en
nulidad del testamento y luego solicitar la fijación de se-
llos"; que en ese orden de ideas, y habiendo establecido la

Corte a-qua que fue el 25 de septiembre de 1966 (un mes Y
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once días después de la fecha en que se Pretendió . fijar los
sellos) cuando Crescencio Reyes demandó en nulidad del
antes citado testamento, la citada Corte confirmó —según
se ha dicho— lo resuelto por el Juzgado de Primera Ins-
tancia;

Considerando que según resulta del Artículo 909 del
Código de Procedimiento Civil para poder requerir la fija-
ción de sellos es preciso justificar que el requeriente tiene
derecho a la sucesión; que la apreciación que hagan los
jueces del fondo de las circunstancias alegadas y de los do-
cumentos preindicados para demandar esa medida:, cuando
el caso le es referido, es soberana y escapa a la censura de la
casación, salvo desnaturalización no invocada ni establecida
en la especie; que, por otra parte, de acuerdo con los prin-
cipios que rigen la materia el legatario universal puede im-
pedir la fijación de sellos requerida por los herederos cola-
terales, si él ha sido instituído, como ocurrió en la especie,
por un testamento auténtico hasta ese momento no impug-
nado; que, por consiguiente, siendo esa la especie planteada
y habiéndose establecido ante los jueces del fondo que cuan-
do se solicitó la fijación de sellos aún no se había demanCla
do la nulidad del testimonio, la Corte a-qua juzgó " correc-
tamente en hecho y en derecho al declarar que era impird-
cedente tal Solicitud, confirmando así el fallo de Priine-
ra Instancia; que no obsta para esa solución que el peti-
cionario, ya en grado de apelación, pretendiera fundamen-
tar su solicitud en el hecho de que habían menores, pues
tal alegato posterior al procedimiento por él iniciados, era
extraño a su interés, y la persona que representaba los in-
tereses de esos menores no lo había pedido, como tampoco
lo había demandado el Procurador Fiscal, hi pótesis en lacual, frente a ese pedimento en caso de haberse producido,la autoridad correspondiente hubiera tenido que analizar su
Procedencia o improcedencia; que, finalmente, el examen
del fallo impugnado revela que la Corte a-qua respondió,
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dando motivos suficientes y pertinentes para ello a las con-
clusiones que le fueron presentadas, y los cuales motivos
justifican la sentencia impugnada; que, por tanto, en la es-
pecie, no se ha incurrido en los vicios y violaciones denun-
ciados, por lo cual los medios propuestos carecen de funda-
mento y deben ser desestimados;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Crescencio Reyes Feliz contra la sen-
tencia de fecha 25 de julio de 1968, dictada en sus atribu-
ciones civiles por la Corte de Apelación de Barahona, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.-
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera'
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

fi
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

sentencia impug-nada: Quinta Cámara Penal del Distrito Nacional,

de fecha 21 de febrero de 1969

Materia: Correccional

Recurrente: Procurador Fiscal del Distrito Nacional e Ilde Vargas

Martínez

Abogado: Dr. Fernando Aníbal Pérez Aponte (Fiscal) y Dr. Rafael

Cabrera Hernández, (a nombre de Ilde Vargas Martínez)

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

*al En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 17 de septiembre del año 1969, años 126o. de la
Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Pro-
curador Fiscal del Distrito Nacional, e Ilde Vargas Martí-
nez, cubano, mayor de edad, religioso, soltero, domiciliado
en la Avenida Abraham Lincoln No. 78 de esta ciudad, cé-
dula No. 127477, serie lra., contra la sentencia No. 549, de
la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, fechada el 21 de febrero de 1969,
cuyo dispositivo se copia más adelante:



BOLETIN JUDICIAL
	

3079
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sentencia impugnada: Quinta Cámara Penal del Distrito Nacional,
de fecha 21 de febrero de 1969
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dando motivos suficientes y pertinentes para ello a las con-
clusiones que le fueron presentadas, y los cuales motivos
justifican la sentencia impugnada; que, por tanto, en la es-
pecie, no se ha incurrido en los vicios y violaciones denun-
ciados, por lo cual los medios propuestos carecen de funda- 11:
mento y deben ser desestimados;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Crescencio Reyes Féliz contra la sen- -
tencia de fecha 25 de julio de 1968, dictada en sus atribu-cuyo
ciones civiles por la Corte de Apelación de Barahona, 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente

fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel A. Amiama •— Francisco Elpidio BAlmán-

eras.—

Joaquín M. Alvarez Perelló. — Juan Bautista Rojas

zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 

la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera'
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

materia: Correccional

Recurrente: Procurador Fiscal del Distrito Nacional e Ilde Vargas
Martínez

Abogado: Dr. Fernando Aníbal Pérez Aponte (Fiscal) y Dr. Rafael

Cabrera Hernández, (a nombre de Ilde Vargas Martínez)

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 17 de septiembre del año 1969, años 126o. de la
Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Pro-curador Fiscal del Distrito Nacional, e Ilde Vargas Martí-
nez , cubano, mayor de edad, religioso, soltero, domiciliado
en la Avenida Abraham Lincoln No. 78 de esta ciudad, cé-
dula No. 127477, serie ira., contra la sentencia No. 549, de
la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, fechada el 21 de febrero de 1969,
Cuyo dispositivo se copia más adelante:

t.
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.	 .

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;.......

Oído el 
dictamen del Magistrado Procurador General

•dé ia República;
Vista el acta del recurso de casación levantad a en la

Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 25 de febrero de
1969, a requerimiento del Dr. Rafael Cabrera Hernández,
abogado, en representaci ón del recurrente Ilde Vargas Mar-
tínez, en la cual no se invoca ningún medio determinado

de casación;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretáría de la •
Cámara a-zina,' en fecha 26 de febrero de 1969,

a requerimien to
 del Magistrado Procurador Fiscal del Dis-

trito Nacional, en la cual no se indica ningún medio deter-
minado de casación;

Visto el memorial de fecha 7 de agosto de 1969, sus-

crito '
 por el Dr. Fernando Aníbal Pérez Aponte, en su ex-

presada calidad, en el cual se invocan los medios que se in-

dican más adelante;
Visto el memorial suscrito por el Dr. Rafael Cabrera

Hernández, en nombre del recurrente Ilde Vargas Martí-
nez, de fecha 20 de agosto de 1969, en el cual se invocan
los medios que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 61-b) y 74 de la Ley NO. 241
de Tránsito de Vehículos, de 1968; y 1, 43 y 63 de la Ley

sobre Procedimie nto de Casación;

Considerand o que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente : a)

que con motivo de una colisión ocurrida entre dos vehículos
de motor, el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción
del Distrito Nacional, regularmente apoderado, dictó una
sentencia ,en sus atribuciones correccionales, en fech

a 26

de junio de 1968, cuyo dispositivo está inserto en el de la
sentencia impugnada; b) que sobre las apelaciones inter-
puestas, se dictó la sentencia ahora impugnada en 

casad
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cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declaran
buenos y válidos los recursos de Apelación interpuestos por
los nombrados Natalio Yeara Nacer e Hilde Vargas Martí-
nez, contra sentencia pronunciadas por el Juzgado de Paz
de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, en fe-
cha 26 del mes de junio de 1968, cuyo dispositivo dice así:
Se declaran a los nombrados Natalio Yeara Nacer e Hilde
Vargas Martínez, culpables de violar los artículos 61 párra-
fo "B" y 74 de la Ley 241; SEGUNDO: Se declaran o se con-
dena a los nombrados Natalio Yeara Nacer e Hilde Vargas
Martínez, al pago de una multa de RD$5.00 cada uno y
ambos al pago de las costas; por haber sido hechos dichos
recursos conforme a la ley; SEGUNDO: Se revoca la men-
donada sentencia en lo relacionado a Natalio Yeara Nacer,
y se declara a el susodicho Natalio Yeara Nacer no culpa-
ble del delito puesto a su cargo y en consecuencia se des-
carga de toda responsabiidad Penal. Se declaran las costas
Penales de Oficio; TERCERO: En cuanto al nombrado Hil-
de Vargas Martínez, se confirma en toda su parte la sen-
tencia recurrida; CUARTO: Se condena a Hilde Vargas
Martínez, al pago de las costas Penales";

En cuanto al recurso interpuesto por el Procurador
Fiscal del Distrito Nacional

Considerando que el indicado recurrente, invoca en su
memorial de casación el medio único que sigue: a) Desna-
turalización de los hechos; b) Insuficiencia de motivos y
falsa motivación; c) Falta de base legal; violación de la
Ley No. 241;

Considerando que en el desarrollo del punto marcado
con la letra a), el recurrente alega en síntesis, que con los
elementos de juicio que tuvo que tomar en cuenta el Juez
de Paz y el de Primera Instancia, como Juez de apelación,
este último incurrió en el vicio de desnaturalización, pues-

ii1 ,

:_-41n~-__
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nez, contra sentencia pronunciadas por el Juzgado de Paz
de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, en fe-
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Martínez, al pago de una multa de RD$5.00 cada uno y
ambos al pago de las costas; por haber sido hechos dichos
recursos conforme a la ley; SEGUNDO: Se revoca la men-
cionada sentencia en lo relacionado a Natalio Yeara Nacer,
y se declara a el susodicho Natalio Yeara Nacer no culpa-
ble del delito puesto a su cargo y en consecuencia se des-
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de Vargas Martínez, se confirma en toda su parte la sen-
tencia recurrida; CUARTO: Se condena a 1-Tilde Vargas
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En cuanto al recurso interpuesto por el Procurador
Fiscal del Distrito Nacional

Considerando que el indicado recurrente, invoca en su
memorial de casación el medio único que sigue: a) Desna-
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este último incurrió en el vicio de desnaturalización, pues-
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to que, en su motivación, para poder declarar culpable al
prevenido Ilde Vargas Martínez, hace afii oraciones que no
resultan del testimonio del único testigo ni están acordes
con las declaracione s de los dos preveni dos; que, en efecto,
son meras afirmaciones del Juez de alzada, cuando dice en
sus motivos: "luego de hacer las señales y tomar las medi-
das exigidas por la Ley..." "que en el presente caso se es-
tablece de tina manera clara y precisa que el señor Ilde
Vargas Martínez, en el momento del accidente, transitaba
a una gran velocidad", puesto que, tales afirmaciones, no
están fundadas en las declaraciones del único testigo y de
los prevenidos, ya que, respecto de la velocidad, el mismo
Yeara Nacer, refiriéndose al otro prevenido dijo que éste
iba a una velocidad regular; por lo que, la sentencia im-
pugnada incurre en el vicio de desnaturalización y, además,.
en el de falta de base legal; que, en el desarrollo del punto
b), el recurrente alega, en síntesis, que la sentencia adolece
de insuficiencia de motivos y falsa motivación, en el hecho
de que: "mal pudo, en la especie, el Tribunal a-quo decidir
la culpab i lidad exclusiva de uno de los prevenidos
mediante supuestas c i rcunstancias no demostradas en el
juicio"; "De donde infiere el Tribunal nue el prevenido cas-
tigado: "transitaba a una gran velocidad, lo nue motivó que
no pudiera detener la marcha? esto se infiere, según se
afirma en la sentencia, de la naturaleza de los daños y de
las partes dañadas en ambos vehículos, s:n que se observe,
no obstante, ninguna medida previa practicada a esos fi-
nes; además, el propio prevenido beneficiado con la senten-
cia, ha manifestado todo lo contrario; Dicho prevenido ha
dicho que: "Yo vi el carro de Ilde. a 70 u SO metros, iba a
una velocidad regular"; Por otra parte, —sigue diciendo
el recurrente—, "¿de dónde infiere el Tribunal que uno de
los conductores (el prevenido descargado) dió las señales
indispensables y tomó todas las medidas recomendadas por
la Ley? eso no consta ni aún en su propio testimonio, y

además, esas aseveraciones son contrarias a las aportacio-
nes del único testigo, quien dijo que: "vi cuando el señor
Nacer se atravesó, si el señor Nacer no entra en esa forma
no hubiera ocurrido nada"; "¿Por qué entonces el descar-
go . .. ? "que, la sentencia impugnada, por último, es un mo-
delo de sentencia con falta de base legal"; que, en efecto,
el Juez a-quo hace una serie de afirmaciones, carentes de
apoyo, tanto para pronunciar el descargo de Yeara Nacer,
como para condenar a Vargas Martínez, no expone, en el
fallo, por tanto, los elementos de hecho que justifiquen la
sentencia y que permitan a la Suprema Corte de Justicia,
verificar en qué consistió la falta del condenado; "la sen-
tencia en cuestión contiene el vicio de falta de base le-
gal"... y violación de la Ley No. 241 sobre Tránsito de
Vehículos, del 28 de diciembre de 1968; por lo cual, la indi-
cada sentencia debe ser casada;

Considerando, en cuanto a la desnaturalización alega-
da, que ciertamente el examen del acta de audiencia cele-
brada el 21 de febrero de 1969, por el Juez a-quo, revela
que el único testigo de la causa. Julio César Villalona Gon-
zález, declaró lo siguiente: "Yo iba delante de una guagüi-
ta, y el carro del Sr. Yeara iba y le cruzó para meterse en
el parque metropolitano, yo iba por Máximo Gómez de nor-
te a sur el carro de Yeara venía de sur a norte, el acciden-
te ocurrió hacia el norte de la "rotonda"; yo vi el carro
de Martínez a 20 metros, el carro de Yeara no me di cuenta
si hizo señales de doblar; el accidente se produjo a la dere-
cha con relación a mí"; y la declaración del coprevenido
Y descargado en apelación Yeara Nacer, que dijo "yo iba
a doblar puse las luces direccionales y saqué la mano, yad
entro del parque Metropolitano, tres cuarto del carro, me

dió entre la puerta trasera y guardalodos trasero, yo no le
tomé ninguna derecha, ya yo había entrado, yo hice se-ñales para doblar, yo no vi al Sr. Ilde Vargas Martínez, an-
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los conductores (el prevenido descargado) dió las señales
indispensables y tomó todas las medidas recomendadas por
la Ley? eso no consta ni aún en su propio testimonio, y

demás, esas aseveraciones son contrarias a las aportacio-
nes del único testigo, quien dijo que: "vi cuando el señor
Nacer se atravesó, si el señor Nacer no entra en esa forma
no hubiera ocurrido nada"; "¿Por qué entonces el descar-
go . .. ? "que, la sentencia impugnada, por último, es un mo-
delo de sentencia con falta de base legal"; que, en efecto,
el Juez a-quo hace una serie de afirmaciones, carentes de
apoyo, tanto para pronunciar el descargo de Yeara Nacer,
como para condenar a Vargas Martínez, no expone, en el
fallo, por tanto, los elementos de hecho que justifiquen la
sentencia y que permitan a la Suprema Corte de Justicia,
verificar en qué consistió la falta del condenado; "la sen-
tencia en cuestión contiene el vicio de falta de base le-
gal"... y violación de la Ley No. 241 sobre Tránsito de
Vehículos, del 28 de diciembre de 1968; por lo cual, la indi-
cada sentencia debe ser casada;

Considerando, en cuanto a la d esnaturalización alega-
da, que ciertamente el examen del acta de audiencia cele-
brada el 21 de febrero de 1969, por el Juez a-quo, revela
que el único testigo de la causa. Julio César Villalona Gon-
zález, declaró lo siguiente: "Yo iba delante de una guagiii-
ta, y el carro del Sr. Yeara iba y le cruzó para meterse en
el parque metropolitano, yo iba por Máximo Gómez de nor-
te a sur el carro de Yeara venía de sur a norte, el acciden-
te ocurrió hacia el norte de la "rotonda"; yo vi el carro
de Martínez a 20 metros, el carro de Yeara no me di cuenta
sí hizo señales de doblar; el accidente se produjo a la dere-
cha con relac:ón a mí"; y la declaración del coprevenidoY descargado en apelación Yeara Nacer, que dijo "yo iba
a 

doblar puse las luces direccionales y saqué la mano, ya
dentro del parque Metropolitano, tres cuarto del carro, me
dió 

entre la puerta trasera y guardalodos trasero, yo no le
torné ninguna derecha, ya yo había entrado, yo hice se-ñales para doblar, yo no vi al Sr. Ilde Vargas Martínez, an-
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tes del accidente, los golpes en el guardalodos trasero y
puerta trasera, yo vi el carro de Ilde a 70 u 80 metros, yo
iba a una velocidad regular, es una calle"; y el prevenido
recurrente declaró : "yo venía de Norte a Sur por la Má-

ximo Gómez, 
yo lo vi como a 30 metros ,no hizo seriales

ue Me-
de doblar y dobló sorpresivamente a entrar al parq
tropolitano"; que todo lo transcrito revela que en la sen-
tencia impugnada, al dar por establecido que Yeara Nacer,
para doblar a su izquierda, yendo de sur a norte en la Má-
ximo Gómez, puso las luces direccionales y sacó la mano
izquierda indicando que se proponía doblar en esa direcci5n,
no está confirmado por la declaración del testigo y le fav p-

sólo se

funda en la declaración de Yeara Nacer, a quien
rece esa versión; que, por otra parte, respecto de la veloci•
dad excesiva atribuida en la sentencia, al vehículo maneia-
do por Ilde Martínez, y las consecuencias que de ella dedo'
ce el Juez armo, éstas no se basan en ninguna prueba oral
vertida en el proceso, y sí es cierto, que en la sentencia se
trata de justificarla en la naturaleza en los daños sufridos
por el vehículo de Yeara Nacer y del prever&lo; en ningu-
na parte del proceso se estableció ni se habló de la natura-
leza de los daños sufridos por dichos vehículos; que si es
cierto que los jueces tienen libertad para deducir de las
circunstancias de los hechos revelados en el plena	 des

las

consecuencias razonables, no es menos cierto que esasrede-
ducciones deben fundarse en hechos y circunstancias

	 v

ladas en el proceso que, en la especie, como ya se ha dicho
esos hechos y circunstancias no establecen la naturaleza

del daño sufrido por los vehículo s que es en lo que se funda-

mentó el Juez a-quo para deducir que el vehículo de Ilde
Vargas Martínez llevaba una velocidad excesiva; que, de

todo lo expuesto , se pone de manifiesto, que la desnature-

lización
 y la falta de base legal, alegada por el recurrente

tienen fundamento y debe ser acogida;
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En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que Ilde Vargas Martínez ha invocado
en su memorial de casación, los siguientes medios: "Desna-
turalización de los hechos de la causa, contradicción de mo-
tivos, falta de base legal y errores de aplicación de la Ley
No. 241, de Tránsito de Vehículos;

Considerando que por el enunciado de los medios invo-
cados por el recurrente Ilde Vargas Martínez, se pone de
manifiesto que éste ha propuesto los mismos medios invo-
cados por el Procurador Fiscal de este Distrito Judicial,
por lo cual, las ponderaciones y solución dada al recurso de
dicho funcionario aprovechan al prevenido Ilde Vargas Mar-
tínez, sin que sea necesario ponderar sus alegatos;

Por tales motivos, Casa la sentencia de fecha 21 de fe-
brero de 1969, dictada por la Quinta Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, como tri-
bunal de segundo grado, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; y envía el conocimien-
to del asunto a la Sexta Cámara Penal de dicho distrito
Judicial.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por losseñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada; leída y pulancada por mí. Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

4111wi



tes del accidente, los golpes en el guardalodos trasero y

puerta trasera, yo vi el carro de Ilde a 70 u 80 metros, yo

iba a una velocidad regular, es una calle"; y el prevenido
recurrente declaró : "yo venía de Norte a Sur por la Má..
ximo Gómez, yo lo vi como a 30 metros ,no hizo seriales
de doblar y dobló sorpresivamente a entrar al parque Me-
tropolitano"; que todo lo transcrito revela que en la sen-
tencia impugnada, al dar por establecid o que Yeara Nacer,

para doblar a su izquierda, yendo de sur a norte en la Má-
ximo Gómez, puso las luces direccionales y sacó la mano

izquierda indicando que se proponía doblar en esa direcci5n,
no está confirmado por la declaració n del testigo y sólo se
funda en la declaración de Yeara Nacer, a quien le faNn-
rece esa versión; que, por otra parte, respecto de la veloci•
dad excesiva atribuída en la sentencia, al vehículo maneia-
do por Ilde Martínez, y las consecuencias que de ella dedu-

ce el Juez anuo, éstas no se basan en ninguna prueba oral
vertida en el proceso, y sí es cierto, que en la sentencia se
trata de justificarla en la naturaleza en los daños sufridos
por el vehículo de Yeara Nacer y del prevenido; en ningu-
na parte del proceso se estableció ni se habló de la natura-
leza de los daños sufridos por dichos vehículos; que si es
cierto que los jueces tienen libertad para deducir de las
circunstancias de los hechos revelados en el plenario, las
consecuencias razonables, no es menos cierto que esas de-
ducciones deben fundarse en hechos y circunstancias reve-
ladas en el proceso que, en la especie, como ya se ha dicho
esos hechos y circunstancias no establecen la naturaleza
del daño sufrido por los vehículos que es en lo que se funda-
mentó el Juez a-quo para deducir que el vehículo de Ilde
Vargas Martínez llevaba una velocidad excesiva; que, de
todo lo expuesto, se pone de manifiesto, que la desnatu ra-

lización y la falta de base legal, alegada por el recurrente
tienen fundamento y debe ser acogida;

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que Ilde Vargas Martínez ha invocado
en su memorial de casación, los siguientes medios: "Desna-
turalización de los hechos de la causa, contradicción de mo-
tivos, falta de base legal y errores de aplicación de la Ley
tio. 241, de Tránsito de Vehículos;

Considerando que por el enunciado de los medios invo-
cados por el recurrente Ilde Vargas Martínez, se pone de
manifiesto que éste ha propuesto los mismos medios invo-
cados por el Procurador Fiscal de este Distrito Judicial,
por lo cual, las ponderaciones y solución dada al recurso de
dicho funcionario aprovechan al prevenido Ilde Vargas Mar-
tínez, sin que sea necesario ponderar sus alegatos;

Por tales motivos, Casa la sentencia de fecha 21 de fe-
brero de 1969, dictada por la Quinta Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, como tri-
bunal de segundo grado, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; y envía el conocimien-
to del asunto a la Sexta Cámara Penal de dicho distrito
Judicial.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por losseñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada; leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE SEPTIEMBRE DEL 1968

Sentencia 
impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, dp

fecha 13 de diciembre de 1966

Materia: Penal (Confiscaciones)

Recurrente: 
Alfredo Sánchez Rubirosa y Gilberto Sánchez Rubirosa

Abogado : Lic. Luis Henriquez Castillo

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República ,la Suprema Corte de J

ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-

món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-

marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-

nuel A. Amiarna, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 del mes
de septiembre de 1969, años 126o. de la Independen cia Y

107o. de la Restauració n, dicta en audiencia pública, como

corte de casación, la siguiente sentencia:	 5011,•

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alfredo
Sánchez Rubirosa, dominicano, mayor de edad, casado
agrónomo, domiciliado en la calle Santo Tomás de Aquin
No. 11, planta baja, de esta capital, cédula 1083 serie lra,
y por Gilberto Sánchez Rubirosa, dominicano, mayor de
edad, divorciado, ex militar, domiciliado en Madrid, 

Espa-

ña, cédula 53006 serie ira., contra la sentenc i a dictada en

fecha 13 de diciembre de 1966 por la Corte 
de Apelación
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de Santo Domingo, en funciones de Tribunal de Confisca-
ciones, cuyo dspositivo se transcribe más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Luis Ilenriquez Castillo, cédula 28037 se-

rie lra., abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte r ua en fecha 13 de diciembre de
1966, a requerimiento del Lic. Luis Henríquez Castillo en
representación de los recurrentes, y el escrito suscrito por
el mismo abogado, de fecha 8 de agosto de 1969, en los cua-
les se invocan contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;

Visto el auto dictado en fecha 16 de septiembre del co-
rriente año 1969, por el Magistrado Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magistra-
do Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, Juez de este Tribu-
nal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las leyes Nos. 684, de 1934, y 926, de
1935;

La Suprema Corte do Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
5835, de 1962; y 1 y siguiente de la Ley No. 5924, de 1962
sobre confiscación General de Bienes; 46, 47 y 124 de la
Constitución de la República; y 1ro. y 65 de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
lile con motivo de una instancia elevada por el Lic. Luis
Henríquez Castillo, en fecha 24 de octubre de 1966, la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en funciones de Tribu-
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE SEPTIEMB RE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 13 de diciembre de 1966

Materia: Penal (Confiscaciones)

ReCUTDPIllte : Alfredo Sánchez Rubirosa y Gilberto Sánchez Rubirosa

Abogado: Lic. Luis Henriquez Castillo

Dios, Patria y Libertad
República Dontin i duna

En Nombre de la República ,la Suprema Corte de Ju
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel R
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de 1
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel L
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; M
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 del mes
de septiembre de 1969, años 126o. de la Independencia Y
107o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alfredo
Sánchez Rubirosa, dominicano, mayor de edad, casado,
agrónomo, domiciliado en la calle Santo Tomás de Aquino
No. 11, planta baja, de esta capital, cédula 1083 serie lra.,
y por Gilberto Sánchez Rubirosa, dominicano, mayor de
edad, divorciado, ex militar, domiciliado en Madrid, Espa•

ña, cédula 53006 serie 1ra., contra la sentencia dictad a en

fecha 13 de diciembre de 1966 por la Corte de Ape,lación
:410

de Santo Domingo, en funciones de Tribunal de Confisca-
ciones, cuyo dispositivo se tnnscribe más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Luis Henriquez Castillo, cédula 28037 se-

rie lra., abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte &m en fecha 13 de diciembre de
1966, a requerimiento del L'e. Luis Henríquez Castillo en
representación de los recurrentes, y el escrito suscrito por
el mismo abogado, de fecha 8 de agosto de 1969, en los cua-
les se invocan contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;

Visto el auto dictado en fecha 16 de septiembre del co-
rriente año 1969, por el Magistrado Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magistra-
do Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, Juez de este Tribu-
nal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las leyes Nos. 684, de 1934, y 926, de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
5835, de 1962; y 1 y siguiente de la Ley No. 5924, de 1962
sobre confiscación General de Bienes; 46, 47 y 124 de la
Constitución de la República; y lro. y 65 de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
Itie con motivo de una instancia elevada por el Lic. Luis
Henríquez Castillo, en fecha 24 de octubre de 1966, la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en funciones de Tribu-
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nal de Coifiscaciones, dictó la sentencia ahora impugnada, .
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara inadmi-
sible la acción intentada por el nombrado Gilberto Sánchez
Rubirosa, tendente a probar que no se enriqueció como con-
secuencia del abuso o usurpación del Poder, cometido du-
rante la pasada tiranía, en razón de no haber hecho la im-
pugnación prescrita por el artículo 16 de la Ley No. 5924,
de fecha 26 de mayo de 1962, sobre Confiscación General
de Bienes; Segundo: Se condena al indicado Gilberto Sán-
chez Rubirosa. al pago de las costas del presente procedi-
miento";

Considerando, que en el acta del recurso y en el escri-
to presentado después por los recurrentes. se alega, en sín-
tesis, contra la sentencia impugnada. lo que sigue: que la
instancia que se elevó al Tribunal de Confiscaciones no se
limitaba al caso de Gilberto Sánchez Rubirosa. sino que com-
prendía también el caso de Ernesto Sánchez Rubirosa y l'
al de Alfredo Sánchez Rubirosa; que, respecto del primero
Gilberto Sánchez Rubirosa, los bienes que tenía no eran fru-
to de ningún abuso del Poder. ni representaban enriqueci-
miento ilícito. pues los adquirió el 14 de julio de 1931. cuan-
do "el dictador Trujillo tenía menos de un año de instalado
en el gobierno de nuestra nación, y no tensa tempo aún de '-
enriquecerse ilícitamente, ni de enriquecer a nadie"; que,
por lo que respecta a Ernesto Sánchez Rubirosa, éste murió ni-
y "la acción penal que lo hizo prevenido del delito de en-
riquecimieito ilícito. se extinguió por su muerte"; que, por
lo que respecta a Alfredo Sánchez Rubirosa, éste no ha sido
objeto de confiscación de sus bienes; oue, no obstante todo
lo dicho y que formaba parte de su instancia al Tribuna l 1,
de Confiscaciones, éste omitió estatuir sobre los casos de ,..
Ernesto Sáichez Rubirosa y Alfredo Sánchez Rubirosa, por
lo que la sentencia debe ser casada, y se limitó a declara r .
inadmisible la instancia en lo relativo a Gilberto Sánche z . P
Ruhirosa, por aplicación de las Leyes de Confiscaciones, que ,

1

según los recurrentes son contrarias a la Constitución de la
República; pero,

Considerando, como cuestión previa, que toda contro-
versia acerca de la constitucionalidad de las Leyes de Con-
fiscación General de Bienes dictadas antes de 1966, carece
de relevancia desde que la Constitución de ese año, en su
artículo 124, ratificó esas Leyes para todo los casos que
estuvieran pendientes de solución ante los Tribunales; que,
en la sentencia impugnada se da por establecido que el recu-
rrente en casación Gilberto Sánchez Rubirosa no hizo nin-
guna impugnación en tiempo oportuno contra la confisca-
ción de que fue objeto por la Ley No. 5835 de 1962, en el
plazo de 30 días del artículo 17 de la Ley No. 5924 de ese
mismo año, por lo cual la Corte a-qua procedió correcta-
mente al declarar inadmisible la acción intentada por él el
24 de octubre de 1966; que, por lo que respecta a Ernesto
Sánchez Rubirosa, la Corte a-qua, en el tercer Consideran-
do de su sentencia ,al dar por establecido que los casos de
Gilberto Sánchez Rubirosa, Ernesto Sánchez Rub:rosa y
Alfredo Sánchez Rubirosa no eran fusionables, sino casos
distintos, decidió implícitamente sobre lo pedido en la ins-
tancia, aunque en sentido denegatorio. lo que escapa a la
censura de la casación y ese caso quedó pendiente de deci-
sión en el aspecto planteado en su instaicia a la Corte a-qua
por el Lic. Henríquez Castillo; que en lo que respecta al ca-
so de Alfredo Sánchez Rubirosa, procede el mismo comen-
tario, con la diferencia de que en ese caso se trataba de
una acción civil que quedó igualmente pendiente de solución,
con la diferencia antes señalada; que, en las circunstancias
ya dichas, la sentencia impugnada, no causa ningún agravio
ni a los sucesores de Ernesto Sánchez Rubirosa ni a Al-
fredo Sánchez Rubirosa, puesto que, al no fusionarse sus
casos con el de Gilberto Sánchez Rubirosa, único decidido,
los casos de aquellos quedaron bajo el apoderamiento delTribunal de Confiscaciones. para los fines legales pertinen-
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nal de Coifiscaciones, dictó la sentencia ahora impugnada,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara inadmi-
sible la acción intentada por el nombrado Gilberto Sánchez
Rubirosa, tendente a probar que no se enriqueció como con-
secuencia del abuso o usurpación del Poder, cometido du-
rante la pasada tiranía, en razón de no haber hecho la im- 1
pugnación prescrita por el artículo 16 de la Ley No. 5924, i
de fecha 26 de mayo de 1962, sobre Confiscación General
de Bienes; Segundo: Se condena al indicado Gilberto Sán-
chez Rubirosa. al pago de las costas del presente procedi-
miento";

Considerando, que en el acta del recurso y en el escri-
to presentado después por los recurrentes. se alega, en sín-
tesis, contra la sentencia impugnada, lo que sigue: que la
instancia que se elevó al Tribunal de Confiscaciones no se
limitaba al caso de Gilberto Sánchez Rub:rosa. sino que com-
prendía también el caso de Ernesto Sánchez Rubirosa y '
al de Alfredo Sánchez Rubirosa; que, respecto del primero
Gilberto Sánchez Rubirosa, los bienes que tenía no eran fru-
to de ningún abuso del Poder. ni representaban enriqueci-
miento ilícito, pues los adquirió el 14 de julio de 1931. cuan-
do "el dictador Trujillo tenía menos de un año de instalado
en el gobierno de nuestra nación, y no tensa tempo aún de i a
enriquecerse ilícitamente, ni de enriquecer a nadie"; que, 0'11

por lo que respecta a Ernesto Sánchez Rubirosa, éste murió
y "la acción penal que lo hizo prevenido del delito de en-
riquecimieito ilícito, se extinguió por su muerte"; que, por
lo que respecta a Alfredo Sánchez Rubirosa, éste no ha sido
objeto de confiscación de sus bienes; nue, no obstan te todo
lo dicho y que formaba parte de su instancia al Tribuna l 1,.
de Confiscaciones. éste omitió estatuir sobre los casos de 1.1:
Ernesto Sáichez Rubirosa y Alfredo Sánchez Rubirosa, por
lo que la sentencia debe ser casada, y se limitó a declarar
inadmisible la instancia en lo relativo a Gilberto Sánchez
Rubirosa, por aplicación de las Leyes de Confiscaciones, que
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según los recurrentes son contrarias a la Constitución de la
República; pero,

Considerando, como cuestión previa, que toda contro-
versia acerca de la constitucionalidad de las Leyes de Con-
fiscación General de Bienes dictadas antes de 1966, carece
de relevancia desde que la Constitución de ese año, en su
artículo 124, ratificó esas Leyes para todo los casos que
estuvieran pendientes de solución ante los Tribunales; que,
en la sentencia impugnada se da por establecido que el recu-
rrente en casación Gilberto Sánchez Rubirosa no hizo nin-
guna impugnación en tiempo oportuno contra la confisca-
ción de que fue objeto por la Ley No. 5835 de 1962, en el
plazo de 30 días del artículo 17 de la Ley No. 5924 de ese
mismo año. por lo cual la Corte a-qua procedió correcta-
mente al declarar inadmisible la acción intentada por él el
24 de octubre de 1966; que, por lo que respecta a Ernesto
Sánchez Rubirosa, la Corte a-qua, en el tercer Consideran-
do de su sentencia ,al dar por establecido que los casos de
Gilberto Sánchez Rubirosa, Ernesto Sánchez Rubirosa y
Alfredo Sánchez Rubirosa no eran fusionables, sino casos
distintos, decidió implícitamente sobre lo pedido en la ins-
tancia, aunque en sentido denegatorio. lo que escapa a la
censura de la casación y ese caso quedó pendiente de deci-
sión en el aspecto planteado en su instaicia a la Corte a-qua
por el Lic. Henríquez Castillo; que en lo que respecta al ca-
so de Alfredo Sánchez Rubirosa, procede el mismo comen-
tario, con la diferencia de que en ese caso se trataba de
una acción civil que quedó igualmente pendiente de solución,
con la diferencia antes señalada; que, en las circunstancias
ya dichas, la sentencia impugnada, no causa ningún agravio
ni a los sucesores de Ernesto Sánchez Rubirosa ni a Al-
fredo Sánchez Rubirosa, puesto que, al no fusionarse sus
casos con el de Gilberto Sánchez Rubirosa, único decidido,
los casos de aquellos quedaron bajo el apoderamiento del
Tribunal de Confiscaciones, para los fines legales pertinen-
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tes; que, por todo lo expuesto precedentemente, los medios
invocados por los recurrentes carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Gilberto Sánchez Rubirosa contra la
sentencia dictada en fecha 13 de diciembre de 1966 por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en funciones de Tri-
bunal de Confiscaciones, cuyo dispositivo se ha transcrito
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara inad-
misible el recurso interpuesto por Alfredo Sánchez Rubiro-
sa, contra la misma sentencia; y Tercero: Condena a los
recurrentes al pago de las costas correspondientes.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez.— Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los I
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

fue firmada, leída y publ.icada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 26 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Distrito Nacional,
en fecha 21 de mayo de 1969

Materia: Penal (Criminal)

get:urrente: Emilio Canela Castro

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
mói Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
Jo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias ,en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 de septiem-
bre del año 1969, años 126o. de la Independencia y 107o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública ,como corte
de casación, la siguieite sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio
Canela Castro, dominicano, mayor de edad, casado, emplea-
do privado, residente en la Avenida Independencia No. 191-
B, de esta ciudad. cédula No. 17314, serie 23, contra la
sentencia dictada por la Cámara de Calificación del Distri-
to Nacioial, en fecha 21 de mayo de 1969, cuyc dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido elrecurso de apelación interpuesto por Manuel González y
Emilio Canela Castro, contra la providencia Calificativa No.
97 , de fecha 15 de abril de 1969, dictada por el Juez de
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tes; que, por todo lo expuesto precedentem ente, los medios
invocados por los recurrentes carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Gilberto Sánchez Rubirosa contra la
sentencia dictada en fecha 13 de diciembre de 1966 por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en funciones de Tri-
bunal de Confiscaciones, cuyo dispositivo se ha transcrito
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara inad-
misible el recurso interpuesto por Alfredo Sánchez Rubiro-
sa, contra la misma sentencia; y Tercero: Condena a los
recurrentes al pago de las costas correspondientes.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló .— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y 'publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Distrito Nacional,
en fecha 21 de mayo de 1969

Materia: Penal (Criminal)

Recurrente: Emilio Canela Castro

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
mói Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias ,en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26 de septiem-
bre del año 1969, años 126o. de la Independencia y 107o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública ,como corte
de casación, la siguieite sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio
Canela Castro, dominicano, mayor de edad, casado, emplea-
do privado, residente en la Avenida Independencia No. 191-
B, de esta ciudad. cédula No. 17314, serie 23, contra la
sentencia dictada por la Cámara de Calificación del Distri-
to Nacioial, en fecha 21 de mayo de 1969, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el
recurso de apelación interpuesto por Manuel González y
Emilio Canela Castro, contra la providencia Calificativa No.
97, de fecha 15 de abril de 1969, dictada por el Juez de
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Instrucción de la Tercera Circunscripción del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: 

"Re..

solvemos:— Primero: 
Declarar, como al efecto Declaramos,

que existen cargos e indicios suficientes para inculpar a los 4'
nombrados Manuel González y Emilio Canela Castro, am-

bos de generales que constan en el expediente, como presun-
tos autores del crimen de abuso de confianz a por una suma

mayor de mil pesos en perjuicio del Sindicat o de Trabaja-

dores de la Industria del Cemento Inc.; Segundo: Enviar,

como al efecto Enviamos, por ante el Tribunal Criminal, a
los nombrados Manuel González y Emilio Canela Castro,
para que allí respondan del hecho puesto a su cargo y se
les juzgue conforme a la ley; Tercero; Ordenar como al
efecto Ordenamos, que la presente providencia calificativa
sea notificada tanto al procurador Fiscal como a los incul-
pados, y que un estado de los documento s y objetos que

han de obrar como piezas de convicción sean remitidos por
nuestro Secretario a dicho funcionario inmediatamente des-

pués de expirado el plazo del recurso de apelación a que es
susceptible esta providencia Calificativa" por haberlo inter-
puesto en tiempo hábil; SEGUNDO: Confirma en todas sus

partes la antes	
mencionada Providencia Calificativa; y

TERCERO: Ordena aue la presente decisión sea comunica-
da a las partes vía Secretaría de esta Corte";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la Repúbica;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
fecha 29 de mayo de 1969, a requerimiento de Emilio Ca-
nela Castro. recurrente. en la cual no se e invoca ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el escrito o memorial de casación firmado por el

s 
Dr. Miguel Ventura Hylton, abogado del recurrente, cédula

No. 6705, serie 56;
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 406 y 408 del Código Penal,
modificados por la Ley No. 461, de 1941; 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación; y el párrafo final del ar-
tículo 127 del Código de P rocedimiento Criminal;

Considerando que al tenor del artículo 1ro. de la Ley
sobre Procedimiento de Casación: "La Suprema Corte de
Justicia decide, como Corte de Casación, si la Ley ha sido
bien o mal aplicada en los fallos en última o en única ins-
tancia, pronunciados por los Tribunales del orden judicial.
Admite o desestima los medios en que se basa el recurso, pe-
ro sin conocer en ningún caso del fondo del asunto";

Considerando que las Providencias Calificativas no es-
comprendidas dentro de los fallos a que hace referen-

cia el artículo 1ro. de dicha ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; que, a su vez. el artículo 127 del Código de Proce-
dimiento Criminal, modificado por la Ley Número 5155 del
26 de junio de 1959, en su párrafo final, declara categóri-
camente: "Las decisiones de La Cámara de Calificación,
no son susceptibles de ningún recurso"; que ésto tiene indu-
dablemente por fundamento el hecho de que los acusados
pueden proponer ante los jueces del fondo todos los medios
de defensa tendientes a su descargo o a la modificación
de la Calificación que se haya dado al hecho; que, por lo
tanto, el presente recurso de casación no puede ser ad-
mitido;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-

,

curso de casación interpuesto>por Emilio Canela Castro, con-
tra la decisión dictada por la Cámara de Calificación del
Distrito Nacional, en fecha 21 de mayo de 1969, cuyo dis-
positivo ha sido transcrito en parte anterior del presente
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las
Costas.
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Instrucción de la Tercera Circunscripción del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: "Re-

solvemos:— Prime ro: Declarar, como al efecto Declaramos,
que existen cargos e indicios suficientes para inculpar a los
nombrados Manuel González y Emilio Canela Castro, am-
bos de generales que constan en el expedient e , como presun-

tos autores del crimen de abuso de confian za por una suma

mayor de mil pesos en perjuicio del Sindicato de Trabaja-

dores de la Industria del Cemento Inc.; Segundo: Enviar,

como al efecto Enviamos, por ante el Tribunal Criminal, a
los nombrados Manuel González y Emilio Canela Castro,
para que allí respondan del hecho puesto a su cargo y se
les juzgue conforme a la ley; Tercero: Ordenar como al

efecto Ordenamos, que la presente providencia calificativa
sea notificada tanto al procurador Fiscal como a los incul-
pados, y que un estado de los documentos y objetos que
han de obrar como piezas de convicción sean remitidos por
nuestro Secretario a dicho funcionario inmediatamente des-

pués de expirado el plazo del recurso de apelación a que es
susceptible esta providencia Calificativa" por haberlo inter-
puesto en tiempo hábil; SEGUNDO: Confirma en todas sus

partes la antes	 mencionada Providencia Calificati va ; y

TERCERO : Ordena que la presente decisión sea comunica-
da a las partes vía Secretaría de esta Corte";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la Repúbica;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
fecha 29 de mayo de 1969, a requerimiento de Emilio Ca-

nela Castro, recurrente. en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación:

Visto el escrito o memorial de casación firmado por el
1Dr. Miguel Ventura Hylton, abogado del recurrente, cédula

No. 6705, serie 56;
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 406 y 408 del Código Penal,
modificados por la Ley No. 461, de 1941; 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación; y el párrafo final del ar-
tículo 127 del Código de Procedimiento Criminal;

Considerando que al tenor del artículo 1ro. de la Ley
sobre Procedimiento de Casación: "La Suprema Corte de
Justicia decide, como Corte de Casación, si la Ley ha sido
bien o mal aplicada en los fallos en última o en única ins-
tancia, pronunciados por los Tribunales del orden judicial.
Admite o desestima los medios en que se basa el recurso, pe-
ro sin conocer en ningún caso del fondo del asunto";

Considerando que las Providencias Calificativas no es-
tán comprendidas dentro de los fallos a que hace referen-
cia el artículo 1ro. de dicha ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; que, a su vez, el artículo 127 del Código de Proce-
dimiento Criminal, modificado por la Ley Número 5155 del
26 de junio de 1959, en su párrafo final, declara categóri-
camente: "Las decisiones de La Cámara de Calificación,
no son susceptibles de ningún recurso"; que ésto tiene indu-
dablemente por fundamento el hecho de que los acusados
pueden proponer ante los jueces del fondo todos los medios
de defensa tendientes a su descargo o a la modificación
de la Calificación que se haya dado al hecho; que, por lo
tanto, el presente recurso de casación no puede ser ad-
mitido;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto>por Emilio Canela Castro, con-
tra la decisión dictada por la Cámara de Calificación del
Distrito Nacional, en fecha 21 de mayo de 1969, cuyo dis-
positivo ha sido transcrito en parte anterior del presente
fallo ; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las
Costas.
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(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló. — Juan Bautista Rojas Almánzar .—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario Geieral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los y
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la  

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada; leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del D. J. de Santiago, de fecha 9 de di-

ciembre de 1968

waterla: Correccional

Recurrente: Rafael Arístides Felipe Estrella

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez. Segundo Sustituto de Presidente: Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, JoaqWn M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26
del mes de septiembre de 1969, arios 126o. de la Indepen-
dencia y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Arístides Felipe Estrella, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado privado, residente en La Delgada al Medio,
Villa González, Provincia de Santiago, cédula No. 13195,
serie 32, contra la sentencia correccional dictada por la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santiago, en fecha 9 de diciembre de
1968, Cuyo dispositivo dice así: 'Talla: Primero: Se declararegular en cuanto a la forma el recurso de Apelación inter-
Puesto por la nombrada Isabel Luciano, la sentencia No.



BOLETIN JUDICIAL	 3095
3094	 BOLETIN JUDICIAL

SENTENCIA DE FECHA 26 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Senten c ia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del D. J. de Santiago, de fecha 9 de di-
ciembre de 1968

terca: Correccional

Recurrente: Rafael Arlstides Felipe Estrella

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-

i I	 nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 26
del mes de septiembre de 1969, años 126o. de la Indepen-
dencia y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Arístides Felipe Estrella, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado privado, residente en La Delgada al Medio,
Villa González, Provincia de Santiago, cédula No. 13195,
serie 32, contra la sentencia correccional dictada por la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santiago, en fecha 9 de diciembre de
1968 , cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declararegular en cuanto a la forma el recurso de Apelación inter-
Puesto por la nombrada Isabel Luciano, la sentencia No.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar .—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario Geieral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezami ento , en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada:, leída y rPablicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

'1
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772 de fecha 30 de agosto de 1968, del Juzgado de Paz de
la Segunda Circunscripción de esta ciudad, que Descargó al
nombrado Rafael Arístides Felipe Estrella de violar Ley
No. 2402 y en cuanto al fondo se revoca en todas sus partes
la sentencia recurrida y se declara al prevenido Rafael Arís-
tides Felipe Estrella, padre del menor Franklin Manuel Lu-
ciano, procreado con Isabel Luciano y al declararlo Culpa-
be de violar la Lev No. 2402, se Condena a Sufrir Dos
Años de Prisión Correccional y al pago de una pensión ali-
menticia de RD$10.00 (Diez Pesos) mensuales a favor de di-
cho menor, a partir de la fecha de la querella, presentada
en fecha lro. de Julio de 1968. Segundo: Se condena a Ra-
fael A. Felipe Estrella, al pago de las costas del procedi-

miento";
Oído al alguacil de turno en la lectura de rol;

de la República;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

Vista el acta del recurso de casación levantada en la.
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 9 de diciembre de
1968, a requerlmierto del Dr. Gustavo Féliz Carvajal, abo-
gado, en representación del recurrente, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Curte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que el artículo 36 de la Ley Sobre Pro-
cedim'.ento de Casación dispone: Que los condenados a una
pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no
podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos, o en
l ibertad provis i onal bajo fianza; que a su vez los artículos
7 y 8 de la Ley No. 2402 de 1950, dispone: Artículo 7: Cuan-
do un individuo haya sido condenado por virtud de esta
Ley, puede hacer suspender los efectos de su condena en
cualquier momento, sometiéndose a cumplir sus debere s de

padre conforme a lo que dispone dicha Ley.— Artículo 8:
"Para hacer cesar los efectos de la senteicia condenatoria,
el padre condenado hará petición formal al Procurador Fis-
cal del Tribunal, o al Procurador General de la Corte de
Apelación, que haya dictado la sentencia, expresando en
dicha petición compromiso de cumplir sus obligaciones des-
de que sea excarcelado;

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o que
haya hecho el compromiso necesario para obtener la sus-
pensión de la ejecución de la pena, en la forma establecida
en los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tan-
to, el presente recurso de casación no puede ser admitido;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Rafael Arístides Felipe
Estrella, contra la sentencia dictada por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santiago, en sus atribucioies correccionales y en gra-
do de apelación, de fecha 9 de diciembre de 1968, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carina Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama — Francisco Elpidio Beras.-
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar. Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audi

encia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Generalcale certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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772 de fecha 30 de agosto de 1968, del Juzgado de Paz de
la Segunda Circunscripción de esta ciudad, que Descargó al
nombrado Rafael A.rístides Felipe Estrella de violar Ley
No. 2402 y en cuanto al fondo se revoca en todas sus partes
la sentencia recurrida y se declara al prevenido Rafael Arís-
tides Felipe Estrella, padre del menor Franklin Manuel Lu-
ciano, procreado con Isabel Luciano y al declararlo Culpa_
be de violar la Lev No. 2402, se Condena a Sufrir Dos
Años de Prisión Correccional y al pago de una pensión ali-
menticia de RD$10.00 (Diez Pesos) mensuales a favor de di-
cho menor, a partir de la fecha de la querella, presentada
en fecha 1ro. de Julio de 1968. Segundo: Se condena a Ra-
fael A. Felipe Estrella, al pago de las costas del procedi-

miento";
AV

Oído al alguacil de turno en la lectura de rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;	 1403
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 9 de diciembre de
1968, a requerimiento del Dr. Gustavo Féliz Carvajal, abo-
gado, en representación del recurrente, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Cede de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que el artículo 36 de la Ley Sobre Pro-
cedim:ento de Casación dispone: Que los condenados a una
nena que exceda de seis meses de prisión correccional, no
nodrán recurrir en casación, si no estuvieren presos, o en
l ibertad provisional bajo fianza; que a su vez los artículos
7 y 8 de la Ley No. 2402 de 1950, dispone: Artículo 7: Cuan-
do un individuo haya sido condenado por virtud de esta
Ley, puede hacer suspender los efectos de su condena en
cualquier momento, sometiéndose a cumplir sus debere s de

padre conforme a lo que dispone dicha Ley.— Artículo 8:
"Para hacer cesar los efectos de la senteicia condenatoria,
el padre condenado hará petición formal al Procurador Fis-
cal del Tribunal, o al Procurador General de la Corte de
Apelación, que haya dictado la sentencia, expresando en
dicha petición compromiso de cumplir sus obligaciones des-
de que sea excarcelado;

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o que
haya hecho el compromiso necesario para obtener la sus-
pensión de la ejecución de la pena. en la forma establecida
en los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tan-
ta el presente recurso de casación no puede ser admitido;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Rafael Arístides Felipe
Estrella, contra la sentencia dictada por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santiago, en sus atribucioieq correccionales y en gra-
do de apelación, de fecha 9 de diciembre de 1968, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez•— Manuel A. Amiama — Francisco Elpidio Beras.-
Joaquín M. Alvarez Perelló — Juan Bautista Rojas Almán-
zar. Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Generalque certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE SEPTIEMBRE DEL 19C9

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas de la República en fun-

ciones de Tribunal Superior Administrativ o , de fecha 17

de septiembre de 19G8

Materia: Cont-Adm.

Recurrente: Antonio Mota y Casa Mota, C. por A.

Abogado: Dr. Luis Augusto González Vega

Recurrida: Estado Dominicano

Abogado: Procurador General Administrativo
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Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la,

Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A.Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pere l ló, Juan Bautista Ro-
las Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-'
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán.
trito Nacional, hoy día 26 del mes de septiembre de 1969,
años 126o. de la Independencia y 107o. de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio Mo-
ta, dominicano, mayor de edad, comerciante, domiciliado en
la calle Doctor Delgado No. 38 de esta ciudad, cédula 27651
serie 1, en su propio nombre, y por la Casa Mota, C. por A.,

en su calidad de Presidente-Tesorero de la misma, contra la
sentencia dictada en fecha 17 de septiembre de 1968 por
la Cámara de Cuentas de la República, en funciones de Tri-
buíal Superior Administrativo, cuyo dispositivo se transcri-

be 
más adelante;

 alguacilOído a	 acil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Luis Augusto González Vega, cédula No.

20220, serie 18. abogados de los recurrentes, en la lectura
de susoídcoonacliupsiroonceilador

General Administrativo ante la
Cámara de Cuentas de la República en sus funciones de
de Tribunal Administrativo, abogado aue representa al Es-
tado.en la causa que se examina, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oída el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por su abogado, de fecha 17 de febrero de 1969, en el
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;
1959y; isto el memorial de defensa de fecha 24 de abril de

Visto el auto dictado en fecha 22 de septiembre del
corriente año 1969, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema Corte de Justicia, por medio del cual llama al Ma-gistrado Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia Juez de este Tri-
bunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la

de conformidad con las leyes Nos. 684, de 1934, y 926, de

1d9e3li5b	 n y fallo del recurso de casación de que se trata,;eració 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-berado, y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley queinstituye la Jurisdicción Conten cioso-Administrativa, No.149 1 de 1947, reformada por las Leyes No. 2690 de 1951Y 3835 de 1954; 1 y siguientes de la Ley No. 4344 de 1955,
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas de la República en fun-

ciones de Tribunal Superior Administrativ o , de fecha 17

de septiembre de 1968

Materia: Cont-Adm.

Recurrente: Antonio Mota y Casa Mota, C. por A.

Abogado: Dr. Luis Augusto González Vega

Recurrido: Estado Dominicano

Abogado: Procurador General Administrativo

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henriquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A.Am i ama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pere ll ó, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus. au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 26 del mes de septiembre de 1969,
años 126o. de la Independencia y 107o. de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corto do casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio 11.1z,-

ta, dominicano, mayor de edad, comerciante, domiciliado en
la calle Doctor Delgado No. 38 de esta ciudad, cédula 27657
serie 1, en su propio nombre, y por la Casa Mota, C. por A.,

en su calidad de Presidente-Tesorero de la misma, contra la
sentenc i a dictada en fecha 17 de septiembre de 1968 por
la Cámara de Cuentas de la República, en funciones de Tri-
bula" Superior Administrativo, cuyo dispositivo se transcri-
be más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Luis Augusto González Vega, cédula No.

20220, serie 18, abogados de los recurrentes, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído al Procurador General Administrativo ante la
Cámara de Cuentas de la República en sus funciones de
de Tribunal Administrativo, abogado oue representa al Es-
tado. en la causa que se examina, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;	 •

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por su abogado, de fecha 17 de febrero de 1969, en el
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 24 de abril de
1969;

Visto el auto dictado en fecha 22 de septiembre del
corriente año 1969, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema Corte de Justicia, por medio del cual llama al Ma-
gistrado Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia Juez de este Tri-
bunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
do conformidad con las leyes Nos. 684, de 1934, y 926, de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-berado, y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley que
instituye la Jurisdicción Conten ci oso-Administrativa, No.1491 de 1917, refOrmada por las Leyes No. 2690 de 1951
Y 3835 de 1954; 1 y siguientes de la Ley No. 4344 de 1955,
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que regía el Catastro Nacional hasta el año 1968; 1 y si-
guientes de la Ley No. 317, de 1968; y 1ro. de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en fecha 31 de enero de 1963, la Direcc ión General del

Catastro Nacional notificó a los actuales recurrentes las
evaluaciones Nos. 45734, 45733, 45732, 45731 y 45729, re-
lativas a inmuebles situados en el Municipio de Barahona;
b) que sobre recurso de los actuales recurrente s a la Comi-

sión de Avalúo del referido Municipio, dicha Comisión, en

fecha 20 de mayo de 1963, dictó la decisión siguiente: "Ac-
ta Sobre Decisión de Avalúo. En la ciudad de Barahona, a
los Diez días del mes de Mayo del año mil novecientos se-
senta y tres (1963) siendo las cuatro de la tarde, previa
convocatoria, reuniéronse en la Alcaldía Municipal de Ba-
rahoia, los miembros de la comisión de avalúo de este Mu-
nicipio, señores Porfirio Díaz R., Alcalde Municipal, Pre-
sidente; Roberto de los Santos, Colector de Rentas Inter-
nas, Leopoldo Michel, Conservador de Hipotecas, Ingenie-
ro Freddy Camejo, de Agricultura, asistidos del Secretario

del Ayuntamiento, señor Ramón Espinal R., con el fin de
conocer del recurso de alzada interpuesto por la Casa Mo-
ta C. por A., contra evaluación de varios inmuebles radica-
dos en esta ciudad, hecha por la Dirección General del Ca-
tastro Nacional. El Presidente declaró abierta la reunión Y
luego de ser leído el expediente, se dispuso el traslado de
la comisión a cada uno de los inmuebles objeto del prese

n

-te recurso. Cumplimentada esta disposición y después de

ponderar los atributos a que se contraen los artículos 25 
Y

26 de la Ley 4344 sobre el Catastro Nacional, se resolvió:
Primero: modificar el valor de RD$1.00 por metro en que

el

este municipio, aumentándos e a RD$1.50 el metro;

Hotel
fue evaluada la porción de terreno ocupada por
Guarocuya, situada en la Parcela No. 86 del D. C. N Seguri.

o . 2 de
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do: Modificar el precio de RD$1,094.52 fijado al solar yer-
ra() situado en la Avenida del Malecón, porción "C", del D.C.
No. 1, evaluándose en RD$8.00 el metro; Tercero: Modifi-
car el precio de RD$4.75 en que fue evaluado el M2 del
solar No. 1 prov. Porción "C" del D. C. No. 1, situado en
la Avenida del Malecón, esquina Restauración, fijándose
en RD$8.00 el M2 Cuarto: Modificar el valor de RD$40.00
fijada a la tarea de la parcela No. 25 del D. C. No. 14, te-
rreno fértil irrigable, sitio de Blanquizale, camino de Punta
Palma, evaluándose en RD$50.00 la tarea. Quinto: Modifi-
car la evaluación de RD$1.00 el metro de la porción de te-
rreno que ocupa con equipo y accesorios Radio Caribe, si-
tuada en la Carretera Enriquillo, Kl. 2- 1/2, parcela No. 46
del D. C. No. 2, fijándose en RD$1.25 el metro Concluido
los puntos a tratar. fue c l ausurada la reunión, en fe de todo
lo cual se levanta la presente acta, que firmada todos los
componentes de la comisión"; c)— que, sobre recurso de los
actuales recurrentes y del Director General del Catastro
Nacional, la Comisión Central de Avalúo dictó en fecha 29
de Agosto de 1967 una Resolución con la siguiente parte
dispositivo: "Resuelve: Primero: Acoger, como al efecto aco-
ge, el recurso interpuesto por el Sr Antonio Mota, por sí
y en representación de la casa "Mota, C. por A.", por con-
siderarlo bueno y válido en la forma; Segundo: Acoger, co-
mo al efecto acoge el recurso interpuesto por el Director
General del Catastro Nacional, por considerarlo bueno y
válido en su forma; Tercero: Anular, como al efecto anula
las tasaciones ejecutadas por la Comisión de Avalúo del
municipio de Barahona, contenidas en la señalada Resolu-
ción de fecha 10 de mayo del 1963, por considerarlas no
ajustadas a una apreciación exacta de los elementos de va-lori

zación; Cuarto: Confirmar, como al efecto confirma las
tasaciones realizadas por la Dirección General del Catas-
tro Nacional, en fecha 9 de enero del 1963, de la manera
siguiente: a) Reg. No. 2701-K, parcela No. 86, DC No. 2,
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que regía el Catastro Nacional hasta el ario 1968; 1 y si..
guientes de la Ley No. 317, de 1968; y lro. de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en fecha 31 de enero de 1963, la Dirección General del
Catastro Nacional notificó a los actuales recurrentes las
evaluaciones Nos. 45734, 45733, 45732, 45731 y 45729, re-
lativas a inmuebles situados en el Municipio de Barahona;
b) que sobre recurso de los actuales recurrentes a la Comi-
sión de Avalúo del referido Municipio, dicha Comisión, en
fecha 20 de mayo de 1963, dictó la decisión siguiente: "Ac-
ta Sobre Decisión de Avalúo. En la ciudad de Barahona, a
los Diez días del mes de Mayo del año mil novecientos se-
senta y tres (1963) siendo las cuatro de la tarde, previa
convocatoria, reuniéronse en la Alcaldía Municipal de Ba-
rahoia, los miembros de la comisión de avalúo de este Mu-
nicipio, señores Porfirio Díaz R., Alcalde Municipal, Pre-
sidente; Roberto de los Santos, Colector de Rentas Inter-
nas, Leopoldo Michel, Conservador de Hipotecas, Ingenie-
ro Freddy Camejo, de Agricultura, asistidos del Secretario
del Ayuntamiento, señor Ramón Espinal R., con el fin de
conocer del recurso de alzada interpuesto por la Casa Mo-
ta C. por A., contra evaluación de varios inmuebles radica-
dos en esta ciudad, hecha por la Dirección General del Ca-
tastro Nacional. El Presidente declaró abierta la reunión Y
luego de ser leído el expediente, se dispuso el traslado de
la comisión a cada uno de los inmuebles objeto del presen-
te recurso. Cumplimentada esta disposición y después de
ponderar los atributos a que se contraen los artículos 25 )'
26 de la Ley 4344 sobre el Catastro Nacional, se resolvió:
Primero: modificar el valor de RD$1.00 por metro en queHotel
fue evaluada la porción de terreno ocupada por el

Guarocuya, situada en la Parcela No. 86 del D. C. No. 2
2 

de

este municipio, aumentándos e a RD$1.50 el metro; Set111-

do: Modificar el precio de RD$1,094.52 fijado al solar yer-
mo situado en la Avenida del Malecón, porción "C", del D.C.
No. 1, evaluándose en RD$8.00 el metro; Tercero: Modifi-
car el precio de RD$4.75 en que fue evaluado el M2 del
solar No. 1 prov. Porción "C" del D. C. No. 1, situado en
la Avenida del Malecón. esquina Restauración, fijándose
en RD$8.00 el M2 Cuarto: Modificar el valor de RD$40.00
fijada a la tarea de la parcela No. 25 del D. C. No. 14, te-
rreno fértil irrigable, sitio de Blanquizale, camino de Punta
Palma, evaluándose en RD$50.00 la tarea. Quinto: Modifi-
car la evaluación de RD$1.00 el metro de la porción de te-
rreno que ocupa con equipo y accesorios Radio Caribe, si-
tuada en la Carretera Enriquillo, Kl. 2-1/2, parcela No. 46
del D. C. No. 2, fijándose en RD$1.25 el metro Concluído
los puntos a tratar. fue c l ausurada la reunión, en fe de todo
lo cual se levanta la presente acta, que firmada todos los
componentes de la comisión"; c)— que. sobre recurso de los
actuales recurrentes y del Director General del Catastro
Nacional. la Comisión Central de Avalúo dictó en fecha 29
de Agosto de 1967 una Resolución con la siguiente parte
dispositivo: "Resuelve: Primero: Acoger, como al efecto aco-
ge, el recurso interpuesto por el Sr Antonio Mota, por sí
y en representación de la casa "Mota, C. por A.", por con-
siderarlo bueno y válido en la forma; Segundo: Acoger, co-
mo al efecto acoge el recurso interpuesto por el Director
General del Catastro Nacional, por considerarlo bueno y
válido en su forma; Tercero: Anular, como al efecto anula
las tasaciones ejecutadas por la Comisión de Avalúo del
municipio de Barahona, contenidas en la señalada Resolu-
ción de fecha 10 de mayo del 1963, por considerarlas noajustadas a una apreciación exacta de los elementos de va-lorización; Cuarto: Confirmar, como al efecto confirma las
tasaciones realizadas por la Dirección General del Catas-
tro Nacional, en fecha 9 de enero del 1963, de la manerasiguiente: a) Reg. No. 2701-K, parcela No. 86, DC No. 2,
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con una extensión superificial de 23,305.00 M2 a RD$1.00.
. . RD$23,305.00; b) Reg. No. 124-K, solar No. 2-Prov.

porción "C", DC N 9 1, con una extensión superf
-K

ic:al 
lar

364.84

M2 a RD$3.00... 1, 094.52; c) Reg. No. 2698, so 	 No,

1-Prov. porción "C" DC No 1 con una extensión superficial

de 211.78M2 a RD$4.75... 1,005.95; d) Reg. No. 908-K,
parcela No. 25 DC No.1411, con una extensión superficial
de 160 tareas a RD$40.00... RD$6,525.60, Cerca... 6C0.00,
Total... RD$7,125.60; e) Reg. No. 2700-K, parte parcela
No. 46, D.C. No. 2 del municipio de Barahon a, con una ex-

tensión superficial de 4Q000.00 M2 a RD$1.09... RD$40,-
000.00, por considerar que dichos avalúos están ejecutados
tomando en consideración los principios de tasación cientí-
fica, y por consiguiente, que se ha hecho uso exacto de los
elementos de valorización"; d) que, sobre recurso de los' ac-
tuales recurrentes, la Cámara de Cuentas en funciones de
Tribunal Superior Administrativo , dictó en fecha 17 de sep-
tiembre de 1968 la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Unico: Declara inadmisible
el presente recurso contencioso-administrativo interpuesto
por Antonio Mota y Casa Mota, C. por A., contra la Resolu-
ción No. 3 de fecha 29 de agosto de 1967, dictada por la Co-
misión Central de Avalúo, por haber recorrido los dos gra-
dos de jurisdicción establecid os por la Ley";	 •

Considerando, que, en su memorial de casación, los re-
currentes alegan que en la sentencia impugnada se ha he-
cho una "errada aplicación de la Ley"; que en dicha sente

n-

cia se ha incurrido en los vicios de "falta de base legal";
que "carece de motivos" o que tiene "insuficiencia de moti-
vos"; que, para apoyar los alegatos así enunciados ,los re-
currentes sostienen, en síntesis, oue, contrariamente a la
tesis en que se funda la sentencia impugnada, las dos Co-
misiones de Avalúo que establecía la -Ley No. 4344

, de

1955, la una local para cada Municipio, y la otra Central,
no constituía órganos jurisdiccionales cuyas dee:siones sine
presentarán cosa juzgada como si fueran tribunales, 
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simples entidades administrativas jerarquizadas, cuyas de-
cisiones están sujetas a recurso ante el Tribunal Superior
Administrativo, como consecuencia de los artículos 34 y 56
de la citada Ley 4344 de 1933; pero,

Considerando, que, del contexto de la Ley No. 4344
de 1955, resulta, sin lugar a dudas, lo siguiente: que, de los
órganos que ella establece, para las actuaciones de avalúo,
el único de carácter puramente administrativo es la Direc-
ción General del Catastro Nacional; que, en cambio, las Co-
misiones de Avalúo de cada Municipio y la Comisión Central
de Avalúo son órganos llamados a resolver las impugna-

' ciones en forma contenciosa y por tanto de carácter juris-
diccional, por lo que son, o eran, hasta 1968, verdaderos tri-
bunales contencioso-administrativos especiales para las ope-
raciones de avalúo de. los bienes inmuebles; que ese carác-
ter resulta hoy más evidente aún a la luz de la Ley No. 317,
de 1968, en la cual, para posibilitar en esta materia el re-
curso ante el Tribunal Superior Administrdtivo, el legisla-
dor ha suprimido la Comisión Central de Avalúo, estable-
ciendo sólo Comisiones de Avalúo en el Distrito Nacional
y en cada Provincia, a fin de no crear tres grados de juris-
dicción, sino solamente dos, acatando de ese modo el prin-
cipio consagrado en nuestro sistema procesal de que los
asuntos litig:osos nunca recorren, en cuanto al fondo, más
de dos grados de jurisdicción; que, por todo lo expuesto,
el medio de los recurrentes, fundado en los artículos 34 y
56 de la Ley No. 4344 de 1955, carecen de fundamento y
deben ser desestimados; que, en cuanto al ale gato de falta
de base legal y carencia o insuficiencia de motivos en la
sentencia impugnada, el examen hecho por esta Suprema
Corte de los Resultados y Considerandos de dicha senten-
cia, poie de manifiesto que ella contiene motivos de hecho
Y de derecho suficientes para justificar su dispositivo, por
lo cual el alegato que se examina carece también de fun-
damento y debe ser desest:mado;

. 	 •
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con una extensión superificial de 23,305.00 M2 a RD$1.00.
RD$23,305.00; b) Reg. No. 124-K, solar No. 2-Prov.

porción "C", DC N Q 1, con una extensión superfic:al 364.84

M2 a RD$3.00 ... 1, 094.52; e) Reg. No. 2698-K, solar No.
1-Prov. porción "C" DC No 1 con una extensión superficial

de 211.78M2 a RD$4.75... 1,005.95; d) Reg. No. 908-K,
parcela No. 25 DC No.1411, con una extensión superficial
de 160 tareas a RD$40.00... RDS6,525.60, Cerca... 6C0.0(),
Total... RD$7,125.60; e) Reg. No. 2700-K, parte parcela r
No. 46, D.C. No. 2 del municipio de Barahona, con una ex-
tensión superficial de 40,000.00 M2 a RD$1.00... RDS40,-
000.00, por considerar que dichos avalúos están ejecutados
tomando en consideració n los principios de tasación cientí-
fica, y por consiguiente, que se ha hecho uso exacto de los
elementos de valorización"; d) que, sobre recurso de les- ac-
tuales recurrentes, la Cámara de Cuentas en funciones de
Tribunal Superior Administrativo, dictó en fecha 17 de sep-
tiembre de 1968 la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Unico: Declara inadmisible
el presente recurso contencioso7administrativo interpuesto
por Antonio Mota y Casa Mota, C. por A., contra la Resolu-
ción No. 3 de fecha 29 de agosto de 1967, dictada por la Co-
misión Central de Avalúo, por haber recorrido los dos gra-
dos de jurisdicción establecidos por la Ley";

Considerando, que, en su memorial de casación, los re-
currentes alegan que en la sentencia impugnada se ha he-
cho una "errada aplicación de la Ley"; que en dicha senten-
cia se ha incurrido en los vicios de "falta de base 

legal";

que "carece de motivos" o que tiene "insuficiencia de moti-
vos"; que, para apoyar los alegatos así enunciados ,los re

-currentes sostienen, en síntesis, que-, contrariamente a 
la

tesis en que se funda la sentencia impugnada, las dos Co-
misiones de Avalúo que establecía la 'Ley No. 4344, de
1955, la una local para cada Municipio, y la otra Central,
no constituía órganos jurisdicciona les cuyas dec:siones re-

presentarán cosa juzgada como si fueran tribunales, sino

,	..
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simples entidades administrativas jerarquizadas, cuyas de-
cisiones están sujetas a recurso ante el Tribunal Superior
Administrativo, como consecuencia de los artículos 34 y 56
de la citada Ley 4344 de 1955; pero,

'	 - ... Considerando, que, del contexto de la Ley No. 4344mis

e 1955, resulta, sin lugar a dudas, lo siguiente: que, de los
'I*

Iganos que ella establece, para las actuaciones de avalúo,
el único de carácter puramente administrativo es la Direc-
ción General del Catastro Nacional; que, en cambio, las Co-
rei ,done.s de Avalúo de cada Municipio y la Comisión Central
t' ,e Avalúo son órganos llamados a resolver las impugna-
ciones en forma contencIosa y por tanto de carácter juris-
diccional, por lo que son, o eran. hasta 1968, verdaderos tri-
bunales contencioso-administrativos especiales para las ope-
raciones de avalúo de los bienes inmuebles; que ese carác-
ter resulta hoy más evidente aún a la luz de la Ley No. 317,
de 1968, en la cual, para posibilitar en esta materia el re-
curso ante el Tribunal Superior Administrdtivo, el legisla-
dor ha suprimido la Comisión Central de Avalúo, estable-.
ciendo sólo Comisiones de Avalúo en el Distrito Nacional
y en cada Provincia, a fin de no crear tres grados de juris-
dicción, sino solamente dos, acatando de ese modo el prin-
cipio consagrado en nuestro sistema procesal de que los
asuntos litigiosos nunca recorren, en cuanto al fondo, más
de dos grados de jurisdicción; que, por todo lo expuesto,
el medio de los recurrentes, fundado en los artículos 34 y
56 de la Ley No. 4344 de 1955, carecen de fundamento y
deben ser desestimados; que, en cuanto al ale gato de falta
de base legal y carencia o insuficiencia de motivos en la
sentencia impugnada, el examen hecho por esta Suprema
Corte de los Resultados y Considerandos de dicha senten-
cia, poie do manifiesto que ella contiene motivos de hecho
Y de derecho suficientes para justificar su dispositivo, por
lo cual el alegato que se examina carece también de fun-
damento y debe ser desestimado;

4111-
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Considerando, que, conforme al artículo 60 de la Ley líd
No. 1494 de 1947, ampliada por la Ley No. 3835 de 1954,
en esta materia no procede la condenación en costas;	 0, Sentencia impugnada: Cámara de

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in- , e k.	 de fecha 2 de diciembre

Iterpuesto por Antonio Mota y la Casa Mota, C. por A., con- ' 	 -

tra la sentencia dictada en fecha 17 de septiembre de 1968
por la Cámara de Cuentas de la República en funciones de
Tribunal Superior Administrativo, cuyo dispositivo se ha
transcrito en parte anterior del presente fallo.
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Materia: Trabajo

Recurrente: Bienvenido Guzmán Pérez

Abogado: Dr. Víctor E. Almonte J.

Trabajo del Distrito Nacional,

de 1968

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez . — Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló .— Juan Bautista Rojas Almánzar .— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí. Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

Recurrido: Ramón Concepción Mota

Abogado: Dr. Juan Pablo Espinosa y Dr. Lupo Hernández Rueda

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 26 de septiembre del año 1969, años 126o. de la
Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bienve-
nido Guzmán Pérez, dominicano, mayor de edad, casado,
oficinista, domiciliado y residente en la sección de Herrera,
Distrito Nacional, cédula No. 18895, serie 54, contra la sen-t
encia de fecha 2 de diciembre de 1968, dictada por la Cá-

mara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
Copia más adelante;
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Considerando, que, conforme al artículo 60 de la Ley
No. 1494 de 1947, ampliada por la Ley No. 3835 de 1954,

en esta materia no procede la condenación en costas;
Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-

terpuesto por Antonio Mota y la Casa Mota, C. por A., con-
tra la sentencia dictada en fecha 17 de septiembre de 1968
por la Cámara de Cuentas de la República en funciones de
Tribunal Superior Administrativo, cuyo dispositivo se ha
transcrito en parte anterior del presente fallo.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez . — Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo. Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí. Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 26 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 2 de diciembre de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: Bienvenido Guzmán Pérez

Abogado: Dr. Víctor E. Almonte J.

Recurrido: Ramón Concepción Mota

Abogado: Dr. Juan Pablo Espinosa y Dr. Lupo Hernández Rueda

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche FI., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 26 de septiembre del año 1969, años 126o. de la
Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bienve-
nido Guzmán Pérez, dominicano, mayor de edad, casado,
oficinista, domiciliado y residente en la sección de Herrera,
Distrito Nacional, cédula No. 18895, serie 54, contra la sen-
tencia de fecha 2 de diciembre de 1968, dictada por la Cá-
mara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan Pablo Espinosa, cédula No. 64182, se-

rie ira., por sí y por el Dr. Lupo Hernández Rueda, cédu-
la No. 52000, serie 1ra., abogados del recurrido Ramón Con-
cepción Mota, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero,
de este domicilio y residente, cédula No. 36025, serie 56,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 18 de febre-
ro de 1969, y suscrito por el Dr. Víctor E. Almonte J., abo-
gado del recurrente, en el cual se invocan los medios que
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 9 de abril de
1939, suscrito por los abogados del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 261, 262 y 265 del Código de
Trabajo; y 1, 20 y 63 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral hecha por Ramón Concep-
ción Mota, contra Bienvenido Guzmán Pérez, la cual no pu-
do ser conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
Nacional, dictó en fecha 21 de junio de 1968, una sentencia
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza
en todas sus partes las conclusiones de la parte demandada
por improcedentes y mal fundadas, y acoge las del deman-
dante, por ser justas y reposar sobre base legal; SEGUNDO:

Declara injustificado el despido y resuelto el contrato de
trabajo por tiempo indefinido que ligaba a las partes, por
culpa del patrono y con responsabilidad para el mismo;
TERCERO: Condena al patrono Bienvenido Guzmán Pérez,
(La Pollera, C. por A. y /o granja Bajar), a pagarle al señor

Ramón Concepción Mota, los valores siguientes: "4 días de
salario por concepto de preaviso; 15 días por vacaciones no
disfrutadas ni pagadas, la proporción de Regalía Pascual
obligatoria del año 1967, así como los -tres meses de salario
acordados en el ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de
Trabajo, todo calculado a base de RD$90.00 mensuales;
CUARTO: Condena al patrono demandado al pago de las
costas del procedimiento"; b) que sobre apelación de Bien-
venido Guzmán Pérez, la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, dictó en fecha 2 de diciembre de 1968, la senten-
cia ahora impugnada en casación, con el siguiente dispositi-
vo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuan-
to a la forma el recurso de apelación iiterpuesto por el se-
ñor Bievenido Guzmán Pérez contra sentencia, del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 21 de
junio del 1968, en favor de Ramón Concepción Mota, cuyo
dispositivo figura copiado en parte anterior de esta misma
sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo, confirma en
todas sus partes dicha decisión impugnada; TERCERO:
Condena a la parte que sucumbe Bienvenido Guzmán Pé-
rez, al pago de las costas, de conformfclad con los arts. 5
y 16 de la Ley No. 302, del 18 de junio del 1964 y 691 del
Código de Trabajo, ordenando su distracción en favor de
los Dres. Lupo Hernández Rueda y Juan Pablo Espinosa,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación, el siguicite medio: Violación por errónea apli-
cación de los artículos 261 y 265 del Código de Trabajo.
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, por insuficiencia de motivos. Violación del derecho de
defensa. Falta de Base Legal;

Considerando que en el desarrollo del medio propuesto,
sostiene en síntesis el recurrente, que el legislador domini-
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan Pablo Espinosa, cédula No. 64182, se-

rie lra., por sí y por el Dr. Lupo Hernández Rueda, cédu-
la No. 52000, serie 1ra., abogados del recurrido Ramón Con-
cepción Mota, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero,
de este domicilio y residente, cédula No. 36025, serie 56,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 18 de febre-
ro de 1969, y suscrito por el Dr. Víctor E. Almonte J., abo-
gado del recurrente, en el cual se invocan los medios que
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 9 de abril de
1909, suscrito por los abogados del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 261, 262 y 265 del Código de
Trabajo; y 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral hecha por Ramón Concep-
ción Mota, contra Bienvenido Guzmán Pérez, la cual no pu-
do ser conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
Nacional, dictó en fecha 21 de junio de 1968, una sentencia
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza
en todas sus partes las conclusiones de la parte demandada
por improcedentes y mal fundadas, y acoge las del deman-
dante, por ser justas y reposar sobre base legal; SEGUNDO:
Declara injustificado el despido y resuelto el contrato de
trabajo por tiempo indefinido que ligaba a las partes, por
culpa del patrono y con responsabilidad para el mismo;
TERCERO: Condena al patrono Bienvenido Guzmán Pérez,
(La Pollera, C. por A. y /o granja Bajar), a pagarle al señor

Ramón Concepción Mota, los valores siguientes: "4 días de
salario por concepto de preaviso; 15 días por vacaciones no
disfrutadas ni pagadas, la proporción de Regalía Pascual
obligatoria del año 1967, así como los tres meses de salario
acordados en el ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de
Trabajo, todo calculado a base de RD$90.00 mensuales;
CUARTO: Condena al patrono demandado al pago de las
costas del procedimiento"; b) que sobre apelación de Bien-
venido Guzmán Pérez, la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, dictó en fecha 2 de diciembre de 1968, la senten-
cia ahora impugnada en casación, con el siguiente dispositi-
vo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuan-
to a la forma el recurso de apelación iiterpuesto por el se-
ñor Bievenido Guzmán Pérez contra sentencia, del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 21 de
junio del 1968, en favor de Ramón Concepción Mota, cuyo
dispositivo figura copiado en parte anterior de esta misma
sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo, confirma en
todas sus partes dicha decisión impugnada; TERCERO:
Condena a la parte que sucumbe Bienvenido Guzmán Pé-
rez, al pago de las costas, de conformidad con los arts. 5
y 1G de la Ley No. 302, del 18 de junio del 1964 y 691 del
Código de Trabajo, ordenando su distracción en favor de
los Dres. Lupo Hernández Rueda y Juan Pablo Espinosa,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

f---
,:ie casación, el siguieite medio: Violación por errónea apii-

Considerando que el recurrente invoca en su memorial

11 cación de los artículos 261 y 265 del Código de Trabajo.
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, por insuficiencia de motivos. Violación del derecho de
defensa. Falta de Base Legal;

Considerando que en el desarrollo del medio propuesto,
sostiene en síntesis el recurrente, que el legislador domini-
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caio no tuvo el propósi to de excluir en el artículo 261 del

Código de Trabajo "la crianza de pollos del ámbito de los
trabajos propios del campo" como lo entendió la Cámarincluir

a

a-qua; que la intención del legislador fue amplia al 
entre los trabajos propios del campo "el cultivo de toda cla-
se de plantas o la crianza de animales"; que la enunciación
del texto antes catado es puramente enunciativa; que la gran-

ja del recurrente está dedicada a la crianza de pollos, que
es una de las múltiples actividades del campo; que el ar-
tículo 265 del antes citado Código excluye de las disposicio-
nes del Código de Trabajo, aquellas empresas agrícolas que
no utilizan diez trabajador es, como ocurre en su caso; que,
sin embargo, el juez le negó el derecho a probar mediante
el informativo que él solicitó que él no utiliza de manera

continua y permanente el número de trabajadores que se-

ñala  el artículo 265 citado; que, por todo lo dicho, en el fa-
llo impugnado se incurrió en las violacion es de los artículos

261 y 265 mencionados, en la violación del artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil por insuficienc ia de motivos,

y se violó. al negarle el informativo a los fines ya indicados,
su derecho de defensa; y también en el vicio de falta de base
legal porque, a su entender los hechos de que da constancia
el fallo impugnado, no puede apreciarse que se haya hecho
una correcta aplicación de la ley;

Considerand o que el examen del fallo impugnado reve-
la que el juez a-quo para rechazar las conclusiones del dsee-

mandado, hoy recurrente en casación, se fundó, según 
lee en el Considerando No. 4 del mismo ,en que "el artícu-
lo 261 del Código de Trabajo, que determina cuáles son
trabajos del campo, expresa de una manera limitativa que
éstos son todos los trabajos propios y habituales de una em-
presa agrícola, agrícola-industrial, pecuaria o forestal, enu-
meración dentro de la cual no caben las granjas avícolas;
que según se desprende de las propias declaraciones del pa-
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trono recurrente en su comparecencia a la conciliación (Ac-
ta No. 46), el intimado le prestaba servicios en el cuidado
de los pollos durante el período de engorde y otras labores
de limpieza; que aunque el intimado realizara otras labores
propias del campo, no es menos cierto que prestaba sus
servicios en la Granja, por lo que, al no ser los trabajos en
Granjas avícolas trabajos propios del campo ,se aplican las
leyes laborales aún cuando en esas empresas no se utili-
en 10 trabajadores; que en consecuencia, el informativo so-
licitado carecería de objeto resultando frustratorio orde-
narlo";

Considerando que el artículo 261 del Código de Traba-
jo según resulta obviamente de su lectura, se ha limitado
a dar una definición de lo que debe entenderse por trabajos
de campo, cuando dice: "Son trabajos del campo, sujetos al
régimen de este Título, todos los propios y habituales de
una empresa agrícola, agrícola-industrial, pecuaria o fores-
tal"; que no cabe duda que las labores de una granja aví-
cola están comprendidas en esa definición porque el traba-
jo que allí se realiza es "agrícola-industrial"; que si bien el
artículo 262 del mismo Código declara que no son trabajos
del campo las actividades iidustriales o comerciales de una
empresa agrícola industrial ,es preciso tener en cuenta pues
ello no implica una negación de lo establecido por el artícu-
lo 265 del mismo Código de Trabajo cuando dice: "No se
aplican las disposiciones de este código a las empresas agrí-
colas, agrícolas-industriales, pecuarias o forestales que ocu-
pen de manera continua y permanente no más de diez tra-
bajadores";

Considerando que en la especie consta en el fallo im-
pugnado que el hoy recurrente en casación solicitó en sus
conclusiones un informativo para probar que en su granja
nunca se han utilizado permanentemente diez trabajadores,
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caio no tuvo el propósito de excluir en el artículo 261 del
Código de Trabajo "la crianza de pollos del ámbito de los
trabajos propios del campo" como lo entendióla Cámara

a-qua; que la intención del legislador fue amplia al incmluir

entre los trabajos propios del campo "el cultivo de toda cla-
se de plantas o la crianza de animales"; que la enunciación
del texto antes citado es puramente enunciativa; que la gran-
ja del recurrente está dedicada a la crianza de pollos, que
es una de las múltiples actividades del campo; que el ar-
tículo 265 del antes citado Código excluye de las disposicio-
nes del Código de Trabajo, aquellas empresas agrícolas que
no utilizan diez trabajador es, como ocurre en su caso; que,
sin embargo, el juez le negó el derecho a probar mediante
el informativo que él solicitó que él no utiliza de manera
continua v permanente el número de trabajador es que se-

ñala  el artículo 265 citado; que, por todo lo dicho, en el fa-

llo impugnado se incurrió en las violaciones de los artículos

261 y 265 mencionados, en la violació n del artículo 141 del

Código de Procedimiento Civil por insuficienc ia de motivos,

y se violó. al negarle el informativo a los fines ya indicados,
su derecho de defensa; y también en el vicio de falta de base
legal porque, a su entender los hechos de que da constancia
el fallo impugnado, no puede apreciarse que se haya hecho
una correcta aplicación de la ley;

Considerando que el examen del fallo impugnado reve-
la que el juez a-quo para rechazar las conclusiones del de-
mandado, hoy recurrente en casación, se fundó, según se
lee en el Considerando No. 4 del mismo ,en que "el artícu-
lo 261 del Código de Trabajo, que determina cuáles son
trabajos del campo, expresa de una manera limitativa que
éstos son todos los trabajos propios y habituales de una em-
presa agrícola, agrícola-industrial, pecuaria o forestal, enu-
meración dentro de la cual no caben las granjas avícolas;
que según se desprende de las propias declaraciones del pa-
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trono recurrente en su c omparecencia a la conciliación (Ac-
ta No. 46), el intimado le prestaba servicios en el cuidado
de los pollos durante el período de engorde y otras labores
de limpieza; que aunque el intimado realizara otras labores
propias del campo, no es menos cierto que prestaba sus
servicios en la Granja, por lo que, al no ser los trabajos en
Granjas avícolas trabajos propios del campo ,se aplican las
leyes laborales aún cuando en esas empresas no se utili-
en 10 trabajadores; que en consecuencia, el informativo so-
licitado carecería de objeto resultando frustratorio orde-
narlo";

Considerando que el artículo 261 del Código de Traba-
jo según resulta obviamente de su lectura, se ha limitado
a dar una definición de lo que debe entenderse por trabajos
de campo, cuando dice: "Son trabajos del campo, sujetos al
régimen de este Título, todos los propios y habituales de
una empresa agrícola, agrícola-industrial, pecuaria o fores-
tal"; que no cabe duda que las labores de una granja aví-
cola están comprendidas en esa definición porque el traba-
jo que allí se realiza es "agrícola-industrial"; que si bien el
artículo 262 del mismo Código declara que no son trabajos
del campo las actividades iidustriales o comerciales de una
empresa agrícola industrial ,es preciso tener en cuenta pues
ello no implica una negación de lo establecido por el artícu-
lo 265 del mismo Código de Trabajo cuando dice: "No se
aplican las disposiciones de este código a las empresas agrí-
colas, agrícolas-industriales, pecuarias o forestales que ocu-
pen de manera continua y permanente no más de diez tra-
bajadores";

Considerando que en la especie consta en el fallo im-
pugnado que el hoy recurrente en casación solicitó en sus
conclusiones un informativo para probar que en su granja
nunca se han utilizado permanentemente diez trabajadores,
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y ese pedimento le fue rechazado por entender la Cámara
a-gua, según el Considerando precedentemente transcrito,
que dicha medida sería frustratoria porque de acuerdo con
su criterio el número de trabajadores no importaba para la
decisión del caso; que al decidir de ese modo el juez a-quo
incurrió en el desconocimiento de lo dispuesto por el legis-
lador en el artículo 265 citado, pues ese texto que es el fun-
damantal en lo relativo a los trabajos del campo, y el cual
figura precisamente en el Título relativo a esos trabajos,
excluye para las empresas que se dedican a esas labores, la
aplicación de las disposiciones del Código de Trabajo, cuan-
do utilicen no más de diez trabajadores; que, con ello la
Cámara a-gua violó el derecho de defensa, ya que la medi-
da solicitada iba encaminada a obtener, en caso de ser pro-
bado el alegato antes dicho, el rechazamiento de la deman-
da por ese motivo; eue, por consiguiente, el fallo impugna-
do debe ser casado sin necesidad de ponderar los otros ale-
gatos del recurrente;

Considerando que las costas pueden ser compensadas
Según el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, cuando un fallo es casado par violación de reglas pro-
cesales cuyo cumplimiento está a cargo de los jueces;

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha
2 de diciembre de 1968, como tribunal de trabajo de segun-
do grado, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y envía el caso por ante el Juzgado
de Primera Instancia de San Pedro de Macorís, en sus fun-
cioncs de tribunal laboral de segundo grado; Segundo: Com.,
petisa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche II.-- M9-

nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. (Firmado:) Ernes-
to Curiel hijo.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y pubMcada por mí, Secretario General
aue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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y ese pedimento le fue rechazado por entender la Cámara
a-qua, según el Considerando precedentemente transcrito,
Que dicha medida sería frustratoria porque de acuerdo con
su criterio el número de trabajadores no importaba para la
decisión del caso; que al decidir de ese modo el juez a-quo
incurrió en el desconocimiento de lo dispuesto por el legis-
lador en el artículo 265 citado, pues ese texto que es el fun-
damental en lo relativo a los trabajos del campo, y el cual
figura prec:samente en el Título relativo a esos trabajos,
excluye para las empresas que se dedican a esas labores, la
aplicación de las disposiciones del Código de Trabajo, cuan-
do utilicen no más de diez trabajadores; que, con ello la
Cámara a-qun violó el derecho de defensa, ya que la medi-
da solicitada iba encaminada a obtener, en caso de ser pro-
bado el alegato antes dicho, el rechazamiento de la deman-
da por ese motivo; eue, por consiguiente, el fallo impugna-
do debe ser casado sin necesidad de ponderar los otros ale-
gatos del recurrente;

Considerando que las costas pueden ser compensadas
Según el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, cuando un fallo es casado por violación de reglas pro-
cesales cuyo cumplimiento está a cargo de los jueces;

Por tales motivos, Primero: casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha
2 de diciembre de 1968, como tribunal de trabajo de segun-
do grado, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y envía el caso por ante el Juzgado
de Primera Instancia de San Pedro de Macorís, en sus fun-
ciones de tribunal laboral de segundo grado; Segundo: Com-
pensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada . ----- F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.-- 1‘19-

:niel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. (Firmado:) Ernes-
to Curiel hijo.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y p_iWicada por mí, Secretario General
Que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

11,
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de

fecha 6 de noviembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Cornelio Pérez Bello y la Compañia Dominicana de

Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Pedro Flores Ortiz

intervin!ont e : Carmen Moreno de Maríñez

Abogado: Dr. Rafael L. Márquez y Dr. José María Acosta Torres

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche a, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Be-
ras Juan Bautista Rojas Almánzar asistidos del Secretario
General en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 26 de septiembre de 1969, años 126o. de la Independen

-cia y 1079 de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cornelio
Pérez Bello, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer,
domiciliado en la casa No. 29 de la calle 23, de esta ciudad,
con cédula No. 2720, serie 20, y la Compañía Dominicana
de Seguros C. por A., con domicilio en la primera planta de
la casa No. 30 de la calle Arzobispo Meriño, de esta ciudad,

contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
41' Santo Domingo, en atribuciones correccionales en fecha 6

de noviembre de 1968, cuyo di spositivo se copia más ade-
lante;

	

Id	 Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Pedro Flores Ortiz, cédula No. 47715, se-

rie lra., abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Rafael L. Márquez, cédula No. 26811, por
sí y por el Dr. José María Acosta Torres, abogados de la
interviniente Carmen Moreno de Maríñez, dominicana, ma-
yor de edad, domiciliada en la casa No. 40 de la calle Mon-
te Cristy de esta ciudad. con cédula No. 4416, serie ira.,
en la lectura de sus conclusiones;

	

MI"	 Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Pedro
Flores Ortiz, actuando en representación de Cornelio Pérez
Bello y la Compañía Dominicana de Seguros C. por A., en
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
de los recurrentes y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 15 del mes de agosto
de 1969, y en el cual se invocan los medios que más ade-
lante se indican;
I Vista el escrito firmado por los abogados de la inter-

viniente, de fecha 15 de agosto de 1969;
La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-

rada y vistos los Artículos 1 y siguientes de la Ley 5771 de
1961; Artículo 10 de la Ley No. 4117 de 1935; 1383 del
Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil y 1,
43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMB RE DEL 1969

Sentencia impugnad a: Corte de Apelación de Santo Domingo de

fecha 6 de noviembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Cornelio Pérez Bello y la Compañía Dominicana de

Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Pedro Flores Ortiz

IntervinV‘nte : Carmen Moreno de Maríñez

Abogado: Dr. Rafael L. Márquez y Dr. José Maria Acosta Torres

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
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Bergés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Be-
ras Juan Bautista Rojas Almánzar asistidos del Secretario
General en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 26 de septiembre de 1969, años 126o. de la Independen

-cia y 1079 de la Restauración, dicta en audiencia públicp
como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cornelio
Pérez Bello, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer,
domiciliado en la casa No. 29 de la calle 23, de esta ciudad,
con cédula No. 2720, serie 20, y la Compañía Dominicana
de Seguros C. por A., con domicilio en la primera planta de
la casa No. 30 de la calle Arzobispo Meriño, de esta ciudad,

contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en atribuciones correccionales en fecha 6
de noviembre de 1968, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Pedro Flores Ortiz, cédula No. 47715, se-

rie lra., abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Rafael L. Márquez, cédula No. 26811, por
sí y por el Dr. José María Acosta Torres, abogados de la
interviniente Carmen Moreno de Maríñez, dominicana, ma-
yor de edad, domiciliada en la casa No. 40 de la calle Mon-
te Cristy de esta &udad. con cédula No. 4416, serie lra.,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Pedro
Flores Ortiz, actuando en representación de Cornelio Pérez
Bello y la Compañía Dominicana de Seguros C. por A., en

. la cual no se invoca ningún medio determinado de casación;
Visto el memorial de casación suscrito por el abogado

de los recurrentes y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 15 del mes de agosto
de 1969, y en el cual se invocan los medios que más ade-
lante se indican;

Vista el escrito firmado por los abogados de la inter-
viniente, de fecha 15 de agosto de 1969;

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-
rado y vistos los Artículos 1 y siguientes de la Ley 5771 de
:961; Artículo 10 de la Ley No. 4117 de 1935; 1383 del
Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil y 1,43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
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que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido en
esta ciudad, entre el carro placa pública No. 27762, propie-
dad de Cornelio Pérez Bello y el carro placa privada No.
3438, propiedad de Ramón Bienvenido Terrero Objío, la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia.
del Distrito Nacional, dictó en fecha 22 de octubre dé'
1967, una sentenci a cuyo dispositivo está inserto en el de
la ahora impugnada; que sobré los recursos de apelación
del prevenido, la Compañía Aseguradora y la parte civil,
la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo se transcribe a con-
tinuación,	 PRIMERO:— Declara regulares y válidos
en cuanto rula forma, los recursos de apelación interpues-
tos en fechas 5 y 9 de Octubre de 1967, por el prevenido
Cornelio Pérez Bello; la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A.. y la parte civil constituida, señora Carmen
Moreno de Mariñez, respectivamente, centra sentencia dic-
tada en fecha 22 de octubre de 1937, por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, la cual contiene el siguiente dispositivo: "FALLA:f
PRIMERO: Se declara prescrita la acción pública, contra
el co-prevenido Lic. Romín Bdo. Guerrero Objío, en rela-
ción con el presente accidente, y en consecuencia se descar-
ga por no haber cometido falta alguna que comprometa su
responsabilidad penal ni civil, declarndose las costas de
oficio en cuanto a éste; SEGUNDO: Se declara a CorneliO'
Pérez Bello, de generales que constan en el expediente, cul-
pable de haber ocasionado fractura y gol pes, curables des-
pués de tres (3) meses a la Sra. Carmen Moreno de Ma-
ríñez, y golpes curables antes de diez (10) días a Oscar
Rivera Ramírez, con la conducción de un vehículo de motor,
violando así el Artículo 5 letra a) de la Ley 4809, y en
consecuencia, acogiendo en su favor circunstancias atenuanii.
tes, se condena al pago de una multa de RDS25.00 (veinti-
cinco pesos) y al pago de las costas, en virtud de lo dis-

tiesta por el Artículo 1ro. letra e) de la Ley 5771, toman-
xio en consideración las circunstancias en que ocurrió el ac-
eidente; TERCERO: Se declara buena y válida en la forma
y justa en el fondo la constitución en parte civil, hecha por
la Sra. Carmen Moreno de Maríñez, contra el prevenido
Cornelio Pérez Bello, y la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., pór haberlo hecho de conformidad con la
ley; CUARTO:— Se condena además al prevenido Corne-
lio Pérez Bello, al pago de una indemnización de (RD8-
2,500.60) dos mil quinientos pesos oro, en . provecho de la
parte civil constituída, a título de daños y perjuicios tanto
morales como materiales, sufridos por ésta, con motivo del
accidente: Se. condena asimismo a Cornelio Pérez Bello,
y a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., al pago

.• de las costas civiles. con distracción de éstas en provecho
de los Drés. José María Acosta Torres y Rafael L. Már-
quez, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Se declara la presente sentencia común y oponi-
ble a lá Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., hasta
el monto 'de la 'póliza. en su calidad de entidad asegurado-
rz de Cornelio Pérez Bello, y el mencionado vehículo; SEX-
TO: Se ordena la cancelación de la Licencia, que para ma-
raiar ycHeulo de motor. dos meses a partir de la fecha.
de la- extinción de la pena impuéstale por esta sentencia";
Por haberlos interpuesto de acuerdo con las prescripciones
legales que regulan la materia; SEGUNDO: Rechaza las
conclusiones formuladas por la Compaña Dominicana de
Seguros. C. por A., en el sentido de que se reenvíe la pre-
sente causa a fin de someter al debate una certificación
de la Superintendencia de Seguros, por improcedente; TER-
CERO: Declara al prevenido Cornelio Pérez Belio, culpa-
ble de haber cometido el delito de ocasionar golpes y he-
ridas i nvoluntarias con el manejo de un vehículo de motor
que dejaron una incapacidad para el trabajo por más de
tres meses y antes de diez días, en perjuicio de la señora
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cional, la cual contiene el siguiente dispositivo: "FALLA:')
PRIMERO: Se declara prescrita la acción pública, contrat
el co-prevenido Lic. Román Bdo. Guerrero Objío, en rela-
ción con el presente accidente, y en consecuencia se descar-
ga por no haber cometido falta alguna que comprometa su
responsabilidad penal ni civil, declarándose las costas de
oficio en cuanto a éste; SEGUNDO: Se declara a Cornelio'
Pérez Bello, de generales que constan en el expediente, cul-
pable de haber ocasionado fractura y gol pes, curables des-1,
pués de tres (3) meses a la Sra. Carmen Moreno de Mal
ríñez, y golpes curables antes de diez (10) días a Oscar
Rivera Ramírez, con la conducción de un vehículo de motor,
violando así el Artículo 5 letra a) de la Ley 4809, y ene'
consecuencia, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, se condena al pago de una multa de RDS25.00 (veinti-
cinco pesos) y al pago de las costas, en virtud de lo dis-
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trestO por el Artículo 1ro. letra c) de la Ley 5771, toman-
o en consideración las circunstancias en que ocurrió el ac-

'miente; TERCERO: Se declara buena y válida en la forma
y justa en el fondo la constitución en parte civil, hecha por
ja Sra. Carmen Moreno de Maríñez, contra el prevenido
Cornelio Pérez Bello, y la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., pór haberlo hecho de conformidad con la
ley; CUARTO:— Se condena además al prevenido Corne-
lio Pérez Bello, al pago de una indemnización de (RD8-
2,500.60) dos mil quinientos pesos oro, en , provecho de la
parte civil constituida, a título de daños y perjuicios tanto
morales como materiales, sufridos por ésta, con motivo del
accidente: Se. condena asimismo a Cornelio Pérez Bello,
y a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., al pago
de las costas civiles. con distracción de éstas en provecho
de los Dres. José Moría Acosta. Torres y Rafael L. Már-
quez, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Se declara la presente sentencia común y oponi-
ble a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., hasta
el monto 'de la póliza, en su calidad de entidad asegurado-
!;,1 de Cornelio Pérez Bello, y el mencionado vehículo; SEX-
TO: Se ordena la cancelación de la Licencia. que para ma-
n2lar vel-ícelo de motor. dos meses a perfil- de la fecha
de la extinción de la pena impuéstale por esta sentencia";
Por haberlos interpuesto de acuerdo con las prescripciones
legales que regulan la materia; SEGUNDO: Rechaza las
conclusiones formuladas por la Compaña Dominicana de
Seguros. C. por A., en el sentido de que se reenvíe la pre-
sente causa a fin de someter al debate una certificación
de la Superintendencia de Seguros, por improcedente; TER-
CERO: Declara al prevenido Cornelio Pérez Belio, culpa-
ble de haber cometido el delito de ocasionar golpes y he-
ridas i nvoluntarias con el manejo de un vehículo de motor
que dejaron una incapacidad para el trabajo por más de
tres meses y antes de diez días, en perjuicio de la señora
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Carmen Moreno de Maríñez y Oscar Ramírez Rivera, res-
pectivamente, y en consecuencia, lo condena al pago de
una multa de veinticinco pesos (RD$25.00) y al pago de
las costas penales, acogiendo en su provecho circunstan-
cias atenuantes, confirmando el Ordinal Segundo de la
sentencia recurrido; CUARTO:— Confirma el Ordinal Ter-
cero de la sentencia recurrida; QUINTO: Modifica el Or-
dinal Cuarto de dicha sentencia recurrida, en el sentido de
rebajar la indemnización que le fue impuesta al prevenido
Cornelio Pérez Bello de dos mil quinientos pesos (RD$,..
2,500.00) a RD$1,500.00) como justa reparación por los
daños morales y materiales sufridos por la señora Carmen
Moreno de Maríñez, parte civil constituída y lo confirma
en sus demás aspectos; SEXTO:— Confirma los Ordina-
les Quinto y Sexto de la sentencia recurrida; SEPTIMO:—
Condena al prevenido Cornelio Pérez Bello. al pago de las
costas penales de la presente alzada; y OCTAVO:— Con-
dena al prevenido Cornelio Pérez Bello y la Compañía Do-
minicana de Seguros. C. por A., al pago de las costas civi- 3-
les de la presente alzada, y Ordena su distracción en pro- 4
vecho de los Doctores José María Acosta Torres y Rafael
L. Márquez, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando que en apoyo de su recurso el prevenido
y la Compañía Aseguradora, invocan los siguientes medios,
Desnaturalización de los Hechos; Falta de Base Legal; In-
suficiencia o Falta de Motivos. Violación del Derecho de
Defensa;

Considerando que los recurrentes en el desarrollo de
sus medios de casación, que por su relación se reúnen para 41
su estudio, alegan en síntesis lo siguiente: a) que el pre-
venido Cornelio Pérez Bello, tanto en primera instanc ia, "1,

como en apelación alegó que el accidente de que se trata,
tuvo su origen en un caso fortuito o de fuerza mayor, y los

testigos así lo confirmaron; que no obstante esto, la Corte

a.qua desnaturalizando los hechos, lo consideró culpable,
condenándolo al pago de una multa; b) que la sentencia
impugnada, contiene una exposición de motivos vaga o im-
precisa, que no justifica o se compadece con el dispositivo
de la misma, esto porque, refiriéndose o estableciendo dicha
motivación la existencia del caso fortuito o de fuerza ma-
yor "desconoce ese hecho liberatorio de responsabilidad pe-
nal y civil, y dicta una sentencia carente de base legal, atri-
buyendo responsabilidad civil y penal al procesado"; e) que
en la audiencia del 23 de octubre de 1968, el abogado de la
Compañía de Seguros, solicitó el reenvío de la causa, a fin
de depositar una Certificación de la Superintendencia de
Seguros, que consignara las exclusiones generales de res-
ponsabilidad de la póliza emitida por dicha Compañía en
favor de Emilio Pérez Bello, y ese pedimento fue rechaza-
do sin dar ninguna motivación, violándose el Artículo 141
del Código de Procedimiento Civil; di por último, alega la
Compañía Asc.3. uradora que habiéndosele negado la oportu-
nidad de ella establecer que dentro de la póliza había una
cláusula que la exoneraba de toda responsabilidad, ya que
el hecho fue el resultado de un estado de huelga existente,
se violó con ello su derecho de defensa, y por todos esos
motivos la sentencia impugnada debe ser casada;

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que la Corte a-qua en la sentencia impug-
nada mediante la ponderación de los elementos de prueba
que fueron regularmente aportados a la instrucción de lac
ausa, dió por establecido los siguientes hechos: a) que el

día 3 de mayo de 1964, mientras el prevenido Cornelio Pé-rez Bello transitaba en dirección de este a oeste por la calle
Tunti Cáceres conduciendo el carro de su propiedad, placa
27762, al llegar a la esquina formada por dicha calle conla 

María Montés se originó una colisión con el carro placa
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del Código de Procedimiento Civil; d) por último, alega la
Compañía Ase.:,,uradora que habiéndosele negado la oportu-
nidad de ella establecer que dentro de la póliza había una
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el hecho fue el resultado de un estado de huelga existente,
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nada mediante la ponderación de los elementos de prueba
que fueron regularmente aportados a la instrucción de la
causa, dió por establecido los siguientes hechos: a) que el
día 3 de mayo de 1964, mientras el prevenido Cornelio Pé-rez Bello transitaba en (Erección de este a oeste por la calle
Ttinti Cáceres conduciendo el carro de su propiedad, placa
27762, al llegar a la esquina formada por dicha calle conla M

aría Montés se originó una colisión con el carro placa
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privada 9438. que conducía su propietario, Ramón Bienve-
nido Guerrero Objío, quien transitaba por la última de las
mencionadas calles en dirección de norte a sur; b) que co-
mo consecuencia de la referida colisión el automóvil con-
ducido por el prevenido Cornelio Pérez Bello, se estrelló
contra la casa No. 42 sita en la esquina ya aludida, donde
recibieron golpes la señora Carmen Moreno de Maríñez y
el señor Oscar Ramírez Rivera, quienes en ese momento
se encontraban en la indicada casa; y c) que los golpes re-
cibidos por las víctimas a que se ha hecho referencia, tu-
vieron como causa la imprudencia cometida por el preve-
nido Pérez Bello al transitar a una velocidad excesiva en
una zona urbana";

Considerando que frente al alegato de caso fortuito o

 en

fuerza mayor, presentado por el prevenido por ante la Cor-

to a-qua, y ahora en casación, de que su falta, que nunca
negó, de tener que marchar a exceso de velocidad por una
arteria de mucho tránsito obedeció a que frente a una
huelga de choferes existente ese día, fue perseguido por una
turba, y para defender su vehículo y hasta su propia vida,
no tuvo más remedio que proceder en esa forma, dicha Cor-
te en la sentencia impugnada riposta adecuadamente dicho

alea.ato, aduciendo en primer término, que si el prevenido
"sabía que existía un estado de huelga no debió salir en su
vehículo a exponer la vida de personas que se hallaban aje-
nas a esos acontecimientos, pues él tenía que preveer que
necesariamente podrían ocurrir hec.'hos como el que . suce-

dió"; y además que si Cornelio Pérez Bello transitaba a una
velocidad vertiginosa en razón de que un grupo de personas
le seguía detrás como lo afirma él, es claro que esa veloc

i

-dad no tenía que mantenerla durante mucho tiempo para
alejarse de sus perseguidore s, ya que existe una inmens,a
diferencia entre la velocidad desarrollada por un autorao-
vil y la que pueden alcanzar personas caminando c()."ra
rriendo a pie, de modo pues, que en un minuto el prevo

do Pérez Bello pudo alejarse de sus perseguidores a gran
distancia a la velocidad que t ransitaba y no tenía necesa-
riamente que irrump'r a tal velocidad en la esquina donde

estrelló contra la casa No. 42";
Considerando que el rechazo de la existencia en el ca-

so ocurrente en un hecho fortuito o de fuerza mayor, por
las razones antes dicha, estuvo correcto, y que los hechos
establecidos por la Corte a-qua, configuran el delito de gol-
pes y heridas por imprudencia, previsto y sancionado por
el Artículo 1ro. letra e) de la Ley No. 5771 de 1961, sobre
accidentes producidos con el manejo de vehículos de motor
con la pena de seis meses a dos años de prisión y multa de
RD$100.00 a RC$500.00 pesos si la enfermedad o imposi-
bilidad para el trabajo durase veinte días o más; que la
Corte a-qua al condenar al prevenido a RD$25.00 pesos de
Multa, después de declararlo culpable acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, ha aplicado una pena ajus-
tadá a la ley;

Considerando que la Corte a-qua olió por establecido que
el hecho cometido por el prevenido,. por el cual fue con-
denado penalmente, ocasionó a la persona constituida en
parte civil, daños morales y materiales que apreciaron so-
beranamente los jueces en la suma de RD81,500.00 un mil
quinientos pesos; que al condenar al pago de esa suma al
prevenido y a favor de la parte civil const : tukla a título
cYe indemnización hicieron una correcta aplicación del Ar-
:eulo 1383 del Código Civil;

Considerando que exam i nada en sus demás aspectos la
atencia impugnada, en lo que concierne al interés del

prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que amerite
casación;

En enair*,:o a le, Compañía Aseguradora
Considerando que tal como lo alega la Compañía Do-

ilinicana de Seguros C. por A., la sentencia impugnada re-
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privada 9438. que conducía su propietario, Ramón i Bienve-

nido Guerrero Objío, quien transitaba por la última de las
mencionadas calles en dirección de norte a sur; b) que co-
mo consecuencia de la referida colisión el automóvil con-
ducido por el prevenido Cornelio Pérez Bello, se estrelló
contra la casa No. 42 sita en la esquina ya aludida, donde
recibieron golpes la señora Carmen Moreno de Maríñez y
el señor Oscar Ramírez Rivera, quienes en ese momento
se encontraban en la indicada casa; y c) que los golpes re-
cibidos por las víctimas a que se ha hecho referencia, tu-
vieron como causa la imprudencia cometida por el preve-
nido Pérez Bello al transitar a una velocidad excesiva en
una zona urbana";

Considerando que frente al alegato de caso fortuito o
fuerza mayor, presentado por el prevenido por ante la Cor-
to a-qua, y ahora en casación, de que su falta, que nunca
negó, de tener que marchar a exceso de velocidad por una
arteria de mucho tránsito obedeció a que frente a. una
huelga de choferes existente ese día, fue perseguido por una
turba, y para defender su vehículo y hasta su propia vida,
no tuvo más remedio que proceder en esa forma, dicha Cor-
te en la sentencia impugnada riposta adecuadamente dicho
alee ato, aduciendo en primer término, que si el prevenido
"sabía que existía un estado de huelga no debió salir en su
vehículo a exponer la vida de personas que se hallaban aje-
nas a esos acontecimientos, pues él tenía que proveer q ce-

ue

necesariamente podrían ocurrir hechos como el que su
dió"; y además que si Cornelio Pérez Bello transitaba a una
velocidad vertiginosa en razón de que un grupo de personas
le seguía detrás como lo afirma él, es claro que esa veloc

i

-dad no tenía que mantenerla durante mucho tiempo para
alejarse de sus perseguidore s, ya que existe una inmensa
diferencia entre la velocidad desarrollada por un automó-
vil y la que pueden alcanzar personas caminand o o C°•

rriendo a pie, de modo pues, que en un minuto el preer*

do Pérez Bello pudo alejarse de sus perseguidores a gran
distancia a la velocidad que t ransitaba y no tenía necesa-
riamente que irrumpir a tal velocidad en la esquina donde
se estrelló contra la casa No. 42";

Considerando qUe el rechazo de la existencia en el ca-
so ocurrente en un hecho fortuito o de fuerza mayor, por
las razones antes dicha, estuvo correcto, y que los hechos
establecidos por la Corte a-qua, configuran el delito de gol-
pes y heridas por imprudencia, previsto y sancionado por
el Artículo lro. letra e) de la Ley No. 5771 de 1961, sobre
accidentes producidos con el manejo de vehículos de motor
con la pena de seis meses a dos años de prisión y multa de
RD$100.00 a RES500.00 pesos si la enfermedad o imposi-
bilidad para el trabajo durase veinte días o más; que la
Corte a-qua al condenar al prevenido a RD$25.00 pesos de
multa, después de declararlo culpable acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, ha aplicado una pena ajus-
tada a la ley;

Considerando qua la Corte a-qua olió por establecido que
el hecho cometido por el prevenido,. por el cual fue con-
denado penalmente, ocasionó a la persona constituida en
parte civil, daños morales y materiales que apreciaron so-
beranamente los jueces en la suma de RDS1,500.00 un mil
quinientos pesos; que al condenar al pago de esa suma al
prevenido y a favor de la parte civil const : tuicla a título
de indemnización hicieron una correcta aplicación del Ar-
tículo 1383 del Código Civil;

Considerando que exam i nada en sus demás aspectos la
atencia impugnada, en lo que concierne al interés del

a e veniclo recurrente, no contiene vicio alguno que amerite
casación;

En cuanto a la Compañía Aseguradora
Considerando que tal como lo alega la Compañía Do-

41inicana de Seguros C. por A., la sentencia impugnada re-,
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vela, que en la audiencia celebrada el 23 de octubre de
1968, dicha Compañía, por mediación de su abogado cons-
tituido solicitó un reenvío de la audiencia que se estaba ce-
lebrando para aportar una Certificación de la Superinten-
dencia de Seguro que contuviese la cláusula de la póliza
relativa a las exclusiones generales de responsabilidad; que
no obstante, la importancia de dicho pedimento, ya que con
ello la Compañía Aseguradora se proponía establecer que
en ningún caso la sentencia condenatoria el pago de indem-
nización contra el prevenido, le podía ser oponible, por fi-
gurar en la póliza existente entre las partes una cláusula
de exoneración de responsabilidad para el caso de huelgas;
dicha petición fue denegada, sin dar motivos de ninguna
naturaleza que justificasen dicha negativa; que en conse-
cuencia ,se ha incurrido en el fallo impugnado, en lo que
respecta a la Compañía aseguradora, recurrente, en la vio-
lación del Artículo 141 del Código de Procedimiento Civil,
alegado por ésta y en lo que a ella concierne, la sentencia
imougnada. debe ser casada;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Carmen Moreno de Maríñez, parte civil constituida; Se-
giuulo: Rechaza el recurso de casación del prevenido Cor-
nelio Pérez Bello, contra la sentencia dictada por la Corte
de Apelación de Santo Domingo en fecha 6 de noviembre de
1968, en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha
transcrito más arriba, y se condena a dicho prevenido, al
pago de las costas penales; Tercero: Casa dicha sentencia
en cuanto determina que esta sea oponible a la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., y envía dicho asunto así
delimitado por ante la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís; Cuarto: Se compensan las costas civiles.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche
Manuel D. Bergés Chupani—. Manuel A. Amiama.— Fran-
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cisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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vela, que en la audiencia celebrada el 23 de octubre de
1968, dicha Compañía, por mediación de su abogado cons-
tituido solicitó un reenvío de la audiencia que se estaba ce-
lebrando para aportar una Certificación de la Superinten-
dencia de Seguro que contuviese la cláusula de la póliza
relativa a las exclusiones generales de responsabilidad; que
no obstante, la importancia de dicho pedimento, ya que con
ello la Compañía Aseguradora se proponía establecer que
en ningún caso la sentencia condenatoria el pago de indem-
nización contra el prevenido, le podía ser oponible, por fi-
gurar en la póliza existente entre las partes una cláusula
de exoneración de responsabilidad para el caso de huelgas;
dicha petición fue denegada, sin dar motivos de ninguna
naturaleza que justificasen dicha negativa; que en conse-
cuencia ,se ha incurrido en el fallo impugnado, en lo que
respecta a la Compañía aseguradora, recurrente, en la vio-
lación del Articulo 141 del Código de Procedimiento Civil,
alegado por ésta y en lo que a ella concierne, la sentencia

impugnada, debe ser casada;
Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente

a Carmen Moreno de Maríñez, parte civil constituida; Se-
gundo: Rechaza el recurso de casación del prevenido Cor-
nelio Pérez Bello, contra la sentencia dictada por la Corte
de Apelación de Santo Domingo en fecha 6 de noviembre de
1968, en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha
transcrito más arriba, y se condena a dicho prevenido, al
pago de las costas penales; Tercero: Casa dicha sentencia
en cuanto determina que esta sea oponible a la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., y envía dicho asunto así
delimitado por ante la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís; Cuarto: Se compensan las costas civiles.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.--
Manuel D. Bergés Chupani—. Manuel A. Amiama.— Fran-

cisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

1.1

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Macorís,

de fecha 3 de abril de 1968

Materia: Civil

Recurrente: Banco de Créditos y Ahorros, C. por A.

Abogado: Dr. Daniel A. Pimentel G.

Recurrida: Diana A. Báez de García

\bogado: Dr. José R. Díaz Valdepares

Dios, Patria y Libertad
República, Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-

rdió y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Seer,-
tarjo General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 29 de septiembre del año 1969, años 126o. de la
Independzmcia y 107o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco
de Créditos y Ahorros, C. por A., institución bancaria or-
ganizada de acuerdo con las leyes de la República Domini-
cana, con domicilio social en la calle Mercedes No. 14 de
esta c:udad, contra la sentencia de fecha 3 de abril de 1968,
dictada en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación

de San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Daniel A. Pimentel C., cédula No. 60518,

serie ira., abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Ramón González Pérez, cédula No. 37679,
erie 23, en representación del Dr. José R. Díaz Valdepa-
es, cédula No. 84034, serie ira., abogado de la recurrida

Diana A. Báez de García, dominicana ,mayor de edad, ca-
;ada, de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en

casa No. 47 de la Avenida George Washington de esta
ciudad, cédula No. 24585, serie ira., en la lectura de sus

-conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República;
Visto el memorial de casación depositado en la Secre-

taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 29 de enero
de 1969, y el de ampliación de fecha 13 de agosto de 1969.
suscrito por el abogado del recurrente, en los cuales se ex-
ponen los Medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 11 de marzo
de 1969, suscrito por el abogado de la recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 728, 731, 732, 1988 y 2124 del
Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refieie, consta: a) que con moti-
vo de un procedimiento de ejecución hipotecaria seguido poi'

el Banco de Crédito y Ahorros C. por A., contra la actual
recurrente, sobre el solar No. 6-A-2 de la Manzana 99 del
Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, la Cámara
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juz.
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en



4022	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 4023

SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Macorís,.

de fecha 3 de abril de 1968

Materia: Civil

Recurrente: Banco de Créditos y Ahorros, C. por A.

Abogado: Dr. Daniel A. Pimentel G.

Recurrida: Diana A. Báez de García

\bogado: Dr. José R. Díaz Valdepares

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
rdió y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Seer,-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, ea
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 29 de septiembre del año 1969, años 126o. de la
Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco
de Créditos y Ahorros, C. por A., institución bancaria or-
ganizada de acuerdo con las leyes de la República Domini-
cana, con domicilio social en la calle Mercedes No. 14 de
esta ciudad, contra la sentencia de fecha 3 de abril de 1968,
dictada en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación

de San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Daniel A. Pimentel C., cédula No. 60518,

serie lra., abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Ramón González Pérez, cédula No. 37679,
rie 23, en representación del Dr. José R. Díaz Valdepa-

1 .es, cédula No. 84034, serie Ira., abogado de la recurrida
Diana A. Báez de García, dominicana ,mayor de edad, ca-
sada, de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en
la casa No. 47 de la Avenida George Washington de esta
ciudad, cédula No. 24585, serie ira., en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 29 de enero
de 1969, y el de ampliación de fecha 13 de agosto de 1969,
suscrito por el abogado del recurrente, en los cuales se ex-
ponen los Medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 11 de Marzo
de 1969, suscrito por el abo gado de la recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 728, 731, 732, 1988 y 2124 del
Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un procedimiento de ejecución hipotecaria seguido por

el Banco de Crédito y Ahorros C. por A., contra la actual
recurrente, sobre el solar No. 6-A-2 de la Manzana 99 del
Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional, la Cámara
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en
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fecha 8 de noviembre de 1966, una sentencia cuyo dispositi-
vo se transcribe más adelante; b) que sobre el recurso de

alzada interpues to contra esa sentencia intervino una sen-
tencia en fecha 10 de abril de 1967, cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido
en cuanto a la forma, por haber sido hecho de acuerdo con
las formalidade s requeridas por la ley que regula la ma-
teria, el recurso de apelación interpuesto por la señora Dia-
na Aurora Báez de García, contra sentencia dictada en sus
atribuciones civiles, en fecha ocho (8) de noviembre de
1966, por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, que contiene el dispositivo siguiente: "Falla..

Primero: Rechaza, por improcedente e infundada la deman-
da incidental de que se trata, interpuesta por Diana Auro-
ra Báez de García, parte embargada, según acto de fecha
27 del mes de octubre del año en curso 1966, instrumentado
por el alguacil Horacio Ernesto Castro Ramírez, a fines de
aniquilar el procedimiento de embargo inmobiliario segui-
do por el Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., parte de-
mandada, respecto del Solar No. 6-A-2, de la Manzana No.
99, del Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional; Se-

gundo: Condena a dicha Diana Aurora Báez de García, par-
te que sucumbe, al pago de las costas"; SEGUNDO: Confir-
ma en todas sus partes, la antes expresada sentencia; Y

TERCERO: Condena a la recurrente, señora Diana Aurora
Báez de García, al pago de las costas de alzada"; c) que 11

sobre recurso de casación interpuesto por Diana A. Báez de
García, la Suprema Corte de Justicia en fecha 23 de octu-
bre de 1967, rindió una sentencia con el siguiente dispositi-

vo: "Primero: Casa la sentencia dictada en sus atribuc io-

nes civiles por la Corte de Apelación de Santo Domingo en
fecha 10 de abril de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo, y envía el asunto ante la
Corte de Apelación de Santo Domingo en fecha 10 de abril

de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo, y envía el asunto ante la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís; y, Segundo: Compensa las
costas"; d) que sobre el envío ordenado, la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en fecha 5 de abril de 1968,
dictó la sentencia ahora i mpugnada en casación con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como re-
gular y válido, en cuanto a su forma, el recurso de apelación
interpuesto por la señora Diana Aurora Báez de García, con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de lo Civil y Co-
mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional,en fecha ocho (8) del
mes de noviembre del año mil novecientos sesentiseis (1966),
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza, por im-
procedente e infundada la demanda incidental de que se
trata, interpuesta por Diana Aurora Báez de García, par-
te embargada, según acto de fecha 27 del mes de octubre del
año en curso 1966, instrumentado por el Alguacil Horacio
Ernesto Castro Ramírez, a fines de aniquilar el procedimien-
to de embargo inmobiliario seguido por el Banco de Crédito

.y Ahorros, C. por A., parte demandada, respecto del Solar
No. 6-A-2, de la Manzana No. 99 del Distrito Catastral No.
1, del Distrito Nacional; Segundo: Condena a dicha Dlana.
Aurora Báez de García parte que sucumbe, al pago de las
costas"; SEGUNDO: Rechaza, por improcedentes y mal fun-
dadas, las conclusiones del Banco de Crédito y Ahorros, C.
por A., formuladas por mediación de sus abogados consti-
tuidos Doctores Daniel A. Pimentel y Manuel Emilio Ibert;
TERCERO: Se Revoca la sentencia objeto del preseite re-curso de apelación cuyo dispositivo antecede y actuando porcont

rario imperio, declara radicalmente nulo, sin ningúnv
alor ni efecto, el acto de fecha doce (12) del mes de a gos-

to del año mil novecientos cincuentinueve (19591, por noh
aber sido suscrito por la señora Diana Aurora Báez de

García , ni por persona alguna con pederes otorgados por
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fecha 8 de noviembre de 1966, una sentencia cuyo dispositi-
vo se transcribe más adelante; b) que sobre el recurso de
alzada interpuesto contra esa sentencia intervino una sen-
tencia en fecha 10 de abril de 1967, cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido
en cuanto a la forma, por haber sido hecho de acuerdo con
las formalidades requeridas por la ley que regula la ma-
teria, el recurso de apelación interpuesto por la señora Dia-
na Aurora Báez de García, contra sentencia dictada en sus
atribuciones civiles, en fecha ocho (8) de noviembre de
1966, por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, que contiene el dispositivo siguiente: "Falla:

Primero: Rechaza, por improcedente e infundada la deman-
da incidental de que se trata, interpuesta por Diana Auro-
ra Báez de García, parte embargada, según acto de fecha
27 del mes de octubre del año en curso 1966, instrumentado
por el alguacil Horacio Ernesto Castro Ramírez, a fines de
aniquilar el procedimiento de embargo inmobiliario segui-
do por el Banco de Crédito y Ahorros. C. por A., parte de-
mandada, respecto del Solar No. 6-A-2, de la Manzana No.
99, del Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional; Se-
gundo: Condena a dicha Diana Aurora Báez de García, par-
te que sucumbe, al pago de las costas"; SEGUNDO: Confir-
ma en todas sus partes, la antes expresada sentencia; Y
TERCERO: Condena a la recurrente, señora Diana Aurora
Báez de García, al pago de las costas de alzada"; c) que
sobre recurso de casación interpuesto por Diana A. Báez de
García, la Suprema Corte de Justicia en fecha 23 de octu-
bre de 1967, rindió una sentencia con el siguiente dispositi-

vo: "Primero: Casa la sentencia dictada en sus atribuc io-

nes civiles por la Corte de Apelación de Santo Domingo en
fecha 10 de abril de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en

parte anterior del presente fallo, y envía el asunto ante la
Corte de Apelación de Santo Domingo en fecha 10 de abril

cie 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo, y envía el asunto ante la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís; y, Segundo: Compensa las
costas"; d) que sobre el envío ordenado, la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en fecha 5 de abril de 1968,
dictó la sentencia ahora impugnada en casación con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como re-
gular y válido, en cuanto a su forma, el recurso de apelación
interpuesto por la señora Diana Aurora Báez de García, con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de lo Civil y Co- -
mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional,en fecha ocho (8) del
mes de noviembre del año mil novecientos sesentiseis (1966),
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza, por im-
procedente e infundada la demanda incidental de que se
trata, interpuesta por Diana Aurora Báez de García, par-
te embargada, según acto de fecha 27 del mes de octubre del
año en curso 1966, instrumentado por el Alguacil Horacio
Ernesto Castro Ramírez, a fines de aniquilar el procedimien-
to de embargo inmobiliario seguido por el Banco de Crédito
y Ahorros, C. por A., parte demandada, respecto del Solar
No. 6-A-2, de la Manzana No. 99 del Distrito Catastral No.
1, del Distrito Nacional; Segundo: Condena a dicha Diana
Aurora Báez de García parte que sucumbe, al pago de las
costas"; SEGUNDO: Rechaza, por improcedentes y mal fun-
dadas, las conclusiones del Banco de Crédito y Ahorros, C.
por A., formuladas por mediación de sus abogados consti-
tuidos Doctores Daniel A. Pimentel y Manuel Emilio Ibert;
TERCERO: Se Revoca la sentencia objeto del preseite re-c
urso de apelación cuyo dispositivo antecede y actuando porcon

trario imperio, declara radicalmente nulo, sin ningúnv
alor ni efecto, el acto de fecha doce (12) del mes de a gos-t
o del año mil novecientos cincuentinueve (1959), por no
haber sido suscrito por la señora Diana Aurora Báez de
García , ni por persona alguna con pederes otorgados por
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éstae para consent ir dicho acto en favor del Banco de Cre-
dito y Ahorros, C. por A., en el cual aparece afectado coi
garantía hipotecaria, el Solar No. Seis-A-Dos (6-A-2) de la
Manzana No. Noventa y nueve (99), del Distrito Catastral
No. uno (1), del. Distrito Nacional, en virtud de acto de fe-
cha 12 del mes de agosto del año 1959, inscrito el día 13 del"
mismo mes y año bajo el No. 256, folio 64 del Libro de Ins;-
cripciones No. 37, irtervenido entre el Banco de Crédito y
Ahorros. C. por A.. y el señor José Ramón Gautier; CUAR-
TO: Ordena la radiación inmediata,en los libros destinados
a tales fines en la Dirección del Registro de Títulos del Dis-
trito Nacionalale la Inscripción hipotecaria realizada a re-
querimiento del Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., so-
bre el Solar No. Seis-A-Dos (6-A-2) de la Manzana No. 99,
del Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional; QUINTO:
raalena In radiación inmediata de los registros correspon-
dientes. en la Dirección del Registro de Títulos del Distrito
Nacional, de -todas las inscripciones tomadas con motivo
de los procedimientos de embargo inmobiliario, practicados?"L
por el Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., en relación
con el solar No. Seis-A-Dos (6-A-2) de la Manzana Non..
noventinueve (99) del Distrito Catastral No. uno (1) dei

Distrito Nacional; SEXTO: Condena al Banco de Crédito
Ahorros, C. por A., al pago de las costas de ambas
tancias";

Considerando que el Banco recurrente invoca corno
fundamento de su recurso los siguientes medios de casa-
ción: Primer Medio: Violación del artículo 141 del Código
de Procedimiento Civil; Segundo Medio: Violación del ar-
tículo 723 del Código de Procedimiento Civil en dos aspectos:
Violación de la máxima "no hay nulidad sin agravio"; Ter-

cer Medio: Violación del Derecho de Defensa; Cuarto Medio:
Omisión de Estatuir. Falta de Base Legal;

Considerando que en el desarrollo de los medios seg
do y tercero de su recurso, sostiene en síntesis el Ban

recurrente, que él propuso la nulidad de la demanda. origi-
nal porque la demandante (hoy recurrida en casación) no
había depositado previamente en Secretaría, ni enunciado
en su demanda los documentos justificativos de la misma;
que la dicha demandante Diana Aurora Báez de García hi-
zo valer documentos "que no figuraban entre los que inte-
gran el procedimiento ejecutorio i mpugnado" en los cuales
ella había anunciado en su demanda que se basaría; que
la Corte a-qua al basar su sentncia en esos documentos vio-
ló el artículo 728 del Código de Procedimiento Ci.vil, como
también violó ese texto en un segundo aspecto porque el
acto de demanda, lanzado el día 27 de octubre de 1967,
para comparecer a una audiencia el día 3 de noviembre de
ese año, "excedía el máximo de cinco días francos estable-
cido por el citado artículo 728"; que, por otra parte al ba-
sar la Corte a-qua su fallo en documentos con respecto a
los cuales no se observó la regla instituida por el artículo
728, violó su derecho de defensa; pero,

Considerando que si bien el artículo 728 del Código de
Procedimiento Civil, modificado por la Ley No. 764 de 1944;
establece que en la demanda en nulidad deberán enunciarse
los documentos en que se funda dicha demanda, dicha exi-
gencia quedó cumplida en la especie al com probar la Corte
a-qua que la demandante en nulidad advirtió al demandado,
en su demanda, que "utilizará como medio de prueba todas
las piezas depositadas por el demandado" (el Banco) con
motivo de los procedimientos de expropiación que realiza-ba, por lo cual —como lo apreciaron los jueces del fondo—
en tales circunstancias el Banco conocía los documentos quese h

arían valer puesto que él mismo los había depositado
con motivo del procedimiento de embargo que perseguía;que a

demás, el hecho de que el texto citado le exigía aldema
ndante en nulidad enunciar los documentos en queva a cimentar su demanda, no obsta para que pueda hacer
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ésta, para consentir dicho acto en favor del Banco de Cré-
dito y Ahorros, C. por A., en el cual aparece afectado con
garantía hipotecari a , el Solar No. Seis-A-Dos (6-A-2) de la
Manzana No. Noventa y nueve (901, del Distrito Catastral
No. uno (1), del. Distrito Nacional. en virtud de acto de fe-
cha 12 del mes de agosto del año 1959, inscrito el día 13 del
mismo mes y año bajo el No. 256, folio 64 del Libro de Insj-
cripciones No. 37, intervenido entre el Banco de Crédito y
Ahorros. C. por A.. ":y' el señor José Ramón Gautier; CUAR-
TO: Ordena la radiación inmecliata.,en los libros destinados
a tales fines en la Dirección del Registro de Títulos del Dis-
trito Nacional.de la Inscripción hipotecaria realizada a re-
querimiento del. Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., so- t'
bre el Solar No. Seis-A-Dos (6-A-2) de la Manzana No. 99,
del Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional; QU5NTO:
Ordena ln radiación inmediata de los registros correspon-
dientes. en la Dirección del Registro de Títulos del. Distrito
Nacional, de todas las inscripciones tomadas con motivo
ele los proccdimicntos de embargo inmobiliario, practicados

nor. el Banco . de Crédito y Ahorros. C. por A., en relación
con el solar No. Seis-A-Dos (6-A-21 de la Manzana No.
noventinue.ve (99) del Distrito Catastral No. uno (1) del
Distrito Nacional; SEXTO: Condena al Banco de Crédito y
Ahorros, C. por A., al pago de las costas de ambas ins-
tancias";

Considerando que el Banco recurrente invoca como

t:undarnento de su recurso los siguientes medios de casa-
ción: Primer Medio: Violación del artículo 141 del Código
de Procedimiento Civil; Segundo Medio: Violación del ar-
tículo 723 del Código de Procedimiento Civil en dos aspectos.
Violación de la máxima "no hay nulidad sin agravio"; Ter-
cer Medio: Violación del Derecho de Defensa; Cuarto Medio:
Omisión de Estatuir. Falta de Base Legal; 	 ury

Considerando que en el desarrollo de los medios seg
do y tercero de su recurso, sostiene en síntesis el Banco

recurrente, que él propuso la nulidad de la demanda. origi-
nal porque la demandante (hoy recurrida en casación) no
había depositado previamente en Secretaría, ni enunciado
en su demanda los documentos justificativos de la misma;
que la dicha demandante Diana Aurora Báez de García hi-
zo valer documentos "que no fi guraban entre los que inte-
gran el procedimiento ejecutorio impugnado" en los cuales
ella había anunciado en su demanda que se basaría; .que
la Corte a-qua al basar su sentncia en esos documentos vio-
ló el artículo 728 del Código de Procedimiento Civil, como
también violó ese texto en un segundo aspecto porque el
acto de demanda. lanzado el día 27 de, octubre de 1967,
para comparecer a una audiencia el día 3 de noviembre de
ese año, "excedía el máximo de cinco días francos estable-
cido por el citado artículo 728"; que, por otra parte al ba-
sar la Corte a-qua su fallo en documentos con respecto a
Ios cuales no se observó la regla instituída por el artículo
728, violó su derecho de defensa; pero,

Considerando que si bien el artículo 728 del Código de
Procedimiento Civil, modificado por la Ley No. 764 de 1944,
establece que en la demanda en nulidad deberán enunciarse
los documentos en que se funda dicha demanda, dicha exi-
gencia quedó cumplida en la especie al com probar la Corte
a-qua que la demandante en nulidad advirtió al demandado,
en su demanda, que "utilizará como medio de prueba todas
las piezas depositadas por el demandado" (el Banco) con
motivo de los procedimientos de expropiación que realiza-
ba, por lo cual —como lo apreciaron los jueces del fondo—
en tales circunstancias el Banco conocía los documentos quese harían valer puesto aue él mismo los había depositado
con motivo del procedimiento de embargo que perseguía;
que además, el hecho de que el texto citado le exigía aldem

andante en nulidad enunciar los documentos en queva a cimentar su demanda, no obsta para que pueda hacer
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valer en audiencia, sometiéndolo al debate, cualquiera cer-
tificación, corno ocurrió en el caso que nos ocupa, corrobo-
rativa de la documentación ya enunciada y conocida por
las partes; que, por consiguiente, el criterio de la Corte
a-qua es correcto en ese primer aspecto; que, en cuanto a
la inobservancia del plazo establecido en el artículo 728 ci-
tado, la Corte a-qua tuvo en cuenta lo dispuesto en ese tex-
to legal, puesto que hizo los cálculos correspondientes , pero
admitiendo no obstante que no se había demostrado que al
ser llamado el Banco a audiencia a seis días francos en vez
de cinco, hubiera recibido algún perjuicio, lo que significa
que dicha Corte hizo aplicación, con razones que esta Su-
prema Corte de Justicia estima pertinentes, de la máxima
"no hay nulidad sin agravio", la cual constituye en el esta-
do actual de nuestra legislación la expresión de un princi-
pio general que el legislador ha consagrado ya cuando ha
tenido oportunidad de hacerlo en varias materias; que, en
tales condiciones no se ha incurrido, corno sostiene el re-
currente en la violación del artículo 728 del Código de Pro-
cedimiento Civil, ni se ha lesionado con la aplicación del
criterio jurídico anterior, su derecho de defensa; que, por
tanto, los medios segundo y tercero carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

Considerando que en los medios primero y cuarto de su
recurso sostiene en síntesis el recurrente que él formuló
conclusiones adicionales en el escrito ampliatorio que depo-
sitó y que las mismas no fueron enunciadas en el fallo im-
putado; conclusiones, sigue sosteniendo el recurrente, que
iban encaminadas a que se declarara caduco el derecho de
la hoy recurrida en casación de producir a su vez un escrito
ampliatorio; y que pidió también que no fueran tomados en
consideración los documentos de la otra parte que no hubie-
ren sido objeto de comunicació n ; que sus conclusiones fue-

ron "olímpicamente ignoradas", y sus alegatos no ftler°11i
ponderados, la cual ponderación hubiera influido, a su
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, en la suerte del litigio; que, por tales razones, estima
recurrente que se violó el artículo 141 del Código de
oculimiento Civil y se incurrió en una omisión de estatuir

v en el vicio de falta de base legal; pero,
Considerando que si bien el artículo 141 del Código de

procedimiento Civil señala, en cuanto a la redacción de las
sentencias, que éstas contendrán entre otros datos las con-
dusiones de las partes, y si bien es cierto que en su escrito
ampliatorio de fecha 21 de diciembre de 1967, el Banco pro-
dujo las conclusiones adicionales a que se refiere en su ex-
posición, para que el voto de la ley quede cumplido no es
ndispensable que se copien l iteralmente dichas conclusiones,
bastando que el contenido de las mismas se encuentre con-
signado; que en la especie, la Corte a-qua dejó constancia del
escrito citado, y por tanto de su contenido, cuando al final
de la página 4 de la sentencia impugnada dijo expresamen-
te: "Visto el escrito ampliatorio de conclusiones de la parte
intimada"; y, además, del contexto de dicha sentencia re-
sulta que tales conclusiones no fueron como se pretende ig-
noradas, por lo cual el hecho de que no se copiaran lite-
ralmente no puede conducir a invalidar el fallo dictado; que,
por otra parte, las citadas conclusiones fueron —según re-
sulta del examen de la copia del escrito contentivo de las
mismas que ha sido depositado— las siguientes: "2do. Adi-
c:onalmente, os pide que os plazca: A) declarar caduco el
derecho de la contraparte a depositar un escrito ampliato-
rio, por no haberlo hecho en el plazo otorgádole con tal
objeto por esta Corte; y, B) no tomar en consideración losdocumentos que hubiere depositado la contraparte, por no
habérselos comunicado previamente al concluyente";

Considerando Que en el fallo dictado no hay constan-
cia de Que la Corte a-qua hiciera uso de los alegatos del ci-
tado escrito ampliatorio de la hoy recurrida en casación,
S'no que se analizó la litis tal como estaba planteada des-
de su origen, cuyos fundamentos eran conocidos por las
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valer en audiencia, sometiéndolo al debate, cualquiera cer-
tificación, como ocurrió en el caso que nos ocupa, corrobo-
rativa de la documentación ya enunciada y conocida por

las partes; que. por consiguiente, el criterio de la Corte
a-qua es correcto en ese primer aspecto; que, en cuanto a
la inobservancia del plazo establecido en el artículo 728 ci-
tado, la Corte a-qua tuvo en cuenta lo dispuesto en ese tex-
to legal, puesto que hizo los cálculos correspondie ntes , pero

admitiendo no obstante que no se había demostrado que al
ser llamado el Banco a audiencia a seis días francos en vez
de cinco, hubiera recibido algún perjuicio, lo que significa
que dicha Corte hizo aplicación, con razones que esta Su-
prema Corte de Justicia estima pertinentes, de la máxima
"no hay nulidad sin agravio", la cual constituye en el esta-
do actual de nuestra legislación la expresión de un princi-
pio general que el legislador ha consagrado ya cuando ha
tenido oportunidad de hacerlo en varias materias; que, en
tales condiciones no se ha incurrido, como sostiene el re-
currente en la violación del artículo 728 del Código de Pro-
cedimiento Civil, ni se ha lesionado con la aplicación del
criterio jurídico anterior, su derecho de defensa; que, por
tanto, los medios segundo y tercero carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

Considerando que en los medios primero y cuarto de su

recurso sostiene en síntesis el recurrente que él formuló
conclusiones adicionales en el escrito ampliatorio que depo-
sitó y que las mismas no fueron enunciadas en el fallo im-
pugado; conclusiones, sigue sosteniendo el recurrente, que
iban encaminadas a que se declarara caduco el derecho de
la hoy recurrida en casación de producir a su vez un escrito
ampliatorio; y que pidió también que no fueran tomados en
consideración los documentos de la otra parte que no hubie-
ren sido objeto de comunicación; que sus conclusiones fue'
ron "olímpicamente ignoradas", y sus alegatos no fueron.

ponderados, la cual ponderación hubiera influido, a 
su itn"

cio, en la suerte del litigio; que, por tales razones, estima
el recurrente que se violó el artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil y se incurrió en una omisión de estatuir
v en el vicio de falta de base legal; pero,

Considerando que si bien el artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil señala, en cuanto a la redacción de las
sentencias, que éstas contendrán entre otros datos las con-
qusiones de las partes, y si bien es cierto que en su escrito
ampliatorio de fecha 21 de dic:embre de 1967, el Banco pro-
dujo las conclusiones adicionales a que se refiere en su ex-
posición, para que el voto de la ley quede cumplido no es
ndispensable que se copien literalmente dichas conclusiones,
bastando que el contenido de las mismas se encuentre con-
signado; que en la especie, la Corte a-qua dejó constancia del
escrito citado, y por tanto de su contenido, cuando al final
de la página 4 de la sentencia impugnada dijo expresamen-
te: "Visto el escrito ampliatorio de conclusiones de la parte
intimada"; y, además, del contexto de dicha sentencia re-
sulta que tales conclusiones no fueron como se pretende ig-
rátadas, por lo cual el hecho de que no se copiaran lite-
ralmente no puede conducir a invalidar el fallo dictado; que,
por otra parte, las citadas conclusiones fueron —según re-
sulta del examen de la co pia del escrito contentivo de las
mismas que ha sido depositado— las siguientes: "2do. Adi-
clonalmente, os pide que os plazca: A) declarar caduco el
derecho de la contraparte a depositar un escrito ampliato-
rio• por no haberlo hecho en el plazo otorgádole con tal
objeto por esta Corte; y, B) no tomar en consideración losdocumentos que hubiere depositado la contraparte, por no
habérselos comunicado previamente al concluyente";

Considerando que en el fallo dictado no hay constan-
cia de que la Corte a-qua hiciera uso de los alegatos del ci-tado escrito ampliatorio de la hoy recurrida en casación,
8;110 que se analizó la litis tal como estaba planteada des-de su origen, cuyos fundamentos eran conocidos por las

4

1



4030	 BOLETIN JUDICIAL

partes y según los cuales se solicitaba la nulidad del pro-
cedimiento de embargo porque la embargada sostenía que
no había dado poder alguno a la persona que consistió en
su nombre la hipoteca que se le ejecutaba; que, por otra
parte, en cuanto a que la Corte a-qua tomó en consideración
los documentos depositados, ya ese punto quedó resuelto
precedentemente a propósito de los medios segundo y ter-
cero; pero, conviene agregar, que las Certificaciones del
Registrador de Títulos que ponderó la Corte a-qua no pue-
den ser consideradas como documentos cuya ponderación
violara el derecho del recurrente, porque se refieren, una
de ellas, al acto constitutivo de hipoteca que el persiguien-
te del embargo conocía puesto que en base a dicha hipoteca
había procedido a la ejecución; y la otra certificación se re-
fiere a la ausencia de poder dado a José R. Gautier para
otorgar dicha hipoteca por la impugnante, propietaria del
bien embargado, base esencial de la demanda, situación que
era, en tales condiciones, del conocimiento del demandado;
y la otra Certificación del Secretario de la Cámara de lo
Civil y Comercial se refiere a las enunciaciones prelimina-
les del Pliego de Condiciones, para atestiguar que en el ci-
tado documento no se hacía mención de poder alguno; y

como el Pliego de Condiciones lo prepara el persiguiente del
embargo, lo enunciado en esa Certificación era incuestiona-
blemente de su conocimiento, por lo cual —como se diio
antes— se trata de certificaciones corroboratorias de la mis-
ma documentación que el persiguiente había hecho valer
en el embargo; que, por tanto, no puede sostenerse válida-
mente que tales documentaciones no eran del conocimiento
del demandado, por lo cual los medios que se examinan
carecen también de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por el Banco de Crédito y Ahorros, C. k
por A., contra la sentencia dictada en sus atribucion es Ci'
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-; por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en
fecha 5 de abril de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al re-

; eurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche 1-1.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado) : Ernesto Curiel hijo.
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partes y según los cuales se solicitaba la nulidad del pro-
cedimiento de embargo porque la embargada sostenía que
no había dado poder alguno a la persona que consistió en
su nombre la hipoteca que se le ejecutaba; que, por otra
parte, en cuanto a que la Corte a-qua tomó en consideración
los documentos depositados, ya ese punto quedó resuelto
precedentemente a propósito de los medios segundo y ter-
cero; pero, conviene agregar, que las Certificaciones del
Registrador de Títulos que ponderó la Corte a-qua no pue-
den ser consideradas como documentos cuya ponderación
violara el derecho del recurrente, porque se refieren, una
de ellas, al acto constitutivo de hipoteca que el persiguien-
te del embargo conocía puesto que en base a dicha hipoteca
había procedido a la ejecución; y la otra certificación se re-
fiere a la ausencia de poder dado a José R. Gautier para
otorgar dicha hipoteca por la impugnante, propietaria del
bien embargado, base esencial de la demanda, situación que
era, en tales condiciones, del conocimiento del demandado;
y la otra Certificación del Secretario de la Cámara de lo
Civil y Comercial se refiere a las enunciaciones prelimina-
les del Pliego de Condiciones, para atestiguar que en el ci-
tado documento no se hacía mención de poder alguno; y
como el Pliego de Condiciones lo prepara el persiguiente del
embargo, lo enunciado en esa Certificación era incuestiona-
blemente de su conocimiento, por lo cual —como se diio
antes— se trata de certificaciones corroboratorias de la mis-
ma documentación que el persiguiente había hecho valer
en el embargo; que, por tanto, no puede sostenerse válida-
mente que tales documentaciones no eran del conocimiento
del demandado, por lo cual los medios que se examinan
carecen también de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Banco de Crédito y Ahorros, C. 14

por A., contra la sentencia dictada en sus atribucion es ci"
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viles por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en
fecha 5 de abril de 1968, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al re-irurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado) : Ernesto Curiel hijo.

1'
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Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe.
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en Santo
Domingo, Distrito Nacional, hoy día 4 de septiembre du
1969, años 126' de la Independencia y 107' de la Restaur
ción, dicta en Cámara de Consejo, la siguiente sentencia:

Visto el expediente relativo al recurso de casación i
terpuesto por Lidia Trinidad de Quilez, dominicana, mayor
de edad, cédula N9 1346. serie 65, domiciliada y residente
en Samaná, contra sentencia pronunciada por el Tribunal
Superior de Tierras del Distrito Nacional, en fecha 14 de

mayo de 1969, por medio de un memorial de casación sus,-,
crito por el Doctor Víctor Guerrero Rojas en fecha 14
julio de 1969;

Vista la instancia de fecha 26 de agosto de 1969, s

crita por el Doctor Diógenes Medina y Medina, que di
"Al Honorable Magistrado Juez Presidente y demás Jue
que integran la muy Honorable Suprema Corte de Justi-
cia.— Ciudad.— Asunto: Solicitud de pronunciación de ca-

ducidad del recurso de casación interpuesto por la señora
Lidia Trinidad de Quiles.— Honorables Magistrados: Lol
sucesores de Gregorio González, así como el Dr. Damasq0
ne Stefanoff, representado los primeros por el señor Rafa4
Jiménez Espino, dominicano, mayor de edad, estudiante, d4.7

miciliado y residente en la la casa	 33 de la calle Luperót,
del Municipio de Sánchez, identificado por la cédula p

--.ona N 9 4770, serie 66, debidamente renovada, y el seg'

(7 0 dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado y resi-
dente en la casa N9 1 de la calle 16 de Agosto. de esta ciu-
dad, identificado por la cédula personal N . 42046, serie lra.,
renovada, por órgano del infrascrito, Dr. Diógenes Medina
y Medina, abogado de los Tribunales de la República, iden-
tificado por la cédula personal N 9 2845, serie 66, debida-
mente renovada y con estudio profesional abierto en los
altos de la casa N° 224 de la Ave. Teniente Amado García
Guerrero, de esta ciudad, tienen a bien solicitar de esa Ho-
norable Suprema Corte de Justicia. que de conformidad
cib ki establecido con el artículo 7 de la Ley sobre procedi-
miento de casación se proclame la caducidad de recurso de
casación interpuesto por la señora Lidia Trinidad de Qui-
les, contra la decisión del Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 14 de mayo de 1969, que confirma en todas sus partes
Ja decisión del Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Ori-
ginal del Munici pio de San Francisco de Macorís de fecha
24 de Julio de 1968, en relación con las parcelas 368, 369 y
402 del Distrito Catastral N. 6 del Municipio de Sánchez.
La presente instancia a los fines que ella persigue se for-
mula en razón de que conforme a los libros que obran en
esa Honorable Suprema Corte de Justicia, destinados a la
interposición de recursos de casación, el muy Honorable Ma-
gistrado Juez Presidente de ese alto Tribunal dictó Auto
autorizando a emplazar en favor de la señora Lidia Trini-
dad de Quiles, en fecha 14 del mes de Julio del año 1969,
habiendo vencido el plazo señalado en el artículo 7 de la
Ley de casación citada sin que hasta la fecha la parte recu-
rrente haya notificado a los impetrantes el memorial de ca-
sación contentivo de los agravios en que fundamentaba sus
alegatos. Finalmente significamos a ese alto Tribunal que el
plazo que señala la Ley ha sido ventajosamente observado,
teniendo en cuenta el aumento en razón de la distancia que
señala la Ley, por tener su domicilio y residencia la recu-
rrente señora Lidia Trinidad de Quiles, en la Provincia de
Samaná formulando la presente solicitud en acatamient.,
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Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la

Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-

marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama. Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe.
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en Santo
Domingo, Distrito Nacional, hoy día 4 de septiembre de
1969, años 126' de la Independencia y 107' de la Restaura-
ción, dicta en Cámara de Consejo, la siguiente sentencia:

•
Visto el expediente relativo al recurso de casación in- - I

terpuesto por Lidia Trinidad de Quilez, dominicana, mayor
de edad, cédula N° 1346. serie 65, domiciliada y residente
en Samaná, contra sentencia pronunciada por el Tribunal
Superior de Tierras del Distrito Nacional, en fecha 14 de,'

-i,
mayo de 1969, por medio de un memorial de casación sus?i'
crito por el Doctor Víctor Guerrero Rojas en fecha 14 d

julio de 1969;

Vista la instancia de fecha 26 de agosto de 1969, s
erita por el Doctor Diógenes Medina y Medina, que dic
"Al Honorable Magistrado Juez Presidente y demás .Jueces
que integran la muy Honorable Suprema Corte de Justi-
cia.— Ciudad.— Asunto: Solicitud de pronunciación de ca-
ducidad del recurso de casación interpuesto por la señora
Lidia Trinidad de Quiles.— Honorables Magistrados: I.4
sucesores de Gregorio González, así como el Dr. Damasqul
ne Stefanoff, representado los primeros por el señor Rafa
Jiménez Espino, dominicano, mayor de edad, estudiant e, d .;

miciliado y residente en la la casa N9 33 de la calle Luperói4;
del Municipio de Sánchez, identificado por la cédula per- 1

'bona N 9 4770, serie 66. debidamente renovada, y el segur:-

o dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado y resi-
,ente en la casa N9 1 de la calle 16 de Agosto, de esta ciu-
dad, identificado por la cédula personal N" 42046, serie lra.,
renovada, por órgano del infrascrito, Dr. Diógenes Medina
Ir Medina, abogado de los Tribunales de la República, iden-
tificado por la cédula personal N9 2845, serie 66, debida.
mente renovada y con estudio profesional abierto en los
altos de la casa N° 224 de la Ave. Teniente Amado García
Guerrero, de esta ciudad, tienen a bien solicitar de esa Ho-
norable Suprema Corte de Justicia. que de conformidad
eib ki establecido con el artículo 7 de la Ley sobre procedi-
miento de casación se proclame la caducidad de recurso de
casación interpuesto por la señora Lidia Trinidad de Qui-
les, contra la decisión del Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 14 de mayo de 1969, que confirma en todas sus partes
la decisión del Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Ori-
ginal del Munici p io de San Francisco de Macorís de fecha
24 de Julio de 1968, en relación con las parcelas 368, 369 y
402 del Distrito Catastral N" 6 del Municipio de Sánchez.
La presente instancia a los fines que ella persigue se for-
mula en razón de que conforme a los libros que obran en
esa Honorable Suprema Corte de Justicia, destinados a la
interposición de recursos de casación, el muy Honorable Ma-
gistrado Juez Presidente de ese alto Tribunal dictó Auto
autorizando a emplazar en favor de la señora Lidia Trini-
dad de Quiles, en fecha 14 del mes de Julio del año 1969,
habiendo vencido el plazo señalado en el artículo 7 de la
Ley de casación citada sin que hasta la fecha la parte recu-
rrente haya notificado a los impetrantes el memorial de ca-
sación contentivo de los agravios en que fundamentaba sus
;,legatos. Finalmente significamos a ese alto Tribunal que el
plazo que señala la Ley ha sido ventajosamente observado.
teniendo en cuenta el aumento en razón de la distancia que
señala la Ley, por tener su domicilio y residencia la recu-
rrente señora Lidia Trinidad de Quiles, en la Provincia de
Samaná formulando la presente solicitud en acatamient.)
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de la parte infine del artículo 7 de la mencionada Ley sobre
procedimiento de casación.— En Santo Domingo, Distritoil

'Nacional, Capital de la República Dominicana, a los veinte
y seis (26) días del mes de Agosto del año mil novecientos'
sesenta y nueve (1969).— Firmado.— Dr. Diógenes Medin
y Medina, Abogado.";

Visto el auto autorizando a emplazar del referido re-
curso, dictado en fecha 14 de julio de 1969, por el Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia;

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

(Firmados).— Manuel R amón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M . Alvarez Pere.11ó.— Juan Bautista Rojas Almánzar .--
,Sani iago Osvaldo Rojo Carbuccia.

Dada y firmada ha sido la anterior resolución por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Cá-
mara de Consejo, el mismo día, mes y año en él expresados,
lo que yo, Secretario General, certifico.— (Firmado).— Er-
nesto Curiel hijo.

Visto el artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de 11

Atendido que de conformidad con el antes mencionado
Ertículo se incurre en la caducidad del recurso de casación,
cuando el recurrente no emplazare al recurso en el término
de treinta días a contar de la Techa en que fue proveído por

el Presidente el auto en que se autoriza el emplazamiento;
que esta ceducidad puede ser pronunciada a pedimento de

parte o de oficio;

Atendido aque en el expediente no hay constanci
uue el recurrente haya emplazado al recurrido;

Por tales motivos, la Suprema Corte de Justicia,

RESUEL V E:

Primero: Declara la caducidad del reculo de casación
interpuesto por Lidia Trinidad de Quilez, contra sentencia
pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha
14 de mayo de 1969; y Segundo: Ordenar que la presente
resolución sea publicada en el Boletín Judicial.

Casación;



Visto el dictamen del Magistrado Procurador Gener
ao

de la República;

de la parte infine del artículo 7 de la mencionada Ley sobre
procedimiento de casación.— En Santo Domingo, Distrito/II
Nacional, Capital de la República Dominicana, a los veinte
y seis (26) días del mes de Agosto del año mil noveciento.,
sesenta y nueve (19691.— Firmado.— Dr. Diógenes Medina
y Medina, Abogado.";

Visto el auto autorizando a emplazar del referido re-
curso, dictado en fecha 14 de julio de 1969, por el Presil,
dente de la Suprema Corte de Justicia;

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.-- Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar »—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.

Dada y firmada ha sido la anterior resolución por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Cá-
mara de Consejo, el mismo día. mes y año en él expresados,
lo que yo, Secretario General, certifico.— (Firmado).— Er-
nesto Curiel hijo.

Visto el artículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Atendido que de conformidad con el antes mencionado
z.rtículo se incurre en la caducidad del recurso de casación,
cuando el recurrente no emplazare al recurso en el térinino
de treinta días a contar de la Techa en que fue proveído por
el Presidente el auto en que se autoriza el emplazamiento;
que esta ceducidad puede ser pronunciada a pedimento de
parte o de oficio;

Atendido aque en el expediente no hay constancia de

oue el recurrente haya emplazado al recurrido;
Por tales motivos, la Suprema Corte de Justicia,

RESUELVE:

Primero: Declara la caducidad del recurlo de casaci
interpuesto por Lidia Trinidad de Quilez, contra sentencia
pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha
14 de mayo de 1969; y Segundo: Ordenar que la presente
resolución sea publicada en el Boletín Judicial.
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Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante el
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Recursos de casación penales conocidos . 	 ... . 21
Recursos de casación penales fallados .	 ...	 .. 12
Recursos de apelación sobre libertad provisional

bajo fianza fallados . 	 . 6
Autos sobre libertad provisional bajo fianza dicta-

6
Suspensiones de ejecución de sentencias ...	 ... 2
Defectos	 ...	 .	 .	 .	 .	 . . .	 .	 .	 .. 2
Recursos declarados caducos . 	 .	 . 1
Declinatorias...	 .	 .	 .	 .	 . .	 .	 . .	 . . 4
Resoluciones ordenando	 la	 libertad	 provisional

por haberse prestado la fianza ... 1
Juramentación de Abogados .	 .	 . 5
Nombramientos de Notarios ... 	 . . .	 . . .	 . 1
Resoluciones Administrativas . . .	 .	 .	 . . . 8
Autos autorizando emplazamientos ... 	 ... 16
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Autos fijando causas . . . 	 . 38
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Ernesto Curiel hijo.
Secretario General de la Suprema

Corte de Justicia.
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